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La ESI:
UN DERECHO

Y UNA OPORTUNIDAD

L
a Ley Nacional de Educación Sexual Integral Nº 26.150 (ESI), consensuada

democráticamente y sancionada el 4 de octubre de 2006, inauguró una

perspectiva de abordaje integral de la sexualidad en la escuela. Establece

que niñas, niños y jóvenes tienen derecho a recibir educación sexual

integral en los establecimientos educativos públicos, de gestión estatal y privada.

En el marco de lo establecido por la Ley 26.150, en el año 2008 se creó el Programa

Nacional Educación Sexual Integral en el ámbito del Ministerio de Educación de la

Nación, para coordinar e implementar acciones y propuestas educativas en todo el

país. Ese mismo año, el Consejo Federal de Educación (CFE) aprobó los Lineamientos

Curriculares Básicos para que la ESI se enseñe en las escuelas de forma transversal.

Desde la Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba (UEPC), acompañamos

estos procesos con propuestas formativas y publicaciones orientadas a fortalecer el

abordaje institucional, pedagógico y transversal de la ESI como modo de enriquecer

el enseñar. A partir del año 2007, desarrollamos nuestro primer programa de

formación docente en educación sexual integral con el objetivo de generar un

espacio de investigación, reflexión y socialización de experiencias. En ese mismo

año, el XVI Congreso de Docentes Rurales introdujo la problemática y tuvo los

siguientes ejes temáticos: género, sexualidades y educación. 

Desde el Instituto de Capacitación e Investigación de los Educadores de Córdoba

(ICIEC-UEPC) elaboramos, desde hace más de diez años, múltiples propuestas de
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formación docente que ponen el acento en la educación sexual integral y en la

promoción de los derechos sexuales y de identidad. Desarrollamos cursos y talleres

en toda la provincia, en los que tematizamos, profundizamos y reflexionamos junto

a compañeras y compañeros docentes sobre las tradiciones biologicistas, los

abordajes pedagógicos sobre la sexualidad y la introducción en los marcos

curriculares nacionales y provinciales de las leyes de Matrimonio Igualitario (Nº

26.618) y de Identidad de Género (Nº 26.743). Elaboramos, además, diferentes

materiales audiovisuales con la participación de referentes en la temática. En este

sentido, la apuesta por abordar la ESI desde la formación docente se refleja en los

múltiples cursos y talleres realizados desde 2008 a la actualidad en todas las

delegaciones de UEPC.

A su vez, la Secretaría de Género y Derechos Humanos, creada en el año 2011,

organizó las Jornadas de Formación en Género “El desafío de construir la igualdad

de género desde la escuela”, destinadas a las y los docentes de toda la provincia.

Además, elaboró materiales de formación, como las “Cartillas de trabajo áulico: toda

educación es sexual”, con el propósito de contribuir a la formación de una ciudadanía

crítica y comprometida con el respeto a las opciones individuales, las múltiples

identidades sexuales existentes y la igualdad, como punto de articulaciones entre

sujetos en toda sociedad que se asume como democrática. 

A partir de 2020 y en el marco de las medidas excepcionales de aislamiento y

distanciamiento social obligatorio adoptadas por el Gobierno Nacional ante la crisis

del COVID-19, desde el ICIEC-UEPC elaboramos propuestas que permitieran a las y

los docentes sostener espacios de enseñanza y cuidado con sus estudiantes y las

familias. Surgió así una nueva subserie de los Cuadernos para la enseñanza

denominada “ES Igualdad en cuarentena”, un material didáctico que acerca

experiencias, ideas y ejemplos que contribuyen a la construcción de aprendizajes

significativos y relevantes por parte de niñas, niños y jóvenes. Desarrollamos, además,

los talleres virtuales de formación docente sobre “ESIgualdad ¿cómo podemos

potenciarla? El lugar de los cuerpos y afectividades en nuestra experiencia docente

como puerta de entrada al abordaje de la ESI”, para pensar desde dónde y de qué

maneras enseñamos y cuáles son los supuestos que tenemos sobre la ESI. Finalmente,

en el marco del Ciclo entre docentes | Propuestas para enseñar, conversamos en

torno a “La ESI nos encuentra: haciendo escuela en tiempos de pandemia”, un

espacio para pensar en cómo potenciar los aprendizajes de la ESI en la virtualidad.
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LAS NORMATIVAS INTERNACIONALES Y NACIONALES 

Camino a los 15 años de la sanción de Ley Nacional de Educación Sexual Integral 

Nº 26.150, los desafíos continúan. El marco normativo que la sostiene, ampara y

enriquece es amplio, pero –en ocasiones– poco conocido. Se trata de leyes nacionales,

resoluciones del CFE, convenciones y declaraciones de principios internacionales que

garantizan derechos relacionados al género y la sexualidad, y que legitiman la

construcción de un posicionamiento pedagógico integral y plural. Profundizar en este

enfoque, reconociendo la perspectiva de género y derechos humanos, significa una

enorme oportunidad de habitar las escuelas con una mirada igualitaria. 

En este sentido, ponemos a disposición esta publicación que recopila el marco

normativo internacional y nacional vinculado a la ESI. Entendemos que su aporte

central consiste en unificar, en un mismo volumen, el conjunto de normas sobre las

cuales se definen y organizan las demandas curriculares y las propuestas de enseñanza

que abordan la ESI. Es un material para compartir en la escuela, con compañeras,

compañeros y estudiantes. Consideramos que conocer y apoyarnos en el marco

normativo contribuye, a su vez, a historizar el derrotero de la conquista y ampliación

de derechos. 

Se trata de un insumo relevante para enriquecer la reflexión sobre aquello que se

enseña y aquello que se aprende en materia de género y sexualidad en las escuelas,

con el objetivo de construir instituciones cada vez más igualitarias, inclusivas, justas y

alojadoras de la diversidad.





MARCO
NORMATIVO
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Documentos Internacionales

CONVENCIÓN UNIVERSAL SOBRE 
LOS DERECHOS HUMANOS (1948)

http://www.infoleg.gob.ar/?page_id=1003

Adoptada y proclamada por la Resolución 217 A (III) de la Asamblea General de las Naciones
Unidas el 10 de diciembre de 1948.

PREÁMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la
paz en el mundo tienen por base el reconoci-
miento de la dignidad intrínseca y de los dere-
chos iguales e inalienables de todos los miem-
bros de la familia humana;

considerando que el desconocimiento y el
menosprecio de los derechos humanos han
originado actos de barbarie ultrajantes para la
conciencia de la humanidad; y que se ha pro-
clamado, como la aspiración más elevada del
hombre, el advenimiento de un mundo en que
los seres humanos, liberados del temor y de la
miseria, disfruten de la libertad de palabra y de
la libertad de creencias;

considerando esencial que los derechos hu-
manos sean protegidos por un régimen de de-
recho, a fin de que el hombre no se vea com-
pelido al supremo recurso de la rebelión contra
la tiranía y la opresión;

considerando también esencial promover el
desarrollo de relaciones amistosas entre las
naciones;

considerando que los pueblos de las Naciones
Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los
derechos fundamentales del hombre, en la

dignidad y el valor de la persona humana y en
la igualdad de derechos de hombres y mujeres;
y se han declarado resueltos a promover el
progreso social y a elevar el nivel de vida dentro
de un concepto más amplio de la libertad;

considerando que los Estados miembros se
han comprometido a asegurar, en cooperación
con la Organización de las Naciones Unidas,
el respeto universal y efectivo a los derechos y
libertades fundamentales del hombre;

y

considerando que una concepción común de
estos derechos y libertades es de la mayor im-
portancia para el pleno cumplimiento de dicho
compromiso;

La Asamblea General proclama

La presente Declaración Universal de Derechos
Humanos como ideal común por el que todos
los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin
de que tanto los individuos como las institu-
ciones, inspirándose constantemente en ella,
promuevan, mediante la enseñanza y la edu-
cación, el respeto a estos derechos y libertades,
y aseguren, por medidas progresivas de carácter
nacional e internacional, su reconocimiento y
aplicación universales y efectivos, tanto entre

http://www.infoleg.gob.ar/?page_id=1003
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entre los de los territorios colocados bajo su
jurisdicción.

Artículo 1º – Todos los seres humanos nacen
libres e iguales en dignidad y derechos y,
dotados como están de razón y conciencia,
deben comportarse fraternalmente los unos
con los otros.

Artículo 2º –

1. Toda persona tiene todos los derechos y li-
bertades proclamados en esta Declaración, sin
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de cualquier otra ín-
dole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Además, no se hará distinción alguna fundada
en la condición política, jurídica o internacional
del país o territorio de cuya jurisdicción dependa
una persona, tanto si se trata de un país inde-
pendiente, como de un territorio bajo admi-
nistración fiduciaria, no autónomo o sometido
a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3º – Todo individuo tiene derecho a
la vida, a la libertad y a la seguridad de su per-
sona.

Artículo 4º – Nadie estará sometido a esclavitud
ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de es-
clavos están prohibidas en todas sus formas.

Artículo 5º – Nadie estará sometido a torturas
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes.

Artículo 6º – Todo ser humano tiene derecho,
en todas partes, al reconocimiento de su per-
sonalidad jurídica.

Artículo 7º – Todos son iguales ante la ley y
tienen, sin distinción, derecho a igual protección
de la ley. Todos tienen derecho a igual protec-
ción contra toda discriminación que infrinja
esta Declaración y contra toda provocación a
tal discriminación.

Artículo 8º – Toda persona tiene derecho a
un recurso efectivo, ante los tribunales nacio-
nales competentes, que la ampare contra actos
que violen sus derechos fundamentales reco-
nocidos por la Constitución o por la ley.

Artículo 9º – Nadie podrá ser arbitrariamente
detenido, preso ni desterrado.

Artículo 10º – Toda persona tiene derecho,
en condiciones de plena igualdad, a ser oída
públicamente y con justicia por un tribunal in-
dependiente e imparcial, para la determinación
de sus derechos y obligaciones o para el
examen de cualquier acusación contra ella en
materia penal.

Artículo 11º –

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho
a que se presuma su inocencia mientras no se
pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en
juicio público en el que se le hayan asegurado
todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones
que en el momento de cometerse no fueron
delictivos según el derecho nacional o inter-
nacional. Tampoco se impondrá pena más
grave que la aplicable en el momento de la
comisión del delito.

Artículo 12º – Nadie será objeto de injerencias
arbitrarias en su vida privada, su familia, su do-
micilio o su correspondencia, ni de ataques a
su honra o a su reputación. Toda persona tiene
derecho a la protección de la ley contra tales
injerencias o ataques.

Artículo 13º –

1. Toda persona tiene derecho a circular libre-
mente y a elegir su residencia en el territorio
de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier
país, incluso del propio, y a regresar a su país.

Artículo 14º –

1. En caso de persecución, toda persona tiene
derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en
cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado como
una acción judicial realmente originada por
delitos comunes o por actos opuestos a los
propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 15º –

1. Toda persona tiene el derecho a una nacio-
nalidad.
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2. A nadie se privará arbitrariamente de su na-
cionalidad ni del derecho a cambiar de nacio-
nalidad.

Artículo 16º –

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la
edad núbil, tienen derecho, sin restricción
alguna por motivo de raza, nacionalidad o reli-
gión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán
de iguales derechos en cuanto al matrimonio,
durante el matrimonio y en caso de disolución
del matrimonio.

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento
de los futuros esposos podrá contraerse el
matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental
de la sociedad y tiene derecho a la protección
de la sociedad y del Estado.

Artículo 17º –

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad,
individual y colectivamente.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su
propiedad.

Artículo 18º – Toda persona tiene derecho a
la libertad de pensamiento, de conciencia y de
religión; este derecho incluye la libertad de
cambiar de religión o de creencia, así como la
libertad de manifestar su religión o su creencia,
individual y colectivamente. Tanto en público
como en privado, por la enseñanza, la práctica,
el culto y la observancia.

Artículo 19º – Todo individuo tiene derecho a la
libertad de opinión y de expresión; este derecho
incluye el de no ser molestado a causa de sus
opiniones, el de investigar y recibir informaciones
y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de
fronteras, por cualquier medio de expresión.

Artículo 20º –

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de
reunión y de asociación pacífica.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a
una asociación.

Artículo 21º –

1. Toda persona tiene derecho a participar en

el gobierno de su país, directamente o por
medio de representantes libremente escogi-
dos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso,
en condiciones de igualdad, a las funciones
públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la auto-
ridad del poder público; esta voluntad se ex-
presará mediante elecciones auténticas que
habrán de celebrarse periódicamente, por su-
fragio universal e igual y por voto secreto u
otro procedimiento equivalente que garantice
la libertad del voto.

Artículo 22º – Toda persona, como miembro
de la sociedad, tiene derecho a la seguridad
social, y a obtener mediante el esfuerzo na-
cional y la cooperación internacional, habida
cuenta de la organización y los recursos de
cada Estado, la satisfacción de los derechos
económicos, sociales y culturales, indispen-
sables a su dignidad y el libre desarrollo de su
personalidad.

Artículo 23º –

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la
libre elección de su trabajo, a condiciones
equitativas y satisfactorias de trabajo y a la pro-
tección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discrimina-
ción alguna, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a
una remuneración equitativa y satisfactoria,
que le asegure, así como a su familia, una exis-
tencia conforme a la dignidad humana y que
será completada, en caso necesario, por cua-
lesquiera otros medios de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindi-
catos y a sindicarse para la defensa de sus in-
tereses.

Artículo 24º – Toda persona tiene derecho al
descanso, al disfrute del tiempo libre, a una li-
mitación razonable de la duración del trabajo
y a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25º –

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de
vida adecuado que le asegure, así como a su
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alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia
médica y los servicios sociales necesarios;
tiene asimismo derecho a los seguros en caso
de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez,
vejez u otros casos de pérdida de sus medios
de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a
cuidados y asistencia especiales. Todos los
niños, nacidos de matrimonio o fuera de ma-
trimonio, tienen derecho a igual protección
social.

Artículo 26º –

1. Toda persona tiene derecho a la educación.
La educación debe ser gratuita, al menos en lo
concerniente a la instrucción elemental y fun-
damental. La instrucción elemental será obli-
gatoria. La instrucción técnica y profesional
habrá de ser generalizada, el acceso a los es-
tudios superiores será igual para todos, en fun-
ción de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno de-
sarrollo de la personalidad humana y el forta-
lecimiento del respeto a los derechos humanos
y a las libertades fundamentales; favorecerá la
comprensión, la tolerancia y la amistad entre
todas las naciones y todos los grupos étnicos
o religiosos, y promoverá el desarrollo de las
actividades de las Naciones Unidas para el
mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho preferente a
escoger el tipo de educación que habrá de
darse a sus hijos.

Artículo 27º –

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte li-

bremente en la vida cultural de la comunidad,
a gozar de las artes y a participar en el progreso
científico y en los beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección
de los intereses morales y materiales que le
correspondan por razón de las producciones
científicas, literarias o artísticas de que sea au-
tora.

Artículo 28º – Toda persona tiene derecho a
que se establezca un orden social e internacional
en el que los derechos y libertades proclamados
en esta Declaración se hagan plenamente
efectivos.

Artículo 29º –

1. Toda persona tiene deberes respecto a la
comunidad puesto que sólo en ella puede de-
sarrollar libre y plenamente su personalidad.

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute
de sus libertades, toda persona estará solamente
sujeta a las limitaciones establecidas por la ley,
con el único fin de asegurar el reconocimiento
y el respeto de los derechos y libertades de los
demás, y de satisfacer las justas exigencias de la
moral, del orden público y del bienestar general
en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no podrán, en
ningún caso, ser ejercidos en oposición a los
propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 30º – Nada en la presente Declaración
podrá interpretarse en el sentido de que confiere
derecho alguno al Estado, a un grupo o una
persona, para emprender y desarrollar actividades
o realizar actos tendientes a la supresión de
cualquiera de los derechos y libertades procla-
mados en esta Declaración.
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LEY N° 23.179

Sancionada: Mayo 8 de 1985

Promulgada: Mayo 27 de 1985

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA
NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CON-
GRESO, ETC.;

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

ARTÍCULO 1º – Apruébase la convención sobre
eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer, aprobada por resolución
34/180 de la Asamblea General de las Naciones
Unidas del 18 de diciembre de 1979, y suscripta
por la República Argentina el 17 de julio de
1980, cuyo texto forma parte de la presente
ley.

ARTÍCULO 2º – En oportunidad de depositarse
el instrumento de ratificación, deberá formularse
la siguiente reserva:

El gobierno argentino manifiesta que no se
considera obligado por el párrafo 1º del artículo
29 de la Convención sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer.

ARTÍCULO 3º  – Comuníquese al Poder Eje-
cutivo.

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Ar-
gentino, en Buenos Aires, a los ocho días del
mes de mayo del año mil novecientos ochenta
y cinco.

ROBERTO P. SILVA - VÍCTOR H. MARTÍNEZ

Carlos A. Bravo - Antonio J. Macris

– Registrada bajo el N° 23.179 –

CONVENCIÓN SOBRE LA
ELIMINACIÓN DE TODAS LAS
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN
CONTRA LA MUJER

Los Estados partes en la presente conven-
ción

Considerando  que la carta de las Naciones
Unidas reafirma la fe en los derechos funda-
mentales del hombre, en la dignidad y el valor
de la persona humana y en la igualdad de los
derechos del hombre y la mujer.

Considerando que la Declaración Universal
de Derechos Humanos 1/ reafirma el principio
de la no discriminación y proclama que todos
los seres humanos nacen libres e iguales en
dignidad y derechos y que toda persona puede
invocar todos los derechos y libertades procla-
mados en esa declaración, sin distinción alguna
y, por ende, sin distinción de sexo.

Considerando que los Estados partes en los
pactos internacionales de derechos humanos
tienen la obligación de garantizar al hombre y
la mujer la igualdad en el goce de todos los
derechos económicos, sociales, culturales,
civiles y políticos.

Teniendo en cuenta las convenciones inter-
nacionales concertadas bajo los auspicios de
las Naciones Unidas y de los organismos es-
pecializados para favorecer la igualdad de de-
rechos entre el hombre y la mujer.

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones,
declaraciones y recomendaciones aprobadas
por las Naciones Unidas y de los organismos

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODA FORMA DE
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER (CEDAW) (1985)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/25000-29999/26305/norma.htm

CONVENCIONES

Apruébase la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/25000-29999/26305/norma.htm
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derechos entre el hombre y la mujer.

Preocupados, sin embargo, al comprobar que
a pesar de estos diversos instrumentos las mu-
jeres siguen siendo objeto de importantes dis-
criminaciones.

Recordando que la discriminación contra la
mujer viola los principios de la igualdad de de-
rechos y del respeto de la dignidad humana,
que dificulta la participación de la mujer, en las
mismas condiciones que el hombre, en la vida
política, social, económica y cultural de su
país, que constituye un obstáculo para el ali-
mento del bienestar de la sociedad y de la
familia y que entorpece el pleno desarrollo de
las posibilidades de la mujer para prestar servicio
a su país y a la humanidad.

Preocupados por el hecho de que en situa-
ciones de pobreza la mujer tiene un acceso
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza,
la capacitación y las oportunidades de empleo,
así como a la satisfacción de otras necesida-
des.

Convencidos de que el establecimiento del
nuevo orden económico internacional basado
en la equidad y la justicia contribuirá significa-
tivamente a la promoción de la igualdad entre
el hombre y la mujer.

Subrayando que la eliminación del apartheid,
de todas las formas de racismo, de discrimina-
ción racial, colonialismo, neocolonialismo, agre-
sión, ocupación y dominación extranjeras y de
la injerencia en los asuntos internos de los Es-
tados es indispensable para el disfrute cabal de
los derechos del hombre y de la mujer.

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y
la seguridad internacionales, el alivio de la
tensión internacional, la cooperación mutua
entre todos los Estados con independencia de
sus sistemas económicos y sociales, el desarme
nuclear bajo un control internacional estricto y
efectivo, la afirmación de los principios de la
justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las
relaciones entre países y la realización del de-
recho de los pueblos sometidos a dominación
colonial y extranjera o a ocupación extranjera
a la libre determinación y la independencia, así
como el respeto de la soberanía nacional y de

la integridad territorial, promoverán el progreso
y el desarrollo sociales y, en consecuencia,
contribuirán al logro de la plena igualdad entre
el hombre y la mujer.

Convencidos de que la máxima participación
de la mujer, en igualdad de condiciones con
el hombre, en todos los campos, es indispen-
sable para el desarrollo pleno y completo de
un país, el bienestar del mundo y la causa de
la paz.

Teniendo presente el gran aporte de la mujer
al bienestar de la familia y al desarrollo de la
sociedad, hasta ahora no plenamente reco-
nocido, la importancia social de la maternidad
y la función de los padres en la familia y en la
educación de los hijos, y conscientes de que
el papel de la mujer en la procreación no
debe ser causa de discriminación, sino que la
educación de los niños exige la responsabilidad
compartida entre hombres y mujeres y la so-
ciedad en su conjunto.

Reconociendo que para lograr la plena igual-
dad entre el hombre y la mujer es necesario
modificar el papel tradicional tanto del hombre
como de la mujer en la sociedad y en la fa-
milia.

Resueltos a aplicar los principios enunciados
en la Declaración sobre la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer y, para ello, a
adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir
esta discriminación en todas sus formas y ma-
nifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

ARTÍCULO 1

A los efectos de la presente convención, la ex-
presión “discriminación contra la mujer” denotará
toda distinción, exclusión o restricción, basada
en el sexo que tenga por objeto o por resultado
menoscabar o anular el reconocimiento, goce
o ejercicio por la mujer, independientemente
de su estado civil, sobre la base de la igualdad
del hombre y la mujer, de los derechos humanos
y las libertades fundamentales en las esferas
política, económica, social, cultural y civil o en
cualquier otra esfera.
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ARTÍCULO 2

Los Estados partes condenan la discriminación
contra la mujer en todas sus formas, convienen
en seguir, por todos los medios apropiados y
sin dilaciones, una política encaminada a eliminar
la discriminación contra la mujer y, con tal
objeto, se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus
constituciones nacionales y en cualquier otra
legislación apropiada el principio de la igualdad
del hombre y de la mujer y asegurar por ley
u otros medios apropiados la realización
práctica de ese principio.

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y
de otro carácter, con las sanciones corres-
pondientes, que prohíban toda discriminación
contra la mujer.

c) Establecer la protección jurídica de los
derechos de la mujer sobre una base de
igualdad con los del hombre y garantizar,
por conducto de los tribunales nacionales o
competentes y de otras instituciones públicas,
la protección efectiva de la mujer contra
todo acto de discriminación.

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o
práctica de discriminación contra la mujer y
velar por que las autoridades e instituciones
públicas actúen de conformidad con esta
obligación.

e) Tomar todas las medidas apropiadas para
eliminar la discriminación contra la mujer
practicada por cualesquiera personas, orga-
nizaciones o empresas.

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, in-
cluso de carácter legislativo, para modificar
o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas
que constituyan discriminación contra la
mujer.

g) Derogar todas las disposiciones penales
nacionales que constituyan discriminación
contra la mujer.

ARTÍCULO 3

Los Estados partes tomarán en todas las esferas,
y en particular en las esferas política, social,
económica y cultural, todas las medidas apro-
piadas, incluso de carácter legislativo, para ase-

gurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer,
con el objeto de garantizarle el ejercicio y el
goce de los derechos humanos y las libertades
fundamentales en igualdad de condiciones
con el hombre.

ARTÍCULO 4

1. La adopción por los Estados partes de
medidas especiales de carácter temporal en-
caminadas a acelerar la igualdad de facto entre
el hombre y la mujer no se considerará discri-
minación en la forma definida en la presente
convención, pero de ningún modo entrañará,
como consecuencia, el mantenimiento de nor-
mas desiguales o separadas, estas medidas
cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos
de igualdad de oportunidad y trato.

2. La adopción por los Estados partes de me-
didas especiales, incluso las contenidas en la
presente Convención, encaminadas a proteger
la maternidad no se considerará discrimina-
toria.

ARTÍCULO 5

Los Estados partes tomarán todas las medidas
apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de
conducta de hombres y mujeres con miras
a alcanzar la eliminación de los prejuicios y
las prácticas consuetudinarias y de cualquier
otra índole que estén basados en la idea de
la inferioridad o superioridad de cualquiera
de los sexos o en funciones estereotipadas
de hombres y mujeres.

b) Garantizar que la educación familiar incluya
una comprensión adecuada de la maternidad
como función social y el reconocimiento de
la responsabilidad común de hombres y mu-
jeres en cuanto a la educación y al desarrollo
de sus hijos, en la inteligencia de que el
interés de los hijos constituirá la consideración
primordial en todos los casos.

ARTÍCULO 6

Los Estados partes tomarán todas las medidas
apropiadas, incluso de carácter legislativo, para
suprimir todas las formas de trata de mujeres y
explotación de la prostitución de la mujer.
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S PARTE II

ARTÍCULO 7

Los Estados partes tomarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la vida política y pública del
país y, en particular, garantizarán en igualdad
de condiciones con los hombres el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndums
públicos y ser elegible para todos los orga-
nismos cuyos miembros sean objeto de
elecciones públicas.

b) Participar en la formulación de las políticas
gubernamentales y en la ejecución de éstas,
y ocupar cargos públicos y ejercer todas las
funciones públicas en todos los planos gu-
bernamentales.

c) Participar en organizaciones y asociaciones
no gubernamentales que se ocupen de la
vida pública y política del país.

ARTÍCULO 8

Los Estados partes tomarán todas las medidas
apropiadas para garantizar a la mujer, en igualdad
de condiciones con el hombre y sin discrimi-
nación alguna, la oportunidad de representar a
su gobierno en el plano internacional y de par-
ticipar en la labor de las organizaciones inter-
nacionales.

ARTÍCULO 9

1. Los Estados partes otorgarán a las mujeres
iguales derechos que a los hombres para
adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad.
Garantizarán, en particular, que ni el matrimonio
con un extranjero ni el cambio de nacionalidad
del marido durante el matrimonio cambien
automáticamente la nacionalidad de la esposa,
la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar
la nacionalidad del cónyuge.

2. Los Estados partes otorgarán a la mujer los
mismos derechos que al hombre con respecto
a la nacionalidad de sus hijos.

PARTE III

ARTÍCULO 10

Los Estados partes adoptarán todas las medidas

apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer, con el fin de asegurarle la
igualdad de derechos con el hombre en la
esfera de la educación y, en particular, para
asegurar en condiciones de igualdad entre
hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orientación
en materia de carreras y capacitación profe-
sional, acceso a los estudios y obtención de
diplomas en las instituciones de enseñanza
de todas las categorías, tanto en zonas rurales
como urbanas; esta igualdad deberá asegu-
rarse en la enseñanza preescolar, general,
técnica y profesional, incluida la educación
técnica superior, así como todos los tipos
de capacitación profesional.

b) Acceso a los mismos programas de estu-
dios y los mismos exámenes, personal do-
cente del mismo nivel profesional y locales
y equipos escolares de la misma calidad.

c) La eliminación de todo concepto estere-
otipado de los papeles masculino y femenino
en todos los niveles y en todas las formas de
enseñanza mediante el estímulo de la edu-
cación mixta y de otros tipos de educación
que contribuyan a lograr este objetivo y, en
particular, mediante la modificación de los
libros y programas escolares y la adaptación
de los métodos de enseñanza.

d) Las mismas oportunidades para la obten-
ción de becas y otras subvenciones para
cursar estudios.

e) Las mismas oportunidades de acceso a los
programas de educación complementaria, in-
cluidos los programas de alfabetización funcional
y de adultos, con miras en particular a reducir
lo antes posible la diferencia de conocimientos
existentes entre el hombre y la mujer.

f) La reducción de la tasa de abandono feme-
nino de los estudios y la organización de pro-
gramas para aquellas jóvenes y mujeres que
hayan dejado los estudios prematuramente.

g) Las mismas oportunidades para participar
activamente en el deporte y la educación
física.

h) Acceso al material informativo específico
que contribuya a asegurar la salud y el bienestar
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de la familia, incluida la información y el ase-
soramiento sobre planificación de la familia.

ARTÍCULO 11

1. Los Estados partes adoptarán todas las me-
didas apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la esfera del empleo con el
fin de asegurar, en condiciones de igualdad
entre hombres y mujeres, los mismos derechos,
en particular:

a) El derecho al trabajo como derecho ina-
lienable de todo ser humano.

b) El derecho a las mismas oportunidades
de empleo, inclusive a la aplicación de los
mismos criterios de selección en cuestiones
de empleo.

c) El derecho a elegir libremente profesión y
empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad
en el empleo y a todas las prestaciones y
otras condiciones de servicio, y el derecho
al acceso a la formación profesional y al rea-
diestramiento, incluido el aprendizaje, la for-
mación profesional superior y el adiestra-
miento periódico.

d) El derecho a igual remuneración, inclusive
prestaciones, y a igualdad de trato con res-
pecto a un trabajo de igual valor, así como
igualdad de trato con respecto a la evaluación
de la calidad del trabajo.

e) El derecho a la seguridad social, en
particular en casos de jubilación, desempleo,
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapaci-
dad para trabajar, así como el derecho a va-
caciones pagadas.

f) El derecho a la protección de la salud y a
la seguridad en las condiciones de trabajo,
incluso la salvaguardia de la función de re-
producción.

2. Con el fin de impedir la discriminación contra
la mujer por razones de matrimonio o mater-
nidad y asegurar la efectividad de su derecho a
trabajar, los Estados partes tomarán medidas
adecuadas para:

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido
por motivo de embarazo o licencia de ma-
ternidad y la discriminación en los despidos
sobre la base del estado civil.

b) Implantar la licencia de maternidad con
sueldo pagado o con prestaciones sociales
comparables sin pérdida del empleo previo,
la antigüedad o beneficios sociales.

c) Alentar el suministro de los servicios
sociales de apoyo necesarios para permitir
que los padres combinen las obligaciones
para con la familia con las responsabilidades
del trabajo y la participación en la vida pública,
especialmente mediante el fomento de la
creación y desarrollo de una red de servicios
destinados al cuidado de los niños.

d) Prestar protección especial a la mujer du-
rante embarazo en los tipos de trabajos que
se haya probado puedan resultar perjudiciales
para ella.

3. La legislación protectora relacionada con
las cuestiones comprendidas en este artículo
será examinada periódicamente a la luz de los
conocimientos científicos y tecnológicos y
será revisada, derogada o ampliada según co-
rresponda.

ARTÍCULO 12

1. Los Estados partes adoptarán todas las me-
didas apropiadas para eliminar discriminación
contra la mujer en la esfera de la atención mé-
dica a fin de asegurar, en condiciones de igual-
dad entre hombres y mujeres, el acceso a ser-
vicios de atención médica, inclusive los que se
refieren a la planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo I
supra, los Estados partes garantizarán a la mujer
servicios apropiados en relación con el emba-
razo, el parto y el período posterior al parto,
proporcionando servicios gratuitos cuando
fuere necesario y le asegurarán una nutrición
adecuada durante el embarazo y la lactancia.

ARTÍCULO 13

Los Estados partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en otras esferas de la vida eco-
nómica y social a fin de asegurar, en condiciones
de igualdad entre hombres y mujeres, los mis-
mos derechos en particular:

a) El derecho a prestaciones familiares.

b) El derecho a obtener préstamos bancarios,
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ciero.

c) El derecho a participar en actividades de
esparcimiento, deportes y en todos los as-
pectos de la vida cultural.

ARTÍCULO 14

1. Los Estados partes tendrán en cuenta los
problemas especiales a que hace frente la
mujer rural y el importante papel que desempeña
en la supervivencia económica de su familia,
incluido su trabajo en los sectores no monetarios
de la economía, y tomarán todas las medidas
apropiadas para asegurar la aplicación de las
disposiciones de la presente convención a la
mujer de las zonas rurales.

2. Los Estados partes adoptarán todas las me-
didas apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en las zonas rurales a fin de
asegurar, en condiciones de igualdad entre
hombres y mujeres, su participación en el de-
sarrollo rural y en sus beneficios, y en particular
le asegurarán el derecho a:

a) Participar en la elaboración y ejecución de
los planes de desarrollo a todos los niveles.

b) Tener acceso a servicios adecuados de
atención médica, inclusive información, ase-
soramiento y servicios en materia de plani-
ficación de la familia.

c) Beneficiarse directamente de los progra-
mas de seguridad social.

d) Obtener todos los tipos de educación y
de formación, académica y no académica,
incluidos los relacionados con la alfabetiza-
ción funcional, así como, entre otros, los
beneficios de todos los servicios comunitarios
y de divulgación a fin de aumentar su capa-
cidad técnica.

e) Organizar grupos de autoayuda y coo-
perativas a fin de obtener igualdad de acceso
a las oportunidades económicas mediante
el empleo por cuenta propia o por cuenta
ajena.

f) Participar en todas las actividades comuni-
tarias.

g) Obtener acceso a los créditos y préstamos

agrícolas, a los servicios de comercialización
y a las tecnologías apropiadas, y recibir un
trato igual en los planes de reforma agraria y
de reasentamiento.

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas,
particularmente en las esferas de la vivienda,
los servicios sanitarios, la electricidad y el
abastecimiento de agua, de transporte y las
comunicaciones.

PARTE IV

ARTÍCULO 15

1. Los Estados partes reconocerán a la mujer
la igualdad con el hombre ante la ley.

2. Los Estados partes reconocerán a la mujer,
en materias civiles, una capacidad jurídica idén-
tica a la del hombre y las mismas oportunidades
para el ejercicio de esa capacidad. En particular
le reconocerán a la mujer iguales derechos
para firmar contratos y administrar bienes y le
dispensarán un trato igual en todas las etapas
del procedimiento en las cortes de justicia y
los tribunales.

3. Los Estados partes convienen en que todo
contrato o cualquier otro instrumento privado
con efecto jurídico que tienda a limitar la capa-
cidad jurídica de la mujer se considerará nulo.

4. Los Estados partes reconocerán al hombre
y a la mujer los mismos derechos con respecto
a la legislación relativa al derecho de las personas
a circular libremente y a la libertad para elegir
su residencia y domicilio.

ARTÍCULO 16

1. Los Estados partes adoptarán todas las me-
didas adecuadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en todos los asuntos relacio-
nados con el matrimonio y las relaciones fami-
liares y, en particular, asegurarán, en condiciones
de igualdad entre hombres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer matri-
monio.

b) El mismo derecho para elegir libremente
cónyuge y contraer matrimonio sólo por su
libre albedrío y su pleno consentimiento.
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c) Los mismos derechos y responsabilidades
durante el matrimonio y con ocasión de su
disolución.

d) Los mismos derechos y responsabilidades
como progenitores, cualquiera que sea su
estado civil, en materias relacionadas con
sus hijos; en todos los casos los intereses de
los hijos serán la consideración primordial.

e) Los mismos derechos a decidir libre y res-
ponsablemente el número de sus hijos y el in-
tervalo entre los nacimientos y a tener acceso
a la información, la educación y los medios
que les permitan ejercer estos derechos.

f) Los mismos derechos y responsabilidades
respecto de la tutela, curatela, custodia y
adopción de los hijos, o instituciones análogas
cuando quiera que estos conceptos existan
en la legislación nacional; en todos los casos,
los intereses de los hijos serán la consideración
primordial.

g) Los mismos derechos personales como
marido y mujer, entre ellos el derecho a
elegir apellido, profesión y ocupación.

h) Los mismos derechos a cada uno de los
cónyuges en materia de propiedad, compras,
gestión, administración, goce y disposición
de los bienes, tanto a título gratuito como
oneroso.

2. No tendrán ningún efecto jurídico los res-
ponsables y el matrimonio de niños y se adop-
tarán todas las medidas necesarias, incluso de
carácter legislativo, para fijar una edad mínima
para la celebración del matrimonio y hacer
obligatoria la inscripción del matrimonio en un
registro oficial.

PARTE V

ARTÍCULO 17

1. Con el fin de examinar los progresos realizados
en la aplicación de la presente convención, se
establecerá un Comité sobre la Eliminación de
la Discriminación contra la Mujer (denominado
en adelante Comité) compuesto, en el momento
de la entrada en vigor de la Convención, de die-
ciocho y, después de su ratificación o adhesión

por el trigésimo quinto Estado parte, de veintitrés
expertos de gran prestigio moral y competencia
en la esfera abarcada por la convención. Los
expertos serán elegidos por los Estados partes
entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones
a título personal, se tendrán en cuenta una dis-
tribución geográfica equitativa y la representación
de las diferentes formas de civilización, así como
los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en
votación secreta de una lista de personas de-
signadas por los Estados partes. Cada uno de
los Estados partes podrá designar una persona
entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses
después de la fecha de entrada en vigor de la
presente Convención. Al menos tres meses
antes de la fecha de cada elección, el secretario
general de las Naciones Unidas dirigirá una
carta a los Estados Partes invitándolos a presentar
sus candidaturas en un plazo de dos meses. El
secretario general preparará una lista por orden
alfabético de todas las personas designadas de
este modo, indicando los Estados partes que
las han designado, y la comunicará a los Estados
partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en
una reunión de los Estados partes que será
convocada por el secretario general y se cele-
brará en la sede de las Naciones Unidas. En
esta reunión, para la cual formarán quórum
dos tercios de los Estados partes, se considerarán
elegidos para el Comité los candidatos que
obtengan el mayor número de votos y la ma-
yoría absoluta de los votos de los representantes
de los Estados partes presentes y votantes.

5. Los miembros del Comité serán elegidos
por cuatro años. No obstante, el mandato de
nueve de los miembros elegidos en la primera
elección expirará al cabo de dos años, inme-
diatamente después de la primera elección el
presidente del Comité designará por sorteo
los nombres de esos nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros adicionales
del Comité se celebrará de conformidad con lo
dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente
artículo, después que el trigésimo quinto Estado
parte haya ratificado la convención o se haya
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bros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos
nombres designará por sorteo el presidente del
Comité, expirará al cabo de dos años.

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado
parte cuyo experto haya cesado en sus fun-
ciones como miembro del Comité designará
entre sus nacionales a otro experto a reserva
de la aprobación del Comité.

8. Los miembros del Comité, previa aprobación
de la Asamblea General, percibirán emolumentos
de los fondos de las Naciones Unidas en la
forma y condiciones que la Asamblea determine,
teniendo en cuenta la importancia de las fun-
ciones del Comité.

9. El secretario general de las Naciones Unidas
proporcionará el personal y los servicios nece-
sarios para el desempeño eficaz de las funciones
del Comité en virtud de la presente conven-
ción.

ARTÍCULO 18

1. Los Estados partes se comprometen a so-
meter al secretario general de las Naciones
Unidas, para que lo examine el Comité, un in-
forme sobre las medidas legislativas, judiciales,
administrativas o de otra índole que hayan
adoptado para hacer efectivas las disposiciones
de la presente Convención y sobre los progresos
realizados en este sentido:

a) En el plazo de un año a partir de la entrada
en vigor de la Convención para el Estado de
que se trate, y

b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro
años y, además, cuando el Comité lo solicite.

2. Se podrán indicar en los informes los factores
y las dificultades que afecten al grado de cum-
plimiento de las obligaciones impuestas por la
presente Convención.

ARTÍCULO 19

1. El Comité aprobará su propio reglamento.

2. El Comité elegirá su mesa por un período
de dos años.

ARTÍCULO 20

1. El Comité se reunirá normalmente todos los

años por un período que no exceda de dos
semanas para examinar los informes que se le
presenten de conformidad con el artículo 18
de la presente Convención.

2. Las reuniones del Comité se celebrarán nor-
malmente en la sede de las Naciones Unidas o
en cualquier otro sitio conveniente que deter-
mine el Comité.

*Nota Infoleg: Ver enmienda  Ley N° 26.486 B.O.

13/4/2009

ARTÍCULO 21

1. El Comité, por conducto del Consejo Eco-
nómico y Social, informará anualmente a la
Asamblea General de las Naciones Unidas
sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias
y recomendaciones de carácter general basadas
en el examen de los informes y de los datos
transmitidos por los Estados partes. Estas su-
gerencias y recomendaciones de carácter ge-
neral se incluirán en el informe del Comité
junto con las observaciones, si las hubiere, de
los Estados partes.

2. El secretario general transmitirá los informes
del Comité a la Comisión de la Condición Ju-
rídica y Social de la Mujer para su información.

ARTÍCULO 22

Los organismos especializados tendrán derecho
a estar representados en el examen de la apli-
cación de las disposiciones de la presente
Convención que correspondan a la esfera de
sus actividades. El Comité podrá invitar a los
organismos especializados a que presenten
informes sobre la aplicación de la Convención
en las áreas que correspondan a la esfera de
sus actividades.

PARTE VI

ARTÍCULO 23

Nada de lo dispuesto en la presente Convención
afectará a disposición alguna que sea más
conducente al logro de la igualdad entre hom-
bres y mujeres y que pueda formar parte de:

a) La legislación de un Estado parte, o

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo
internacional vigente en ese Estado.

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=152115
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ARTÍCULO 24

Los Estados partes se comprometen a adoptar
todas las medidas necesarias en el ámbito na-
cional para conseguir la plena realización de
los derechos reconocidos en la presente Con-
vención.

ARTÍCULO 25

1. La presente Convención estará abierta a la
firma de todos los Estados.

2. Se designa al secretario general de las Na-
ciones Unidas depositario de la presente Con-
vención.

3. La presente Convención está sujeta a ratifi-
cación. Los instrumentos de ratificación se de-
positarán en poder del secretario general de
las Naciones Unidas.

4. La presente Convención estará abierta a la
adhesión de todos los Estados. La adhesión se
efectuará depositando un instrumento de ad-
hesión en poder del secretario general de las
Naciones Unidas.

ARTÍCULO 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los
Estados partes podrá formular una solicitud de
revisión de la presente Convención mediante
comunicación escrita dirigida al secretario ge-
neral de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas
decidirá las medidas que, en su caso, hayan de
adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

ARTÍCULO 27

1. La presente convención entrará en vigor el
trigésimo día a partir de la fecha en que haya
sido depositado en poder del secretario general
de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento
de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención
o se adhiera a ella después de haber sido de-
positado el vigésimo instrumento de ratificación
o de adhesión, la Convención entrará en vigor
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal
Estado haya depositado su instrumento de ra-
tificación o adhesión.

ARTÍCULO 28

1. El secretario general de las Naciones Unidas

recibirá y comunicará a todos los Estados el
texto de las reservas formuladas por los Estados
en el momento de la ratificación o de la adhe-
sión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible
con el objeto y el propósito de la presente
Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier
momento por medio de una notificación a
estos efectos dirigida al secretario general de
las Naciones Unidas, quien informará de ello a
todos los Estados. Esta notificación surtirá
efecto en la fecha de su recepción.

ARTÍCULO 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más
Estados partes con respecto a la interpretación
o aplicación de la presente Convención que
no se solucione mediante negociaciones se
someterá al arbitraje a petición de uno de
ellos. Si en plazo de seis meses contados a
partir de la fecha de presentación de solicitud
de arbitraje las partes no consiguen ponerse
de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera
de las partes podrá someter la controversia a
la Corte Internacional de Justicia mediante
una solicitud presentada de conformidad con
el estatuto de la Corte.

2. Todo Estado parte en el momento de la firma
o ratificación de la presente Convención o de
su adhesión a la misma podrá declarar que no
se considera obligado por el párrafo 1 del pre-
sente artículo. Los demás Estados partes no es-
tarán obligados por ese párrafo ante ningún Es-
tado parte que haya formulado esa reserva.

3. Todo Estado parte que haya formulado la
reserva prevista en el párrafo 2 del presente ar-
tículo podrá retirarla en cualquier momento
notificándolo al secretario general de las Na-
ciones Unidas.

ARTÍCULO 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará en poder del
secretario general de las Naciones Unidas.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debi-
damente autorizados, firman la presente Con-
vención.
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S CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (1990)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/249/norma.htm

CONVENCIONES

Ley Nº 23.849

Apruébase la Convención sobre los Derechos del Niño.

Sancionada: Setiembre 27 de 1990

Promulgada de hecho: Octubre 16 de 1990

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancio-
nan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1º – Apruébase la CONVENCIÓN
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO, adoptada
por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das en Nueva York (ESTADOS UNIDOS DE
AMÉRICA) el 20 de noviembre de 1989, que
consta de CINCUENTA Y CUATRO (54) artícu-
los, cuya fotocopia autenticada en idioma es-
pañol forma parte de la presente ley.

ARTÍCULO 2º – Al ratificar la Convención, de-
berán formularse las siguientes reserva y decla-
raciones:

“La REPÚBLICA ARGENTINA hace reserva de
los incisos b), c), d) y e) del artículo 21 de la
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL
NIÑO y manifiesta que no regirán en su juris-
dicción por entender que, para aplicarlos, debe
contarse previamente con un riguroso meca-
nismo de protección legal del niño en materia
de adopción internacional, a fin de impedir su
tráfico y venta.

Con relación al artículo 1º de la CONVENCIÓN
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO, la REPÚ-
BLICA ARGENTINA declara que el mismo debe
interpretarse en el sentido que se entiende por
niño todo ser humano desde el momento de
su concepción y hasta los 18 años de edad.

Con relación al artículo 24 inciso f) de la CON-
VENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO,
la REPÚBLICA ARGENTINA, considerando que
las cuestiones vinculadas con la planificación
familiar atañen a los padres de manera indele-
gable de acuerdo a principios éticos y morales,

interpreta que es obligación de los Estados, en
el marco de este artículo, adoptar las medidas
apropiadas para la orientación a los padres y la
educación para la paternidad responsable.

Con relación al artículo 38 de la CONVEN-
CIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO, la
REPÚBLICA ARGENTINA declara que es su
deseo que la Convención hubiese prohibido
terminantemente la utilización de niños en los
conflictos armados, tal como lo estipula su de-
recho interno, el cual, en virtud del artículo 41,
continuará aplicando en la materia.

ARTÍCULO 3º – Comuníquese al Poder Ejecu-
tivo Nacional. – ALBERTO R. PIERRI. –
EDUARDO MENEM. – Esther H. Pereyra Aran-
día de Pérez Pardo. – Hugo R. Flombaum.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE SETIEM-
BRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA.

CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIÑO

PREÁMBULO

Los Estados Partes en la presente Conven-
ción,

Considerando que, de conformidad con los
principios proclamados en la Carta de las Na-
ciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/249/norma.htm
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el mundo se basan en el reconocimiento de la
dignidad intrínseca y de los derechos iguales e
inalienables de todos los miembros de la fami-
lia humana,

Teniendo presente que los pueblos de las Na-
ciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe
en los derechos fundamentales del hombre y
en la dignidad y el valor de la persona humana,
y que ha decidido promover el progreso social
y elevar el nivel de vida dentro de un concepto
más amplio de la libertad,

Reconociendo que las Naciones Unidas han
proclamado y acordado en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y en los pactos
internacionales de derechos humanos, que
toda persona tiene todos los derechos y liber-
tades enunciados en ellos, sin distinción al-
guna, por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de otra índole, ori-
gen nacional o social, posición económica, na-
cimiento o cualquier otra condición,

Recordando que en la Declaración Universal
de Derechos Humanos las Naciones Unidas
proclamaron que la infancia tiene derecho a
cuidados y asistencia especiales,

Convencidos de que la familia, como grupo
fundamental de la sociedad y medio natural
para el crecimiento y bienestar de todos sus
miembros, y en particular de los niños, debe re-
cibir la protección y asistencia necesarias para
poder asumir plenamente sus responsabilida-
des dentro de la comunidad,

Reconociendo que el niño, para el pleno y ar-
monioso desarrollo de su personalidad, debe
crecer en el seno de la familia, en un ambiente
de felicidad, amor y comprensión,

Considerando que el niño debe estar plena-
mente preparado para una vida independiente
en sociedad y ser educado en el espíritu de
los ideales proclamados en la Carta de las Na-
ciones Unidas y, en particular, en un espíritu
de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad
y solidaridad,

Teniendo presente que la necesidad de pro-
porcionar al niño una protección especial ha
sido enunciada en la Declaración de Ginebra
de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la

Declaración de los Derechos del Niño adop-
tada por la Asamblea General el 20 de noviem-
bre de 1959, y reconocida en la Declaración
Universal de Derechos Humanos, en el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(en particular, en los artículos 23 y 24), en el
Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (en particular, en el artí-
culo 10) y en los estatutos e instrumentos per-
tinentes de los organismos especializados y de
las organizaciones internacionales que se inte-
resan en el bienestar del niño,

Teniendo presente que, como se indica en la
Declaración de los Derechos del Niño, “el niño,
por su falta de madurez física y mental, nece-
sita protección y cuidado especiales, incluso la
debida protección legal, tanto antes como des-
pués del nacimiento”,

Recordando lo dispuesto en la Declaración
sobre los principios sociales y jurídicos relativos
a la protección y el bienestar de los niños, con
particular referencia a la adopción y la coloca-
ción en hogares de guarda, en los planos na-
cional e internacional, las Reglas mínimas de
las Naciones Unidas para la administración de
la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la
Declaración sobre la protección de la mujer y
el niño en estados de emergencia o de con-
flicto armado,

Reconociendo que en todos los países del
mundo hay niños que viven en condiciones ex-
cepcionalmente difíciles y que esos niños ne-
cesitan especial consideración,

Teniendo debidamente en cuenta la impor-
tancia de las tradiciones y los valores culturales
de cada pueblo para la protección y el desarro-
llo armonioso del niño,

Reconociendo la importancia de la coopera-
ción internacional para el mejoramiento de las
condiciones de vida de los niños en todos los
países, en particular en los países en desarrollo,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se
entiende por niño todo ser humano menor de
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de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado
antes la mayoría de edad.

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos
enunciados en la presente Convención y ase-
gurarán su aplicación a cada niño sujeto a su
jurisdicción, sin distinción alguna, independien-
temente de la raza, el color, el sexo, el idioma,
la religión, la opinión política o de otra índole,
el origen nacional, étnico o social, la posición
económica, los impedimentos físicos, el naci-
miento o cualquier otra condición del niño, de
sus padres o de sus representantes legales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las me-
didas apropiadas para garantizar que el niño
se vea protegido contra toda forma de discri-
minación o castigo por causa de la condición,
las actividades, las opiniones expresadas o las
creencias de sus padres, o sus tutores o de sus
familiares.

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los
niños que tomen las instituciones públicas o
privadas de bienestar social, los tribunales, las
autoridades administrativas o los órganos legis-
lativos, una consideración primordial a que se
atenderá será el interés superior del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen a ase-
gurar al niño la protección y el cuidado que
sean necesarios para su bienestar, teniendo en
cuenta los derechos y deberes de sus padres,
tutores u otras personas responsables de él
ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las me-
didas legislativas y administrativas adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las
instituciones, servicios y establecimientos encar-
gados del cuidado o la protección de los niños
cumplan las normas establecidas por las autori-
dades competentes, especialmente en materia
de seguridad, sanidad, número y competencia
de su personal, así como en relación con la exis-
tencia de una supervisión adecuada.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medi-
das administrativas, legislativas y de otra índole

para dar efectividad a los derechos reconoci-
dos en la presente Convención. En lo que res-
pecta a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes adoptarán esas
medidas hasta el máximo de los recursos de
que dispongan y, cuando sea necesario, dentro
del marco de la cooperación internacional.

Artículo 5

Los Estados Partes respetarán las responsabili-
dades, los derechos y los deberes de los padres
o, en su caso, de los miembros de la familia
ampliada o de la comunidad, según establezca
la costumbre local, de los tutores u otras per-
sonas encargadas legalmente del niño de im-
partirle, en consonancia con la evolución de
sus facultades, dirección y orientación apropia-
das para que el niño ejerza los derechos reco-
nocidos en la presente Convención.

Artículo 6

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño
tiene el derecho intrínseco a la vida.

2. Los Estados Partes garantizarán en la má-
xima medida posible la supervivencia y el de-
sarrollo del niño.

Artículo 7

1. El niño será inscripto inmediatamente des-
pués de su nacimiento y tendrá derecho desde
que nace a un nombre, a adquirir una naciona-
lidad y, en la medida de lo posible, a conocer a
sus padres y a ser cuidado por ellos.

2. Los Estados Partes velarán por la aplicación
de estos derechos de conformidad con su le-
gislación nacional y las obligaciones que hayan
contraído en virtud de los instrumentos inter-
nacionales pertinentes en esta esfera, sobre
todo cuando el niño resultara de otro modo
apátrida.

Artículo 8

1. Los Estados Partes se comprometen a res-
petar el derecho del niño a preservar su identi-
dad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las
relaciones familiares de conformidad con la ley
sin injerencias ilícitas.

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de
algunos de los elementos de su identidad o de
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todos ellos, los Estados Partes deberán prestar
la asistencia y protección apropiadas con miras
a restablecer rápidamente su identidad.

Artículo 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño
no sea separado de sus padres contra la volun-
tad de estos, excepto cuando, a reserva de re-
visión judicial, las autoridades competentes
determinen, de conformidad con la ley y los
procedimientos aplicables, que tal separación
es necesaria en el interés superior del niño. Tal
determinación puede ser necesaria en casos
particulares, por ejemplo, en los casos en que
el niño sea objeto de maltrato o descuido por
parte de sus padres o cuando estos viven se-
parados y debe adoptarse una decisión acerca
del lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de
conformidad con el párrafo 1 del presente artí-
culo, se ofrecerá a todas las partes interesadas
la oportunidad de participar en él y de dar a co-
nocer sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del
niño que esté separado de uno o de ambos pa-
dres a mantener relaciones personales y con-
tacto directo con ambos padres de modo
regular, salvo si ello es contrario al interés su-
perior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de
una medida adoptada por un Estado Parte,
como la detención, el encarcelamiento, el exi-
lio, la deportación o la muerte (incluido el fa-
llecimiento debido a cualquier causa mientras
la persona esté bajo la custodia del Estado) de
uno de los padres del niño, o de ambos, o del
niño, el Estado Parte proporcionará, cuando
se le pida, a los padres, al niño o, si procede,
a otro familiar, información básica acerca del
paradero del familiar o familiares ausentes, a
no ser que ello resultase perjudicial para el bie-
nestar del niño. Los Estados Partes se cercio-
rarán, además, de que la presentación de tal
petición no entrañe por sí misma consecuen-
cias desfavorables para la persona o personas
interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que in-

cumbe a los Estados Partes a tenor de lo dis-
puesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda so-
licitud hecha por un niño o por sus padres
para entrar en un Estado Parte o para salir de
él a los efectos de la reunión de la familia será
atendida por los Estados Partes de manera po-
sitiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados
Partes garantizarán, además, que la presenta-
ción de tal petición no traerá consecuencias
desfavorables para los peticionarios ni para
sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados di-
ferentes tendrá derecho a mantener periódica-
mente, salvo en circunstancias excepcionales,
relaciones personales y contactos directos con
ambos padres. Con tal fin, y de conformidad
con la obligación asumida por los Estados Par-
tes en virtud del párrafo 2 del artículo 9, los Es-
tados Partes respetarán el derecho del niño y
de sus padres a salir de cualquier país, incluido
el propio, y de entrar en su propio país. El de-
recho de salir de cualquier país estará sujeto
solamente a las restricciones estipuladas por
ley y que sean necesarias para proteger la se-
guridad nacional, el orden público, la salud o la
moral públicas o los derechos y libertades de
otras personas y que estén en consonancia
con los demás derechos reconocidos por la
presente Convención.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para
luchar contra los traslados ilícitos de niños al
extranjero y la retención ilícita de niños en el
extranjero.

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán
la concertación de acuerdos bilaterales o mul-
tilaterales o la adhesión a acuerdos existentes.

Artículo 12

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que
esté en condiciones de formarse un juicio pro-
pio el derecho de expresar su opinión libre-
mente en todos los asuntos que afectan al
niño, teniéndose debidamente en cuenta las
opiniones del niño, en función de la edad y ma-
durez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al niño opor-
tunidad de ser escuchado en todo procedi-
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niño, ya sea directamente o por medio de un
representante o de un órgano apropiado, en
consonancia con las normas de procedimien-
tos de la ley nacional.

Artículo 13

1. El niño tendrá derecho a la libertad de ex-
presión; ese derecho incluirá la libertad de
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas
de todo tipo, sin consideración de fronteras,
ya sea oralmente, por escrito o impresas, en
forma artística o por cualquier otro medio ele-
gido por el niño.

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto
a ciertas restricciones, que serán únicamente
las que la ley prevea y sean necesarias:

a) Para el respeto de los derechos o la repu-
tación de los demás; o

b) Para la protección de la seguridad nacio-
nal o el orden público o para proteger la
salud o la moral públicas.

Artículo 14

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del
niño a la libertad de pensamiento, de concien-
cia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos
y deberes de los padres y, en su caso, de los re-
presentantes legales, de guiar al niño en el ejer-
cicio de su derecho de modo conforme a la
evolución de sus facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las
propias creencias estará sujeta únicamente a
las limitaciones prescritas por la ley que sean
necesarias para proteger la seguridad, el orden,
la moral o la salud públicos o los derechos y li-
bertades fundamentales de los demás.

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocen los derechos
del niño a la libertad de asociación y a la liber-
tad de celebrar reuniones pacíficas.

2. No se impondrán restricciones al ejercicio
de estos derechos distintas de las establecidas
de conformidad con la ley y que sean necesa-
rias en una sociedad democrática, en interés
de la seguridad nacional o pública, el orden pú-

blico, la protección de la salud y la moral pú-
blicas o la protección de los derechos y liber-
tades de los demás.

Artículo 16

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbi-
trarias o ilegales en su vida privada, su familia,
su domicilio o su correspondencia, ni de ata-
ques ilegales a su honra y a su reputación.

2. El niño tiene derecho a la protección de la
ley contra esas injerencias o ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la importante
función que desempeñan los medios de co-
municación y velarán por que el niño tenga
acceso a información y material procedentes
de diversas fuentes nacionales e internaciona-
les, en especial la información y el material
que tengan por finalidad promover su bienes-
tar social, espiritual y moral y su salud física y
mental. Con tal objeto, los Estados Partes:

a) Alentarán a los medios de comunicación
a difundir información y materiales de interés
social y cultural para el niño, de conformidad
con el espíritu del artículo 29;

b) Promoverán la cooperación internacional
en la producción, el intercambio y la difusión
de esa información y esos materiales proce-
dentes de diversas fuentes culturales, nacio-
nales e internacionales;

c) Alentarán la producción y difusión de li-
bros para niños;

d) Alentarán a los medios de comunicación
a que tengan particularmente en cuenta las
necesidades lingüísticas del niño pertene-
ciente a un grupo minoritario o que sea indí-
gena;

e) Promoverán la elaboración de directrices
apropiadas para proteger al niño contra toda
información y material perjudicial para su bie-
nestar, teniendo en cuenta las disposiciones
de los artículos 13 y 18.

Artículo 18

1. Los Estados Partes pondrán el máximo em-
peño en garantizar el reconocimiento del prin-
cipio de que ambos padres tienen obligaciones
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comunes en lo que respecta a la crianza y el
desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o,
en su caso, a los representantes legales la res-
ponsabilidad primordial de la crianza y el desa-
rrollo del niño. Su preocupación fundamental
será el interés superior del niño.

2. A los efectos de garantizar y promover los de-
rechos enunciados en la presente Convención,
los Estados Partes prestarán la asistencia apro-
piada a los padres y a los representantes legales
para el desempeño de sus funciones en lo que
respecta a la crianza del niño y velarán por la
creación de instituciones, instalaciones y servi-
cios para el cuidado de los niños.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas apropiadas para que los niños cuyos pa-
dres trabajan tengan derecho a beneficiarse de
los servicios e instalaciones de guarda de niños
para los que reúnan las condiciones requeridas.

Artículo 19

1. Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas legislativas, administrativas, sociales y edu-
cativas apropiadas para proteger al niño contra
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental,
descuido o trato negligente, malos tratos o ex-
plotación, incluido el abuso sexual, mientras el
niño se encuentre bajo la custodia de los pa-
dres, de un representante legal o de cualquier
otra persona que lo tenga a su cargo.

2. Esas medidas de protección deberían com-
prender, según corresponda, procedimientos
eficaces para el establecimiento de programas
sociales con objeto de proporcionar la asisten-
cia necesaria al niño y a quienes cuidan de él,
así como para otras formas de prevención y
para la identificación, notificación, remisión a
una institución, investigación, tratamiento y ob-
servación ulterior de los casos antes descritos
de malos tratos al niño y, según corresponda,
la intervención judicial.

Artículo 20

1. Los niños temporal o permanentemente pri-
vados de su medio familiar, o cuyo superior in-
terés exija que no permanezcan en ese medio,
tendrán derecho a la protección y asistencia
especiales del Estado.

2. Los Estados Partes garantizarán, de confor-

midad con sus leyes nacionales, otros tipos de
cuidado para esos niños.

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras
cosas, la colocación en hogares de guarda, la
kafala del derecho islámico, la adopción o de
ser necesario la colocación en instituciones
adecuadas de protección de menores. Al con-
siderar las soluciones, se prestará particular
atención a la conveniencia de que haya conti-
nuidad en la educación del niño y a su origen
étnico, religioso, cultural y lingüístico.

Artículo 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten
el sistema de adopción cuidarán de que el in-
terés superior del niño sea la consideración pri-
mordial y:

a) Velarán por que la adopción del niño sólo
sea autorizada por las autoridades compe-
tentes, las que determinarán, con arreglo a
las leyes y a los procedimientos aplicables y
sobre la base de toda la información perti-
nente y fidedigna, que la adopción es admi-
sible en vista de la situación jurídica del niño
en relación con sus padres, parientes y repre-
sentantes legales y que, cuando así se re-
quiera, las personas interesadas hayan dado
con conocimiento de causa su consenti-
miento a la adopción sobre la base del ase-
soramiento que pueda ser necesario;

b) Reconocerán que la adopción en otro país
puede ser considerada como otro medio de
cuidar del niño, en el caso de que éste no
pueda ser colocado en un hogar de guarda
o entregado a una familia adoptiva o no
pueda ser atendido de manera adecuada en
el país de origen;

c) Velarán por que el niño que haya de ser
adoptado en otro país goce de salvaguardias
y normas equivalentes a las existentes res-
pecto de la adopción en el país de origen;

d) Adoptarán todas las medidas apropiadas
para garantizar que, en el caso de adopción
en otro país, la colocación no dé lugar a be-
neficios financieros indebidos para quienes
participan en ella;

e) Promoverán, cuando corresponda, los ob-
jetivos del presente artículo mediante la con-
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o multilaterales y se esforzarán, dentro de
este marco, por garantizar que la colocación
del niño en otro país se efectúe por medio de
las autoridades u organismos competentes.

Artículo 22

1. Los Estados Partes adoptarán medidas ade-
cuadas para lograr que el niño que trate de
obtener el estatuto de refugiado o que sea
considerado refugiado de conformidad con el
derecho y los procedimientos internacionales
o internos aplicables reciba, tanto si está solo
como si está acompañado de sus padres o de
cualquier otra persona, la protección y la asis-
tencia humanitaria adecuadas para el disfrute
de los derechos pertinentes enunciados en la
presente Convención y en otros instrumentos
internacionales de derechos humanos o de
carácter humanitario en que dichos Estados
sean partes.

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán,
en la forma que estimen apropiada, en todos
los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás
organizaciones intergubernamentales compe-
tentes u organizaciones no gubernamentales
que cooperen con las Naciones Unidas por
proteger y ayudar a todo niño refugiado y lo-
calizar a sus padres o a otros miembros de su
familia, a fin de obtener la información nece-
saria para que se reúna con su familia. En los
casos en que no se pueda localizar a ninguno
de los padres o miembros de la familia, se
concederá al niño la misma protección que a
cualquier otro niño privado permanente o
temporalmente de su medio familiar, por cual-
quier motivo, como se dispone en la presente
Convención.

Artículo 23

1. Los Estados Partes reconocen que el niño
mental o físicamente impedido deberá disfrutar
de una vida plena y decente en condiciones
que aseguren su dignidad, le permitan llegar a
bastarse a sí mismo y faciliten la participación
activa del niño en la comunidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del
niño impedido a recibir cuidados especiales y
alentarán y asegurarán, con sujeción a los re-
cursos disponibles, la prestación al niño que

reúna las condiciones requeridas y a los res-
ponsables de su cuidado de la asistencia que
se solicite y que sea adecuada al estado del
niño y a las circunstancias de sus padres o de
otras personas que cuiden de él.

3. En atención a las necesidades especiales del
niño impedido, la asistencia que se preste con-
forme al párrafo 2 del presente artículo será
gratuita siempre que sea posible, habida cuenta
de la situación económica de los padres o de
las otras personas que cuiden del niño, y estará
destinada a asegurar que el niño impedido
tenga un acceso efectivo a la educación, la ca-
pacitación, los servicios sanitarios, los servicios
de rehabilitación, la preparación para el empleo
y las oportunidades de esparcimiento y reciba
tales servicios con el objeto de que el niño
logre la integración social y el desarrollo indivi-
dual, incluido su desarrollo cultural y espiritual,
en la máxima medida posible.

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu
de cooperación internacional, el intercambio
de información adecuada en la esfera de la
atención sanitaria preventiva y del tratamiento
médico, psicológico y funcional de los niños
impedidos, incluida la difusión de información
sobre los métodos de rehabilitación y los ser-
vicios de enseñanza y formación profesional,
así como el acceso a esa información a fin de
que los Estados Partes puedan mejorar su ca-
pacidad y conocimientos y ampliar su expe-
riencia en estas esferas. A este respecto, se
tendrán especialmente en cuenta las necesida-
des de los países en desarrollo.

Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del
niño al disfrute del más alto nivel posible de
salud y a servicios para el tratamiento de las en-
fermedades y la rehabilitación de la salud. Los
Estados Partes se esforzarán por asegurar que
ningún niño sea privado de su derecho al dis-
frute de esos servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena apli-
cación de este derecho y, en particular, adop-
tarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;

b) Asegurar la prestación de la asistencia mé-
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dica y la atención sanitaria que sean necesa-
rias a todos los niños, haciendo hincapié en
el desarrollo de la atención primaria de salud;

c) Combatir las enfermedades y la malnutri-
ción en el marco de la atención primaria de
la salud mediante, entre otras cosas, la apli-
cación de la tecnología disponible y el sumi-
nistro de alimentos nutritivos adecuados y
agua potable salubre, teniendo en cuenta los
peligros y riesgos de contaminación del
medio ambiente;

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y
postnatal apropiada a las madres;

e) Asegurar que todos los sectores de la so-
ciedad, y en particular los padres y los niños,
conozcan los principios básicos de la salud
y la nutrición de los niños, las ventajas de la
lactancia materna, la higiene y el sanea-
miento ambiental y las medidas de preven-
ción de accidentes, tengan acceso a la
educación pertinente y reciban apoyo en la
aplicación de esos conocimientos;

f) Desarrollar la atención sanitaria preven-
tiva, la orientación a los padres y la educa-
ción y servicios en materia de planificación
de la familia.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas eficaces y apropiadas posibles para abolir
las prácticas tradicionales que sean perjudicia-
les para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a pro-
mover y alentar la cooperación internacional
con miras a lograr progresivamente la plena re-
alización del derecho reconocido en el pre-
sente artículo. A este respecto, se tendrán
plenamente en cuenta las necesidades de los
países en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del
niño que ha sido internado en un estableci-
miento por las autoridades competentes para
los fines de atención, protección o trata-
miento de su salud física o mental a un exa-
men periódico del tratamiento a que esté
sometido y de todas las demás circunstancias
propias de su internación.

Artículo 26

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los
niños el derecho a beneficiarse de la seguri-
dad social, incluso del seguro social, y adop-
tarán las medidas necesarias para lograr la
plena realización de este derecho de confor-
midad con su legislación nacional.

2. Las prestaciones deberían concederse,
cuando corresponda, teniendo en cuenta los
recursos y la situación del niño y de las perso-
nas que sean responsables del mantenimiento
del niño, así como cualquier otra considera-
ción pertinente a una solicitud de prestaciones
hecha por el niño o en su nombre.

Artículo 27

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de todo niño a un nivel de vida adecuado para
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y
social.

2. A los padres u otras personas encargadas del
niño les incumbe la responsabilidad primordial
de proporcionar, dentro de sus posibilidades y
medios económicos, las condiciones de vida
que sean necesarias para el desarrollo del niño.

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las con-
diciones nacionales y con arreglo a sus me-
dios, adoptarán medidas apropiadas para
ayudar a los padres y a otras personas respon-
sables por el niño a dar efectividad a este de-
recho y, en caso necesario, proporcionarán
asistencia material y programas de apoyo, par-
ticularmente con respecto a la nutrición, el
vestuario y la vivienda.

4. Los Estados Partes tomarán todas las me-
didas apropiadas para asegurar el pago de la
pensión alimenticia por parte de los padres u
otras personas que tengan la responsabilidad
financiera por el niño, tanto si viven en el Es-
tado Parte como si viven en el extranjero. En
particular, cuando la persona que tenga la res-
ponsabilidad financiera por el niño resida en
un Estado diferente de aquel en que resida el
niño, los Estados Partes promoverán la adhe-
sión a los convenios internacionales o la con-
certación de dichos convenios, como a la
concertación de cualesquiera otros arreglos
apropiados.
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1. Los Estados Partes reconocen el derecho
del niño a la educación y, a fin de que se
pueda ejercer progresivamente y en condicio-
nes de igualdad de oportunidades ese dere-
cho, deberán en particular:

a) Implantar la enseñanza primaria obligato-
ria y gratuita para todos;

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas
formas, de la enseñanza secundaria, in-
cluida la enseñanza general y profesional,
hacer que todos los niños dispongan de ella
y tengan acceso a ella y adoptar medidas
apropiadas tales como la implantación de la
enseñanza gratuita y la concesión de asis-
tencia financiera en caso de necesidad;

c) Hacer la enseñanza superior accesible a
todos, sobre la base de la capacidad, por
cuantos medios sean apropiados;

d) Hacer que todos los niños dispongan de
información y orientación en cuestiones
educacionales y profesionales y tengan ac-
ceso a ellas;

e) Adoptar medidas para fomentar la asis-
tencia regular a las escuelas y reducir las
tasas de deserción escolar.

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medi-
das sean adecuadas para velar por que la
disciplina escolar se administre de modo com-
patible con la dignidad humana del niño y de
conformidad con la presente Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la
cooperación internacional en cuestiones de
educación, en particular a fin de contribuir a eli-
minar la ignorancia y el analfabetismo en todo
el mundo y de facilitar el acceso a los conoci-
mientos técnicos y a los métodos modernos
de enseñanza. A este respecto, se tendrán es-
pecialmente en cuenta las necesidades de los
países en desarrollo.

Artículo 29

1. Los Estados Partes convienen en que la edu-
cación del niño deberá estar encaminada a:

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes
y la capacidad mental y física del niño hasta
el máximo de sus posibilidades;

b) Inculcar al niño el respeto de los derechos
humanos y las libertades fundamentales y de
los principios consagrados en la Carta de las
Naciones Unidas;

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres,
de su propia identidad cultural, de su idioma
y sus valores, de los valores nacionales del
país en que vive, del país de que sea origina-
rio y de las civilizaciones distintas de la suya;

d) Preparar al niño para asumir una vida res-
ponsable en una sociedad libre, con espíritu
de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de
los sexos y amistad entre todos los pueblos,
grupos étnicos, nacionales y religiosos y per-
sonas de origen indígena;

e) Inculcar al niño el respeto del medio
ambiente natural.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo
o en el artículo 28 se interpretará como una
restricción de la libertad de los particulares y
de las entidades para establecer y dirigir insti-
tuciones de enseñanza, a condición de que se
respeten los principios enunciados en el párrafo
1 del presente artículo y de que la educación
impartida en tales instituciones se ajuste a las
normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas,
religiosas o lingüísticas o personas de origen
indígena, no se negará a un niño que perte-
nezca a tales minorías o que sea indígena el
derecho que le corresponde, en común con
los demás miembros de su grupo, tener su
propia vida cultural, a profesar y practicar su
propia religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
del niño al descanso y el esparcimiento, al
juego y a las actividades recreativas propias de
su edad y a participar libremente en la vida cul-
tural y en las artes.

2. Los Estados Partes respetarán y promoverán
el derecho del niño a participar plenamente en
la vida cultural y artística y propiciarán oportu-
nidades apropiadas, en condiciones de
igualdad, de participar en la vida cultural, artís-
tica, recreativa y de esparcimiento.
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Artículo 32

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
del niño a estar protegido contra la explotación
económica y contra el desempeño de cual-
quier trabajo que pueda ser peligroso o entor-
pecer su educación, o que sea nocivo para su
salud o para su desarrollo físico, mental, espiri-
tual, moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medidas le-
gislativas, administrativas, sociales y educacio-
nales para garantizar la aplicación del presente
artículo. Con ese propósito y teniendo en
cuenta las disposiciones pertinentes de otros
instrumentos internacionales, los Estados Par-
tes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas para
trabajar;

b) Dispondrán la reglamentación apropiada
de los honorarios y condiciones de trabajo;

c) Estipularán las penalidades u otras sancio-
nes apropiadas para asegurar la aplicación
efectiva del presente artículo.

Artículo 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas, incluidas medidas legislativas, ad-
ministrativas, sociales y educacionales, para
proteger a los niños contra el uso ilícito de los
estupefacientes y sustancias sicotrópicas enu-
meradas en los tratados internacionales perti-
nentes, y para impedir que se utilice a niños en
la producción y el tráfico ilícitos de esas sus-
tancias.

Artículo 34

Los Estados Partes se comprometen a prote-
ger al niño contra todas las formas de explo-
tación y abuso sexuales. Con este fin, los Es-
tados Partes tomarán, en particular, todas las
medidas de carácter nacional, bilateral y mul-
tilateral que sean necesarias para impedir:

a) La incitación o la coacción para que un
niño se dedique a cualquier actividad sexual
ilegal;

b) La explotación del niño en la prostitución
u otras prácticas sexuales ilegales;

c) La explotación del niño en espectáculos
o materiales pornográficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas
de carácter nacional, bilateral y multilateral que
sean necesarias para impedir el secuestro, la
venta o la trata de niños para cualquier fin o en
cualquier forma.

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra
todas las demás formas de explotación que
sean perjudiciales para cualquier aspecto de
su bienestar.

Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que:

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a
otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes. No se impondrá la pena capital
ni la de prisión perpetua sin posibilidad de
excarcelación por delitos cometidos por me-
nores de 18 años de edad;

b) Ningún niño sea privado de su libertad ile-
gal o arbitrariamente. La detención, el en-
carcelamiento o la prisión de un niño se lle-
vará a cabo de conformidad con la ley y se
utilizará tan sólo como medida de último re-
curso y durante el período más breve que
proceda;

c) Todo niño privado de libertad sea tratado
con la humanidad y el respeto que merece
la dignidad inherente a la persona humana,
y de manera que se tengan en cuenta las
necesidades de las personas de su edad. En
particular, todo niño privado de libertad estará
separado de los adultos, a menos que ello
se considere contrario al interés superior del
niño, y tendrá derecho a mantener contacto
con su familia por medio de correspondencia
y de visitas, salvo en circunstancias excep-
cionales;

d) Todo niño privado de su libertad tendrá
derecho a un pronto acceso a la asistencia
jurídica y otra asistencia adecuada, así como
derecho a impugnar la legalidad de la priva-
ción de su libertad ante un tribunal u otra
autoridad competente, independiente e im-
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acción.

Artículo 38

1. Los Estados Partes se comprometen a res-
petar y velar por que se respeten las normas
del derecho internacional humanitario que les
sean aplicables en los conflictos armados y que
sean pertinentes para el niño.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas posibles para asegurar que las personas
que aún no hayan cumplido los 15 años de
edad no participen directamente en las hostili-
dades.

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar
en las fuerzas armadas a las personas que no
hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan
personas que hayan cumplido 15 años, pero
que sean menores de 18, los Estados Partes
procurarán dar prioridad a los de más edad.

4. De conformidad con las obligaciones dima-
nadas del derecho internacional humanitario
de proteger a la población civil durante los con-
flictos armados, los Estados Partes adoptarán
todas las medidas posibles para asegurar la pro-
tección y el cuidado de los niños afectados
por un conflicto armado.

Artículo 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para promover la recuperación física
y psicológica y la reintegración social de todo
niño víctima de: cualquier forma de abandono,
explotación o abuso; tortura u otra forma de
tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes; o conflictos armados. Esa recuperación
y reintegración se llevarán a cabo en un am-
biente que fomente la salud, el respeto de sí
mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de todo niño de quien se alegue que ha infrin-
gido las leyes penales o a quien se acuse o de-
clare culpable de haber infringido esas leyes a
ser tratado de manera acorde con el fomento
de su sentido de la dignidad y el valor, que for-
talezca el respeto del niño por los derechos
humanos y las libertades fundamentales de ter-

ceros y en la que se tengan en cuenta la edad
del niño y la importancia de promover la rein-
tegración del niño y de que éste asuma una
función constructiva en la sociedad.

2. Con ese fin, y habida cuenta de las disposi-
ciones pertinentes de los instrumentos inter-
nacionales, los Estados Partes garantizarán, en
particular:

a) Que no se alegue que ningún niño ha in-
fringido las leyes penales, ni se acuse o de-
clare culpable a ningún niño de haber infrin-
gido esas leyes, por actos u omisiones que
no estaban prohibidos por las leyes nacio-
nales o internacionales en el momento en
que se cometieron;

b) Que todo niño del que se alegue que ha
infringido las leyes penales o a quien se acuse
de haber infringido esas leyes se le garantice,
por lo menos, lo siguiente:

I) Que se lo presumirá inocente mientras
no se pruebe su culpabilidad conforme a
la ley;

II) Que será informado sin demora y direc-
tamente o, cuando sea procedente, por in-
termedio de sus padres o sus representan-
tes legales, de los cargos que pesan contra
él y que dispondrá de asistencia jurídica u
otra asistencia apropiada en la preparación
y presentación de su defensa;

III) Que la causa será dirimida sin demora
por una autoridad u órgano judicial com-
petente, independiente e imparcial en una
audiencia equitativa conforme a la ley, en
presencia de un asesor jurídico u otro tipo
de asesor adecuado y, a menos que se
considerare que ello fuere contrario al in-
terés superior del niño, teniendo en cuenta
en particular su edad o situación y a sus
padres o representantes legales;

IV) Que no será obligado a prestar testi-
monio o a declararse culpable, que podrá
interrogar o hacer que se interrogue a tes-
tigos de cargo y obtener la participación y
el interrogatorio de testigos de descargo
en condiciones de igualdad;

V) Si se considerare que ha infringido, en
efecto, las leyes penales , que esta deci-
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sión y toda medida impuesta a conse-
cuencia de ella , serán sometidas a una
autoridad u órgano judicial superior com-
petente, independiente e imparcial, con-
forme a la ley;

VI) Que el niño contará con la asistencia
gratuita de un intérprete si no comprende
o no habla el idioma utilizado;

VII) Que se respetará plenamente su vida
privada en todas las fases del procedi-
miento.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medi-
das apropiadas para promover el estableci-
miento de leyes, procedimientos, autoridades
e instituciones específicos para los niños de
quienes se alegue que han infringido las leyes
penales o a quienes se acuse o declare culpa-
bles de haber infringido esas leyes, y en parti-
cular:

a) El establecimiento de una edad mínima
antes de la cual se presumirá que los niños
no tienen capacidad para infringir las leyes
penales;

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la
adopción de medidas para tratar a esos niños
sin recurrir a procedimientos judiciales, en el
entendimiento de que se respetarán plena-
mente los derechos humanos y las garantías
legales.

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales
como el cuidado, las órdenes de orientación y
supervisión, el asesoramiento, la libertad vigi-
lada, la colocación en hogares de guarda, los
programas de enseñanza y formación profe-
sional, así como otras posibilidades alternativas
a la internación en instituciones, para asegurar
que los niños sean tratados de manera apro-
piada para su bienestar y que guarde propor-
ción tanto con sus circunstancias como con
la infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Conven-
ción afectará a las disposiciones que sean más
conducentes a la realización de los derechos
del niño y que puedan estar recogidas en:

a) El derecho de un Estado Parte; o

b) El derecho internacional vigente con res-
pecto a dicho Estado.

PARTE II

Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a
conocer ampliamente los principios y dispo-
siciones de la Convención por medios efica-
ces y apropiados, tanto a los adultos como a
los niños.

Artículo 43

1. Con la finalidad de examinar los progresos
realizados en el cumplimiento de las obligacio-
nes contraídas por los Estados Partes en la pre-
sente Convención, se establecerá un Comité
de los Derechos del Niño que desempeñará las
funciones que a continuación se estipulan.

2. El Comité estará integrado por diez expertos
de gran integridad moral y reconocida com-
petencia en las esferas reguladas por la pre-
sente Convención. Los miembros del Comité
serán elegidos por los Estados Partes entre
sus nacionales y ejercerán sus funciones a tí-
tulo personal, teniéndose debidamente en
cuenta la distribución geográfica, así como
los principales sistemas jurídicos.

3. Los miembros del Comité serán elegidos,
en votación secreta, de una lista de personas
designadas por los Estados Partes. Cada Es-
tado Parte podrá designar a una persona es-
cogida entre sus propios nacionales.

4. La elección inicial se celebrará a más tardar
seis meses después de la entrada en vigor de
la presente Convención y ulteriormente cada
dos años. Con cuatro meses, como mínimo,
de antelación respecto de la fecha de cada
elección, el Secretario General de las Naciones
Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes
invitándolos a que presenten sus candidaturas
en un plazo de dos meses. El Secretario Ge-
neral preparará después una lista en la que fi-
gurarán por orden alfabético todos los candi-
datos propuestos, con indicación de los
Estados Partes que los hayan designado, y la
comunicará a los Estados Partes en la presente
Convención.
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de los Estados Partes convocada por el Se-
cretario General en la Sede de las Naciones
Unidas. En esa reunión, en la que la presencia
de dos tercios de los Estados Partes constituirá
quórum, las personas seleccionadas para for-
mar parte del Comité serán aquellos candida-
tos que obtengan el mayor número de votos
y una mayoría absoluta de los votos de los re-
presentantes de los Estados Partes presentes
y votantes.

6. Los miembros del Comité serán elegidos
por un período de cuatro años. Podrán ser
reelegidos si se presenta de nuevo su candi-
datura. El mandato de cinco de los miembros
elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después
de efectuada la primera elección, el Presi-
dente de la reunión en que ésta se celebre
elegirá por sorteo los nombres de esos cinco
miembros.

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite
o declara que por cualquier otra causa no
puede seguir desempeñando sus funciones
en el Comité, el Estado Parte que propuso a
ese miembro designará entre sus propios na-
cionales a otro experto para ejercer el man-
dato hasta su término, a reserva de la aproba-
ción del Comité.

8. El Comité adoptará su propio reglamento.

9. El Comité elegirá su Mesa por un período
de dos años.

10. Las reuniones del Comité se celebrarán
normalmente en la Sede de las Naciones Uni-
das o en cualquier otro lugar conveniente
que determine el Comité. El Comité se reunirá
normalmente todos los años. La duración de
las reuniones del Comité será determinada y
revisada, si procediera, por una reunión de
los Estados Partes en la presente Convención,
a reserva de la aprobación de la Asamblea
General.

11. El Secretario General de las Naciones Uni-
das proporcionará el personal y los servicios
necesarios para el desempeño eficaz de las
funciones del Comité establecido en virtud
de la presente Convención.

12. Previa aprobación de la Asamblea General,
los miembros del Comité establecido en virtud
de la presente Convención recibirán emolu-
mentos con cargo a los fondos de las Nacio-
nes Unidas, según las condiciones que la
Asamblea pueda establecer.

Artículo 44

1. Los Estados Partes se comprometen a pre-
sentar al Comité, por conducto del Secretario
General de las Naciones Unidas, informes sobre
las medidas que hayan adoptado para dar
efecto a los derechos reconocidos en la Con-
vención y sobre el progreso que hayan reali-
zado en cuanto al goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de la fe-
cha en la que para cada Estado Parte haya
entrado en vigor la presente Convención;

b) En lo sucesivo, cada cinco años.

2. Los informes preparados en virtud del pre-
sente artículo deberán indicar las circunstan-
cias y dificultades, si las hubiere, que afecten
al grado de cumplimiento de las obligaciones
derivadas de la presente Convención. Deberán
asimismo, contener información suficiente
para que el Comité tenga cabal comprensión
de la aplicación de la Convención en el país
de que se trate.

3. Los Estados Partes que hayan presentado
un informe inicial completo al Comité no ne-
cesitan repetir, en sucesivos informes presen-
tados de conformidad con lo dispuesto en el
inciso b) del párrafo 1 del presente artículo, la
información básica presentada anteriormente.

4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes
más información relativa a la aplicación de la
Convención.

5. El Comité presentará cada dos años a la
Asamblea General de las Naciones Unidas, por
conducto del Consejo Económico y Social,
informes sobre sus actividades.

6. Los Estados Partes darán a sus informes
una amplia difusión entre el público de sus
países respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva
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de la Convención y de estimular la coopera-
ción internacional en la esfera regulada por la
Convención:

a) Los organismos especializados, el Fondo
de las Naciones Unidas para la Infancia y
demás órganos de las Naciones Unidas ten-
drán derecho a estar representados en el
examen de la aplicación de aquellas dispo-
siciones de la presente Convención com-
prendidas en el ámbito de su mandato. El
Comité podrá invitar a los organismos es-
pecializados, al Fondo de las Naciones Uni-
das para la Infancia y a otros órganos com-
petentes que considere apropiados a que
proporcionen asesoramiento especializado
sobre la aplicación de la Convención en los
sectores que son de incumbencia de sus
respectivos mandatos. El Comité podrá in-
vitar a los organismos especializados, al
Fondo de las Naciones Unidas para la In-
fancia y demás órganos de las Naciones
Unidas a que presenten informes sobre la
aplicación de aquellas disposiciones de la
presente convención comprendidas en el
ámbito de sus actividades;

b) El Comité transmitirá, según estime con-
veniente, a los organismos especializados, al
Fondo de las Naciones Unidas para la Infan-
cia y a otros órganos competentes, los in-
formes de los Estados Pares que contengan
una solicitud de asesoramiento o de asisten-
cia técnica, o en los que se indique esa ne-
cesidad, junto con las observaciones y su-
gerencias del Comité, si las hubiere, acerca
de esas solicitudes o indicaciones;

c) El Comité podrá recomendar a la Asam-
blea General que pida al Secretario General
que efectúe, en su nombre, estudios sobre
cuestiones concretas relativas a los derechos
del niño;

d) El Comité podrá formular sugerencias y
recomendaciones generales basadas en la
información recibida en virtud de los artículos
44 y 45 de la presente Convención. Dichas
sugerencias y recomendaciones generales
deberán transmitirse a los Estados Partes in-
teresados y notificarse a la Asamblea General,
junto con los comentarios, si los hubiere, de
los Estados Partes.

PARTE III

Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la
firma de todos los Estados.

Artículo 47

La presente Convención está sujeta a ratifica-
ción. Los instrumentos de ratificación se de-
positarán en poder del Secretario General de
las Naciones Unidas.

Artículo 48

La presente Convención permanecerá abierta
a la adhesión de cualquier Estado. Los instru-
mentos de adhesión se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Uni-
das.

Artículo 49

1. La presente Convención entrará en vigor el
trigésimo día siguiente a la fecha en que haya
sido depositado el vigésimo instrumento de
ratificación o de adhesión en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la Conven-
ción o se adhiera a ella después de haber sido
depositado el vigésimo instrumento de ratifi-
cación o de adhesión, la Convención entrará
en vigor el trigésimo día después del depósito
por tal Estado de su instrumento de ratifica-
ción o adhesión.

Artículo 50

1. Todo Estado Parte podrá proponer una en-
mienda y depositarla en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. El Secretario
General comunicará la enmienda propuesta
a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifi-
quen si desean que se convoque una confe-
rencia de Estados Partes con el fin de exami-
nar la propuesta y someterla a votación. Si
dentro de los cuatro meses siguientes a la fe-
cha de esa notificación un tercio, al menos,
de los Estados Partes se declara en favor de
tal conferencia, el Secretario General convo-
cará una conferencia con el auspicio de las
Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada
por la mayoría de Estados Partes, presentes y
votantes en la conferencia, será sometida por
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para su aprobación.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad
con el párrafo 1 del presente artículo entrará
en vigor cuando haya sido aprobada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas y
aceptada por una mayoría de dos tercios de
los Estados Partes.

3. Cuando las enmiendas entren en vigor se-
rán obligatorias para los Estados Partes que
las hayan aceptado, en tanto que los demás
Estados Partes seguirán obligados por las dis-
posiciones de la presente Convención y por
las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51

1. El Secretario General de las Naciones Unidas
recibirá y comunicará a todos los Estados el
texto de las reservas formuladas por los Esta-
dos en el momento de la ratificación o de la
adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompati-
ble con el objeto y el propósito de la presente
Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier
momento por medio de una notificación he-
cha a ese efecto y dirigida al Secretario Gene-

ral de las Naciones Unidas, quien informará a
todos los Estados. Esa notificación surtirá
efecto en la fecha de su recepción por el Se-
cretario General.

Artículo 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente
Convención mediante notificación hecha por
escrito al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia surtirá efecto un año des-
pués de la fecha en que la notificación haya
sido recibida por el Secretario General.

Artículo 53

Se designa depositario de la presente Con-
vención al Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos
textos en árabe, chino, español, francés, inglés
y ruso son igualmente auténticos, se deposi-
tará en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

En testimonio de lo cual, los infrascritos ple-
nipotenciarios, debidamente autorizados para
ello por sus respectivos gobiernos, han fir-
mado la presente Convención.
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (2008)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/140000-144999/141317/norma.htm

CONVENCIONES
Ley 26.378
Apruébase la Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad y su pro-
tocolo facultativo, aprobados mediante re-
solución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas del 13 de diciembre de 2006.

Sancionada: Mayo 21 de 2008

Promulgada: Junio 6 de 2008

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1º  – Apruébase la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad y su protocolo facultativo, aprobados
mediante resolución de la Asamblea General
de Naciones Unidas A/ RES/ 61/ 106, el día 13
de diciembre de 2006. Ambos instrumentos
jurídicos forman parte del presente como
“Anexo 1” y “Anexo 2” respectivamente.

ARTÍCULO 2º – Comuníquese al Poder Ejecu-
tivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS VEINTIUN DIAS DEL MES DE MAYO DEL
AÑO DOS MIL OCHO.

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.378 —

EDUARDO A. FELLNER. — JULIO CESAR C.
COBOS. — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.

H. Cámara de Diputados de la Nación

134-S-07 y 8-S-08

OD 267

Naciones Unidas A/RES/61/106
Asamblea General Distr. General

24 de enero de 2007

Sexagésimo primer período de sesiones

Tema 67 b) del programa

Resolución aprobada por la Asamblea General
61/106.

Convención sobre los derechos de
las personas con discapacidad
La Asamblea General,

Recordando su resolución 56/168, de 19 de
diciembre de 2001, por la que decidió esta-
blecer un comité especial, abierto a la partici-
pación de todos los Estados Miembros y ob-
servadores de las Naciones Unidas para que
examinase las propuestas relativas a una con-
vención internacional amplia e integral para
promover y proteger los derechos y la digni-
dad de las personas con discapacidad, sobre
la base de un enfoque holístico de la labor re-
alizada en las esferas del desarrollo social, los
derechos humanos y la no discriminación y
teniendo en cuenta las recomendaciones de
la Comisión de Derechos Humanos y de la
Comisión de Desarrollo Social,

Recordando también sus resoluciones ante-
riores pertinentes, la última de las cuales es la
resolución 60/232, de 23 de diciembre de
2005, así como las resoluciones pertinentes
de la Comisión de Desarrollo Social y la Co-
misión de Derechos Humanos,

Acogiendo con agrado las importantes con-
tribuciones que han hecho las organizaciones
intergubernamentales y no gubernamentales
y las instituciones nacionales de derechos hu-
manos a la labor del Comité Especial,

1. Expresa su reconocimiento al Comité Es-
pecial por haber concluido la elaboración de
los proyectos de Convención sobre los dere-
chos de las personas con discapacidad y de
Protocolo Facultativo de esa Convención;

2. Aprueba la Convención sobre los derechos
de las personas con discapacidad y el Proto-
colo Facultativo de la Convención que figuran
en el anexo de la presente resolución, que es-
tarán abiertos a la firma en la Sede de las Na-
ciones Unidas, en Nueva York, a partir del 30
de marzo de 2007;

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/140000-144999/141317/norma.htm
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posibilidad de firmar y ratificar la Convención
y el Protocolo Facultativo como cuestión prio-
ritaria y expresa la esperanza de que entren
en vigor en breve;

4. Pide al Secretario General que proporcione
el personal y las instalaciones necesarios para
el eficaz cumplimiento de las funciones de la
Conferencia de los Estados Partes y el Comité
previstos en la Convención y el Protocolo Fa-
cultativo después de la entrada en vigor de la
Convención, así como para la difusión de in-
formación sobre la Convención y el Protocolo
Facultativo;

5. Pide también al Secretario General que apli-
que progresivamente normas y directrices so-
bre la accesibilidad de las instalaciones y los
servicios del sistema de las Naciones Unidas,
teniendo en cuenta las disposiciones perti-
nentes de la Convención, en particular cuando
se hagan trabajos de renovación;

6. Pide a los organismos y organizaciones de
las Naciones Unidas que tomen medidas para
difundir información sobre la Convención y
el Protocolo Facultativo y promover su com-
prensión, e invita a las organizaciones inter-
gubernamentales y no gubernamentales a que
hagan otro tanto;

7. Pide al Secretario General que le presente,
en su sexagésimo segundo período de sesiones,
un informe relativo a la situación de la Conven-
ción y el Protocolo Facultativo y la aplicación
de la presente resolución, en relación con el
subtema titulado “Convención sobre los dere-
chos de las personas con discapacidad”.

76a sesión plenaria

13 de diciembre de 2006

Anexo I

Convención sobre los derechos de
las personas con discapacidad

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,

a) Recordando los principios de la Carta de
las Naciones Unidas que proclaman que la li-

bertad, la justicia y la paz en el mundo tienen
por base el reconocimiento de la dignidad y
el valor inherentes y de los derechos iguales
e inalienables de todos los miembros de la fa-
milia humana,

b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en
la Declaración Universal de Derechos Humanos
y en los Pactos Internacionales de Derechos
Humanos, han reconocido y proclamado que
toda persona tiene los derechos y libertades
enunciados en esos instrumentos, sin distinción
de ninguna índole,

c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad,
interdependencia e interrelación de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales,
así como la necesidad de garantizar que las
personas con discapacidad los ejerzan plena-
mente y sin discriminación,

d) Recordando el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales, el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, la Convención Internacional sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discriminación
Racial, la Convención sobre la eliminación de
todas las formas de discriminación contra la
mujer, la Convención contra la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes, la Convención sobre los Derechos del
Niño y la Convención Internacional sobre la
protección de los derechos de todos los tra-
bajadores migratorios y de sus familiares,

e) Reconociendo que la discapacidad es un
concepto que evoluciona y que resulta de la
interacción entre las personas con deficiencias
y las barreras debidas a la actitud y al entorno
que evitan su participación plena y efectiva en
la sociedad, en igualdad de condiciones con
las demás,

f) Reconociendo la importancia que revisten
los principios y las directrices de política que fi-
guran en el Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y en las Normas Uniformes
sobre la Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad como factor en la
promoción, la formulación y la evaluación de
normas, planes, programas y medidas a nivel
nacional, regional e internacional destinados a
dar una mayor igualdad de oportunidades a
las personas con discapacidad,
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g) Destacando la importancia de incorporar
las cuestiones relativas a la discapacidad como
parte integrante de las estrategias pertinentes
de desarrollo sostenible,

h) Reconociendo también que la discriminación
contra cualquier persona por razón de su dis-
capacidad constituye una vulneración de la
dignidad y el valor inherentes del ser humano,

i) Reconociendo además la diversidad de las
personas con discapacidad,

j) Reconociendo la necesidad de promover y
proteger los derechos humanos de todas las
personas con discapacidad, incluidas aquellas
que necesitan un apoyo más intenso,

k) Observando con preocupación que, pese a
estos diversos instrumentos y actividades, las
personas con discapacidad siguen encontrando
barreras para participar en igualdad de condi-
ciones con las demás en la vida social y que se
siguen vulnerando sus derechos humanos en
todas las partes del mundo,

l) Reconociendo la importancia de la coope-
ración internacional para mejorar las condiciones
de vida de las personas con discapacidad en
todos los países, en particular en los países en
desarrollo,

m) Reconociendo el valor de las contribuciones
que realizan y pueden realizar las personas
con discapacidad al bienestar general y a la di-
versidad de sus comunidades, y que la promo-
ción del pleno goce de los derechos humanos
y las libertades fundamentales por las personas
con discapacidad y de su plena participación
tendrán como resultado un mayor sentido de
pertenencia de estas personas y avances signi-
ficativos en el desarrollo económico, social y
humano de la sociedad y en la erradicación de
la pobreza,

n) Reconociendo la importancia que para las
personas con discapacidad reviste su autonomía
e independencia individual, incluida la libertad
de tomar sus propias decisiones,

o) Considerando que las personas con disca-
pacidad deben tener la oportunidad de participar
activamente en los procesos de adopción de
decisiones sobre políticas y programas, incluidos
los que les afectan directamente,

p) Preocupados por la difícil situación en que
se encuentran las personas con discapacidad
que son víctimas de múltiples o agravadas for-
mas de discriminación por motivos de raza,
color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de cualquier otra índole, origen nacional, étnico,
indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad
o cualquier otra condición,

q) Reconociendo que las mujeres y las niñas
con discapacidad suelen estar expuestas a un
riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de vio-
lencia, lesiones o abuso, abandono o trato ne-
gligente, malos tratos o explotación,

r) Reconociendo también que los niños y las
niñas con discapacidad deben gozar plenamente
de todos los derechos humanos y las libertades
fundamentales en igualdad de condiciones
con los demás niños y niñas, y recordando las
obligaciones que a este respecto asumieron
los Estados Partes en la Convención sobre los
Derechos del Niño,

s) Subrayando la necesidad de incorporar una
perspectiva de género en todas las actividades
destinadas a promover el pleno goce de los
derechos humanos y las libertades fundamen-
tales por las personas con discapacidad,

t) Destacando el hecho de que la mayoría de
las personas con discapacidad viven en condi-
ciones de pobreza y reconociendo, a este res-
pecto, la necesidad fundamental de mitigar
los efectos negativos de la pobreza en las per-
sonas con discapacidad,

u) Teniendo presente que, para lograr la plena
protección de las personas con discapacidad,
en particular durante los conflictos armados y
la ocupación extranjera, es indispensable que
se den condiciones de paz y seguridad basadas
en el pleno respeto de los propósitos y principios
de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten
los instrumentos vigentes en materia de dere-
chos humanos,

v) Reconociendo la importancia de la accesi-
bilidad al entorno físico, social, económico y
cultural, a la salud y la educación y a la infor-
mación y las comunicaciones, para que las
personas con discapacidad puedan gozar ple-
namente de todos los derechos humanos y
las libertades fundamentales,
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obligaciones respecto a otras personas y a la
comunidad a la que pertenecen, tienen la res-
ponsabilidad de procurar, por todos los medios,
que se promuevan y respeten los derechos re-
conocidos en la Carta Internacional de Derechos
Humanos,

x) Convencidos de que la familia es la unidad
colectiva natural y fundamental de la sociedad
y tiene derecho a recibir protección de ésta y
del Estado, y de que las personas con discapa-
cidad y sus familiares deben recibir la protección
y la asistencia necesarias para que las familias
puedan contribuir a que las personas con dis-
capacidad gocen de sus derechos plenamente
y en igualdad de condiciones,

y) Convencidos de que una convención inter-
nacional amplia e integral para promover y
proteger los derechos y la dignidad de las per-
sonas con discapacidad contribuirá significati-
vamente a paliar la profunda desventaja social
de las personas con discapacidad y promoverá
su participación, con igualdad de oportunidades,
en los ámbitos civil, político, económico, social
y cultural, tanto en los países en desarrollo
como en los desarrollados,

Convienen en lo siguiente:

Artículo 1º

Propósito

El propósito de la presente Convención es
promover, proteger y asegurar el goce pleno y
en condiciones de igualdad de todos los dere-
chos humanos y libertades fundamentales por
todas las personas con discapacidad, y promover
el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aque-
llas que tengan deficiencias físicas, mentales,
intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al
interactuar con diversas barreras, puedan impedir
su participación plena y efectiva en la sociedad,
en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 2º

Definiciones

A los fines de la presente Convención:

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la vi-

sualización de textos, el Braille, la comunicación
táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia
de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los
sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los me-
dios de voz digitalizada y otros modos, medios y
formatos aumentativos o alternativos de comu-
nicación, incluida la tecnología de la información
y las comunicaciones de fácil acceso;

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje
oral como la lengua de señas y otras formas
de comunicación no verbal;

Por “discriminación por motivos de discapacidad”
se entenderá cualquier distinción, exclusión o
restricción por motivos de discapacidad que
tenga el propósito o el efecto de obstaculizar
o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos
los derechos humanos y libertades fundamen-
tales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las
formas de discriminación, entre ellas, la dene-
gación de ajustes razonables;

Por “ajustes razonables” se entenderán las mo-
dificaciones y adaptaciones necesarias y ade-
cuadas que no impongan una carga despro-
porcionada o indebida, cuando se requieran
en un caso particular, para garantizar a las per-
sonas con discapacidad el goce o ejercicio, en
igualdad de condiciones con las demás, de to-
dos los derechos humanos y libertades funda-
mentales;

Por “diseño universal” se entenderá el diseño
de productos, entornos, programas y servicios
que puedan utilizar todas las personas, en la
mayor medida posible, sin necesidad de adap-
tación ni diseño especializado. El “diseño uni-
versal” no excluirá las ayudas técnicas para
grupos particulares de personas con discapa-
cidad, cuando se necesiten.

Artículo 3º

Principios generales

Los principios de la presente Convención 
serán:

a) El respeto de la dignidad inherente, la au-
tonomía individual, incluida la libertad de
tomar las propias decisiones, y la indepen-
dencia de las personas;
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b) La no discriminación;

c) La participación e inclusión plenas y efec-
tivas en la sociedad;

d) El respeto por la diferencia y la aceptación
de las personas con discapacidad como parte
de la diversidad y la condición humanas;

e) La igualdad de oportunidades;

f) La accesibilidad;

g) La igualdad entre el hombre y la mujer;

h) El respeto a la evolución de las facultades
de los niños y las niñas con discapacidad y
de su derecho a preservar su identidad.

Artículo 4º

Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a ase-
gurar y promover el pleno ejercicio de todos
los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de las personas con discapacidad
sin discriminación alguna por motivos de dis-
capacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean
pertinentes para hacer efectivos los derechos
reconocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, in-
cluidas medidas legislativas, para modificar
o derogar leyes, reglamentos, costumbres
y prácticas existentes que constituyan dis-
criminación contra las personas con disca-
pacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y
todos los programas, la protección y pro-
moción de los derechos humanos de las
personas con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean
incompatibles con la presente Convención
y velar por que las autoridades e instituciones
públicas actúen conforme a lo dispuesto
en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para
que ninguna persona, organización o em-
presa privada discrimine por motivos de
discapacidad;

f) Emprender o promover la investigación y
el desarrollo de bienes, servicios, equipo e
instalaciones de diseño universal, con arreglo
a la definición del artículo 2 de la presente
Convención, que requieran la menor adap-
tación posible y el menor costo para satisfacer
las necesidades específicas de las personas
con discapacidad, promover su disponibilidad
y uso, y promover el diseño, universal en la
elaboración de normas y directrices;

g) Emprender o promover la investigación
y el desarrollo, y promover la disponibilidad
y el uso de nuevas tecnologías, incluidas
las tecnologías de la información y las co-
municaciones, ayudas para la movilidad,
dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo
adecuadas para las personas con discapa-
cidad, dando prioridad a las de precio ase-
quible;

h) Proporcionar información que sea accesible
para las personas con discapacidad sobre
ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos
y tecnologías de apoyo, incluidas nuevas
tecnologías, así como otras formas de asis-
tencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales
y el personal que trabajan con personas
con discapacidad respecto de los derechos
reconocidos en la presente Convención, a
fin de prestar mejor la asistencia y los
servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos,
sociales y culturales, los Estados Partes se
comprometen a adoptar medidas hasta el
máximo de sus recursos disponibles y, cuando
sea necesario, en el marco de la cooperación
internacional, para lograr, de manera progresiva,
el pleno ejercicio de estos derechos, sin per-
juicio de las obligaciones previstas en la pre-
sente Convención que sean aplicables de in-
mediato en virtud del derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación
y políticas para hacer efectiva la presente
Convención, y en otros procesos de adopción
de decisiones sobre cuestiones relacionadas
con las personas con discapacidad, los Estados
Partes celebrarán consultas estrechas y cola-
borarán activamente con las personas con
discapacidad, incluidos los niños y las niñas
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que las representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Con-
vención afectará a las disposiciones que
puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio
de los derechos de las personas con discapa-
cidad y que puedan figurar en la legislación
de un Estado Parte o en el derecho interna-
cional en vigor en dicho Estado. No se res-
tringirán ni derogarán ninguno de los derechos
humanos y las libertades fundamentales re-
conocidos o existentes en los Estados Partes
en la presente Convención de conformidad
con la ley, las convenciones y los convenios,
los reglamentos o la costumbre con el pretexto
de que en la presente Convención no se re-
conocen esos derechos o libertades o se re-
conocen en menor medida.

5. Las disposiciones de la presente Convención
se aplicarán a todas las partes de los Estados
federales sin limitaciones ni excepciones.

Artículo 5º

Igualdad y no discriminación

1. Los Estados Partes reconocen que todas
las personas son iguales ante la ley y en virtud
de ella y que tienen derecho a igual protección
legal y a beneficiarse de la ley en igual medida
sin discriminación alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discri-
minación por motivos de discapacidad y ga-
rantizarán a todas las personas con discapa-
cidad protección legal igual y efectiva contra
la discriminación por cualquier motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la
discriminación, los Estados Partes adoptarán
todas las medidas pertinentes para asegurar
la realización de ajustes razonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en
virtud de la presente Convención, las medidas
específicas que sean necesarias para acelerar
o lograr la igualdad de hecho de las personas
con discapacidad.

Artículo 6º

Mujeres con discapacidad

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres
y niñas con discapacidad están sujetas a múlti-

ples formas de discriminación y, a ese respecto,
adoptarán medidas para asegurar que puedan
disfrutar plenamente y en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas
pertinentes para asegurar el pleno desarrollo,
adelanto y potenciación de la mujer, con el
propósito de garantizarle el ejercicio y goce
de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales establecidos en la presente Con-
vención.

Artículo 7º

Niños y niñas con discapacidad

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas
necesarias para asegurar que todos los niños y
las niñas con discapacidad gocen plenamente
de todos los derechos humanos y libertades
fundamentales en igualdad de condiciones
con los demás niños y niñas.

2. En todas las actividades relacionadas con
los niños y las niñas con discapacidad, una
consideración primordial será la protección
del interés superior del niño.

3. Los Estados Partes garantizarán que los
niños y las niñas con discapacidad tengan de-
recho a expresar su opinión libremente sobre
todas las cuestiones que les afecten, opinión,
que recibirá la debida consideración teniendo
en cuenta su edad y madurez, en igualdad de
condiciones con los demás niños y niñas, y a
recibir asistencia apropiada con arreglo a su
discapacidad y edad para poder ejercer ese
derecho.

Artículo 8º

Toma de conciencia

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar
medidas inmediatas, efectivas y pertinentes
para:

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel
familiar, para que tome mayor conciencia
respecto de las personas con discapacidad
y fomentar el respeto de los derechos y la
dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios
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y las prácticas nocivas respecto de las personas
con discapacidad, incluidos los que se basan
en el género o la edad, en todos los ámbitos
de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto
de las capacidades y aportaciones de las
personas con discapacidad.

2. Las medidas a este fin incluyen:

a) Poner en marcha y mantener campañas
efectivas de sensibilización pública destina-
das a:

i) Fomentar actitudes receptivas respecto
de los derechos de las personas con dis-
capacidad;

ii) Promover percepciones positivas y una
mayor conciencia social respecto de las
personas con discapacidad;

iii) Promover el reconocimiento de las ca-
pacidades, los méritos y las habilidades de
las personas con discapacidad y de sus
aportaciones en relación con el lugar de
trabajo y el mercado laboral;

b) Fomentar en todos los niveles del sistema
educativo, incluso entre todos los niños y las
niñas desde una edad temprana, una actitud
de respeto de los derechos de las personas
con discapacidad;

c) Alentar a todos los órganos de los medios
de comunicación a que difundan una imagen
de las personas con discapacidad que sea
compatible con el propósito de la presente
Convención;

d) Promover programas de formación sobre
sensibilización que tengan en cuenta a las
personas con discapacidad y los derechos
de estas personas.

Artículo 9º

Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad
puedan vivir en forma independiente y participar
plenamente en todos los aspectos de la vida,
los Estados Partes adoptarán medidas perti-
nentes para asegurar el acceso de las personas
con discapacidad, en igualdad de condiciones
con las demás, al entorno físico, el transporte,

la información y las comunicaciones, incluidos
los sistemas y las tecnologías de la información
y las comunicaciones, y a otros servicios e ins-
talaciones abiertos al público o de uso público,
tanto en zonas urbanas como rurales. Estas
medidas, que incluirán la identificación y elimi-
nación de obstáculos y barreras de acceso, se
aplicarán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte
y otras instalaciones exteriores e interiores
como escuelas, viviendas, instalaciones mé-
dicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunica-
ciones y de otro tipo, incluidos los servicios
electrónicos y de emergencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las
medidas pertinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la apli-
cación de normas mínimas y directrices
sobre la accesibilidad de las instalaciones y
los servicios abiertos al público o de uso
público;

b) Asegurar que las entidades privadas que
proporcionan instalaciones y servicios abier-
tos al público o de uso público tengan en
cuenta todos los aspectos de su accesibilidad
para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas
involucradas en los problemas de accesibi-
lidad a que se enfrentan las personas con
discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones
abiertas al público de señalización en Braille
y en formatos de fácil lectura y compren-
sión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o
animal e intermediarios, incluidos guías, lec-
tores e intérpretes profesionales de la lengua
de señas, para facilitar el acceso a edificios
y otras instalaciones abiertas al público;

f) Promover otras formas adecuadas de
asistencia y apoyo a las personas con dis-
capacidad para asegurar su acceso a la in-
formación;

g) Promover el acceso de las personas con
discapacidad a los nuevos sistemas y tecno-
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incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la pro-
ducción y la distribución de sistemas y tec-
nologías de la información y las comunica-
ciones accesibles en una etapa temprana, a
fin de que estos sistemas y tecnologías sean
accesibles al menor costo.

Artículo 10

Derecho a la vida

Los Estados Partes reafirman el derecho inhe-
rente a la vida de todos los seres humanos y
adoptarán todas las medidas necesarias para
garantizar el goce efectivo de ese derecho por
las personas con discapacidad en igualdad de
condiciones con las demás.

Artículo 11

Situaciones de riesgo y emergencias huma-
nitarias

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las
responsabilidades que les corresponden con
arreglo al derecho internacional, y en concreto
el derecho internacional humanitario y el de-
recho internacional de los derechos humanos,
todas las medidas necesarias para garantizar la
seguridad y la protección de las personas con
discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas
situaciones de conflicto armado, emergencias
humanitarias y desastres naturales.

Artículo 12

Igual reconocimiento como persona ante la
ley

1. Los Estados Partes reafirman que las personas
con discapacidad tienen derecho en todas
partes al reconocimiento de su personalidad
jurídica.

2. Los Estados Partes reconocerán que las
personas con discapacidad tienen capacidad
jurídica en igualdad de condiciones con las
demás en todos los aspectos de la vida.

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para proporcionar acceso a las
personas con discapacidad al apoyo que pue-
dan necesitar en el ejercicio de su capacidad
jurídica:

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas
las medidas relativas al ejercicio de la capacidad
jurídica se proporcionen salvaguardias ade-
cuadas y efectivas para impedir los abusos de
conformidad con el derecho internacional en
materia de derechos humanos. Esas salva-
guardias asegurarán que las medidas relativas
al ejercicio de la capacidad jurídica respeten
los derechos, la voluntad y las preferencias de
la persona, que no haya conflicto de intereses
ni influencia indebida, que sean proporcionales
y adaptadas a las circunstancias de la persona,
que se apliquen en el plazo más corto posible
y que estén sujetas a exámenes periódicos
por parte de una autoridad o un órgano judicial
competente, independiente e imparcial. Las
salvaguardias serán proporcionales al grado
en que dichas medidas afecten a los derechos
e intereses de las personas.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente
artículo, los Estados Partes tomarán todas las
medidas que sean pertinentes y efectivas para
garantizar el derecho de las personas con dis-
capacidad, en igualdad de condiciones con las
demás, a ser propietarias y heredar bienes,
controlar sus propios asuntos económicos y
tener acceso en igualdad de condiciones a
préstamos bancarios, hipotecas y otras moda-
lidades de crédito financiero, y velarán por que
las personas con discapacidad no sean priva-
das de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 13

Acceso a la justicia

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas
con discapacidad tengan acceso a la justicia en
igualdad de condiciones con las demás, incluso
mediante ajustes de procedimiento y adecuados
a la edad, para facilitar el desempeño de las
funciones efectivas de esas personas como
participantes directos e indirectos, incluida la
declaración como testigos, en todos los proce-
dimientos judiciales, con inclusión de la etapa
de investigación y otras etapas preliminares.

2. A fin de asegurar que las personas con dis-
capacidad tengan acceso efectivo a la justicia,
los Estados Partes promoverán la capacitación
adecuada de los que trabajan en la adminis-
tración de justicia, incluido el personal policial
y penitenciario.
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Artículo 14

Libertad y seguridad de la persona

1. Los Estados Partes asegurarán que las per-
sonas con discapacidad, en igualdad de con-
diciones con las demás:

a) Disfruten del derecho a la libertad y se-
guridad de la persona;

b) No se vean privadas de su libertad ilegal
o arbitrariamente y que cualquier privación
de libertad sea de conformidad con la ley, y
que la existencia de una discapacidad no
justifique en ningún caso una privación de
la libertad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las per-
sonas con discapacidad que se vean privadas
de su libertad en razón de un proceso tengan,
en igualdad de condiciones con las demás, de-
recho a garantías de conformidad con el de-
recho internacional de los derechos humanos
y a ser tratadas de conformidad con los obje-
tivos y principios de la presente Convención,
incluida la realización de ajustes razonables.

Artículo 15

Protección contra la tortura y otros tratos o
penas crueles, inhumanos o degradantes

1. Ninguna persona será sometida a tortura u
otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes. En particular, nadie será sometido
a experimentos médicos o científicos sin su
libre consentimiento.

2. Los Estados Partes tomarán todas las me-
didas de carácter legislativo, administrativo,
judicial o de otra índole que sean efectivas
para evitar que las personas con discapacidad,
en igualdad de condiciones con las demás,
sean sometidas a torturas u otros tratos o
penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 16

Protección contra la explotación, la violencia
y el abuso

1. Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas de carácter legislativo, administrativo, so-
cial, educativo y de otra índole que sean perti-
nentes para proteger a las personas con
discapacidad, tanto en el seno del hogar como

fuera de él, contra todas las formas de explo-
tación, violencia y abuso, incluidos los aspectos
relacionados con el género.

2. Los Estados Partes también adoptarán todas
las medidas pertinentes para impedir cualquier
forma de explotación, violencia y abuso ase-
gurando, entre otras cosas, que existan formas
adecuadas de asistencia y apoyo que tengan
en cuenta el género y la edad para las personas
con discapacidad y sus familiares y cuidadores,
incluso proporcionando información y educa-
ción sobre la manera de prevenir, reconocer y
denunciar los casos de explotación, violencia
y abuso. Los Estados Partes asegurarán que los
servicios de protección, tengan en cuenta la
edad, el género y la discapacidad.

3. A fin de impedir que se produzcan casos de
explotación, violencia y abuso, los Estados Par-
tes asegurarán que todos los servicios y pro-
gramas diseñados para servir a las personas
con discapacidad sean supervisados efectiva-
mente por autoridades independientes.

4. Los Estados Partes tomarán todas las me-
didas pertinentes para promover la recupera-
ción física, cognitiva y psicológica, la rehabili-
tación y la reintegración social de las personas
con discapacidad que sean víctimas de cual-
quier forma de explotación, violencia o abuso,
incluso mediante la prestación de servicios de
protección. Dicha recuperación e integración
tendrán lugar en un entorno que sea favorable
para la salud, el bienestar, la autoestima, la
dignidad y la autonomía de la persona y que
tenga en cuenta las necesidades específicas
del género y la edad.

5. Los Estados Partes adoptarán legislación y
políticas efectivas, incluidas legislación y polí-
ticas centradas en la mujer y en la infancia,
para asegurar que los casos de explotación,
violencia y abuso contra personas con disca-
pacidad sean detectados, investigados y, en
su caso, juzgados.

Artículo 17

Protección de la integridad personal

Toda persona con discapacidad tiene derecho
a que se respete su integridad física y mental
en igualdad de condiciones con las demás.
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Libertad de desplazamiento y nacionalidad

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho
de las personas con discapacidad a la libertad
de desplazamiento, a la libertad para elegir su
residencia y a una nacionalidad, en igualdad
de condiciones con las demás, incluso ase-
gurando que las personas con discapacidad:

a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una
nacionalidad y a no ser privadas de la suya
de manera arbitraria o por motivos de dis-
capacidad;

b) No sean privadas, por motivos de disca-
pacidad, de su capacidad para obtener, po-
seer y utilizar documentación relativa a su
nacionalidad u otra documentación de
identificación, o para utilizar procedimientos
pertinentes, como el procedimiento de in-
migración, que puedan ser necesarios para
facilitar el ejercicio del derecho a la libertad
de desplazamiento;

c) Tengan libertad para salir de cualquier
país, incluido el propio;

d) No se vean privadas, arbitrariamente o
por motivos de discapacidad, del derecho
a entrar en su propio país.

2. Los niños y las niñas con discapacidad
serán inscritos inmediatamente después de su
nacimiento y tendrán desde el nacimiento de-
recho a un nombre, a adquirir una nacionali-
dad y, en la medida de lo posible, a conocer a
sus padres y ser atendidos por ellos.

Artículo 19

Derecho a vivir de forma independiente y a
ser incluido en la comunidad

Los Estados Partes en la presente Convención
reconocen el derecho en igualdad de condi-
ciones de todas las personas con discapaci-
dad a vivir en la comunidad, con opciones
iguales a las de las demás, y adoptarán medi-
das efectivas y pertinentes para facilitar el
pleno goce de este derecho por las personas
con discapacidad y su plena inclusión y parti-
cipación en la comunidad, asegurando en es-
pecial que:

a) Las personas con discapacidad tengan la

oportunidad de elegir su lugar de residencia
y dónde y con quién vivir, en igualdad de
condiciones con las demás, y no se vean
obligadas a vivir con arreglo a un sistema de
vida específico;

b) Las personas con discapacidad tengan
acceso a una variedad de servicios de asis-
tencia domiciliaria, residencial y otros servi-
cios de apoyo de la comunidad, incluida la
asistencia personal que sea necesaria para
facilitar su existencia y su inclusión en la co-
munidad y para evitar su aislamiento o se-
paración de ésta;

c) Las instalaciones y los servicios comuni-
tarios para la población en general estén a
disposición, en igualdad de condiciones, de
las personas con discapacidad y tengan en
cuenta sus necesidades.

Artículo 20

Movilidad personal

Los Estados Partes adoptarán medidas efecti-
vas para asegurar que las personas con disca-
pacidad gocen de movilidad personal con la
mayor independencia posible, entre ellas:

a) Facilitar la movilidad personal de las per-
sonas con discapacidad en la forma y en el
momento que deseen a un costo asequible;

b) Facilitar el acceso de las personas con
discapacidad a formas de asistencia hu-
mana o animal e intermediarios, tecnologías
de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas
para la movilidad de calidad, incluso ponién-
dolos a su disposición a un costo asequible;

c) Ofrecer a las personas, con discapacidad
y al personal especializado que trabaje con
estas personas capacitación en habilidades
relacionadas con la movilidad;

d) Alentar a las entidades que fabrican ayu-
das para la movilidad, dispositivos y tecno-
logías de apoyo a que tengan en cuenta
todos los aspectos de la movilidad de las
personas con discapacidad.

Artículo 21

Libertad de expresión y de opinión y acceso
a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medi-



  49

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S IN
T

ER
N

A
C

IO
N

A
LES

das pertinentes para que las personas con dis-
capacidad puedan ejercer el derecho a la li-
bertad de expresión y opinión, incluida, la
libertad de recabar, recibir y facilitar informa-
ción e ideas en igualdad de condiciones con
las demás y mediante cualquier forma de co-
municación que elijan con arreglo a la defini-
ción del artículo 2 de la presente Convención,
entre ellas:

a) Facilitar las personas con discapacidad in-
formación dirigida al público en general, de
manera oportuna y sin costo adicional, en
formatos accesibles y con las tecnologías
adecuadas a los diferentes tipos de discapa-
cidad;

b) Aceptar y facilitar la utilización de la len-
gua de señas, el Braille, los modos, medios,
y formatos aumentativos y alternativos de
comunicación y todos los demás modos,
medios y formatos de comunicación acce-
sibles que elijan las personas con discapa-
cidad en sus relaciones oficiales;

c) Alentar a las entidades privadas que pres-
ten servicios al público en general, incluso
mediante Internet, a que proporcionen in-
formación y servicios en formatos que las
personas con discapacidad puedan utilizar
y a los que tengan acceso;

d) Alentar a los medios de comunicación,
incluidos los que suministran información a
través de Internet, a que hagan que sus ser-
vicios sean accesibles para las personas con
discapacidad;

e) Reconocer y promover la utilización de
lenguas de señas.

Artículo 22

Respeto de la privacidad

1. Ninguna persona con discapacidad, inde-
pendientemente de cuál sea su lugar de resi-
dencia o su modalidad de convivencia, será
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en
su vida privada, familia, hogar, corresponden-
cia o cualquier otro tipo de comunicación, o
de agresiones ilícitas contra su honor y su re-
putación. Las personas con discapacidad ten-
drán derecho a ser protegidas por la ley frente
a dichas injerencias o agresiones.

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad
de la información personal y relativa a la salud
y a la rehabilitación de las personas con dis-
capacidad en igualdad de condiciones con las
demás.

Artículo 23

Respeto del hogar y de la familia

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas
y pertinentes para poner fin a la discriminación
contra las personas con discapacidad en todas
las cuestiones relacionadas con el matrimonio,
la familia, la paternidad y las relaciones perso-
nales, y lograr que las personas con discapa-
cidad estén en igualdad de condiciones con
las demás, a fin de asegurar que:

a) Se reconozca el derecho de todas las
personas con discapacidad en edad de con-
traer matrimonio, a casarse y fundar una fa-
milia sobre la base del consentimiento libre
y pleno de los futuros cónyuges;

b) Se respete el derecho de las personas
con discapacidad a decidir libremente y de
manera responsable el número de hijos
que quieren tener y el tiempo que debe
transcurrir entre un nacimiento y otro, y a
tener acceso a información, educación
sobre reproducción y planificación familiar
apropiados para su edad, y se ofrezcan los
medios necesarios que les permitan ejercer
esos derechos;

c) Las personas con discapacidad, incluidos
los niños y las niñas, mantengan su fertilidad,
en igualdad de condiciones con las demás.

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos
y obligaciones de las personas con discapaci-
dad en lo que respecta a la custodia, la tutela,
la guarda, la adopción de niños o instituciones
similares, cuando esos conceptos se recojan
en la legislación nacional; en todos los casos
se velará al máximo por el interés superior del
niño. Los Estados Partes prestarán la asistencia
apropiada a las personas con discapacidad
para el desempeño de sus responsabilidades
en la crianza de los hijos.

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños
y las niñas con discapacidad tengan los mis-
mos derechos con respecto a la vida en fami-
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de prevenir la ocultación, el abandono, la ne-
gligencia y la segregación de los niños y las
niñas con discapacidad, los Estados Partes ve-
larán por que se proporcione con anticipación
información, servicios y apoyo generales a los
menores con discapacidad y a sus familias.

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños
y las niñas no sean separados de sus padres
contra su voluntad, salvo cuando las autori-
dades competentes, con sujeción a un examen
judicial, determinen, de conformidad con la
ley y los procedimientos aplicables, que esa
separación es necesaria en el interés superior
del niño. En ningún caso se separará a un
menor de sus padres en razón de una disca-
pacidad del menor, de ambos padres o de
uno de ellos.

5. Los Estados Partes harán todo lo posible,
cuando la familia inmediata no pueda cuidar
de un niño con discapacidad, por proporcionar
atención alternativa dentro de la familia extensa
y, de no ser esto posible, dentro de la comu-
nidad en un entorno familiar.

Artículo 24

Educación

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de las personas con discapacidad a la educa-
ción. Con miras a hacer efectivo este derecho
sin discriminación y sobre la base de la igualdad
de oportunidades, los Estados Partes asegurarán
un sistema de educación inclusivo a todos
los niveles así como la enseñanza a lo largo
de la vida, con miras a:

a) Desarrollar plenamente el potencial hu-
mano y el sentido de la dignidad y la auto-
estima y reforzar el respeto por los derechos
humanos, las libertades fundamentales y la
diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad,
los talentos y la creatividad de las personas
con discapacidad, así como sus aptitudes
mentales y físicas;

c) Hacer posible que las personas con dis-
capacidad participen de manera efectiva en
una sociedad libre.

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados
Partes asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden
excluidas del sistema general de educación
por motivos de discapacidad, y que los
niños y las niñas con discapacidad no queden
excluidos de la enseñanza primaria gratuita
y obligatoria ni de la enseñanza secundaria
por motivos de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan
acceder a una educación primaria y secun-
daria inclusiva, de calidad y gratuita, en
igualdad de condiciones con las demás, en
la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función
de las necesidades individuales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas
con discapacidad, en el marco del sistema
general de educación, para facilitar su for-
mación efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personali-
zadas y efectivas en entornos que fomenten
al máximo el desarrollo académico y social,
de conformidad con el objetivo de la plena
inclusión.

3. Los Estados Partes brindarán a las personas
con discapacidad la posibilidad de aprender
habilidades para la vida y desarrollo social, a
fin de propiciar su participación plena y en
igualdad de condiciones en la educación y
como miembros de la comunidad. A este fin,
los Estados Partes adoptarán las medidas per-
tinentes, entre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la
escritura alternativa, otros modos, medios y
formatos de comunicación aumentativos o
alternativos y habilidades de orientación y
de movilidad, así como la tutoría y el apoyo
entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de
señas y la promoción de la identidad lin-
güística de las personas sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas,
y en particular los niños y las niñas ciegos,
sordos o sordociegos se imparta en los len-
guajes y los modos y medios de comunica-
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ción más apropiados para cada persona y
en entornos que permitan alcanzar su má-
ximo desarrollo académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este de-
recho, los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para emplear a maestros, incluidos
maestros con discapacidad, que estén cualifi-
cados en lengua de señas o Braille y para
formar a profesionales y personal que trabajen
en todos los niveles educativos. Esa formación
incluirá la toma de conciencia sobre la disca-
pacidad y el uso de modos, medios y formatos
de comunicación aumentativos y alternativos
apropiados, y de técnicas y materiales educativos
para apoyar a las personas con discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las per-
sonas con discapacidad tengan acceso general
a la educación superior, la formación profe-
sional, la educación para adultos y el aprendi-
zaje durante toda la vida sin discriminación y
en igualdad de condiciones con las demás. A
tal fin, los Estados Partes asegurarán que se
realicen ajustes razonables para las personas
con discapacidad.

Artículo 25

Salud

Los Estados Partes reconocen que las personas
con discapacidad tienen derecho a gozar del
más alto nivel posible de salud sin discrimina-
ción por motivos de discapacidad. Los Estados
Partes adoptarán las medidas pertinentes para
asegurar el acceso de las personas con disca-
pacidad a servicios de salud que tengan en
cuenta las cuestiones de género, incluida la
rehabilitación relacionada con la salud. En
particular, los Estados Partes:

a) Proporcionarán a las personas con dis-
capacidad programas y atención de la salud
gratuitos o a precios asequibles de la misma
variedad y calidad que a las demás personas,
incluso en el ámbito de la salud sexual y re-
productiva, y programas de salud pública
dirigidos a la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud
que necesiten las personas con discapacidad
específicamente como consecuencia de su
discapacidad, incluidas la pronta detección

e intervención, cuando proceda, y servicios
destinados a prevenir y reducir al máximo
la aparición de nuevas discapacidades, in-
cluidos los niños y las niñas y las personas
mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más
cerca posible de las comunidades de las
personas con discapacidad, incluso en las
zonas rurales;

d) Exigirán a los profesionales de la salud
que presten a las personas con discapacidad
atención de la misma calidad que a las
demás personas sobre la base de un con-
sentimiento libre e informado, entre otras
formas mediante la sensibilización respecto
de los derechos humanos, la dignidad, la
autonomía y las necesidades de las personas
con discapacidad a través de la capacitación
y la promulgación de normas éticas para la
atención de la salud en los ámbitos público
y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las
personas con discapacidad en la prestación
de seguros de salud y de vida cuando éstos
estén permitidos en la legislación nacional,
y velarán por que esos seguros se presten
de manera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera
discriminatoria, servicios de salud o de aten-
ción de la salud o alimentos sólidos o
líquidos por motivos de discapacidad.

Artículo 26

Habilitación y rehabilitación

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efec-
tivas y pertinentes, incluso mediante el apoyo
de personas que se hallen en las mismas cir-
cunstancias, para que las personas con disca-
pacidad puedan lograr y mantener la máxima
independencia, capacidad física, mental, social
y vocacional, y la inclusión y participación
plena en todos los aspectos de la vida. A tal
fin, los Estados Partes organizarán, intensificarán
y ampliarán servicios y programas generales
de habilitación y rehabilitación, en particular
en los ámbitos de la salud, el empleo, la edu-
cación y los servicios sociales, de forma que
esos servicios y programas:



  52

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S 
IN

T
ER

N
A

C
IO

N
A

LE
S a) Comiencen en la etapa más temprana

posible y se basen en una evaluación multi-
disciplinar de las necesidades y capacidades
de la persona;

b) Apoyen la participación e inclusión en la
comunidad y en todos los aspectos de la
sociedad, sean voluntarios y estén a dispo-
sición de las personas con discapacidad lo
más cerca posible de su propia comunidad,
incluso en las zonas rurales.

2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo
de formación inicial y continua para los pro-
fesionales y el personal que trabajen en los
servicios de habilitación y rehabilitación.

3. Los Estados Partes promoverán la disponi-
bilidad, el conocimiento y el uso de tecnologías
de apoyo y dispositivos destinados a las per-
sonas con discapacidad, a efectos de habili-
tación y rehabilitación.

Artículo 27

Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de las personas con discapacidad a trabajar,
en igualdad de condiciones con las demás;
ello incluye el derecho a tener la oportunidad
de ganarse la vida mediante un trabajo libre-
mente elegido o aceptado en un mercado y
un entorno laborales que sean abiertos, in-
clusivos y accesibles a las personas con dis-
capacidad. Los Estados Partes salvaguardarán
y promoverán el ejercicio del derecho al
trabajo, incluso para las personas que adquieran
una discapacidad durante el empleo, adop-
tando medidas pertinentes, incluida la pro-
mulgación de legislación, entre ellas:

a) Prohibir la discriminación por motivos
de discapacidad con respecto a todas las
cuestiones relativas a cualquier forma de
empleo, incluidas las condiciones de se-
lección, contratación y empleo, la conti-
nuidad en el empleo, la promoción profe-
sional y unas condiciones de trabajo seguras
y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas
con discapacidad, en igualdad de condicio-
nes con las demás, a condiciones de trabajo
justas y favorables, y en particular a igualdad

de oportunidades y de remuneración por
trabajo de igual valor, a condiciones de tra-
bajo seguras y saludables, incluida la pro-
tección contra el acoso, y a la reparación
por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapa-
cidad puedan ejercer sus derechos laborales
y sindicales, en igualdad de condiciones
con las demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad
tengan acceso efectivo a programas gene-
rales de orientación técnica y vocacional,
servicios de colocación y formación profe-
sional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la
promoción profesional de las personas con
discapacidad en el mercado laboral, y apo-
yarlas para la búsqueda, obtención, mante-
nimiento del empleo y retorno al mismo;

f) Promover oportunidades empresariales,
de empleo por cuenta propia, de constitución
de cooperativas y de inicio de empresas
propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en
el sector público;

h) Promover el empleo de personas con
discapacidad en el sector privado mediante
políticas y medidas pertinentes, que pueden
incluir programas de acción afirmativa, in-
centivos y otras medidas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables
para las personas con discapacidad en el
lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas
con discapacidad de experiencia laboral en
el mercado de trabajo abierto;

k) Promover programas de rehabilitación
vocacional y profesional, mantenimiento
del empleo y reincorporación al trabajo di-
rigidos a personas con discapacidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las per-
sonas con discapacidad no sean sometidas a
esclavitud ni servidumbre y que estén prote-
gidas, en igualdad de condiciones con las de-
más, contra el trabajo forzoso u obligatorio.
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Artículo 28

Nivel de vida adecuado y protección social

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de las personas con discapacidad a un nivel
de vida adecuado para ellas y sus familias, lo
cual incluye alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a la mejora continua de sus
condiciones de vida, y adoptarán las medidas
pertinentes para salvaguardar y promover el
ejercicio de este derecho sin discriminación
por motivos de discapacidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho
de las personas con discapacidad a la protección
social y a gozar de ese derecho sin discrimina-
ción por motivos de discapacidad, y adoptarán
las medidas pertinentes para proteger y pro-
mover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de
igualdad de las personas con discapacidad
a servicios de agua potable y su acceso a
servicios, dispositivos y asistencia de otra
índole adecuados a precios asequibles para
atender las necesidades relacionadas con
su discapacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con
discapacidad, en particular las mujeres y
niñas y las personas mayores con discapa-
cidad, a programas de protección social y
estrategias de reducción de la pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con
discapacidad y de sus familias que vivan en
situaciones de pobreza a asistencia del
Estado para sufragar gastos relacionados
con su discapacidad, incluidos capacitación,
asesoramiento, asistencia financiera y ser-
vicios de cuidados temporales adecuados;

d) Asegurar el acceso de las personas con
discapacidad a programas de vivienda pú-
blica;

e) Asegurar el acceso en igualdad de con-
diciones de las personas con discapacidad
a programas y beneficios de jubilación.

Artículo 29

Participación en la vida política y pública

Los Estados Partes garantizarán a las personas

con discapacidad los derechos políticos y la
posibilidad de gozar de ellos en igualdad de
condiciones con las demás y se comprome-
terán a:

a) Asegurar que las personas con discapa-
cidad puedan participar plena y efectivamente
en la vida política y pública en igualdad de
condiciones con las demás, directamente
o a través de representantes libremente ele-
gidos, incluidos el derecho y la posibilidad
de las personas con discapacidad a votar y
ser elegidas, entre otras formas mediante:

i) La garantía de que los procedimientos,
instalaciones y materiales electorales sean
adecuados, accesibles y fáciles de entender
y utilizar;

ii) La protección del derecho de las per-
sonas con discapacidad a emitir su voto
en secreto en elecciones y referéndum
públicos sin intimidación, y a presentarse
efectivamente como candidatas en las
elecciones, ejercer cargos y desempeñar
cualquier función pública a todos los ni-
veles de gobierno, facilitando el uso de
nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo
cuando proceda;

iii) La garantía de la libre expresión de la
voluntad de las personas con discapacidad
como electores y a este fin, cuando sea
necesario y a petición de ellas, permitir
que una persona de su elección les preste
asistencia para votar;

b) Promover activamente un entorno en el
que las personas con discapacidad puedan
participar plena y efectivamente en la di-
rección de los asuntos públicos, sin discri-
minación y en igualdad de condiciones con
las demás, y fomentar su participación en
los asuntos públicos y, entre otras cosas:

i) Su participación en organizaciones y
asociaciones no gubernamentales rela-
cionadas con la vida pública y política del
país, incluidas las actividades y la admi-
nistración de los partidos políticos;

ii) La constitución de organizaciones de
personas con discapacidad que represen-
ten a estas personas a nivel internacional,
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ción a dichas organizaciones.

Artículo 30

Participación en la vida cultural, las activi-
dades recreativas, el esparcimiento y el de-
porte

1. Los Estados Partes reconocen el derecho
de las personas con discapacidad a participar,
en igualdad de condiciones con las demás, en
la vida cultural y adoptarán todas las medidas
pertinentes para asegurar que las personas
con discapacidad:

a) Tengan acceso a material cultural en for-
matos accesibles;

b) Tengan acceso a programas de televi-
sión, películas, teatro y otras actividades cul-
turales en formatos accesibles;

c) Tengan acceso a lugares en donde se
ofrezcan representaciones o servicios cul-
turales tales como teatros, museos, cines,
bibliotecas y servicios turísticos y, en la me-
dida de lo posible, tengan acceso a monu-
mentos y lugares de importancia cultural
nacional.

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para que las personas con disca-
pacidad puedan desarrollar y utilizar su poten-
cial creativo, artístico e intelectual, no sólo en
su propio beneficio sino también para el enri-
quecimiento de la sociedad.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medi-
das pertinentes, de conformidad con el dere-
cho internacional, a fin de asegurar que las
leyes de protección de los derechos de pro-
piedad intelectual no constituyan una barrera
excesiva o discriminatoria para el acceso de
las personas con discapacidad a materiales
culturales.

4. Las personas con discapacidad tendrán de-
recho, en igualdad de condiciones con las de-
más, al reconocimiento y el apoyo de su iden-
tidad cultural y lingüística específica, incluidas
la lengua de señas y la cultura de los sordos.

5. A fin de que las personas con discapacidad
puedan participar en igualdad de condiciones
con las demás en actividades recreativas, de

esparcimiento y deportivas, los Estados Partes
adoptarán las medidas pertinentes para:

a) Alentar y promover la participación, en la
mayor medida posible, de las personas con
discapacidad en las actividades deportivas
generales a todos los niveles;

b) Asegurar que las personas con discapa-
cidad tengan la oportunidad de organizar y
desarrollar actividades deportivas y recreati-
vas específicas para dichas personas y de
participar en dichas actividades y, a ese fin,
alentar a que se les ofrezca, en igualdad de
condiciones con las demás, instrucción, for-
mación y recursos adecuados;

c) Asegurar que las personas con discapa-
cidad tengan acceso a instalaciones depor-
tivas, recreativas y turísticas;

d) Asegurar que los niños y las niñas con
discapacidad tengan igual acceso con los
demás niños y niñas a la participación en
actividades lúdicas, recreativas, de esparci-
miento y deportivas, incluidas las que se re-
alicen dentro del sistema escolar;

e) Asegurar que las personas con discapa-
cidad tengan acceso a los servicios de quie-
nes participan en la organización de
actividades recreativas, turísticas, de espar-
cimiento y deportivas.

Artículo 31

Recopilación de datos y estadísticas

1. Los Estados Partes recopilarán información
adecuada, incluidos datos estadísticos y de in-
vestigación, que les permita formular y aplicar
políticas, a fin de dar efecto a la presente Con-
vención. En el proceso de recopilación y man-
tenimiento de esta información se deberá:

a) Respetar las garantías legales estableci-
das, incluida la legislación sobre protección
de datos, a fin de asegurar la confidenciali-
dad y el respeto de la privacidad de las per-
sonas con discapacidad;

b) Cumplir las normas aceptadas internacio-
nalmente para proteger los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales, así
como los principios éticos en la recopila-
ción y el uso de estadísticas.
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2. La información recopilada de conformidad
con el presente artículo se desglosará, en su
caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el
cumplimiento por los Estados Partes de sus
obligaciones conforme a la presente Conven-
ción, así como para identificar y eliminar las ba-
rreras con que se enfrentan las personas con
discapacidad en el ejercicio de sus derechos.

3. Los Estados Partes asumirán la responsabi-
lidad de difundir estas estadísticas y asegurar
que sean accesibles para las personas con
discapacidad y otras personas.

Artículo 32

Cooperación internacional

1. Los Estados Partes reconocen la importancia
de la cooperación internacional y su promoción,
en apoyo de los esfuerzos nacionales para
hacer efectivos el propósito y los objetivos de
la presente Convención, y tomarán las medidas
pertinentes y efectivas a este respecto, entre
los Estados y, cuando corresponda, en asocia-
ción con las organizaciones internacionales y
regionales pertinentes y la sociedad civil, en
particular organizaciones de personas con dis-
capacidad. Entre esas medidas cabría incluir:

a) Velar por que la cooperación internacional,
incluidos los programas de desarrollo inter-
nacionales, sea inclusiva y accesible para
las personas con discapacidad;

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capa-
cidad, incluso mediante el intercambio y la
distribución de información, experiencias,
programas de formación y prácticas reco-
mendadas;

c) Facilitar la cooperación en la investigación
y el acceso a conocimientos científicos y
técnicos;

d) Proporcionar, según corresponda, asisten-
cia apropiada, técnica y económica, incluso
facilitando el acceso a tecnologías accesibles
y de asistencia y compartiendo esas tecno-
logías, y mediante su transferencia.

2. Las disposiciones del presente artículo se
aplicarán sin perjuicio de las obligaciones que
incumban a cada Estado Parte en virtud de la
presente Convención.

Artículo 33

Aplicación y seguimiento nacionales

1. Los Estados Partes, de conformidad con su
sistema organizativo, designarán uno o más
organismos gubernamentales encargados de
las cuestiones relativas a la aplicación de la
presente Convención y considerarán deteni-
damente la posibilidad de establecer o designar
un mecanismo de coordinación para facilitar
la adopción de medidas al respecto en dife-
rentes sectores y a diferentes niveles.

2. Los Estados Partes, de conformidad con
sus sistemas jurídicos y administrativos, man-
tendrán, reforzarán, designarán o establecerán,
a nivel nacional, un marco, que constará de
uno o varios mecanismos independientes,
para promover, proteger y supervisar la apli-
cación de la presente Convención. Cuando
designen o establezcan esos mecanismos,
los Estados Partes tendrán en cuenta los prin-
cipios relativos a la condición jurídica y el fun-
cionamiento de las instituciones nacionales
de protección y promoción, de los derechos
humanos.

3. La sociedad civil, y en particular las personas
con discapacidad y las organizaciones que
las representan, estarán integradas y participarán
plenamente en todos los niveles del proceso
de seguimiento.

Artículo 34

Comité sobre los derechos de las personas
con discapacidad

1. Se creará un Comité sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad (en adelante,
“el Comité”) que desempeñará las funciones
que se enuncian a continuación.

2. El Comité constará, en el momento en que
entre en vigor la presente Convención, de 12
expertos. Cuando la Convención obtenga
otras 60 ratificaciones o adhesiones, la com-
posición del Comité se incrementará en seis
miembros más, con lo que alcanzará un má-
ximo de 18 miembros.

3. Los miembros del Comité desempeñarán
sus funciones a título personal y serán personas
de gran integridad moral y reconocida compe-
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refiere la presente Convención. Se invita a los
Estados Partes a que, cuando designen a sus
candidatos, tomen debidamente en considera-
ción la disposición que se enuncia en el párrafo
3 del artículo 4 de la presente Convención.

4. Los miembros del Comité serán elegidos
por los Estados Partes, que tomarán en con-
sideración una distribución geográfica equi-
tativa, la representación de las diferentes
formas de civilización y los principales orde-
namientos jurídicos, una representación de
género equilibrada y la participación de expertos
con discapacidad.

5. Los miembros del Comité se elegirán me-
diante voto secreto de una lista de personas
designadas por los Estados Partes de entre
sus nacionales en reuniones de la Conferencia
de los Estados Partes. En estas reuniones, en
las que dos tercios de los Estados Partes
constituirán quórum, las personas elegidas
para el Comité serán las que obtengan el
mayor número de votos y una mayoría absoluta
de votos de los representantes de los Estados
Partes presentes y votantes.

6. La elección inicial se celebrará antes de
que transcurran seis meses a partir de la fecha
de entrada en vigor de la presente Convención.
Por lo menos cuatro meses antes de la fecha
de cada elección, el Secretario General de las
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados
Partes invitándolos a que presenten sus can-
didatos en un plazo de dos meses. El Secretario
General preparará después una lista en la que
figurarán, por orden alfabético, todas las per-
sonas así propuestas, con indicación de los
Estados Partes que las hayan propuesto, y la
comunicará a los Estados Partes en la presente
Convención.

7. Los miembros del Comité se elegirán por
un período de cuatro años. Podrán ser reele-
gidos si se presenta de nuevo su candidatura.
Sin embargo, el mandato de seis de los miem-
bros elegidos en la primera elección expirará
al cabo de dos años; inmediatamente después
de la primera elección, los nombres de esos
seis miembros serán sacados a suerte por el
presidente de la reunión a que se hace refe-
rencia en el párrafo 5 del presente artículo.

8. La elección de los otros seis miembros del
Comité se hará con ocasión de las elecciones
ordinarias, de conformidad con las disposi-
ciones pertinentes del presente artículo.

9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia
o declara que, por alguna otra causa, no
puede seguir desempeñando sus funciones,
el Estado Parte que lo propuso designará otro
experto que posea las cualificaciones y reúna
los requisitos previstos en las disposiciones
pertinentes del presente artículo para ocupar
el puesto durante el resto del mandato.

10. El Comité adoptará su propio reglamento.

11. El Secretario General de las Naciones
Unidas proporcionará el personal y las insta-
laciones que sean necesarios para el efectivo
desempeño de las funciones del Comité con
arreglo a la presente Convención y convocará
su reunión inicial.

12. Con la aprobación de la Asamblea General
de las Naciones Unidas, los miembros del
Comité establecido en virtud de la presente
Convención percibirán emolumentos con car-
go a los recursos de las Naciones Unidas en
los términos y condiciones que la Asamblea
General decida, tomando en consideración
la importancia de las responsabilidades del
Comité.

13. Los miembros del Comité tendrán derecho
a las facilidades, prerrogativas e inmunidades
que se conceden a los expertos que realizan
misiones para las Naciones Unidas, con arreglo
a lo dispuesto en las secciones pertinentes de
la Convención sobre Prerrogativas e Inmuni-
dades de las Naciones Unidas.

Artículo 35

Informes presentados por los Estados Partes

1. Los Estados Partes presentarán al Comité,
por conducto del Secretario General de las Na-
ciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las
medidas que hayan adoptado para cumplir sus
obligaciones conforme a la presente Convención
y sobre los progresos realizados al respecto en
el plazo de dos años contado a partir de la en-
trada en vigor de la presente Convención en el
Estado Parte de que se trate.
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2. Posteriormente, los Estados Partes presen-
tarán informes ulteriores al menos cada cua-
tro años y en las demás ocasiones en que el
Comité se lo solicite.

3. El Comité decidirá las directrices aplicables
al contenido de los informes.

4. El Estado Parte que haya presentado un in-
forme inicial exhaustivo al Comité no tendrá
que repetir, en sus informes ulteriores, la infor-
mación previamente facilitada. Se invita a los
Estados Partes a que, cuando preparen infor-
mes para el Comité, lo hagan mediante un pro-
cedimiento abierto y transparente y tengan en
cuenta debidamente lo dispuesto en el párrafo
3 del artículo 4 de la presente Convención.

5. En los informes se podrán indicar factores
y dificultades que afecten al grado de cumpli-
miento de las obligaciones contraídas en vir-
tud de la presente Convención.

Artículo 36

Consideración de los informes

1. El Comité considerará todos los informes,
hará las sugerencias y las recomendaciones
que estime oportunas respecto a ellos y se
las remitirá al Estado Parte de que se trate.
Este podrá responder enviando al Comité
cualquier información que desee. El Comité
podrá solicitar a los Estados Partes más infor-
mación con respecto a la aplicación de la pre-
sente Convención.

2. Cuando un Estado Parte se haya demorado
considerablemente en la presentación de un
informe, el Comité podrá notificarle la nece-
sidad de examinar la aplicación de la presente
Convención en dicho Estado Parte, sobre la
base de información fiable que se ponga a
disposición del Comité, en caso de que el in-
forme pertinente no se presente en un plazo
de tres meses desde la notificación. El Comité
invitará al Estado Parte interesado a participar
en dicho examen. Si el Estado Parte respon-
diera presentando el informe pertinente, se
aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del pre-
sente artículo.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas
pondrá los informes a disposición de todos
los Estados Partes.

4. Los Estados Partes darán amplia difusión
pública a sus informes en sus propios países y
facilitarán el acceso a las sugerencias y reco-
mendaciones generales sobre esos informes.

5. El Comité transmitirá, según estime apro-
piado, a los organismos especializados, los
fondos y los programas de las Naciones Uni-
das, así como a otros órganos competentes,
los informes de los Estados Partes, a fin de
atender una solicitud o una indicación de ne-
cesidad de asesoramiento técnico o asistencia
que figure en ellos, junto con las observacio-
nes y recomendaciones del Comité, si las hu-
biera, sobre esas solicitudes o indicaciones.

Artículo 37

Cooperación entre los Estados Partes y el
Comité

1. Los Estados Partes cooperarán con el Co-
mité y ayudarán a sus miembros a cumplir su
mandato.

2. En su relación con los Estados Partes, el
Comité tomará debidamente en considera-
ción medios y arbitrios para mejorar la capa-
cidad nacional de aplicación de la presente
Convención, incluso mediante la cooperación
internacional.

Artículo 38

Relación del Comité con otros órganos

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la
presente Convención y de estimular la coo-
peración internacional en el ámbito que
abarca:

a) Los organismos especializados y demás
órganos de las Naciones Unidas tendrán
derecho a estar representados en el exa-
men de la aplicación de las disposiciones
de la presente Convención que entren den-
tro de su mandato. El Comité podrá invitar
también a los organismos especializados y
a otros órganos competentes que consi-
dere apropiados a que proporcionen ase-
soramiento especializado sobre la
aplicación de la Convención en los ámbitos
que entren dentro de sus respectivos man-
datos. El Comité podrá invitar a los organis-
mos especializados y a otros órganos de las
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sobre la aplicación de la Convención en las
esferas que entren dentro de su ámbito de
actividades;

b) Al ejercer su mandato, el Comité consul-
tará, según proceda, con otros órganos
pertinentes instituidos en virtud de tratados
internacionales de derechos humanos, con
miras a garantizar la coherencia de sus res-
pectivas directrices de presentación de in-
formes, sugerencias y recomendaciones
generales y a evitar la duplicación y la su-
perposición de tareas en el ejercicio de sus
funciones.

Artículo 39

Informe del Comité

El Comité informará cada dos años a la Asam-
blea General y al Consejo Económico y Social
sobre sus actividades y podrá hacer sugeren-
cias y recomendaciones de carácter general
basadas en el examen de los informes y datos
recibidos de los Estados Partes en la Conven-
ción. Esas sugerencias y recomendaciones de
carácter general se incluirán en el informe del
Comité, junto con los comentarios, si los hu-
biera, de los Estados Partes.

Artículo 40

Conferencia de los Estados Partes

1. Los Estados Partes se reunirán periódica-
mente en una Conferencia de los Estados Par-
tes, a fin de considerar todo asunto relativo a
la aplicación de la presente Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Uni-
das convocará la Conferencia de los Estados
Partes en un plazo que no superará los seis
meses contados a partir de la entrada en vigor
de la presente Convención. Las reuniones ul-
teriores, con periodicidad bienal o cuando lo
decida la Conferencia de los Estados Partes,
serán convocadas por el Secretario General.

Artículo 41

Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas
será el depositario de la presente Convención.

Artículo 42

Firma

La presente Convención estará abierta a la
firma de todos los Estados y las organizacio-
nes regionales de integración en la Sede de
las Naciones Unidas, en Nueva York, a partir
del 30 de marzo de 2007.

Artículo 43

Consentimiento en obligarse

La presente Convención estará sujeta a la ra-
tificación de los Estados signatarios y a la
confirmación oficial de las organizaciones re-
gionales de integración signatarias. Estará
abierta a la adhesión de cualquier Estado u
organización regional de integración que no
la haya firmado.

Artículo 44

Organizaciones regionales de integración

1. Por “organización regional de integración”
se entenderá una organización constituida
por Estados soberanos de una región deter-
minada a la que sus Estados miembros hayan
transferido competencia respecto de las cues-
tiones regidas por la presente Convención.
Esas organizaciones declararán, en sus instru-
mentos de confirmación oficial o adhesión, su
grado de competencia con respecto a las
cuestiones regidas por la presente Conven-
ción. Posteriormente, informarán al deposita-
rio de toda modificación sustancial de su
grado de competencia.

2. Las referencias a los “Estados Partes” con
arreglo a la presente Convención serán apli-
cables a esas organizaciones dentro de los lí-
mites de su competencia.

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1
del artículo 45 y en los párrafos 2 y 3 del artí-
culo 47 de la presente Convención, no se ten-
drá en cuenta ningún instrumento depositado
por una organización regional de integración.

4. Las organizaciones regionales de integra-
ción, en asuntos de su competencia, ejerce-
rán su derecho de voto en la Conferencia de
los Estados Partes, con un número de votos
igual al número de sus Estados miembros que
sean Partes en la presente Convención. Di-
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chas organizaciones no ejercerán su derecho
de voto si sus Estados miembros ejercen el
suyo, y viceversa.

Artículo 45

Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el
trigésimo día a partir de la fecha en que haya
sido depositado el vigésimo instrumento de
ratificación o adhesión.

2. Para cada Estado y organización regional
de integración que ratifique la Convención,
se adhiera a ella o la confirme oficialmente
una vez que haya sido depositado el vigésimo
instrumento a sus efectos, la Convención en-
trará en vigor el trigésimo día a partir de la
fecha en que haya sido depositado su propio
instrumento.

Artículo 46

Reservas

1. No se permitirán reservas incompatibles
con el objeto y el propósito de la presente
Convención.

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier
momento.

Artículo 47

Enmiendas

1. Los Estados Partes podrán proponer en-
miendas a la presente Convención y presen-
tarlas al Secretario General de las Naciones
Unidas. El Secretario General comunicará las
enmiendas propuestas a los Estados Partes,
pidiéndoles que le notifiquen si desean que
se convoque una conferencia de Estados
Partes con el fin de examinar la propuesta y
someterla a votación. Si dentro de los cuatro
meses siguientes a la fecha de esa notificación,
al menos un tercio de los Estados Partes se
declara a favor de tal convocatoria, el Secretario
General convocará una conferencia bajo los
auspicios de las Naciones Unidas. Toda en-
mienda adoptada por mayoría de dos tercios
de los Estados Partes presentes y votantes en
la conferencia será sometida por el Secretario
General a la Asamblea General de las Naciones
Unidas para su aprobación y posteriormente
a los Estados Partes para su aceptación.

2. Toda enmienda adoptada y aprobada con-
forme a lo dispuesto en el párrafo 1 del
presente artículo entrará en vigor el trigésimo
día a partir de la fecha en que el número de
instrumentos de aceptación depositados al-
cance los dos tercios del número de Estados
Partes que había en la fecha de adopción de
la enmienda. Posteriormente, la enmienda
entrará en vigor para todo Estado Parte el tri-
gésimo día a partir de aquel en que hubiera
depositado su propio instrumento de acepta-
ción. Las enmiendas serán vinculantes exclu-
sivamente para los Estados Partes que las
hayan aceptado.

3. En caso de que así lo decida la Conferencia
de los Estados Partes por consenso, las en-
miendas adoptadas y aprobadas de confor-
midad con lo dispuesto en el párrafo 1 del
presente artículo que guarden relación exclu-
sivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40
entrarán en vigor para todos los Estados Partes
el trigésimo día a partir de aquel en que el nú-
mero de instrumentos de aceptación deposi-
tados alcance los dos tercios del número de
Estados Partes que hubiera en la fecha de
adopción de la enmienda.

Artículo 48

Denuncia

Los Estados Partes podrán denunciar la pre-
sente Convención mediante notificación escrita
dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia tendrá efecto un año
después de que el Secretario General haya
recibido la notificación.

Artículo 49

Formato accesible

El texto de la presente Convención se difundirá
en formatos accesibles.

Artículo 50

Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso de la presente Convención serán
igualmente auténticos.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipo-
tenciarios abajo firmantes, debidamente au-
torizados por sus respectivos gobiernos, firman
la presente Convención.
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Protocolo facultativo de la
Convención sobre los derechos de las
personas con discapacidad

Los Estados Partes en el presente Protocolo
acuerdan lo siguiente:

Artículo 1

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo
(“Estado Parte”) reconoce la competencia del
Comité sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad (“el Comité”) para recibir y
considerar las comunicaciones presentadas
por personas o grupos de personas sujetos a
su jurisdicción que aleguen ser víctimas de
una violación por ese Estado Parte de cual-
quiera de las disposiciones de la Convención,
o en nombre de esas personas o grupos de
personas.

2. El Comité no recibirá comunicación alguna
que concierna a un Estado Parte en la Con-
vención que no sea parte en el presente Pro-
tocolo.

Artículo 2

El Comité considerará inadmisible una comu-
nicación cuando:

a) Sea anónima;

b) Constituya un abuso del derecho a pre-
sentar una comunicación o sea incompati-
ble con las disposiciones de la Convención;

c) Se refiera a una cuestión que ya haya sido
examinada por el Comité o ya haya sido o
esté siendo examinada de conformidad con
otro procedimiento de investigación o arre-
glo internacionales;

d) No se hayan agotado todos los recursos
internos disponibles, salvo que la tramita-
ción de esos recursos se prolongue injusti-
ficadamente o sea improbable que con
ellos se logre un remedio efectivo;

e) Sea manifiestamente infundada o esté in-
suficientemente sustanciada; o

f) Los hechos objeto de la comunicación
hubieran sucedido antes de la fecha de en-
trada en vigor del presente Protocolo para

el Estado Parte interesado, salvo que esos
hechos continuasen produciéndose des-
pués de esa fecha.

Artículo 3

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2
del presente Protocolo, el Comité pondrá en
conocimiento del Estado Parte, de forma con-
fidencial, toda comunicación que reciba con
arreglo al presente Protocolo. En un plazo de
seis meses, ese Estado Parte presentará al Co-
mité por escrito explicaciones o declaraciones
en las que se aclare la cuestión y se indiquen
las medidas correctivas que hubiere adoptado
el Estado Parte, de haberlas.

Artículo 4

1. Tras haber recibido una comunicación y
antes de llegar a una conclusión sobre el
fondo de ésta, el Comité podrá remitir en
cualquier momento al Estado Parte intere-
sado, a los fines de su examen urgente, una
solicitud para que adopte las medidas provi-
sionales necesarias a fin de evitar posibles
daños irreparables a la víctima o las víctimas
de la supuesta violación.

2. El ejercicio por el Comité de sus facultades
discrecionales en virtud del párrafo 1 del pre-
sente artículo, no implicará juicio alguno
sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la
comunicación.

Artículo 5

El Comité examinará en sesiones privadas las
comunicaciones que reciba en virtud del pre-
sente Protocolo. Tras examinar una comuni-
cación, el Comité hará llegar sus sugerencias
y recomendaciones, si las hubiere, al Estado
Parte interesado y al comunicante.

Artículo 6

1. Si el Comité recibe información fidedigna
que revele violaciones graves o sistemáticas
por un Estado Parte de los derechos recogi-
dos en la Convención, el Comité invitará a ese
Estado Parte a colaborar en el examen de la
información y, a esos efectos, a presentar ob-
servaciones sobre dicha información.

2. Tomando en consideración las observacio-
nes que haya presentado el Estado Parte inte-
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resado, así como toda información fidedigna
que esté a su disposición, el Comité podrá en-
cargar a uno o más de sus miembros que lle-
ven a cabo una investigación y presenten, con
carácter urgente, un informe al Comité.
Cuando se justifique y con el consentimiento
del Estado Parte, la investigación podrá incluir
una visita a su territorio.

3. Tras examinar las conclusiones de la inves-
tigación, el Comité las transmitirá al Estado
Parte interesado, junto con las observaciones
y recomendaciones que estime oportunas.

4. En un plazo de seis meses después de recibir
las conclusiones de la investigación y las ob-
servaciones y recomendaciones que le transmita
el Comité, el Estado Parte interesado presentará
sus propias observaciones al Comité.

5. La investigación será de carácter confiden-
cial y en todas sus etapas se solicitará la cola-
boración del Estado Parte.

Artículo 7

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte inte-
resado a que incluya en el informe que ha de
presentar con arreglo al artículo 35 de la Con-
vención pormenores sobre cualesquiera me-
didas que hubiere adoptado en respuesta a
una investigación efectuada con arreglo al ar-
tículo 6 del presente Protocolo.

2. Transcurrido el período de seis meses indi-
cado en el párrafo 4 del artículo 6, el Comité
podrá, si fuera necesario, invitar al Estado
Parte interesado a que le informe sobre cual-
quier medida adoptada como resultado de la
investigación.

Artículo 8

Todo Estado Parte podrá, al momento de la
firma o ratificación del presente Protocolo, o
de la adhesión a él, declarar que no reconoce
la competencia del Comité establecida en los
artículos 6 y 7.

Artículo 9

El Secretario General de las Naciones Unidas
será el depositario del presente Protocolo.

Artículo 10

El presente Protocolo estará abierto a la firma

de todos los Estados y las organizaciones re-
gionales de integración signatarios de la Con-
vención en la Sede de las Naciones Unidas, en
Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007.

Artículo 11

El presente Protocolo estará sujeto a la ratifi-
cación de los Estados signatarios del presente
Protocolo que hayan ratificado la Convención
o se hayan adherido a ella. Estará sujeto a la
confirmación oficial de las organizaciones re-
gionales de integración signatarias del pre-
sente Protocolo que hayan confirmado
oficialmente la Convención o se hayan adhe-
rido a ella. Estará abierto a la adhesión de cual-
quier Estado u organización regional de
integración que haya ratificado la Conven-
ción, la haya confirmado oficialmente o se
haya adherido a ella y que no haya firmado el
presente Protocolo.

Artículo 12

1. Por “organización regional de integración”
se entenderá una organización constituida por
Estados soberanos de una región determinada
a la que sus Estados miembros hayan transfe-
rido competencia respecto de las cuestiones
regidas por la Convención y el presente Pro-
tocolo. Esas organizaciones declararán, en sus
instrumentos de confirmación oficial o adhe-
sión, su grado de competencia con respecto
a las cuestiones regidas por la Convención y
el presente Protocolo. Posteriormente, infor-
marán al depositario de toda modificación
sustancial de su grado de competencia.

2. Las referencias a los “Estados Partes” con
arreglo al presente Protocolo se aplicarán a
esas organizaciones dentro de los límites de
su competencia.

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1
del artículo 13 y en el párrafo 2 del artículo 15
del presente Protocolo, no se tendrá en
cuenta ningún instrumento depositado por
una organización regional de integración.

4. Las organizaciones regionales de integración,
en asuntos de su competencia, ejercerán su
derecho de voto en la reunión de los Estados
Partes, con un número de votos igual al
número de sus Estados miembros que sean
Partes en el presente Protocolo. Dichas orga-
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si sus Estados miembros ejercen el suyo, y vi-
ceversa.

Artículo 13

1. Con sujeción a la entrada en vigor de la
Convención, el presente Protocolo entrará en
vigor el trigésimo día después de que se haya
depositado el décimo instrumento de ratifica-
ción o adhesión.

2. Para cada Estado u organización regional
de integración que ratifique el Protocolo, lo
confirme oficialmente o se adhiera a él una
vez que haya sido depositado el décimo ins-
trumento a sus efectos, el Protocolo entrará
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado su propio instru-
mento.

Artículo 14

1. No se permitirán reservas incompatibles
con el objeto y el propósito del presente Pro-
tocolo.

2. Las reservas podrán ser retiradas en cual-
quier momento.

Artículo 15

1. Todo Estado Parte podrá proponer una en-
mienda al presente Protocolo y presentarla al
Secretario General de las Naciones Unidas. El
Secretario General comunicará la enmienda
propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles
que le notifiquen si desean que se convoque
una conferencia de Estados Partes con el fin
de examinar la propuesta y someterla a vota-
ción. Si dentro de los cuatro meses siguientes
a la fecha de esa notificación, al menos un ter-
cio de los Estados Partes se declara a favor de
tal convocatoria, el Secretario General convo-
cará una conferencia bajo los auspicios de las
Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada

por mayoría de dos tercios de los Estados Par-
tes presentes y votantes en la conferencia será
sometida por el Secretario General a la Asam-
blea General de las Naciones Unidas para su
aprobación y posteriormente a todos los Es-
tados Partes para su aceptación.

2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas con-
forme a lo dispuesto en el párrafo 1 del pre-
sente artículo entrarán en vigor el trigésimo
día a partir de la fecha en que el número de
instrumentos de aceptación depositados al-
cance los dos tercios del número de Estados
Partes que hubiera en la fecha de adopción
de la enmienda. Posteriormente, las enmien-
das entrarán en vigor para todo Estado Parte
el trigésimo día a partir de aquel en que hu-
bieran depositado su propio instrumento de
aceptación. Las enmiendas serán vinculantes
exclusivamente para los Estados Partes que las
hayan aceptado.

Artículo 16

Los Estados Partes podrán denunciar el pre-
sente Protocolo mediante notificación escrita
dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia tendrá efecto un año
después de que el Secretario General haya re-
cibido la notificación.

Artículo 17

El texto del presente Protocolo se difundirá en
formatos accesibles.

Artículo 18

Los textos en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso del presente Protocolo serán
igualmente auténticos.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipoten-
ciarios abajo firmantes, debidamente autoriza-
dos por sus respectivos gobiernos, firman el
presente Protocolo.
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PRINCIPIOS DE YOGYACARTA (2007)

Los Principios de Yogyakarta son una serie de principios redactados por la Comisión Internacional
de Juristas y el Servicio Internacional para los Derechos Humanos sobre cómo aplicar la
legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación sexual y la
identidad de género. Se trata de un documento jurídico sin fuerza vinculante para los Estados,
pero relevante por la autoridad que emana y su congruencia con el sistema de garantías interna-
cionales vigente.

https://www.refworld.org/cgi-bin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=48244e9f2

PRINCIPIOS DE YOGYAKARTA

PRINCIPIOS SOBRE LA 
APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN
INTERNACIONAL DE DERECHOS
HUMANOS EN RELACIÓN CON 
LA ORIENTACIÓN SEXUAL Y LA
IDENTIDAD DE GÉNERO

INTRODUCCIÓN A LOS PRINCIPIOS 
DE YOGYAKARTA

Todos los seres humanos nacen libres e iguales
en dignidad y derechos. Todos los derechos
humanos son universales, complementarios,
indivisibles e interdependientes. La orientación
sexual1 y la identidad de género2 son esenciales
para la dignidad y humanidad de cada persona
y no deben ser motivo de discriminación o
abuso.

Ha habido muchos avances en asegurar que
las personas de todas las orientaciones sexuales
e identidades de género puedan vivir con la

igualdad de dignidad y respeto a que cada per-
sona tiene derecho. En la actualidad, numerosos
Estados tienen leyes y constituciones que ga-
rantizan los derechos a la igualdad y a la no
discriminación sin distinción de sexo, orientación
sexual o identidad de género.

Sin embargo, las violaciones de derechos hu-
manos debido a una orientación sexual o iden-
tidad de género real o percibida de las personas
constituyen un patrón global y arraigado que
es motivo de profunda preocupación. Incluyen
asesinatos extrajudiciales, tortura, malos tratos,
violencia sexual y violación, injerencias en su
privacidad, detención arbitraria, negación de
empleo y de oportunidades educativas, así
como una grave discriminación en el disfrute
de otros derechos humanos. Estas violaciones
son a menudo agravadas por experiencias de
otras formas de violencia, odio, discriminación
y exclusión, como las basadas en la raza, la
edad, la religión, la discapacidad o la condición
económica, social o de otra índole.

Numerosos Estados y sociedades imponen
normas de género y de orientación sexual a

1 Se entiende por orientación sexual la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y sexual por personas
de un sexo diferente o de un mismo sexo o de más de un sexo, así como a la capacidad de tener relaciones íntimas y sexuales con estas
personas.
2 Se entiende por identidad de género la profundamente sentida experiencia interna e individual del género de cada persona, que podría
corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo el sentido personal del cuerpo (que, de tener la libertad
para escogerlo, podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios médicos, quirúrgicos o de otra
índole) y otras expresiones de género, incluyendo el vestido, el modo de hablar y los amaneramientos.

https://www.refworld.org/cgi-bin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=48244e9f2
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leyes y la violencia, y se afanan en controlar las
formas en que ellas experimentan las relaciones
personales y cómo se identifican a sí mismas.
La vigilancia sobre la sexualidad continúa siendo
una fuerza principal detrás de la perpetuación
de la violencia basada en género y la desigualdad
de género.

El sistema internacional ha visto grandes avances
hacia la igualdad de género y las protecciones
contra la violencia en la sociedad, la comunidad
y la familia. Adicionalmente, mecanismos clave
de las Naciones Unidas en materia de derechos
humanos han afirmado la obligación de los Es-
tados de garantizarles a todas las personas una
efectiva protección contra la discriminación ba-
sada en la orientación sexual o la identidad de
género. No obstante, la respuesta internacional
a las violaciones de derechos humanos por
motivos de orientación sexual o identidad de
género ha sido fragmentada e inconsistente.

A fin de enfrentar estas deficiencias, se requiere
de una sólida comprensión de todo el régimen
del derecho internacional humanitario y de su
aplicación a los asuntos de la orientación sexual
y la identidad de género. Es crucial cotejar y
clarificar las obligaciones de los Estados bajo
la actual legislación internacional de los derechos
humanos, a fin de promover y proteger todos
los derechos humanos de todas las personas
sobre la base de la igualdad y sin discriminación
alguna.

La Comisión Internacional de Juristas y el Ser-
vicio Internacional para los Derechos Humanos,
en nombre de una coalición de organizaciones
de derechos humanos, han puesto en marcha
un proyecto encaminado a desarrollar una
serie de principios legales internacionales sobre
la aplicación del derecho internacional huma-
nitario a las violaciones de derechos humanos
por motivos de orientación sexual e identidad
de género, a fin de imbuir una mayor claridad
y coherencia a las obligaciones de los Estados
en materia de derechos humanos.

Un distinguido grupo de especialistas en dere-
chos humanos ha redactado, desarrollado, dis-
cutido y refinado estos Principios. Luego de
reunirse en la Universidad de Gadjah Mada en
Yogyakarta, Indonesia, del 6 al 9 de noviembre

de 2006, 29 especialistas procedentes de 25
países, de diversas disciplinas y con experiencia
relevante al ámbito del derecho humanitario,
adoptaron unánimemente los Principios de
Yogyakarta sobre la Aplicación del Derecho In-
ternacional Humanitario en Relación con la
Orientación Sexual y la Identidad de Género.

El Profesor Michael O’Flaherty, relator de la
reunión, ha brindado inmensas contribuciones
a la redacción y revisión de los Principios de
Yogyakarta. Su compromiso y sus incansables
esfuerzos han sido cruciales para el exitoso re-
sultado del proceso.

Los Principios de Yogyakarta abordan una amplia
gama de normas de derechos humanos y su
aplicación a los asuntos de la orientación sexual
y la identidad de género. Los Principios afirman
la obligación primordial de los Estados de im-
plementar los derechos humanos. Cada Principio
va acompañado de detalladas recomendaciones
a los Estados. Sin embargo, el grupo de espe-
cialistas también hace énfasis en que todos los
actores tienen la responsabilidad de promover
y proteger los derechos humanos. Además, los
Principios plantean recomendaciones adicionales
a otros actores, incluyendo el sistema de dere-
chos humanos de las Naciones Unidas, las ins-
tituciones nacionales de derechos humanos,
los medios de comunicación, las organizaciones
no gubernamentales y los financiadores.

Los y las especialistas coinciden en que los
Principios de Yogyakarta reflejan el estado
actual del derecho internacional humanitario
en lo que concierne a la orientación sexual y la
identidad de género. Asimismo, reconocen
que los Estados podrían contraer obligaciones
adicionales conforme el derecho humanitario
continúa evolucionando.

Los Principios de Yogyakarta afirman las normas
legales internacionales vinculantes que todos
los Estados deben cumplir. Prometen un futuro
diferente en el que todas las personas, habiendo
nacido libres e iguales en dignidad y derechos,
puedan realizar ese preciado derecho.

Sonia Onufer Corrêa Vitit Muntarbhorn
Co-Presidenta Co-Presidente
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Nosotros y Nosotras, el Panel Internacional
de Especialistas en Legislación Internacional
de Derechos Humanos y en Orientación
Sexual e Identidad de Género

PREÁMBULO

RECORDANDO que todos los seres humanos
nacen libres e iguales en dignidad y derechos,
y que toda persona tiene derecho al disfrute
de los derechos humanos, sin distinción alguna
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
política o de cualquier otra índole, origen na-
cional o social, posición económica, nacimiento
o cualquier otra condición;

PREOCUPADO porque en todas las regiones
del mundo las personas sufren violencia, dis-
criminación, exclusión, estigmatización y pre-
juicios debido a su orientación sexual o identidad
de género; porque estas experiencias se ven
agravadas por la discriminación basada en el
género, raza, edad, religión, discapacidad,
estado de salud y posición económica, como
también porque esa violencia, discriminación,
exclusión, estigmatización y esos prejuicios
menoscaban la integridad y dignidad de las
personas que son objeto de estos abusos, po-
drían debilitar su sentido de estima personal y
de pertenencia a su comunidad y conducen a
muchas a ocultar o suprimir su identidad y a
vivir en el temor y la invisibilidad;

CONSCIENTE de que históricamente las per-
sonas han sufrido estas violaciones a sus dere-
chos humanos porque son lesbianas, homo-
sexuales o bisexuales o se les percibe como
tales, debido a su conducta sexual de mutuo
acuerdo con personas de su mismo sexo o
porque son transexuales, transgénero o intersex
o se les percibe como tales, o pertenecen a
grupos sociales que en algunas sociedades se
definen por su orientación sexual o identidad
de género;

ENTENDIENDO que la ‘orientación sexual’ se
refiere a la capacidad de cada persona de
sentir una profunda atracción emocional,
afectiva y sexual por personas de un género
diferente al suyo, o de su mismo género, o de
más de un género.

ENTENDIENDO que la ‘identidad de género’

se refiere a la vivencia interna e individual del
género tal como cada persona la siente pro-
fundamente, la cual podría corresponder o no
con el sexo asignado al momento del naci-
miento, incluyendo la vivencia personal del
cuerpo (que podría involucrar la modificación
de la apariencia o la función corporal a través
de medios médicos, quirúrgicos o de otra
índole, siempre que la misma sea libremente
escogida) y otras expresiones de género, in-
cluyendo la vestimenta, el modo de hablar y
los modales.

OBSERVANDO que la legislación internacional
de derechos humanos afirma que todas las
personas, con independencia de su orientación
sexual o identidad de género, tienen el derecho
al pleno disfrute de todos los derechos huma-
nos; que la aplicación de los derechos humanos
existentes debería tener en cuenta las situaciones
y experiencias específicas de personas de di-
versas orientaciones sexuales e identidades de
género; y que una consideración primordial
en todas las acciones concernientes a niños y
niñas será el interés superior del niño o la niña
y que un niño o una niña que esté en condi-
ciones de formarse un juicio propio tiene el
derecho a expresar su opinión libremente en
todos los asuntos que le afectan, teniéndose
debidamente en cuenta las opiniones del niño
o la niña, en función de su edad y madurez;

OBSERVANDO que la legislación internacional
de derechos humanos impone una absoluta
prohibición de la discriminación en lo concer-
niente al pleno disfrute de todos los derechos
humanos, civiles, culturales, económicos, po-
líticos y sociales; que el respeto a los derechos
sexuales, a la orientación sexual y a la identidad
de género es esencial para la realización de la
igualdad entre hombres y mujeres y que los
Estados deben adoptar todas las medidas apro-
piadas para eliminar los prejuicios y las prácticas
que se basen en la idea de la inferioridad o su-
perioridad de cualquiera de los sexos o en
roles estereotipados para hombres y mujeres,
y observando asimismo que la comunidad in-
ternacional ha reconocido el derecho de las
personas a decidir libre y responsablemente
en asuntos relacionados con su sexualidad, in-
cluyendo la salud sexual y reproductiva, sin
sufrir coerción, discriminación, ni violencia;
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S RECONOCIENDO que existe un valor signifi-

cativo en articular sistemáticamente la legislación
internacional de derechos humanos de manera
que se aplique a las vidas y experiencias de las
personas de diversas orientaciones sexuales e
identidades de género;

RECONOCIENDO que esta articulación debe
apoyarse en el estado actual de la legislación
internacional de derechos humanos y requerirá
de una revisión periódica a fin de tomar en
cuenta los desarrollos en esa legislación y su
aplicación a las vidas y experiencias particulares
de las personas de diversas orientaciones 
sexuales e identidades de género a lo largo del
tiempo y en diversas regiones y naciones;

TRAS LA CELEBRACIÓN DE UNA REUNIÓN
DE ESPECIALISTAS REALIZADA EN YOGYA-
KARTA, INDONESIA, DEL 6 AL 9 DE NOVIEM-
BRE DE 2006, ADOPTAMOS LOS SIGUIENTES
PRINCIPIOS:

PRINCIPIO 1. El derecho al disfrute universal
de los derechos humanos

Todos los seres humanos nacen libres e iguales
en dignidad y derechos. Los seres humanos
de todas las orientaciones sexuales e identidades
de género tienen derecho al pleno disfrute de
todos los derechos humanos.

Los Estados:

A. Consagrarán los principios de la universa-
lidad, complementariedad, interdependencia
e indivisibilidad de todos los derechos hu-
manos en sus constituciones nacionales o
en cualquier otra legislación relevante y ga-
rantizarán la realización práctica del disfrute
universal de todos los derechos humanos;

B. Modificarán toda legislación, incluido el
derecho penal, a fin de asegurar su compa-
tibilidad con el disfrute universal de todos
los derechos humanos;

C. Emprenderán programas de educación y
sensibilización para promover y mejorar el
disfrute universal de todos los derechos hu-
manos por todas las personas, con indepen-
dencia de la orientación sexual o la identidad
de género;

D. Integrarán a sus políticas y toma de deci-

siones un enfoque pluralista que reconozca
y afirme la complementariedad e indivisibilidad
de todos los aspectos de la identidad humana,
incluidas la orientación sexual y la identidad
de género.

PRINCIPIO 2. Los derechos a la igualdad y a
la no discriminación 

Todas las personas tienen derecho al disfrute
de todos los derechos humanos, sin discrimi-
nación por motivos de orientación sexual o
identidad de género. 

Todas las personas tienen derecho a ser iguales
ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a
igual protección de la ley, ya sea que el disfrute
de otro derecho humano también esté afectado
o no. La ley prohibirá toda discriminación y ga-
rantizará a todas las personas protección igual
y efectiva contra cualquier discriminación.

La discriminación por motivos de orientación
sexual o identidad de género incluye toda dis-
tinción, exclusión, restricción o preferencia ba-
sada en la orientación sexual o la identidad de
género que tenga por objeto o por resultado
la anulación o el menoscabo del reconoci-
miento, goce o ejercicio, en igualdad de con-
diciones, de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales. La discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad de
género puede verse y por lo común se ve
agravada por la discriminación basada en otras
causales, incluyendo el género, raza, edad, re-
ligión, discapacidad, estado de salud y posición
económica.

Los Estados:

A. Si aún no lo hubiesen hecho, consagrarán
en sus constituciones nacionales o en cual-
quier otra legislación relevante, los principios
de la igualdad y de la no discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad
de género, inclusive por medio de enmienda
e interpretación, y velarán por la efectiva
realización de estos principios;

B. Derogarán todas las disposiciones penales
y de otra índole jurídica que prohíban o de
hecho sean empleadas para prohibir la acti-
vidad sexual que llevan a cabo de forma
consensuada personas del mismo sexo que
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sean mayores de la edad a partir de la cual
se considera válido el consentimiento, y ve-
larán por que se aplique la misma edad de
consentimiento para la actividad sexual entre
personas del mismo sexo como y de sexos
diferentes;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas y
de otra índole que resulten apropiadas para
prohibir y eliminar la discriminación por mo-
tivos de orientación sexual e identidad de
género en las esferas pública y privada;

D. Adoptarán todas las medidas apropiadas
a fin de garantizar el desarrollo adecuado
de las personas de diversas orientaciones
sexuales e identidades de género, según
sean necesarias para garantizarles a estos
grupos o personas el goce o ejercicio de
los derechos humanos en igualdad de con-
diciones. Dichas medidas no serán consi-
deradas discriminatorias;

E. En todas sus respuestas a la discriminación
por motivos de orientación sexual o identidad
de género, tendrán en cuenta la manera en
que esa discriminación puede combinarse
con otras formas de discriminación;

F. Adoptarán todas las medidas apropiadas,
incluyendo programas de educación y ca-
pacitación, para alcanzar la eliminación de
actitudes y prácticas prejuiciosas o discrimi-
natorias basadas en la idea de la inferioridad
o superioridad de cualquier orientación sexual,
identidad de género o expresión de género.

PRINCIPIO 3. El derecho al reconocimiento
de la personalidad jurídica

Todo ser humano tiene derecho, en todas
partes, al reconocimiento de su personalidad
jurídica. Las personas en toda su diversidad de
orientaciones sexuales o identidades de género
disfrutarán de capacidad jurídica en todos los
aspectos de la vida. La orientación sexual o
identidad de género que cada persona defina
para sí, es esencial para su personalidad y
constituye uno de los aspectos fundamentales
de la autodeterminación, la dignidad y la libertad.
Ninguna persona será obligada a someterse a
procedimientos médicos, incluyendo la cirugía
de reasignación de sexo, la esterilización o la
terapia hormonal, como requisito para el re-

conocimiento legal de su identidad de género.
Ninguna condición, como el matrimonio o la
maternidad o paternidad, podrá ser invocada
como tal con el fin de impedir el reconocimiento
legal de la identidad de género de una persona.
Ninguna persona será sometida a presiones
para ocultar, suprimir o negar su orientación
sexual o identidad de género.

Los Estados:

A. Garantizarán que a todas las personas se
les confiera capacidad jurídica en asuntos
civiles, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género, y
la oportunidad de ejercer dicha capacidad,
incluyendo los derechos, en igualdad de
condiciones, a suscribir contratos y a admi-
nistrar, poseer, adquirir (incluso a través de
la herencia), controlar y disfrutar bienes de
su propiedad, como también a disponer de
estos.

B. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de cualquier otra índole
que sean necesarias para respetar plenamente
y reconocer legalmente el derecho de cada
persona a la identidad de género que ella
defina para sí;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de cualquier otra índole
que sean necesarias a fin de asegurar que
existan procedimientos mediante los cuales
todos los documentos de identidad emitidos
por el Estado que indican el género o el
sexo de una persona —incluyendo certificados
de nacimiento, pasaportes, registros electo-
rales y otros— reflejen la identidad de género
que la persona defina para sí;

D. Velarán por que tales procedimientos sean
eficientes, justos y no discriminatorios y que
respeten la dignidad y privacidad de la persona
interesada;

E. Asegurarán que los cambios a los docu-
mentos de identidad sean reconocidos en
todos aquellos contextos en que las leyes o
las políticas requieran la identificación o la
desagregación por sexo de las personas;

F. Emprenderán programas focalizados cuyo
fin sea brindar apoyo social a todas las per-



  68

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S 
IN

T
ER

N
A

C
IO

N
A

LE
S sonas que estén experimentando transición

o reasignación de género.

PRINCIPIO 4. El derecho a la vida

Toda persona tiene derecho a la vida. Ninguna
persona podrá ser privada de la vida arbitraria-
mente por ningún motivo, incluyendo la refe-
rencia a consideraciones acerca de su
orientación sexual o identidad de género. A
nadie se le impondrá la pena de muerte por
actividades sexuales realizadas de mutuo
acuerdo entre personas que sean mayores de
la edad a partir de la cual se considera válido
el consentimiento o por su orientación sexual
o identidad de género.

Los Estados:

A. Derogarán todas las figuras delictivas que
tengan por objeto o por resultado la prohibi-
ción de la actividad sexual realizada de mutuo
acuerdo entre personas del mismo sexo que
sean mayores de la edad a partir de la cual
se considera válido el consentimiento y,
hasta que tales disposiciones sean derogadas,
nunca impondrán la pena de muerte a nin-
guna persona sentenciada en base a ellas;

B. Perdonarán las sentencias de muerte y
pondrán en libertad a todas aquellas personas
que actualmente están a la espera de ser
ejecutadas por crímenes relacionados con
la actividad sexual realizada de mutuo acuerdo
entre personas que sean mayores de la edad
a partir de la cual se considera válido el con-
sentimiento;

C. Cesarán todos los ataques patrocinados
o tolerados por el Estado contra las vidas de
las personas por motivos de orientación
sexual o identidad de género y asegurarán
que todos esos ataques, cometidos ya sea
por funcionarios públicos o por cualquier in-
dividuo o grupo, sean investigados vigorosa-
mente y, en aquellos casos en que se en-
cuentren pruebas apropiadas, las personas
responsables sean perseguidas, enjuiciadas
y debidamente castigadas.

PRINCIPIO 5. El derecho a la seguridad per-
sonal

Toda persona, con independencia de su orien-
tación sexual o identidad de género, tiene de-

recho a la seguridad personal y a la protección
del Estado frente a todo acto de violencia o
atentado contra la integridad personal que sea
cometido por funcionarios públicos o por cual-
quier individuo, grupo o institución.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas policíacas y
de otra índole que sean necesarias a fin de
prevenir todas las formas de violencia y hos-
tigamiento relacionadas con la orientación
sexual y la identidad de género y a brindar
protección contra estas;

B. Adoptarán todas las medidas legislativas
necesarias para imponer castigos penales
apropiados por violencia, amenazas de vio-
lencia, incitación a la violencia y hostiga-
mientos relacionados con la orientación
sexual o la identidad de género de cualquier
persona o grupo de personas, en todas las
esferas de la vida, incluyendo la familia;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar que la orientación
sexual o la identidad de género de la víctima
no sea utilizada para justificar, disculpar o
mitigar dicha violencia;

D. Asegurarán que la perpetración de tal vio-
lencia sea investigada vigorosamente y, en
aquellos casos en que se encuentren pruebas
apropiadas, las personas responsables sean
perseguidas, enjuiciadas y debidamente cas-
tigadas, y que a las víctimas se les brinden
recursos y resarcimientos apropiados, inclu-
yendo compensación;

E. Emprenderán campañas de sensibilización,
dirigidas al público en general como también
a perpetradores reales o potenciales de vio-
lencia, a fin de combatir los prejuicios sub-
yacentes a la violencia relacionada con la
orientación sexual y la identidad de género.

PRINCIPIO 6. El derecho a la privacidad

Todas las personas, con independencia de su
orientación sexual o identidad de género, tienen
el derecho al goce de la privacidad, sin injeren-
cias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su
familia, su domicilio o su correspondencia, y el
derecho a la protección contra ataques ilegales
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a su honra o a su reputación. El derecho a la
privacidad normalmente incluye el derecho a
optar por revelar o no información relacionada
con la propia orientación sexual o identidad
de género, como también las decisiones y
elecciones relativas al propio cuerpo y a las re-
laciones sexuales o de otra índole consensuadas
con otras personas.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar el derecho de
cada persona, con independencia de su
orientación sexual o identidad de género, a
disfrutar de la esfera privada, las decisiones
íntimas y las relaciones humanas, incluyendo
la actividad sexual de mutuo acuerdo entre
personas mayores de la edad de consenti-
miento, sin injerencias arbitrarias;

B. Derogarán todas las leyes que criminalizan
la actividad sexual que se realiza de mutuo
acuerdo entre personas del mismo sexo que
son mayores de la edad a partir de la cual se
considera válido el consentimiento, y ase-
gurarán que se aplique una misma edad de
consentimiento a la actividad sexual entre
personas tanto del mismo sexo como de
sexos diferentes;

C. Velarán por que las disposiciones penales
y otras de carácter jurídico de aplicación
general no sean utilizadas de hecho para
criminalizar la actividad sexual realizada de
mutuo acuerdo entre personas del mismo
sexo que son mayores de la edad a partir
de la cual se considera válido el consenti-
miento;

D. Derogarán cualquier ley que prohíba o
criminalice la expresión de la identidad de
género, incluso a través del vestido, el habla
y la gestualidad, o que niegue a las personas
la oportunidad de modificar sus cuerpos
como un medio para expresar su identidad
de género;

E. Pondrán en libertad a todas las personas
detenidas bajo prisión preventiva o en base
a una sentencia penal, si su detención está
relacionada con la actividad sexual realizada
de mutuo acuerdo entre personas mayores

de la edad a partir de la cual se considera vá-
lido el consentimiento o con su identidad
de género;

F. Garantizarán el derecho de toda persona
a decidir, en condiciones corrientes, cuándo,
a quién y cómo revelar información concer-
niente a su orientación sexual o identidad de
género, y protegerán a todas las personas
contra la divulgación arbitraria o no deseada
de dicha información o contra la amenaza,
por parte de otros, de divulgarla.

PRINCIPIO 7. El derecho de toda persona a
no ser detenida arbitrariamente

Ninguna persona deberá ser arrestada o detenida
en forma arbitraria. Es arbitrario el arresto o la
detención por motivos de orientación sexual
o identidad de género, ya sea en cumplimiento
de una orden judicial o por cualquier otra
razón. En base a la igualdad, todas las personas
que están bajo arresto, con independencia de
su orientación sexual o identidad de género,
tienen el derecho a ser informadas, en el mo-
mento de su detención, de las razones de la
misma y notificadas del carácter de las acusa-
ciones formuladas en su contra; asimismo, tie-
nen el derecho a ser llevadas sin demora ante
un juez u otro funcionario autorizado por la
ley para ejercer funciones judiciales, como
también a recurrir ante un tribunal a fin de que
este decida a la brevedad posible sobre la le-
galidad de su detención, ya sea que se les
haya acusado o no de ofensa alguna.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar que la orientación
sexual o la identidad de género no puedan,
bajo ninguna circunstancia, ser la base del
arresto o la detención, incluyendo la elimi-
nación de disposiciones del derecho penal
redactadas de manera imprecisa que incitan
a una aplicación discriminatoria o que de
cualquier otra manera propician arrestos ba-
sados en prejuicios;

B. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias para asegurar que todas las personas
bajo arresto, con independencia de su orien-
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el derecho, en base a la igualdad, a ser infor-
madas, en el momento de su detención, de
las razones de la misma y notificadas del ca-
rácter de las acusaciones formuladas en su
contra y, hayan sido o no acusadas de alguna
ofensa, a ser llevadas sin demora ante un
juez u otro funcionario autorizado por la ley
para ejercer funciones judiciales y a recurrir
ante un tribunal para que este decida sobre
la legalidad de su detención;

C. Emprenderán programas de capacitación
y sensibilización a fin de educar a agentes
de la policía y otro personal encargado de
hacer cumplir la ley acerca de la arbitrariedad
del arresto y la detención en base a la orien-
tación sexual o identidad de género de una
persona;

D. Mantendrán registros exactos y actualizados
de todos los arrestos y detenciones, indicando
la fecha, ubicación y razón de la detención, y
asegurarán una supervisión independiente de
todos los lugares de detención por parte de
organismos que cuenten con un mandato
adecuado y estén apropiadamente dotados
para identificar arrestos y detenciones cuya
motivación pudiese haber sido la orientación
sexual o identidad de género de una persona.

PRINCIPIO 8. El derecho a un juicio justo

Toda persona tiene derecho, en condiciones
de plena igualdad y con las debidas garantías,
a ser oída públicamente y con justicia por un
tribunal competente, independiente e imparcial,
establecido por la ley, para la determinación
de sus derechos y obligaciones en la substan-
ciación de cualquier acusación de carácter
penal formulada en su contra, sin prejuicios ni
discriminación por motivos de orientación
sexual o identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de prohibir y eliminar el trato
prejuicioso basado en la orientación sexual
o la identidad de género en todas las etapas
del proceso judicial, en procedimientos civiles
y penales y en todo procedimiento judicial y
administrativo que determine los derechos y

las obligaciones, y asegurarán que no se im-
pugne la credibilidad o el carácter de ninguna
persona en su calidad de parte, testigo/a,
defensor/a o tomador/a de decisiones en
base a su orientación sexual o identidad de
género;

B. Adoptarán todas las medidas necesarias y
razonables para proteger a las personas
contra persecuciones penales o procedi-
mientos civiles que sean motivados entera-
mente o en parte por prejuicios acerca de la
orientación sexual o la identidad de género;

C. Emprenderán programas de capacitación
y sensibilización dirigidos a jueces y juezas,
personal de los tribunales, fiscales, aboga-
dos/as y otras personas en cuanto a las nor-
mas internacionales de derechos humanos
y los principios de igualdad y no discrimina-
ción, incluidos los concernientes a la orien-
tación sexual o identidad de género.

PRINCIPIO 9.  El derecho de toda persona
privada de su libertad a ser tratada humana-
mente

Toda persona privada de su libertad será tratada
humanamente y con el respeto debido a la
dignidad inherente al ser humano. La orientación
sexual y la identidad de género son funda-
mentales para la dignidad de toda persona.

Los Estados:

A. Asegurarán que la detención evite una
mayor marginación de las personas en base
a su orientación sexual o identidad de género
o las exponga al riesgo de sufrir violencia,
malos tratos o abusos físicos, mentales o
sexuales;

B. Proveerán a las personas detenidas de
un acceso adecuado a cuidados médicos y
consejería apropiada a sus necesidades, re-
conociendo cualquier necesidad particular
con base en su orientación sexual o identidad
de género, incluso en lo que respecta a
salud reproductiva, acceso a información y
terapia sobre el VIH/SIDA y a terapia hor-
monal o de otro tipo, como también a tra-
tamientos para reasignación de sexo si ellas
los desearan;

C. Velarán por que, en la medida que sea
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posible, todas las personas privadas de su li-
bertad participen en las decisiones relativas
al lugar de detención apropiado para su
orientación sexual e identidad de género;

D. Establecerán medidas de protección para
todas las personas privadas de su libertad
que sean vulnerables a violencia o abusos
en base a su orientación sexual, identidad
de género o expresión de género y asegura-
rán, tanto como sea razonablemente practi-
cable, que dichas medidas no impliquen más
restricciones a sus derechos de las que ex-
perimenta la población general de la prisión;

E. Asegurarán que las visitas conyugales,
donde estén permitidas, sean otorgadas en
igualdad de condiciones para todas las per-
sonas presas y detenidas, con independencia
del sexo de su pareja;

F. Estipularán el monitoreo independiente
de las instalaciones de detención por parte
del Estado, como también de organizaciones
no gubernamentales, incluyendo aquellas
que trabajan en los ámbitos de la orientación
sexual y la identidad de género;

G. Emprenderán programas de capacitación
y sensibilización dirigidos al personal peni-
tenciario y a todos los demás funcionarios
de los sectores público y privado involucrados
en las instalaciones de detención en cuanto
a las normas internacionales de derechos
humanos y los principios de igualdad y no
discriminación, incluidos los concernientes
a la orientación sexual y la identidad de gé-
nero.

PRINCIPIO 10. El derecho de toda persona a
no ser sometida a torturas ni a penas o tratos
crueles, inhumanos y degradantes

Todas las personas tienen el derecho a no ser
sometidas a torturas ni a penas o tratos crueles,
inhumanos o degradantes, incluso por razones
relacionadas con la orientación sexual o la
identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de prevenir torturas y penas o
tratos crueles, inhumanos o degradantes

perpetrados por motivos relacionados con
la orientación sexual o la identidad de género
de la víctima, así como la incitación a cometer
tales actos, y brindarán protección contra
estos;

B. Adoptarán todas las medidas razonables
para identificar a las víctimas de torturas y
penas o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes perpetrados por motivos relacionados
con la orientación sexual o la identidad de
género y ofrecerán recursos apropiados, in-
cluyendo resarcimientos y reparaciones, así
como apoyo médico y psicológico cuando
resulte apropiado;

C. Emprenderán programas de capacitación
y sensibilización dirigidos a agentes de la
policía, al personal penitenciario y a todos
los demás funcionarios de los sectores público
y privado que se encuentren en posición de
perpetrar o prevenir dichos actos.

PRINCIPIO 11.  El derecho a la protección
contra todas las formas de explotación, venta
y trata de personas

Toda persona tiene derecho a la protección
contra la trata, venta y cualquier forma de ex-
plotación, incluyendo la explotación sexual
pero sin limitarse a ella, basadas en una orien-
tación sexual o identidad de género real o per-
cibida. Las medidas diseñadas para prevenir la
trata deberán asegurarse de tener en cuenta
los factores que aumentan la vulnerabilidad a
ella, entre ellos diversas formas de desigualdad
y de discriminación en base a una orientación
sexual o identidad de género real o percibida,
o en la expresión de estas u otras identidades.
Tales medidas deberán ser compatibles con
los derechos humanos de las personas que se
encuentran en riesgo de trata.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y otras de carácter preventivo
y de protección que sean necesarias con
respecto a la trata, venta y toda forma de ex-
plotación de seres humanos, incluyendo la
explotación sexual pero sin limitarse a esta,
basadas en una orientación sexual o identidad
de género real o percibida;
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no criminalicen la conducta de las personas
vulnerables a tales prácticas, no las estigma-
ticen ni de ninguna otra manera exacerben
sus desventajas;

C. Establecerán medidas, servicios y programas
legales, educativos y sociales para hacer frente
a los factores que incrementan la vulnerabilidad
a la trata, venta y toda forma de explotación
de seres humanos, incluyendo la explotación
sexual pero sin limitarse a esta, basadas en
una orientación sexual o identidad de género
real o percibida, incluso factores tales como
la exclusión social, la discriminación, el rechazo
por parte de las familias o comunidades cul-
turales, la falta de independencia financiera,
la carencia de hogar, las actitudes sociales
discriminatorias que conducen una baja au-
toestima y la falta de protección contra la dis-
criminación en el acceso a la vivienda, el em-
pleo y los servicios sociales.

PRINCIPIO 12. El derecho al trabajo

Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
productivo, a condiciones equitativas y satis-
factorias de trabajo y a la protección contra el
desempleo, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de eliminar y prohibir la discri-
minación por motivos de orientación sexual
e identidad de género en el empleo público
y privado, incluso en lo concerniente a ca-
pacitación profesional, contratación, promo-
ción, despido, condiciones de trabajo y re-
muneración;

B. Eliminarán toda discriminación por motivos
de orientación sexual o identidad de género
a fin de garantizar iguales oportunidades de
empleo y superación en todas las áreas del
servicio público, incluidos todos los niveles
del servicio gubernamental y el empleo en
funciones públicas, incluyendo el servicio
en la policía y las fuerzas armadas, y proveerán
programas apropiados de capacitación y
sensibilización a fin de contrarrestar las acti-
tudes discriminatorias.

PRINCIPIO 13. El derecho a la seguridad y a
otras medidas de protección social

Todas las personas tienen derecho a la seguridad
social y a otras medidas de protección social,
sin discriminación por motivos de orientación
sexual o identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar el acceso, en igual-
dad de condiciones y sin discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad
de género, a la seguridad social y a otras
medidas de protección social, incluyendo
beneficios laborales, licencia por maternidad
o paternidad, beneficios por desempleo, se-
guro, cuidados o beneficios de salud (incluso
para modificaciones del cuerpo relacionadas
con la identidad de género), otros seguros
sociales, beneficios familiares, beneficios fu-
nerarios, pensiones y beneficios relativos a
la pérdida de apoyo para cónyuges o parejas
como resultado de enfermedad o muerte;

B. Asegurarán que no se someta a niñas y
niños a ninguna forma de trato discriminatorio
dentro del sistema de seguridad social o en
la provisión de beneficios sociales o de bie-
nestar social en base a su orientación sexual
o identidad de género o la de cualquier
miembro de su familia;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar el acceso a estra-
tegias y programas de reducción de la po-
breza, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género.

PRINCIPIO 14. El derecho a un nivel de vida
adecuado

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado, lo cual incluye alimentación ade-
cuada, agua potable, servicios sanitarios y ves-
timenta adecuadas, así como a la mejora con-
tinua de sus condiciones de vida, sin discrimi-
nación por motivos de orientación sexual o
identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
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administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar el acceso de las
personas a la alimentación, el agua potable,
los servicios sanitarios y la vestimenta ade-
cuadas, en igualdad de condiciones y sin
discriminación por motivos de orientación
sexual e identidad de género.

PRINCIPIO 15. El derecho a una vivienda ade-
cuada

Toda persona tiene derecho a una vivienda
adecuada, lo que incluye la protección contra
el desalojo, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar la seguridad de
la tenencia y el acceso a una vivienda ase-
quible, habitable, accesible, culturalmente
apropiada y segura, incluyendo albergues y
otros alojamientos de emergencia, sin dis-
criminación por motivos de orientación 
sexual, identidad de género o estado marital
o familiar;

B. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de prohibir la ejecución de de-
salojos que sean incompatibles con sus obli-
gaciones internacionales en materia de de-
rechos humanos y asegurarán la disponibilidad
de recursos legales u otros apropiados que
resulten adecuados y efectivos para cualquier
persona que afirme que le fue violado, o se
encuentra bajo amenaza de serle violado,
un derecho a la protección contra desalojos
forzados, incluyendo el derecho al reasenta-
miento, que incluye el derecho a tierra alter-
nativa de mejor o igual calidad y a vivienda
adecuada, sin discriminación por motivos
de orientación sexual, identidad de género o
estado marital o familiar;

C. Garantizarán la igualdad de derechos a la
propiedad y la herencia de tierra y vivienda
sin discriminación por motivos de orientación
sexual o identidad de género;

D. Establecerán programas sociales, inclu-
yendo programas de apoyo, a fin de hacer

frente a los factores relacionados con la
orientación sexual y la identidad de género
que incrementan la vulnerabilidad —espe-
cialmente de niñas, niños y jóvenes—  a la
carencia de hogar, incluyendo factores tales
como la exclusión social, la violencia do-
méstica y de otra índole, la discriminación,
la falta de independencia financiera y el re-
chazo por parte de familias o comunidades
culturales, así como para promover esquemas
de apoyo y seguridad vecinales;

E. Proveerán programas de capacitación y
sensibilización a fin de asegurar que en
todas las agencias pertinentes haya con-
ciencia y sensibilidad en cuanto a las nece-
sidades de las personas que se enfrentan al
desamparo o a desventajas sociales como
resultado de su orientación sexual o identidad
de género.

PRINCIPIO 16. El derecho a la educación

Toda persona tiene derecho a la educación,
sin discriminación alguna basada en su orien-
tación sexual e identidad de género, y con el
debido respeto hacia estas.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean
necesarias a fin de garantizar el acceso a la
educación en igualdad de condiciones y el
trato igualitario de estudiantes, personal y
docentes dentro del sistema educativo, sin
discriminación por motivos de orientación
sexual o identidad de género;

B. Garantizarán que la educación esté en-
caminada al desarrollo de la personalidad,
las aptitudes y la capacidad mental y física
de cada estudiante hasta el máximo de sus
posibilidades y que responda a las necesi-
dades de estudiantes de todas las orienta-
ciones sexuales e identidades de género;

C. Velarán por que la educación esté enca-
minada a inculcar respeto por los derechos
humanos y las libertades fundamentales, así
como el respeto a la madre, el padre y fa-
miliares de cada niña y niño, a su propia
identidad cultural, su idioma y sus valores,
con espíritu de comprensión, paz, tolerancia
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cuenta y respetando las diversas orientacio-
nes sexuales e identidades de género;

D. Asegurarán que los métodos, currículos
y recursos educativos sirvan para aumentar
la comprensión y el respeto de, entre otras,
la diversidad de orientaciones sexuales e
identidades de género, incluyendo las ne-
cesidades particulares de las y los estudiantes
y de sus madres, padres y familiares relacio-
nadas con ellas;

E. Velarán por que las leyes y políticas brin-
den a estudiantes, al personal y a docentes
de las diferentes orientaciones sexuales e
identidades de género una adecuada pro-
tección contra todas las formas de exclu-
sión social y violencia, incluyendo el acoso
y el hostigamiento, dentro del ambiente 
escolar;

F. Garantizarán que a estudiantes que sufran
dicha exclusión o violencia no se les margine
o segregue por razones de protección y que
sus intereses superiores sean identificados y
respetados en una manera participativa;

G. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean
necesarias a fin de garantizar que la disciplina
escolar se administre de modo compatible
con la dignidad humana, sin discriminación
ni castigos basados en la orientación sexual,
la identidad de género de las y los estudiantes,
o su expresión.

H. Velarán por que todas las personas tengan
acceso a oportunidades y recursos para un
aprendizaje perdurable sin discriminación
por motivos de orientación sexual o identidad
de género, incluyendo a personas adultas
que ya han sufrido dichas formas de discri-
minación en el sistema educativo.

PRINCIPIO 17. El derecho al disfrute del más
alto nivel posible de salud

Todas las personas tienen el derecho al disfrute
del más alto nivel posible de salud física y
mental, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género. La
salud sexual y reproductiva es un aspecto fun-
damental de este derecho.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar el disfrute del de-
recho al más alto nivel posible de salud física
y mental, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género;

B. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias para asegurar que todas las personas
tengan acceso a centros, productos y servicios
para la salud, incluidos los relacionados con
la salud sexual y reproductiva, así como a
sus propios historiales médicos, sin discrimi-
nación por motivos de orientación sexual o
identidad de género;

C. Asegurarán que los centros, productos y
servicios para la salud sean diseñados de
modo que mejoren el estado de salud de
todas las personas sin discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad
de género, que respondan a sus necesidades
y tengan en cuenta dichos motivos y que
los datos personales relativos a la salud sean
tratados con confidencialidad;

D. Desarrollarán e implementarán programas
encaminados a hacer frente a la discrimina-
ción, los prejuicios y otros factores sociales
que menoscaban la salud de las personas
debido a su orientación sexual o identidad
de género;

E. Velarán por que todas las personas estén
informadas y su autonomía sea promovida a
fin de que puedan tomar sus propias deci-
siones relacionadas con el tratamiento y los
cuidados médicos en base a un consenti-
miento genuinamente informado, sin discri-
minación por motivos de orientación sexual
o identidad de género;

F. Velarán por que todos los programas y
servicios de salud, educación, prevención,
cuidados y tratamiento en materia sexual y
reproductiva respeten la diversidad de orien-
taciones sexuales e identidades de género
y estén disponibles en igualdad de condi-
ciones y sin discriminación para todas las
personas;
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G. Facilitarán el acceso a tratamiento, cuidados
y apoyo competentes y no discriminatorios
a aquellas personas que busquen modifica-
ciones corporales relacionadas con la rea-
signación de género;

H. Asegurarán que todos los proveedores de
servicios para la salud traten a sus clientes y
sus parejas sin discriminación por motivos
de orientación sexual o identidad de género,
incluso en lo concerniente al reconocimiento
como parientes más cercanos;

I. Adoptarán las políticas y los programas de
educación y capacitación que sean necesarios
para posibilitar que quienes trabajan en el
sector de salud brinden a todas las personas
el más alto nivel posible de atención a su
salud, con pleno respeto por la orientación
sexual e identidad de género de cada una.

PRINCIPIO 18. Protección contra abusos mé-
dicos

Ninguna persona será obligada a someterse
a ninguna forma de tratamiento, procedimiento
o exámenes médicos o psicológicos, ni a
permanecer confinada en un centro médico,
en base a su orientación sexual o identidad
de género. Con independencia de cualquier
clasificación que afirme lo contrario, la orien-
tación sexual y la identidad de género de una
persona no son, en sí mismas, condiciones
médicas y no deberán ser tratadas, curadas o
suprimidas.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean
necesarias a fin de asegurar la plena pro-
tección contra prácticas médicas dañinas
basadas en la orientación sexual o la identidad
de género, incluso en estereotipos, ya sea
derivados de la cultura o de otra fuente, en
cuanto a la conducta, la apariencia física o
las que se perciben como normas en cuanto
al género;

B. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar que el cuerpo de
ningún niño o niña sea alterado irreversible-
mente por medio de procedimientos médicos

que persigan imponer una identidad de
género sin el consentimiento pleno, libre e
informado de ese niño o niña de acuerdo a
su edad y madurez y guiado por el principio
de que en todas las acciones concernientes
a niñas y niños se tendrá como principal
consideración el interés superior de las niñas
y los niños;

C. Establecerán mecanismos de protección
infantil encaminados a que ningún niño o
niña corra el riesgo de sufrir abusos médicos
o sea sometido/a a ellos;

D. Garantizarán la protección de las personas
de diversas orientaciones sexuales e identi-
dades de género contra procedimientos o
estudios médicos carentes de ética o no
consentidos, incluidos los relacionados con
vacunas, tratamientos o microbicidas para el
VIH/SIDA u otras enfermedades;

E. Revisarán y enmendarán todas las disposi-
ciones o programas de financiamiento para
la salud, incluyendo aquellos con carácter
de cooperación al desarrollo, que promuevan,
faciliten o de alguna otra manera hagan po-
sibles dichos abusos;

G. Velarán por que cualquier tratamiento o
consejería de índole médica o psicológica
no considere, explícita o implícitamente, la
orientación sexual y la identidad de género
como condiciones médicas que han de ser
tratadas, curadas o suprimidas.

PRINCIPIO 19.  El derecho a la libertad de
opinión y de expresión

Toda persona tiene derecho a la libertad de
opinión y de expresión, con independencia
de su orientación sexual o identidad de género.
Esto incluye la expresión de la identidad o la
personalidad mediante el lenguaje, la apariencia
y el comportamiento, la vestimenta, las ca-
racterísticas corporales, la elección de nombre
o por cualquier otro medio, como también la
libertad de buscar, recibir e impartir información
e ideas de todos los tipos, incluso la concer-
niente a los derechos humanos, la orientación
sexual y la identidad de género, a través de
cualquier medio y sin consideración a las
fronteras. 
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A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar el pleno goce de
la libertad de opinión y de expresión, respe-
tando los derechos y libertades de otras per-
sonas, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género, in-
cluyendo la recepción y entrega de informa-
ción e ideas relativas a la orientación sexual y
la identidad de género, además de las relacio-
nadas con la promoción y defensa de los de-
rechos legales, la publicación de materiales,
la difusión, la organización de conferencias o
participación en estas, así como la disemina-
ción de información sobre relaciones sexua-
les más seguras y el acceso a ella;

B. Asegurarán que los productos y la organi-
zación de los medios de comunicación que
son regulados por el Estado sean pluralistas
y no discriminatorios en lo que respecta a
asuntos relacionados con la orientación
sexual y la identidad de género, como también
que en el reclutamiento de personal y las
políticas de promoción, dichas organizaciones
no discriminen por motivos de orientación
sexual o identidad de género;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar el pleno disfrute
del derecho a expresar la identidad o la per-
sonalidad, incluso a través del lenguaje, la
apariencia y el comportamiento, la vestimenta,
las características corporales, la elección de
nombre o cualquier otro medio;

D. Asegurarán que las nociones de orden
público, moralidad pública, salud pública y
seguridad pública no sean utilizadas para
restringir, en una forma discriminatoria, ningún
ejercicio de la libertad de opinión y de ex-
presión que afirme las diversas orientaciones
sexuales o identidades de género;

E. Velarán por que el ejercicio de la libertad
de opinión y de expresión no viole los dere-
chos y libertades de las personas en toda su
diversidad de orientaciones sexuales e iden-
tidades de género; 

F. Garantizarán que todas las personas, con

independencia de su orientación sexual o
identidad de género, gocen de acceso, en
igualdad de condiciones, a la información y
las ideas, así como a la participación en de-
bates públicos.

PRINCIPIO 20.  El derecho a la libertad de
reunión y de asociación pacíficas

Toda persona tiene derecho a la libertad de
reunión y de asociación pacíficas, incluso para
los propósitos de manifestaciones pacíficas,
con independencia de su orientación sexual o
identidad de género. Las personas pueden for-
mar y hacer reconocer, sin discriminación,
asociaciones basadas en la orientación sexual
o la identidad de género, así como asociaciones
que distribuyan información a, o sobre personas
de, las diversas orientaciones sexuales e identi-
dades de género, faciliten la comunicación
entre estas personas y aboguen por sus dere-
chos.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar los derechos a la
organización, asociación, reunión y defensa
pacíficas en torno a asuntos relacionados
con la orientación sexual y la identidad de
género, así como el derecho a obtener re-
conocimiento legal para tales asociaciones
y grupos, sin discriminación por motivos de
orientación sexual o identidad de género;

B. Velarán en particular por que las nociones
de orden público, moralidad pública, salud
pública y seguridad pública no sean utilizadas
para restringir ninguna forma de ejercicio de
los derechos a la reunión y asociación pací-
ficas únicamente sobre la base de que dicho
ejercicio afirma la diversidad de orientaciones
sexuales e identidades de género;

C. Bajo ninguna circunstancia impedirán el
ejercicio de los derechos a la reunión y aso-
ciación pacíficas por motivos relacionados
con la orientación sexual o la identidad de
género y asegurarán que a las personas que
ejerzan tales derechos se les brinde una ade-
cuada protección policial y otros tipos de
protección física contra la violencia y el hos-
tigamiento;
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D. Proveerán programas de capacitación y
sensibilización a las autoridades encargadas
de hacer cumplir la ley y a otros funcionarios
pertinentes a fin de que sean capaces de
brindar dicha protección;

E. Asegurarán que las reglas sobre divulgación
de información referidas a asociaciones y
grupos voluntarios no tengan, en la práctica,
efectos discriminatorios para aquellas aso-
ciaciones o grupos que abordan asuntos re-
lacionados con la orientación sexual o la
identidad de género, ni para sus miembros.

PRINCIPIO 21.  El derecho a la libertad de
pensamiento, de conciencia y de religión

Toda persona tiene derecho a la libertad de
pensamiento, de conciencia y de religión, con
independencia de su orientación sexual o iden-
tidad de género. Estos derechos no pueden
ser invocados por el Estado para justificar leyes,
políticas o prácticas que nieguen el derecho a
igual protección de la ley o que discriminen
por motivos de orientación sexual o identidad
de género.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar el derecho de las
personas, con independencia de su orienta-
ción sexual o identidad de género, a profesar
y practicar creencias religiosas y no religio-
sas, ya sea solas o en asociación con otras
personas, a que no haya injerencias en sus
creencias y a no sufrir coerción o imposición
de creencias;

B. Velarán por que la expresión, práctica y
promoción de diferentes opiniones, convic-
ciones y creencias concernientes a asuntos
relacionados con la orientación sexual o la
identidad de género no se lleven a cabo en
una manera que sea incompatible con los
derechos humanos.

PRINCIPIO 22.  El derecho a la libertad de
movimiento

Toda persona tiene derecho a circular libremente
y a elegir su residencia en el territorio de un
Estado, con independencia de su orientación
sexual o identidad de género. La orientación

sexual y la identidad de género nunca podrán
ser invocadas para limitar o impedir el ingreso
de una persona a un Estado, su salida de este
o su retorno al mismo, incluyendo el Estado
del cual la persona es ciudadana.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar que se garantice el
derecho a la libertad de movimiento y de re-
sidencia, con independencia de la orientación
sexual o la identidad de género;

PRINCIPIO 23. El derecho a procurar asilo

En caso de persecución, incluida la relacionada
con la orientación sexual o la identidad de gé-
nero, toda persona tiene derecho a procurar
asilo, y a obtenerlo en cualquier país. Un Estado
no podrá remover, expulsar o extraditar a una
persona a ningún Estado en el que esa persona
pudiera verse sujeta a temores fundados de
sufrir tortura, persecución o cualquier otra
forma de penas o tratos crueles, inhumanos o
degradantes en base a la orientación sexual o
identidad de género.

Los Estados:

A. Revisarán, enmendarán y promulgarán
leyes a fin de garantizar que un temor fundado
de persecución por motivos de orientación
sexual o identidad de género sea aceptado
como base para el reconocimiento de la
condición de refugiado/a y al asilo;

B. Asegurarán que ninguna política o práctica
discrimine a solicitantes de asilo por su orien-
tación sexual o identidad de género;

C. Velarán por que ninguna persona sea re-
movida, expulsada o extraditada a ningún Es-
tado en el que pudiera verse sujeta a temores
fundados de sufrir tortura, persecución o
cualquier otra forma de penas o tratos crue-
les, inhumanos o degradantes en base a su
orientación sexual o identidad de género.

PRINCIPIO 24. El derecho a formar una fa-
milia

Toda persona tiene el derecho a formar una
familia, con independencia de su orientación
sexual o identidad de género. Existen diversas
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puede ser sometida a discriminación basada
en la orientación sexual o identidad de género
de cualquiera de sus integrantes.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar el derecho a formar
una familia, incluso a través del acceso a
adopción o a reproducción asistida (inclu-
yendo la inseminación por donante), sin dis-
criminación por motivos de orientación sexual
o identidad de género;

B. Velarán por que las leyes y políticas reco-
nozcan la diversidad de formas de familias,
incluidas aquellas que no son definidas por
descendencia o matrimonio, y adoptarán
todas las medidas legislativas, administrativas
y de otra índole necesarias para asegurar
que ninguna familia sea sometida a discrimi-
nación basada en la orientación sexual o
identidad de género de cualquiera de sus in-
tegrantes, incluso en lo que respecta al bie-
nestar social y otros beneficios relacionados
con la familia, al empleo y a la inmigración;

C. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar que en todas las
medidas o decisiones concernientes a niñas
y niños que sean tomadas por las instituciones
públicas o privadas de bienestar social, los
tribunales, las autoridades administrativas o
los órganos legislativos, una consideración
primordial sea el interés superior del niño o
la niña y que la orientación sexual o identidad
de género del niño o la niña o la de cualquier
miembro de la familia u otra persona no sea
considerada incompatible con ese interés
superior;

D. En todas las medidas o decisiones con-
cernientes a niñas y niños, velarán por que
un niño o niña que esté en condiciones de
formarse un juicio propio pueda ejercer el
derecho de expresar sus opiniones con li-
bertad y que estas sean debidamente tenidas
en cuenta en función de la edad y madurez
del niño o la niña;

E. Adoptarán todas las medidas legislativas,

administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar que en aquellos
Estados que reconocen los matrimonios o
las sociedades de convivencia registradas
entre personas de un mismo sexo, cualquier
derecho, privilegio, obligación o beneficio
que se otorga a personas de sexo diferente
que están casadas o en unión registrada
esté disponible en igualdad de condiciones
para personas del mismo sexo casadas o en
sociedad de convivencia registrada;

F. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de garantizar que cualquier
obligación, derecho, privilegio o beneficio
que se otorga a parejas de sexo diferente no
casadas esté disponible en igualdad de con-
diciones para parejas del mismo sexo no ca-
sadas;

G. Asegurarán que el matrimonio y otras so-
ciedades de convivencia reconocidas por la
ley se contraigan únicamente mediante el
libre y pleno consentimiento de los futuros
cónyuges o parejas.

PRINCIPIO 25. El derecho a participar en la
vida pública

Todas las personas ciudadanas gozarán del
derecho a participar en la dirección de los
asuntos públicos, incluido el derecho a postu-
larse a cargos públicos, a participar en la for-
mulación de políticas que afecten su bienestar
y a tener acceso, en condiciones generales de
igualdad, a todos los niveles de las funciones
públicas de su país y al empleo en funciones
públicas, incluyendo el servicio en la policía y
las fuerzas armadas, sin discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad de
género.

Los Estados deberían:

A. Revisar, enmendar y promulgar leyes para
asegurar el pleno disfrute del derecho a par-
ticipar en la vida y los asuntos públicos y po-
líticos, incluyendo todos los niveles de las
funciones públicas y el empleo en funcio-
nes públicas, incluso el servicio en la policía
y las fuerzas armadas, sin discriminación por
motivos de orientación sexual o identidad
de género y con pleno respeto a la orienta-
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ción sexual y la identidad de género de cada
persona;

B. Adoptar todas las medidas apropiadas
para eliminar los estereotipos y prejuicios
referidos a la orientación sexual y la identidad
de género que impidan o restrinjan la parti-
cipación en la vida pública;

C. Garantizar el derecho de cada persona a
participar en la formulación de políticas que
afecten su bienestar, sin discriminación ba-
sada en su orientación sexual e identidad
de género y con pleno respeto por estas.

PRINCIPIO 26. El derecho a participar en la
vida cultural

Toda persona, con independencia de su orien-
tación sexual o identidad de género, tiene de-
recho a tomar parte libremente en la vida cul-
tural de la comunidad y a expresar la diversidad
de orientaciones sexual e identidades de
género a través de la participación cultural.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean
necesarias a fin de asegurarles a todas las
personas oportunidades para participar en
la vida cultural, con independencia de sus
orientaciones sexuales e identidades de gé-
nero y con pleno respeto por estas;

B. Fomentarán el diálogo y el respeto mutuo
entre quienes expresan a los diversos grupos
culturales que existen dentro del Estado, in-
cluso entre grupos que tienen opiniones
diferentes sobre asuntos relacionados con
la orientación sexual y la identidad de género,
de conformidad con el respeto a los dere-
chos humanos a que se hace referencia en
estos Principios.

PRINCIPIO 27.  El derecho a promover los
derechos humanos

Toda persona tiene derecho, individual o co-
lectivamente, a promover y procurar la pro-
tección y realización de los derechos humanos
y las libertades fundamentales en los planos
nacional e internacional, sin discriminación
por motivos de orientación sexual o identidad
de género. Esto incluye las actividades enca-

minadas a promover y proteger los derechos
de las personas de diversas orientaciones se-
xuales e identidades de género, así como el
derecho a desarrollar y debatir ideas y principios
nuevos relacionados con los derechos humanos
y a procurar la aceptación de los mismos.

Los Estados:

A. Adoptarán todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean ne-
cesarias a fin de asegurar condiciones favo-
rables para actividades encaminadas a la
promoción y realización de los derechos
humanos, incluidos los derechos pertinen-
tes a la orientación sexual y la identidad de
género;

B. Adoptarán todas las medidas apropiadas
para combatir acciones o campañas dirigidas
a defensores y defensoras de los derechos
humanos que trabajan en asuntos relacio-
nados con la orientación sexual y la identidad
de género, así como aquellas dirigidas a
defensores y defensoras de diversas orien-
taciones sexuales e identidades de género
que luchan por los derechos humanos;

C. Velarán por que las y los defensores de
los derechos humanos, con independencia
de su orientación sexual o identidad de gé-
nero y de los asuntos de derechos humanos
que defiendan, gocen de acceso a organi-
zaciones y órganos de derechos humanos
nacionales e internacionales, de participación
en estos y de comunicación con ellos, sin
discriminación ni trabas;

D. Garantizarán la protección de los defen-
sores y las defensoras de los derechos hu-
manos que trabajan en asuntos relacionados
con la orientación sexual y la identidad de
género contra toda violencia, amenaza, re-
presalia, discriminación de hecho o de de-
recho, presión o cualquier otra acción arbi-
traria perpetrada por el Estado o por agentes
no estatales en respuesta a sus actividades
en materia de derechos humanos. A los de-
fensores y defensoras de los derechos hu-
manos que trabajan en cualquier otro asunto,
debería garantizárseles la misma protección
contra tales actos basados en su orientación
sexual o identidad de género;
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ción de organizaciones que promueven y
protegen los derechos humanos de personas
de diversas orientaciones sexuales e identi-
dades de género a los niveles nacional e in-
ternacional.

PRINCIPIO 28. El derecho a recursos y resar-
cimientos efectivos

Toda víctima de una violación de los derechos
humanos, incluso de una violación basada en
la orientación sexual o la identidad de género,
tiene el derecho a recursos eficaces, adecuados
y apropiados. Las medidas adoptadas con el
propósito de brindar reparaciones a personas
de diversas orientaciones sexuales e identidades
de género, o de asegurar el adecuado desarrollo
de estas personas, son esenciales para el dere-
cho a recursos y resarcimientos efectivos.

Los Estados:

A. Establecerán los procedimientos jurídicos
necesarios, incluso mediante la revisión de
leyes y políticas, a fin de asegurar que las
víctimas de violaciones a los derechos hu-
manos por motivos de orientación sexual o
identidad de género tengan acceso a una
plena reparación a través de restitución, in-
demnización, rehabilitación, satisfacción, ga-
rantía de no repetición y/o cualquier otro
medio que resulte apropiado;

B. Garantizarán que las reparaciones sean
cumplidas e implementadas de manera
oportuna;

C. Asegurarán el establecimiento de institu-
ciones y normas efectivas para la provisión
de reparaciones y resarcimientos, además
de garantizar la capacitación de todo el per-
sonal en lo que concierne a violaciones a
los derechos humanos basadas en la orien-
tación sexual y la identidad de género;

D. Velarán por que todas las personas tengan
acceso a toda la información necesaria sobre
los procesos para obtención de reparaciones
y resarcimientos;

E. Asegurarán que se provea ayuda financiera
a aquellas personas que no puedan pagar
el costo de obtener resarcimiento y que
sea eliminado cualquier otro obstáculo, fi-

nanciero o de otra índole, que les impida
obtenerlo;

F. Garantizarán programas de capacitación y
sensibilización, incluyendo medidas dirigidas
a docentes y estudiantes en todos los niveles
de la educación pública, a colegios profe-
sionales y a potenciales violadores de los
derechos humanos, a fin de promover el
respeto a las normas internacionales de de-
rechos humanos y el cumplimiento de las
mismas, de conformidad con estos Principios,
como también para contrarrestar las actitudes
discriminatorias por motivos de orientación
sexual o identidad de género.

PRINCIPIO 29. Responsabilidad penal

Toda persona cuyos derechos humanos sean
violados, incluyendo los derechos a los que se
hace referencia en estos Principios, tiene de-
recho a que a las personas directa o indirecta-
mente responsables de dicha violación, sean
funcionarios públicos o no, se les responsabilice
penalmente por sus actos de manera propor-
cional a la gravedad de la violación. No deberá
haber impunidad para autores de violaciones a
los derechos humanos relacionadas con la
orientación sexual o la identidad de género.

Los Estados:

A. Establecerán procedimientos penales, ci-
viles, administrativos y de otra índole, así
como mecanismos de vigilancia, que sean
apropiados, accesibles y eficaces, a fin de
asegurar la responsabilidad penal de los au-
tores de violaciones a los derechos humanos
relacionadas con la orientación sexual o la
identidad de género;

B. Garantizarán que todas las denuncias de
crímenes cometidos en base a la orientación
sexual o identidad de género real o percibida
de la víctima, incluidos los crímenes descritos
en estos Principios, sean investigadas rápida
y minuciosamente y que, en aquellos casos
en que se encuentren pruebas apropiadas,
los responsables sean procesados, enjuiciados
y debidamente castigados;

C. Establecerán instituciones y procedimien-
tos independientes y eficaces que vigilen la
formulación y aplicación de leyes y políticas
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para asegurar que se elimine la discrimina-
ción por motivos de orientación sexual o
identidad de género;

D. Eliminarán cualquier obstáculo que impida
iniciar procesos penales contra personas res-
ponsables de violaciones de los derechos
humanos basadas en la orientación sexual o
la identidad de género.

Recomendaciones adicionales

Todas las personas que integran la sociedad y
la comunidad internacional tienen responsabi-
lidades concernientes a la realización de los
derechos humanos. Por lo tanto, recomenda-
mos que:

A. La Alta Comisionada de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos apoye
estos Principios, promueva su implementación
a nivel mundial y los incorpore al trabajo de
la Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos,
incluso a nivel de campo;

B. El Consejo de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas apoye estos Principios y dé
una consideración sustantiva a las violaciones
a los derechos humanos basadas en la orien-
tación sexual o la identidad de género, con
miras a promover el cumplimiento de estos
Principios por parte de los Estados;

C. Los Procedimientos Especiales de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas presten la
debida atención a las violaciones de los de-
rechos humanos basadas en la orientación
sexual o la identidad de género e incorporen
estos Principios a la implementación de sus
respectivos mandatos;

D. El Consejo Económico y Social de las Na-
ciones Unidas, de conformidad con su Re-
solución 1996/31, reconozca y acredite a
organizaciones no gubernamentales cuyo
objetivo es promover y proteger los derechos
humanos de las personas de diversas orien-
taciones sexuales o identidades de género;

E. Los Órganos de Vigilancia de los Tratados
de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das integren vigorosamente estos Principios
a la implementación de sus respectivos man-
datos, incluso a su jurisprudencia y al examen

de informes estatales, y, de resultar apropiado,
adopten Observaciones Generales u otros
textos interpretativos sobre la aplicación de
la legislación internacional de derechos hu-
manos a personas de diversas orientaciones
sexuales e identidades de género;

F. La Organización Mundial de la Salud (OMS)
y el Programa Conjunto de las Naciones
Unidas sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA) desa-
rrollen directrices sobre la prestación de ser-
vicios y cuidados de salud apropiados que
respondan a las necesidades de las personas
en lo que concierne a su orientación sexual
o identidad de género, con pleno respeto a
sus derechos y su dignidad;

G. El Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Refugiados incorpore estos Prin-
cipios en los esfuerzos encaminados a pro-
teger a personas que son perseguidas por
motivos de orientación sexual o identidad
de género, o que tienen fundados temores
de serlo, y garantice que ninguna persona
sufra discriminación basada en su orienta-
ción sexual o identidad de género en lo que
se refiere a recibir ayuda humanitaria u otros
servicios o en la determinación de la condi-
ción de refugiado;

H. Las organizaciones intergubernamentales
regionales y subregionales comprometidas
con los derechos humanos, así como los
órganos de vigilancia de los tratados de de-
rechos humanos regionales, velen por que
la promoción de estos Principios sea un
componente esencial en la implementación
de los mandatos de sus diversos mecanismos,
procedimientos y otros arreglos e iniciativas
en materia de derechos humanos;

I. Los tribunales regionales de derechos hu-
manos incorporen vigorosamente en su ju-
risprudencia en desarrollo referida a la
orientación sexual y la identidad de género
aquellos Principios que sean relevantes a los
tratados de derechos humanos de los que
son intérpretes;

J. Las organizaciones no gubernamentales
que trabajan en derechos humanos a los ni-
veles nacional, regional e internacional pro-
muevan el respeto a estos Principios dentro
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K. Las organizaciones humanitarias incorporen
estos Principios en cualquier operación hu-
manitaria o de socorro y se abstengan de
discriminar a las personas por su orientación
sexual o identidad de género en la provisión
de asistencia y otros servicios;

L. Las instituciones nacionales de derechos
humanos promuevan el respeto a estos Prin-
cipios por parte de agentes estatales y no
estatales e incorporen en su trabajo la pro-
moción y protección de los derechos hu-
manos de las personas de diversas orienta-
ciones sexuales o identidades de género;

M. Las organizaciones profesionales, inclu-
yendo aquellas en los sectores médico, de
justicia penal o civil y educativo, revisen sus
prácticas y directrices para asegurarse de
promover vigorosamente la implementación
de estos Principios;

N. Las organizaciones con fines comerciales
reconozcan su importante función tanto en
cuanto a asegurar el respeto a estos Principios
en lo que concierne a su propia fuerza de
trabajo como en cuanto a promoverlos a los
niveles nacional e internacional, y actúen de
conformidad con dicha función;

O. Los medios de comunicación eviten el
uso de estereotipos en cuanto a la orientación
sexual y la identidad de género, promuevan
la tolerancia y aceptación de la diversidad de
la orientación sexual y la identidad de género
humanas y sensibilicen al público en torno a
estas cuestiones;

P. Las agencias financiadoras gubernamentales
y privadas brinden asistencia financiera a or-
ganizaciones no gubernamentales y de otra
índole para la promoción y protección de
los derechos humanos de las personas de
diversas orientaciones sexuales e identidades
de género.

Estos Principios y Recomendaciones reflejan
la aplicación de la legislación internacional de
derechos humanos a las vidas y experiencias
de las personas de diversas orientaciones se-
xuales e identidades de género, y nada de lo
aquí dispuesto se interpretará en el sentido de

que restrinja o de alguna manera limite los de-
rechos y libertades fundamentales de dichas
personas reconocidos en las leyes o normas
internacionales, regionales o nacionales.

ANEXO

SIGNATARIOS Y SIGNATARIAS DE LOS PRINCIPIOS DE

YOGYAKARTA

Philip Alston (Australia), Relator Especial de las
Naciones Unidas sobre las ejecuciones extra-
judiciales, sumarias o arbitrarias y Profesor de
Derecho de la Escuela de Leyes de la Universidad
de Nueva York, Estados Unidos.

Maxim Anmeghichean (Moldavia), Asociación
Internacional de Lesbianas y Gays - Europa.

Mauro Cabral (Argentina), Universidad Nacional
de Córdoba / Comisión Internacional de De-
rechos Humanos para Gays y Lesbianas.

Edwin Cameron (Sudáfrica), Magistrado de la
Corte Suprema de Apelaciones, Bloemfontein,
Sudáfrica.

Sonia Onufer Corrêa (Brasil), Investigadora
Asociada de la Asociación Brasileña Interdis-
ciplinaria de SIDA (ABIA) y Co-Presidenta del
Grupo de Trabajo Internacional sobre la 
Sexualidad y Políticas Sociales, (Co-Presidenta
de la Reunión de Especialistas).

Yakin Ertürk (Turquía), Relatora Especial de las
Naciones Unidas sobre la violencia contra las
mujeres, sus causas y consecuencias, y Profesora
del Departamento de Sociología de la Univer-
sidad Técnica del Medio Oriente.

Elizabeth Evatt (Australia), ex integrante y Pre-
sidenta del Comité de las Naciones Unidas
sobre la Eliminación de la Discriminación contra
la Mujer, ex integrante del Comité de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas y Comisionada
de la Comisión Internacional de Juristas.

Paul Hunt (Nueva Zelanda), Relator Especial
de las Naciones Unidas sobre el derecho de
toda persona al disfrute del más alto nivel
posible de salud física y mental, y Profesor del
Departamento de Leyes de la Universidad de
Essex, Reino Unido.
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Asma Jahangir (Paquistán), Presidenta de la
Comisión de Derechos Humanos de Paquistán.

Maina Kiai (Kenia), Presidente de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos de Kenia.

Miloon Kothari (India), Relator Especial de las
Naciones Unidas sobre el derecho a una vivienda
adecuada.

Judith Mesquita (Reino Unido), Oficial Principal
de Investigación del Centro de Derechos Hu-
manos, Universidad de Essex, Reino Unido.

Alice M. Miller (Estados Unidos de América),
Profesora Asistente de la Escuela de Salud Pú-
blica y Co-Directora del Programa de Derechos
Humanos, Universidad de Columbia.

Sanji Mmasenono Monageng (Botswana),
Jueza de la Corte Suprema (República de Gam-
bia), Comisionada de la Comisión Africana
sobre Derechos Humanos y de los Pueblos,
Presidenta del Comité de Seguimiento sobre
la implementación de las Directrices para la
Prohibición y Prevención de la Tortura y otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes en África, o Directrices de la Isla Robben
(Comisión Africana sobre Derechos Humanos
y de los Pueblos).

Vitit Muntarbhorn (Tailandia), Relator Especial
de las Naciones Unidas sobre la situación de
los derechos humanos en la República Demo-
crática de Corea y Profesor de Leyes de la Uni-
versidad de Chulalongkorn, Tailandia, (Co-Pre-
sidente de la Reunión de Especialistas).

Lawrence Mute (Kenia), Comisionado de la
Comisión Nacional de Derechos Humanos de
Kenia.

Manfred Nowak (Austria), Profesor y Co-Director
del Instituto Ludwig Boltzmann de Derechos
Humanos, Austria, y Relator Especial de las
Naciones Unidas sobre la tortura y otros tratos
crueles, inhumanos y degradantes.

Ana Elena Obando Mendoza (Costa Rica),
abogada feminista, activista por los derechos
de las mujeres y consultora internacional.

Michael O’Flaherty (Irlanda), Miembro del Co-
mité de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas, Profesor de Derechos Humanos y Co-

Director del Centro de Derecho Humanitario
de la Universidad de Nottingham (Relator para
el desarrollo de los Principios de Yogyakarta).

Sunil Pant (Nepal), Presidente de la Sociedad
Diamante Azul, Nepal.

Dimitrina Petrova (Bulgaria), Directora Ejecutiva
del Fondo para la Igualdad de Derechos.

Rudi Muhammad Rizki (Indonesia), Relator Es-
pecial de las Naciones Unidas sobre los derechos
humanos y la solidaridad internacional, Cate-
drático y Vice-Decano de Asuntos Académicos
de la Facultad de Leyes de la Universidad de
Padjadjaran, Indonesia.

Mary Robinson (Irlanda), Fundadora de Reali-
zando los Derechos: La Iniciativa por una Glo-
balización Ética, ex Presidenta de Irlanda y ex
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos.

Nevena Vuckovic Sahovic (Serbia y Montene-
gro), Integrante del Comité de los Derechos
del Niño, de las Naciones Unidas, y Presidenta
del Centro para los Derechos de la Infancia,
Belgrado, Serbia y Montenegro.

Martin Scheinin (Finlandia), Relator Especial
de las Naciones Unidas para la protección de
los derechos humanos en la lucha contra el
terrorismo, Profesor de Derecho Constitucional
e Internacional y Director del Instituto para los
Derechos Humanos.

Wan Yanhai (China), Fundador del Proyecto
de Acción AIZHI y Director del Instituto Aizhixing
de Educación sobre Salud de Pekín.

Stephen Whittle (Reino Unido), Profesor de
Derecho sobre Igualdades de la Universidad
Metropolitana de Manchester.

Roman Wieruszewski (Polonia), Miembro del
Comité de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas y Director del Centro Poznan para los
Derechos Humanos, Polonia.

Robert Wintemute (Canadá y Reino Unido),
Profesor de Legislación en Derechos Humanos
de la Escuela de Leyes, King’s College, Londres,
Reino Unido.
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Documentos Nacionales

LEY NACIONAL DE SIDA Nº 23.798 (1990)
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/resaltaranexos/0-4999/199/norma.htm

SALUD PÚBLICA

Ley Nº 23.798

Declárase de interés nacional a la lucha contra
el síndrome de inmunodeficiencia adquirida.

Sancionada: Agosto 16 de 1990.

Promulgada de Hecho: Setiembre 14 de 1990.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1º — Declárase de interés nacional
a la lucha contra el Síndrome de Inmunodefi-
ciencia Adquirida, entendiéndose por tal a la
detección e investigación de sus agentes cau-
sales, el diagnóstico y tratamiento de la enfer-
medad, su prevención, asistencia y rehabilitación,
incluyendo la de sus patologías derivadas, como
así también las medidas tendientes a evitar su
propagación, en primer lugar la educación de
la población.

ARTÍCULO 2º — Las disposiciones de la presente
ley y de las normas complementarias que se
establezcan, se interpretarán teniendo presente
que en ningún caso pueda:

a) Afectar la dignidad de la persona;

b) Producir cualquier efecto de marginación,
estigmatización, degradación o humillación;

c) Exceder el marco de las excepciones

legales taxativas al secreto médico que siempre
se interpretarán en forma restrictiva;

d) Incursionar en el ámbito de privacidad de
cualquier habitante de la Nación argentina;

e) Individualizar a las personas a través de fi-
chas, registros o almacenamiento de datos,
los cuales, a tales efectos, deberán llevarse
en forma codificada.

ARTÍCULO 3º — Las disposiciones de la presente
ley serán de aplicación en todo el territorio de
la República. La autoridad de aplicación será el
Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación,
a través de la Subsecretaría de Salud, la que
podrá concurrir a cualquier parte del país para
contribuir al cumplimiento de esta ley. Su eje-
cución en cada jurisdicción estará a cargo de
las respectivas autoridades sanitarias a cuyos
fines podrán dictar las normas complementarias
que consideren necesarias para el mejor cum-
plimiento de la misma y su reglamentación.

ARTÍCULO 4º — A los efectos de esta ley, las
autoridades sanitarias deberán:

a) Desarrollar programas destinados al cum-
plimiento de las acciones descriptas en el
art. 1º, gestionando los recursos para su fi-
nanciación y ejecución;

b) Promover la capacitación de recursos hu-
manos y propender al desarrollo de actividades
de investigación, coordinando sus actividades
con otros organismos públicos y privados,

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/resaltaranexos/0-4999/199/norma.htm
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ternacionales;

c) Aplicar métodos que aseguren la efectivi-
dad de los requisitos de máxima calidad y se-
guridad;

d) Cumplir con el sistema de información
que se establezca;

e) Promover la concertación de acuerdos in-
ternacionales para la formulación y desarrollo
de programas comunes relacionados con
los fines de esta ley;

f) El Poder Ejecutivo arbitrará medidas para
llevar a conocimiento de la población las ca-
racterísticas del SIDA, las posibles causas o
medios de transmisión y contagio, las medidas
aconsejables de prevención y los tratamientos
adecuados para su curación, en forma tal
que se evite la difusión inescrupulosa de no-
ticias interesadas.

ARTÍCULO 5º — El Poder Ejecutivo establecerá
dentro de los 60 días de promulgada esta ley,
las medidas a observar en relación a la población
de instituciones cerradas o semicerradas, dic-
tando las normas de bioseguridad destinadas a
la detección de infectados, prevención de la
propagación del virus, el control y tratamiento
de los enfermos y la vigilancia y protección del
personal actuante.

ARTÍCULO 6º — Los profesionales que asistan
a personas integrantes de grupos en riesgo de
adquirir el síndrome de inmunodeficiencia están
obligados a prescribir las pruebas diagnósticas
adecuadas para la detección directa o indirecta
de la infección.

ARTÍCULO 7º  — Declárase obligatoria la de-
tección del virus y de sus anticuerpos en la
sangre humana destinada a transfusión, elabo-
ración de plasma u otros de los derivados san-
guíneos de origen humano para cualquier uso
terapéutico. Declárase obligatoria, además, la
mencionada investigación en los donantes de
órganos para trasplante y otros usos humanos,
debiendo ser descartadas las muestras de
sangre, hemoderivados y órganos para trasplante
que muestren positividad.

ARTÍCULO 8º — Los profesionales que detecten
el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) o

posean presunción fundada de que un individuo
es portador, deberán informarle sobre el carácter
infecto-contagioso del mismo, los medios y
formas de transmitirlo y su derecho a recibir
asistencia adecuada.

ARTÍCULO 9º — Se incorporará a los controles
actualmente en vigencia para inmigrantes que
soliciten su radicación definitiva en el país, la
realización de las pruebas de rastreo que de-
termine la autoridad de aplicación para la de-
tección del VIH.

ARTÍCULO 10 — La notificación de casos de
enfermos de SIDA deberá ser practicada dentro
de las cuarenta y ocho horas de confirmado el
diagnóstico, en los términos y formas estable-
cidas por la ley 15.465. En idénticas condiciones
se comunicará el fallecimiento de un enfermo
y las causas de su muerte.

ARTÍCULO 11 — Las autoridades sanitarias de
los distintos ámbitos de aplicación de esta ley
establecerán y mantendrán actualizada, con
fines estadísticos y epidemiológicos, la infor-
mación de sus áreas de influencia correspon-
diente a la prevalencia e incidencia de portadores,
infectados y enfermos con el virus de la IDH,
así como también los casos de fallecimiento y
las causas de su muerte.

Sin perjuicio de la notificación obligatoria de
los prestadores, las obras sociales deberán pre-
sentar al INOS una actualización mensual de
esta estadística. Todo organismo, institución o
entidad pública o privada, dedicado a la pro-
moción y atención de la salud tendrá amplio
acceso a ella. Las provincias podrán adherir a
este sistema de información, con los fines es-
pecificados en el presente artículo.

ARTÍCULO 12 — La autoridad nacional de apli-
cación establecerá las normas de bioseguridad
a las que estará sujeto el uso de material califi-
cado o no como descartable. El incumplimiento
de esas normas será considerado falta gravísima
y la responsabilidad de dicha falta recaerá sobre
el personal que las manipule, como también
sobre los propietarios y la dirección técnica de
los establecimientos.

ARTÍCULO 13  — Los actos u omisiones que
impliquen transgresión a las normas de profilaxis
de esta ley y a las reglamentaciones que se
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dicten en consecuencia, serán considerados
faltas administrativas, sin perjuicio de cualquier
otra responsabilidad civil o penal en que pudieran
estar incursos los infractores.

ARTÍCULO 14 — Los infractores a los que se re-
fiere el artículo anterior serán sancionados por la
autoridad sanitaria competente, de acuerdo a la
gravedad y/o reincidencia de la infracción con:

a) Multa graduable entre 10 y 100 salarios
mínimo, vital y móvil;

b) Inhabilitación en el ejercicio profesional
de un mes a cinco años;

c) Clausura total o parcial, temporaria o defi-
nitiva del consultorio, clínica, instituto, sana-
torio, laboratorio o cualquier otro local o es-
tablecimiento donde actuaren las personas
que hayan cometido la infracción.

Las sanciones establecidas en los incisos pre-
cedentes podrán aplicarse independientemente
o conjuntamente en función de las circunstancias
previstas en la primera parte de este artículo.

En caso de reincidencia, se podrá incrementar
hasta el décuplo la sanción aplicada.

ARTÍCULO 15  — A los efectos determinados
en este título se considerarán reincidentes a
quienes, habiendo sido sancionados, incurran
en una nueva infracción dentro del término de
cuatro (4) años contados desde la fecha en
que haya quedado firme la sanción anterior,
cualquiera fuese la autoridad sanitaria que la
impusiera.

ARTÍCULO 16 — El monto recaudado en con-
cepto de multas que por intermedio de esta
ley aplique la autoridad sanitaria nacional, in-
gresará a la cuenta especial Fondo Nacional de
la Salud, dentro de la cual se contabilizará por
separado y deberá utilizarse exclusivamente en
erogaciones que propendan al logro de los
fines indicados en el art. 1º.

El producto de las multas que apliquen las au-
toridades sanitarias provinciales y de la Munici-
palidad de la Ciudad de Buenos Aires, ingresará
de acuerdo con lo que al respecto se disponga
en cada jurisdicción, debiéndose aplicar con la
finalidad indicada en el párrafo anterior.

ARTÍCULO 17  — Las infracciones a esta ley
serán sancionadas por la autoridad sanitaria

competente previo sumario, con audiencia de
prueba y defensa a los imputados. La constancia
del acta labrada en forma, al tiempo de verificarse
la infracción, y en cuanto no sea enervada por
otros elementos de juicio, podrá ser considerada
como plena prueba de la responsabilidad de
los imputados.

ARTÍCULO 18 — La falta de pago de las multas
aplicadas hará exigible su cobro por ejecución
fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo
el testimonio autenticado de la resolución con-
denatoria firme.

ARTÍCULO 19 — En cada provincia los proce-
dimientos se ajustarán a lo que al respecto re-
suelvan las autoridades competentes de cada
jurisdicción, de modo concordante con las dis-
posiciones de este título.

ARTÍCULO 20  — Las autoridades sanitarias a
las que corresponda actuar de acuerdo a lo
dispuesto en el art. 3º de esta ley están facultadas
para verificar su cumplimiento y el de sus dis-
posiciones reglamentarias mediante inspeccio-
nes y/o pedidos de informes según estime per-
tinente. A tales fines, sus funcionarios autorizados
tendrán acceso a cualquier lugar previsto en la
presente ley y podrán proceder a la intervención
o secuestro de elementos probatorios de su
inobservancia. A estos efectos podrán requerir
el auxilio de la fuerza pública o solicitar orden
de allanamiento de los jueces competentes.

ARTÍCULO 21 — Los gastos que demande el
cumplimiento de lo dispuesto en el art. 4º de
la presente ley serán solventados por la Nación,
imputados a rentas generales y por los respec-
tivos presupuestos de cada jurisdicción.

ARTÍCULO 22 — El Poder Ejecutivo reglamentará
las disposiciones de esta ley con el alcance na-
cional dentro de los sesenta días de su promul-
gación.

ARTÍCULO 23 — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo. — ALBERTO R. PIERRI. — EDUARDO A.
DUHALDE. — Esther H. Pereyra Arandía de
Pérez Pardo. — Hugo R. Flombaum.

DADA LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO
ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS DIECI-
SEIS DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO MIL
NOVECIENTOS NOVENTA.
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SALUD PÚBLICA

Ley 25.673

Créase el Programa Nacional de Salud Sexual
y Procreación Responsable, en el ámbito del
Ministerio de Salud. Objetivos.

Sancionada: Octubre 30 de 2002.

Promulgada de Hecho: Noviembre 21 de
2002.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1° — Créase el Programa Nacional
de Salud Sexual y Procreación Responsable en
el ámbito del Ministerio de Salud.

ARTÍCULO 2° — Serán objetivos de este pro-
grama:

a) Alcanzar para la población el nivel más
elevado de salud sexual y procreación res-
ponsable con el fin de que pueda adoptar
decisiones libres de discriminación, coac-
ciones o violencia;

b) Disminuir la morbimortalidad materno-in-
fantil;

c) Prevenir embarazos no deseados;

d) Promover la salud sexual de los adoles-
centes;

e) Contribuir a la prevención y detección
precoz de enfermedades de transmisión 
sexual, de vih/sida y patologías genital y ma-
marias;

f) Garantizar a toda la población el acceso a
la información, orientación, métodos y pres-
taciones de servicios referidos a la salud
sexual y procreación responsable;

g) Potenciar la participación femenina en la
toma de decisiones relativas a su salud sexual
y procreación responsable.

ARTÍCULO 3° — El programa está destinado a
la población en general, sin discriminación al-
guna.

ARTÍCULO 4° — La presente ley se inscribe en
el marco del ejercicio de los derechos y obli-
gaciones que hacen a la patria potestad. En to-
dos los casos se considerará primordial la sa-
tisfacción del interés superior del niño en el
pleno goce de sus derechos y garantías con-
sagrados en la Convención Internacional de
los Derechos del Niño (Ley 23.849).

ARTÍCULO 5° — El Ministerio de Salud en coor-
dinación con los Ministerios de Educación y de
Desarrollo Social y Medio Ambiente tendrán a
su cargo la capacitación de educadores, traba-
jadores sociales y demás operadores comunita-
rios a fin de formar agentes aptos para:

a) Mejorar la satisfacción de la demanda por
parte de los efectores y agentes de salud;

b) Contribuir a la capacitación, perfecciona-
miento y actualización de conocimientos
básicos, vinculados a la salud sexual y a la
procreación responsable en la comunidad
educativa;

c) Promover en la comunidad espacios de
reflexión y acción para la aprehensión de
conocimientos básicos vinculados a este
programa;

d) Detectar adecuadamente las conductas
de riesgo y brindar contención a los grupos
de riesgo, para lo cual se buscará fortalecer
y mejorar los recursos barriales y comunitarios
a fin de educar, asesorar y cubrir todos los
niveles de prevención de enfermedades de
transmisión sexual, vih/sida y cáncer genital
y mamario.

LEY NACIONAL Nº 25.673: PROGRAMA NACIONAL DE 
SALUD SEXUAL Y PROCREACIÓN RESPONSABLE (2002)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/79831/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/79831/norma.htm
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ARTÍCULO 6° — La transformación del modelo
de atención se implementará reforzando la
calidad y cobertura de los servicios de salud
para dar respuestas eficaces sobre salud sexual
y procreación responsable. A dichos fines se
deberá:

a) Establecer un adecuado sistema de control
de salud para la detección temprana de las
enfermedades de transmisión sexual, vih/sida
y cáncer genital y mamario. Realizar diag-
nóstico, tratamiento y rehabilitación;

b) A demanda de los beneficiarios y sobre la
base de estudios previos, prescribir y sumi-
nistrar los métodos y elementos anticon-
ceptivos que deberán ser de carácter rever-
sible, no abortivos y transitorios, respetando
los criterios o convicciones de los destinata-
rios, salvo contraindicación médica específica
y previa información brindada sobre las ven-
tajas y desventajas de los métodos naturales
y aquellos aprobados por la ANMAT;

c) Efectuar controles periódicos posteriores
a la utilización del método elegido.

ARTÍCULO 7° — Las prestaciones mencionadas
en el artículo anterior serán incluidas en el
Programa Médico Obligatorio (PMO), en el no-
menclador nacional de prácticas médicas y en
el nomenclador farmacológico.

Los servicios de salud del sistema público, de
la seguridad social de salud y de los sistemas
privados las incorporarán a sus coberturas, en
igualdad de condiciones con sus otras presta-
ciones.

ARTÍCULO 8° — Se deberá realizar la difusión
periódica del presente programa.

ARTÍCULO 9°  — Las instituciones educativas
públicas de gestión privada confesionales o
no, darán cumplimiento a la presente norma
en el marco de sus convicciones.

ARTÍCULO 10. — Las instituciones privadas de
carácter confesional que brinden por sí o por
terceros servicios de salud, podrán con funda-
mento en sus convicciones, exceptuarse del
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6°,
inciso b), de la presente ley.

ARTÍCULO 11.  — La autoridad de aplicación
deberá:

a) Realizar la implementación, seguimiento
y evaluación del programa;

b) Suscribir convenios con las provincias y
con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
para que cada una organice el programa en
sus respectivas jurisdicciones para lo cual
percibirán las partidas del Tesoro nacional
previstas en el presupuesto. El no cumpli-
miento del mismo cancelará las transferencias
acordadas. En el marco del Consejo Federal
de Salud, se establecerán las alícuotas que
correspondan a cada provincia y a la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 12.  — El gasto que demande el
cumplimiento del programa para el sector pú-
blico se imputará a la jurisdicción 80 - Ministerio
de Salud, Programa Nacional de Salud Sexual
y Procreación Responsable, del Presupuesto
General de la Administración Nacional.

ARTÍCULO 13. — Se invita a las provincias y a
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir
a las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 14. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo. DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL
CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES,
A LOS TREINTA DIAS DEL MES DE OCTUBRE
DEL AÑO DOS MIL DOS.

— REGISTRADA BAJO EL N° 25.673 —

EDUARDO CAMAÑO. — JUAN C. MAQUEDA.
— Eduardo Rollano. — Juan C. Oyarzún.
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S LEY Nº 25.808: MODIFICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 1º LEY 25.808. PROHIBICIÓN EN

ESTABLECIMIENTOS DE EDUCACIÓN PÚBLICA DE IMPEDIR 
LA PROSECUCIÓN NORMAL DE LOS ESTUDIOS A ALUMNAS

EMBARAZADAS O MADRES EN PERIODO DE LACTANCIA (2003)
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2003_ley25808_arg_0.pdf

LEY 25.808

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 25.584

PROHIBICIÓN EN ESTABLECIMIENTOS DE EDUCACIÓN PÚBLICA DE IMPEDIR LA PROSECUCIÓN
NORMAL DE LOS ESTUDIOS A ALUMNAS EMBARAZADAS O MADRES EN PERIODO DE LAC-
TANCIA

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de ley: 

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 25.584, el que quedará redactado de la
siguiente manera:

“Artículo 1º.- Se prohíbe a los directivos o responsables de los establecimientos oficiales y
privados de educación pública de todo el país, en todos los niveles del sistema y de cualquier
modalidad, la adopción de acciones institucionales que impidan o perturben el inicio o
prosecución normal de sus estudios a las estudiantes en estado de gravidez o durante el
período de lactancia y a los estudiantes en su carácter de progenitores. Las autoridades
educativas del respectivo establecimiento estarán obligadas, en cuanto a la estudiante
embarazada, a autorizar los permisos que, en razón de su estado, sean necesarios para
garantizar tanto su salud física y psíquica como la del ser durante su gestación y el
correspondiente período de lactancia”. 

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. Dada en la Sala de Sesiones del Congreso
Argentino, en Buenos Aires, a los cinco días del mes de noviembre de dos mil tres. 

Sanción.- 5 de noviembre de 2003 

Promulgación.- 27 de noviembre de 2003

Publicación B.O.- 28 de noviembre de 2003

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2003_ley25808_arg_0.pdf
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LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL 
DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS,
NIÑOS Y ADOLESCENTES

Ley 26.061

Disposiciones generales. Objeto. Principios,
Derechos y Garantías. Sistema de Protección
Integral de los Derechos de las Niñas, Niños
y Adolescentes. Órganos Administrativos de
Protección de Derechos. Financiamiento. Dis-
posiciones complementarias.

Sancionada: Septiembre 28 de 2005

Promulgada de Hecho: Octubre 21 de 2005

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1°  — OBJETO. Esta ley tiene por
objeto la protección integral de los derechos
de las niñas, niños y adolescentes que se en-
cuentren en el territorio de la República Ar-
gentina, para garantizar el ejercicio y disfrute
pleno, efectivo y permanente de aquellos re-
conocidos en el ordenamiento jurídico nacional
y en los tratados internacionales en los que la
Nación sea parte.

Los derechos aquí reconocidos están asegu-
rados por su máxima exigibilidad y sustentados
en el principio del interés superior del niño.

La omisión en la observancia de los deberes
que por la presente corresponden a los órganos
gubernamentales del Estado habilita a todo
ciudadano a interponer las acciones adminis-
trativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio
y goce de tales derechos, a través de medidas
expeditas y eficaces.

ARTÍCULO 2° — APLICACIÓN OBLIGATORIA.
La Convención sobre los Derechos del Niño
es de aplicación obligatoria en las condiciones
de su vigencia, en todo acto, decisión o medida
administrativa, judicial o de cualquier naturaleza
que se adopte respecto de las personas hasta
los dieciocho años de edad. Las niñas, niños o
adolescentes tienen derecho a ser oídos y
atendidos cualquiera sea la forma en que se
manifiesten, en todos los ámbitos.

Los derechos y las garantías de los sujetos de
esta ley son de orden público, irrenunciables,
interdependientes, indivisibles e intransigibles.

ARTÍCULO 3°  — INTERÉS SUPERIOR. A los
efectos de la presente ley se entiende por
interés superior de la niña, niño y adolescente
la máxima satisfacción, integral y simultánea
de los derechos y garantías reconocidos en
esta ley.

Debiéndose respetar: 

a) Su condición de sujeto de derecho; 

b) El derecho de las niñas, niños y adoles-
centes a ser oídos y que su opinión sea
tenida en cuenta; 

c) El respeto al pleno desarrollo personal de
sus derechos en su medio familiar, social y
cultural; 

d) Su edad, grado de madurez, capacidad
de discernimiento y demás condiciones per-
sonales; 

e) El equilibrio entre los derechos y garantías
de las niñas, niños y adolescentes y las exi-
gencias del bien común; 

f) Su centro de vida. Se entiende por centro
de vida el lugar donde las niñas, niños y
adolescentes hubiesen transcurrido en con-
diciones legítimas la mayor parte de su exis-
tencia.

LEY NACIONAL Nº 26.061: 
LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL 

DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES (2005)
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley_de_proteccion_integral_0.pdf

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley_de_proteccion_integral_0.pdf
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pautas a las que se ajustarán el ejercicio de la
misma, filiación, restitución del niño, la niña o
el adolescente, adopción, emancipación y
toda circunstancia vinculada a las anteriores
cualquiera sea el ámbito donde deba desem-
peñarse.

Cuando exista conflicto entre los derechos e
intereses de las niñas, niños y adolescentes
frente a otros derechos e intereses igualmente
legítimos, prevalecerán los primeros.

ARTÍCULO 4°  — POLÍTICAS PÚBLICAS. Las
políticas públicas de la niñez y adolescencia se
elaborarán de acuerdo a las siguientes pautas: 

a) Fortalecimiento del rol de la familia en la
efectivización de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes; 

b) Descentralización de los organismos de
aplicación y de los planes y programas es-
pecíficos de las distintas políticas de protección
de derechos, a fin de garantizar mayor auto-
nomía, agilidad y eficacia; 

c) Gestión asociada de los organismos de
gobierno en sus distintos niveles en coordi-
nación con la sociedad civil, con capacitación
y fiscalización permanente; 

d) Promoción de redes intersectoriales locales; 

e) Propiciar la constitución de organizaciones
y organismos para la defensa y protección
de los derechos de las niñas, niños y adoles-
centes.

ARTÍCULO 5° — RESPONSABILIDAD GUBER-
NAMENTAL. Los Organismos del Estado tienen
la responsabilidad indelegable de establecer,
controlar y garantizar el cumplimiento de las
políticas públicas con carácter federal.

En la formulación y ejecución de políticas pú-
blicas y su prestación, es prioritario para los
Organismos del Estado mantener siempre pre-
sente el interés superior de las personas sujetos
de esta ley y la asignación privilegiada de los
recursos públicos que las garanticen.

Toda acción u omisión que se oponga a este
principio constituye un acto contrario a los de-
rechos fundamentales de las niñas, niños y
adolescentes.

Las políticas públicas de los Organismos del

Estado deben garantizar con absoluta prioridad
el ejercicio de los derechos de las niñas, niños
y adolescentes.

La prioridad absoluta implica: 

1.- Protección y auxilio en cualquier circuns-
tancia; 

2.- Prioridad en la exigibilidad de la protección
jurídica cuando sus derechos colisionen con
los intereses de los adultos, de las personas
jurídicas privadas o públicas; 

3.- Preferencia en la atención, formulación y
ejecución de las políticas públicas; 

4.- Asignación privilegiada e intangibilidad
de los recursos públicos que las garantice; 

5.- Preferencia de atención en los servicios
esenciales.

ARTÍCULO 6°  — PARTICIPACIÓN COMUNI-
TARIA. La Comunidad, por motivos de solidaridad
y en ejercicio de la democracia participativa,
debe y tiene derecho a ser parte activa en el
logro de la vigencia plena y efectiva de los de-
rechos y garantías de las niñas, niños y adoles-
centes.

ARTÍCULO 7° — RESPONSABILIDAD FAMILIAR.
La familia es responsable en forma prioritaria
de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el
disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus de-
rechos y garantías.

El padre y la madre tienen responsabilidades y
obligaciones comunes e iguales en lo que res-
pecta al cuidado, desarrollo y educación integral
de sus hijos.

Los Organismos del Estado deben asegurar
políticas, programas y asistencia apropiados
para que la familia pueda asumir adecuadamente
esta responsabilidad, y para que los padres
asuman, en igualdad de condiciones, sus res-
ponsabilidades y obligaciones.

TÍTULO II

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 8°  — DERECHO A LA VIDA. Las
niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
la vida, a su disfrute, protección y a la obtención
de una buena calidad de vida.



  93

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S N
A

C
IO

N
A

LES

ARTÍCULO 9° — DERECHO A LA DIGNIDAD Y
A LA INTEGRIDAD PERSONAL. Las niñas, niños
y adolescentes tienen derecho a la dignidad
como sujetos de derechos y de personas en
desarrollo; a no ser sometidos a trato violento,
discriminatorio, vejatorio, humillante, intimida-
torio; a no ser sometidos a ninguna forma de
explotación económica, torturas, abusos o ne-
gligencias, explotación sexual, secuestros o
tráfico para cualquier fin o en cualquier forma
o condición cruel o degradante.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a su integridad física, sexual, psíquica y moral.

La persona que tome conocimiento de malos
tratos, o de situaciones que atenten contra la
integridad psíquica, física, sexual o moral de un
niño, niña o adolescente, o cualquier otra vio-
lación a sus derechos, debe comunicar a la au-
toridad local de aplicación de la presente ley.

Los Organismos del Estado deben garantizar
programas gratuitos de asistencia y atención
integral que promuevan la recuperación de
todas las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 10. — DERECHO A LA VIDA PRIVADA
E INTIMIDAD FAMILIAR. Las niñas, niños y ado-
lescentes tienen derecho a la vida privada e in-
timidad de y en la vida familiar.

Estos derechos no pueden ser objeto de inje-
rencias arbitrarias o ilegales.

ARTÍCULO 11. — DERECHO A LA IDENTIDAD.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a un nombre, a una nacionalidad, a su lengua
de origen, al conocimiento de quiénes son sus
padres, a la preservación de sus relaciones fa-
miliares de conformidad con la ley, a la cultura
de su lugar de origen y a preservar su identidad
e idiosincrasia, salvo la excepción prevista en
los artículos 327 y 328 del Código Civil.

Los Organismos del Estado deben facilitar y
colaborar en la búsqueda, localización u ob-
tención de información, de los padres u otros
familiares de las niñas, niños y adolescentes
facilitándoles el encuentro o reencuentro
familiar. Tienen derecho a conocer a sus padres
biológicos, y a crecer y desarrollarse en su
familia de origen, a mantener en forma regular
y permanente el vínculo personal y directo
con sus padres, aun cuando éstos estuvieran

separados o divorciados, o pesara sobre cual-
quiera de ellos denuncia penal o sentencia,
salvo que dicho vínculo, amenazare o violare
alguno de los derechos de las niñas, niños y
adolescentes que consagra la ley.

En toda situación de institucionalización de los
padres, los Organismos del Estado deben ga-
rantizar a las niñas, niños y adolescentes el vín-
culo y el contacto directo y permanente con
aquéllos, siempre que no contraríe el interés
superior del niño.

Sólo en los casos en que ello sea imposible y
en forma excepcional tendrán derecho a vivir,
ser criados y desarrollarse en un grupo familiar
alternativo o a tener una familia adoptiva, de
conformidad con la ley.

ARTÍCULO 12. — GARANTÍA ESTATAL DE IDEN-
TIFICACIÓN. INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO
DEL ESTADO Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS.
Los Organismos del Estado deben garantizar
procedimientos sencillos y rápidos para que
los recién nacidos sean identificados en forma
gratuita, obligatoria, oportuna e inmediatamente
después de su nacimiento, estableciendo el
vínculo filial con la madre, conforme al proce-
dimiento previsto en la Ley N° 24.540.

Ante la falta de documento que acredite la
identidad de la madre o del padre, los Organis-
mos del Estado deberán arbitrar los medios
necesarios para la obtención de la identificación
obligatoria consignada en el párrafo anterior,
circunstancia que deberá ser tenida especial-
mente en cuenta por la reglamentación de
esta ley.

Debe facilitar la adopción de medidas específicas
para la inscripción gratuita en el Registro del
Estado y Capacidad de las Personas, de todos
aquellos adolescentes y madres, que no hayan
sido inscriptos oportunamente.

ARTÍCULO 13. — DERECHO A LA DOCUMEN-
TACIÓN. Las niñas, niños, adolescentes y
madres indocumentadas, tienen derecho a ob-
tener los documentos públicos que comprue-
ben su identidad, de conformidad con la nor-
mativa vigente y en los términos que establece
el procedimiento previsto en la Ley N° 24.540.

ARTÍCULO 14. — DERECHO A LA SALUD. Los
Organismos del Estado deben garantizar: 
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las pautas familiares y culturales reconocidas
por la familia y la comunidad a la que perte-
necen siempre que no constituyan peligro
para su vida e integridad; 

b) Programas de asistencia integral, rehabili-
tación e integración; 

c) Programas de atención, orientación y asis-
tencia dirigidos a su familia; 

d) Campañas permanentes de difusión y
promoción de sus derechos dirigidas a la
comunidad a través de los medios de co-
municación social.

Toda institución de salud deberá atender prio-
ritariamente a las niñas, niños y adolescentes y
mujeres embarazadas.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a la atención integral de su salud, a recibir la
asistencia médica necesaria y a acceder en
igualdad de oportunidades a los servicios y ac-
ciones de prevención, promoción, información,
protección, diagnóstico precoz, tratamiento
oportuno y recuperación de la salud.

ARTÍCULO 15. — DERECHO A LA EDUCACIÓN.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a la educación pública y gratuita, atendiendo
a su desarrollo integral, su preparación para el
ejercicio de la ciudadanía, su formación para
la convivencia democrática y el trabajo, res-
petando su identidad cultural y lengua de ori-
gen, su libertad de creación y el desarrollo
máximo de sus competencias individuales;
fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto
por los derechos humanos, tolerancia, identidad
cultural y conservación del ambiente.

Tienen derecho al acceso y permanencia en
un establecimiento educativo cercano a su re-
sidencia. En el caso de carecer de documenta-
ción que acredite su identidad, se los deberá
inscribir provisoriamente, debiendo los Orga-
nismos del Estado arbitrar los medios destinados
a la entrega urgente de este documento.

Por ninguna causa se podrá restringir el acceso
a la educación debiendo entregar la certifica-
ción o diploma correspondiente.

Las niñas, niños y adolescentes con capacidades
especiales tienen todos los derechos y garantías

consagrados y reconocidos por esta ley, además
de los inherentes a su condición específica.

Los Organismos del Estado, la familia y la so-
ciedad deben asegurarles el pleno desarrollo
de su personalidad hasta el máximo de sus
potencialidades, así como el goce de una vida
plena y digna.

ARTÍCULO 16. — GRATUIDAD DE LA EDUCA-
CIÓN. La educación pública será gratuita en
todos los servicios estatales, niveles y regímenes
especiales, de conformidad con lo establecido
en el ordenamiento jurídico vigente.

ARTÍCULO 17.  — PROHIBICIÓN DE DISCRI-
MINAR POR ESTADO DE EMBARAZO, MATER-
NIDAD Y PATERNIDAD. Prohíbese a las institu-
ciones educativas públicas y privadas imponer
por causa de embarazo, maternidad o pater-
nidad, medidas correctivas o sanciones disci-
plinarias a las niñas, niños y adolescentes.

Los Organismos del Estado deben desarrollar
un sistema conducente a permitir la continuidad
y la finalización de los estudios de las niñas,
niños y adolescentes.

La mujer privada de su libertad será especial-
mente asistida durante el embarazo y el parto,
y se le proveerán los medios materiales para
la crianza adecuada de su hijo mientras éste
permanezca en el medio carcelario, facilitán-
dose la comunicación con su familia a efectos
de propiciar su integración a ella.

ARTÍCULO 18. — MEDIDAS DE PROTECCIÓN
DE LA MATERNIDAD Y PATERNIDAD. Las me-
didas que conforman la protección integral se
extenderán a la madre y al padre durante el
embarazo, el parto y al período de lactancia,
garantizando condiciones dignas y equitativas
para el adecuado desarrollo de su embarazo y
la crianza de su hijo.

ARTÍCULO 19. — DERECHO A LA LIBERTAD.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a la libertad.

Este derecho comprende: 

a) Tener sus propias ideas, creencias o culto
religioso según el desarrollo de sus facultades
y con las limitaciones y garantías consagradas
por el ordenamiento jurídico y ejercerlo
bajo la orientación de sus padres, tutores,
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representantes legales o encargados de los
mismos; 

b) Expresar su opinión en los ámbitos de su
vida cotidiana, especialmente en la familia,
la comunidad y la escuela; 

c) Expresar su opinión como usuarios de
todos los servicios públicos y, con las limita-
ciones de la ley, en todos los procesos judi-
ciales y administrativos que puedan afectar
sus derechos.

Las personas sujetos de esta ley tienen derecho
a su libertad personal, sin más límites que los
establecidos en el ordenamiento jurídico vigente.
No pueden ser privados de ella ilegal o arbitra-
riamente.

La privación de libertad personal, entendida
como ubicación de la niña, niño o adolescente
en un lugar de donde no pueda salir por su
propia voluntad, debe realizarse de conformidad
con la normativa vigente.

ARTÍCULO 20. — DERECHO AL DEPORTE Y
JUEGO RECREATIVO. Los Organismos del Es-
tado con la activa participación de la sociedad,
deben establecer programas que garanticen
el derecho de todas las niñas, niños y adoles-
centes a la recreación, esparcimiento, juegos
recreativos y deportes, debiendo asegurar pro-
gramas específicos para aquellos con capaci-
dades especiales.

ARTÍCULO 21.  — DERECHO AL MEDIO AM-
BIENTE. Las niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado, así como a la preservación y disfrute
del paisaje.

ARTÍCULO 22. — DERECHO A LA DIGNIDAD.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a ser respetados en su dignidad, reputación y
propia imagen.

Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos,
informaciones o imágenes que permitan iden-
tificar, directa o indirectamente a los sujetos
de esta ley, a través de cualquier medio de co-
municación o publicación en contra de su vo-
luntad y la de sus padres, representantes legales
o responsables, cuando se lesionen su dignidad
o la reputación de las niñas, niños y adolescentes
o que constituyan injerencias arbitrarias o
ilegales en su vida privada o intimidad familiar.

ARTÍCULO 23. — DERECHO DE LIBRE ASO-
CIACIÓN. Las niñas, niños y adolescentes tienen
derecho de asociarse libremente con otras
personas, con fines sociales, culturales, depor-
tivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales
o de cualquier otra índole, siempre que sean
de carácter lícito y de conformidad a la legisla-
ción vigente. Este derecho comprende, espe-
cialmente, el derecho a: 

a) Formar parte de asociaciones, inclusive
de sus órganos directivos; 

b) Promover y constituir asociaciones con-
formadas exclusivamente por niñas, niños,
adolescentes o ambos, de conformidad con
la ley.

ARTÍCULO 24.  — DERECHO A OPINAR Y A
SER OIDO. Las niñas, niños y adolescentes
tienen derecho a: 

a) Participar y expresar libremente su opinión
en los asuntos que les conciernan y en aque-
llos que tengan interés; 

b) Que sus opiniones sean tenidas en cuenta
conforme a su madurez y desarrollo.

Este derecho se extiende a todos los ámbitos
en que se desenvuelven las niñas, niños y ado-
lescentes; entre ellos, al ámbito estatal, familiar,
comunitario, social, escolar, científico, cultural,
deportivo y recreativo.

ARTÍCULO 25. — DERECHO AL TRABAJO DE
LOS ADOLESCENTES. Los Organismos del Es-
tado deben garantizar el derecho de las personas
adolescentes a la educación y reconocer su
derecho a trabajar con las restricciones que
imponen la legislación vigente y los convenios
internacionales sobre erradicación del trabajo
infantil, debiendo ejercer la inspección del
trabajo contra la explotación laboral de las
niñas, niños y adolescentes.

Este derecho podrá limitarse solamente cuando
la actividad laboral importe riesgo, peligro para
el desarrollo, la salud física, mental o emocional
de los adolescentes.

Los Organismos del Estado, la sociedad y en
particular las organizaciones sindicales coordi-
narán sus esfuerzos para erradicar el trabajo
infantil y limitar toda forma de trabajo legalmente
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evolutivo.

ARTÍCULO 26. — DERECHO A LA SEGURIDAD
SOCIAL. Las niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a obtener los beneficios de la seguridad
social.

Los Organismos del Estado deberán establecer
políticas y programas de inclusión para las
niñas, niños y adolescentes, que consideren
los recursos y la situación de los mismos y de
las personas que sean responsables de su man-
tenimiento.

ARTÍCULO 27.  — GARANTÍAS MÍNIMAS DE
PROCEDIMIENTO. GARANTÍAS EN LOS PRO-
CEDIMIENTOS JUDICIALES O ADMINISTRATI-
VOS. Los Organismos del Estado deberán ga-
rantizar a las niñas, niños y adolescentes en
cualquier procedimiento judicial o administrativo
que los afecte, además de todos aquellos de-
rechos contemplados en la Constitución Na-
cional, la Convención sobre los Derechos del
Niño, en los tratados internacionales ratificados
por la Nación Argentina y en las leyes que en
su consecuencia se dicten, los siguientes de-
rechos y garantías: 

a) A ser oído ante la autoridad competente
cada vez que así lo solicite la niña, niño o
adolescente; 

b) A que su opinión sea tomada primordial-
mente en cuenta al momento de arribar a
una decisión que lo afecte; 

c) A ser asistido por un letrado preferente-
mente especializado en niñez y adolescencia
desde el inicio del procedimiento judicial o
administrativo que lo incluya. En caso de ca-
recer de recursos económicos el Estado de-
berá asignarle de oficio un letrado que lo
patrocine; 

d) A participar activamente en todo el pro-
cedimiento; 

e) A recurrir ante el superior frente a cualquier
decisión que lo afecte.

ARTÍCULO 28. — PRINCIPIO DE IGUALDAD Y
NO DISCRIMINACIÓN. Las disposiciones de
esta ley se aplicarán por igual a todos las niñas,
niños y adolescentes, sin discriminación alguna
fundada en motivos raciales, de sexo, color,

edad, idioma, religión, creencias, opinión política,
cultura, posición económica, origen social o
étnico, capacidades especiales, salud, apariencia
física o impedimento físico, de salud, el naci-
miento o cualquier otra condición del niño o
de sus padres o de sus representantes legales.

ARTÍCULO 29. — PRINCIPIO DE EFECTIVIDAD.
Los Organismos del Estado deberán adoptar
todas las medidas administrativas, legislativas,
judiciales y de otra índole, para garantizar el
efectivo cumplimiento de los derechos y ga-
rantías reconocidos en esta ley.

ARTÍCULO 30.  — DEBER DE COMUNICAR.
Los miembros de los establecimientos educa-
tivos y de salud, públicos o privados y todo
agente o funcionario público que tuviere co-
nocimiento de la vulneración de derechos de
las niñas, niños o adolescentes, deberá comu-
nicar dicha circunstancia ante la autoridad ad-
ministrativa de protección de derechos en el
ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir
en responsabilidad por dicha omisión.

ARTÍCULO 31. — DEBER DEL FUNCIONARIO
DE RECEPCIONAR DENUNCIAS. El agente pú-
blico que sea requerido para recibir una denuncia
de vulneración de derechos de los sujetos pro-
tegidos por esta ley, ya sea por la misma niña,
niño o adolescente, o por cualquier otra persona,
se encuentra obligado a recibir y tramitar tal
denuncia en forma gratuita, a fin de garantizar
el respeto, la prevención y la reparación del
daño sufrido, bajo apercibimiento de considerarlo
incurso en la figura de grave incumplimiento
de los Deberes del Funcionario Público.

TÍTULO III

SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS
DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADO-
LESCENTES

ARTÍCULO 32. — CONFORMACIÓN. El Sistema
de Protección Integral de Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes está conformado
por todos aquellos organismos, entidades y
servicios que diseñan, planifican, coordinan,
orientan, ejecutan y supervisan las políticas pú-
blicas, de gestión estatal o privadas, en el
ámbito nacional, provincial y municipal, desti-
nados a la promoción, prevención, asistencia,
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protección, resguardo y restablecimiento de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes,
y establece los medios a través de los cuales
se asegura el efectivo goce de los derechos y
garantías reconocidos en la Constitución Na-
cional, la Convención sobre los Derechos del
Niño, demás tratados de derechos humanos
ratificados por el Estado argentino y el ordena-
miento jurídico nacional.

La Política de Protección Integral de Derechos
de las niñas, niños y adolescentes debe ser im-
plementada mediante una concertación arti-
culada de acciones de la Nación, las provincias,
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los
Municipios.

Para el logro de sus objetivos, el Sistema de
Protección Integral de Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes debe contar con los si-
guientes medios: 

a) Políticas, planes y programas de protección
de derechos; 

b) Organismos administrativos y judiciales
de protección de derechos; 

c) Recursos económicos; 

d) Procedimientos; 

e) Medidas de protección de derechos; 

f) Medidas de protección excepcional de
derechos.

ARTÍCULO 33. — MEDIDAS DE PROTECCIÓN
INTEGRAL DE DERECHOS. Son aquéllas ema-
nadas del órgano administrativo competente
local ante la amenaza o violación de los dere-
chos o garantías de uno o varias niñas, niños o
adolescentes individualmente considerados,
con el objeto de preservarlos, restituirlos o re-
parar sus consecuencias.

La amenaza o violación a que se refiere este
artículo puede provenir de la acción u omisión
del Estado, la Sociedad, los particulares, los
padres, la familia, representantes legales, o res-
ponsables, o de la propia conducta de la niña,
niño o adolescente.

La falta de recursos materiales de los padres,
de la familia, de los representantes legales o
responsables de las niñas, niños y adolescentes,
sea circunstancial, transitoria o permanente,
no autoriza la separación de su familia nuclear,

ampliada o con quienes mantenga lazos afec-
tivos, ni su institucionalización.

ARTÍCULO 34. — FINALIDAD. Las medidas de
protección de derechos tienen como finalidad
la preservación o restitución a las niñas, niños
o adolescentes, del disfrute, goce y ejercicio
de sus derechos vulnerados y la reparación de
sus consecuencias.

ARTÍCULO 35.  — APLICACIÓN. Se aplicarán
prioritariamente aquellas medidas de protección
de derechos que tengan por finalidad la pre-
servación y el fortalecimiento de los vínculos
familiares con relación a las niñas, niños y ado-
lescentes. Cuando la amenaza o violación de
derechos sea consecuencia de necesidades
básicas insatisfechas, carencias o dificultades
materiales, económicas, laborales o de vivienda,
las medidas de protección son los programas
dirigidos a brindar ayuda y apoyo incluso eco-
nómico, con miras al mantenimiento y fortale-
cimiento de los vínculos familiares.

ARTÍCULO 36. — PROHIBICIÓN. En ningún caso
las medidas a que se refiere el artículo 33 de
esta ley podrán consistir en privación de la liber-
tad conforme lo establecido en el artículo 19.

ARTÍCULO 37. — MEDIDAS DE PROTECCIÓN.
Comprobada la amenaza o violación de dere-
chos, deben adoptarse, entre otras, las siguientes
medidas: 

a) Aquellas tendientes a que las niñas, niños
o adolescentes permanezcan conviviendo
con su grupo familiar; 

b) Solicitud de becas de estudio o para jardines
maternales o de infantes, e inclusión y per-
manencia en programas de apoyo escolar; 

c) Asistencia integral a la embarazada; 

d) Inclusión de la niña, niño, adolescente y
la familia en programas destinados al forta-
lecimiento y apoyo familiar; 

e) Cuidado de la niña, niño y adolescente en
su propio hogar, orientando y apoyando a
los padres, representantes legales o respon-
sables en el cumplimiento de sus obligaciones,
juntamente con el seguimiento temporal de
la familia y de la niña, niño o adolescente a
través de un programa; 

f) Tratamiento médico, psicológico o psi-
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alguno de sus padres, responsables legales
o representantes; 

g) Asistencia económica.

La presente enunciación no es taxativa.

ARTÍCULO 38. — EXTINCIÓN. Las medidas de
protección pueden ser sustituidas, modificadas
o revocadas en cualquier momento por acto
de la autoridad competente que las haya dis-
puesto y cuando las circunstancias que las
causaron varíen o cesen.

ARTÍCULO 39. — MEDIDAS EXCEPCIONALES.
Son aquellas que se adoptan cuando las niñas,
niños y adolescentes estuvieran temporal o
permanentemente privados de su medio familiar
o cuyo superior interés exija que no perma-
nezcan en ese medio.

Tienen como objetivo la conservación o recu-
peración por parte del sujeto del ejercicio y
goce de sus derechos vulnerados y la reparación
de sus consecuencias.

Estas medidas son limitadas en el tiempo y
sólo se pueden prolongar mientras persistan
las causas que les dieron origen.

ARTÍCULO 40. — PROCEDENCIA DE LAS ME-
DIDAS EXCEPCIONALES. Sólo serán proce-
dentes cuando, previamente, se hayan cum-
plimentado debidamente las medidas dispuestas
en el artículo 33.

Declarada procedente esta excepción, será la
autoridad local de aplicación quien decida y
establezca el procedimiento a seguir, acto que
deberá estar jurídicamente fundado, debiendo
notificar fehacientemente dentro del plazo de
VEINTICUATRO (24) horas, la medida adoptada
a la autoridad judicial competente en materia
de familia de cada jurisdicción.

El funcionario que no dé efectivo cumplimiento
a esta disposición, será pasible de las sanciones
previstas en el Capítulo IV del Código Penal de
la Nación.

La autoridad competente de cada jurisdicción,
en protección de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes dentro del plazo de SE-
TENTA Y DOS (72) horas de notificado, con ci-
tación y audiencia de los representantes legales,

deberá resolver la legalidad de la medida;
resuelta ésta, la autoridad judicial competente
deberá derivar el caso a la autoridad local
competente de aplicación para que ésta im-
plemente las medidas pertinentes.

ARTÍCULO 41.  — APLICACIÓN. Las medidas
establecidas en el artículo 39, se aplicarán con-
forme a los siguientes criterios: 

a) Permanencia temporal en ámbitos familiares
considerados alternativos. Las medidas con-
sisten en la búsqueda e individualización de
personas vinculadas a ellos, a través de líneas
de parentesco por consanguinidad o por afi-
nidad, o con otros miembros de la familia
ampliada o de la comunidad, según costumbre
local, en todos los casos teniendo en cuenta
la opinión de las niñas, niños y adolescentes; 

b) Sólo en forma excepcional, subsidiaria y
por el más breve lapso posible puede recurrirse
a una forma convivencial alternativa a la de
su grupo familiar, debiéndose propiciar, a
través de mecanismos rápidos y ágiles, el re-
greso de las niñas, niños y adolescentes a su
grupo o medio familiar y comunitario. Al
considerar las soluciones se prestará especial
atención a la continuidad en la educación
de las niñas, niños y adolescentes, y a su
origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.
Estas medidas deberán ser supervisadas por
el organismo administrativo local competente
y judicial interviniente; 

c) Las medidas se implementarán bajo formas
de intervención no sustitutivas del grupo fa-
miliar de origen, con el objeto de preservar
la identidad familiar de las niñas, niños y
adolescentes; 

d) Las medidas de protección excepcional
que se tomen con relación a grupos de her-
manos deben preservar la convivencia de
los mismos; 

e) En ningún caso, las medidas de protección
excepcionales pueden consistir en privación
de la libertad; 

f) No podrá ser fundamento para la aplicación
de una medida excepcional, la falta de re-
cursos económicos, físicos, de políticas o
programas del organismo administrativo.
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TÍTULO IV

ORGANOS ADMINISTRATIVOS DE PROTEC-
CIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 42. — SISTEMA DE PROTECCIÓN
INTEGRAL. NIVELES. El sistema de protección
integral se conforma por los siguientes niveles: 

a) NACIONAL: Es el organismo especializado
en materia de derechos de infancia y ado-
lescencia en el ámbito del Poder Ejecutivo
nacional; 

b) FEDERAL: Es el órgano de articulación y
concertación, para el diseño, planificación y
efectivización de políticas públicas en todo
el ámbito del territorio de la República Ar-
gentina; 

c) PROVINCIAL: Es el órgano de planificación
y ejecución de las políticas de la niñez, cuya
forma y jerarquía, determinará cada provincia
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, res-
petando las respectivas autonomías así como
las instituciones preexistentes.

Las provincias podrán celebrar convenios den-
tro del marco jurídico vigente para municipios
y comunas en las jurisdicciones provinciales,
como asimismo implementar un organismo
de seguimiento de programas de protección
integral de los derechos de niñas, niños y ado-
lescentes en coordinación articulada con las
organizaciones no gubernamentales de niñez,
adolescencia y familia.

CAPÍTULO I

SECRETARÍA NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLES-
CENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 43.  — SECRETARÍA NACIONAL.
Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo na-
cional, la Secretaría Nacional de Niñez, Ado-
lescencia y Familia, organismo especializado
en materia de derechos de infancia y adoles-
cencia, la que funcionará con representación
interministerial y de las organizaciones de la
sociedad civil.

La misma será presidida por un Secretario de
Estado designado por el Poder Ejecutivo na-
cional.

ARTÍCULO 44. — FUNCIONES. Son funciones
de la Secretaría: 

a) Garantizar el funcionamiento del Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia y
establecer en forma conjunta, la modalidad
de coordinación entre ambos organismos
con el fin de establecer y articular políticas
públicas integrales; 

b) Elaborar con la participación del Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, un
Plan Nacional de Acción como política de de-
rechos para el área específica, de acuerdo a
los principios jurídicos establecidos en esta ley; 

c) Ejercer la representación necesaria ante
todos los organismos oficiales de asesora-
miento y contralor en materia de medios de
comunicación; 

d) Ejercer la representación del Estado na-
cional en las áreas de su competencia; 

e) Participar en forma conjunta con el Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia en
la celebración y ejecución de los instrumentos
de carácter internacional que la Nación sus-
criba o a los cuales adhiera, cuando éstos
afecten o se refieran a la materia de su com-
petencia; 

f) Realizar los informes previstos en el artículo
44 de la Convención sobre los Derechos del
Niño, y ejercer la representación del Estado
nacional en su presentación, constituyéndose
en depositario de las recomendaciones que
se efectúen; 

g) Promover el desarrollo de investigaciones
en materia de niñez, adolescencia y familia; 

h) Diseñar normas generales de funciona-
miento y principios rectores que deberán
cumplir las instituciones públicas o privadas
de asistencia y protección de derechos de
los sujetos de esta ley; 

i) Apoyar a las organizaciones no guberna-
mentales en la definición de sus objetivos
institucionales hacia la promoción del ejercicio
de derechos de las niñas, niños y adolescentes,
y la prevención de su institucionalización; 

j) Promover políticas activas de promoción y
defensa de los derechos de las niñas, niños,
adolescentes y sus familias; 

k) Coordinar acciones consensuadas con
los Poderes del Estado, organismos guber-
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mentales, fomentando la participación activa
de las niñas, niños y adolescentes; 

l) Propiciar acciones de asistencia técnica y
capacitación a organismos provinciales y
municipales y agentes comunitarios partici-
pantes en servicios de atención directa o en
el desarrollo de los procesos de transforma-
ción institucional; 

m) Gestionar juntamente con el Consejo Fe-
deral de Niñez, Adolescencia y Familia, la ob-
tención de recursos financieros nacionales e
internacionales para la efectivización de las po-
líticas públicas de niñez, adolescencia y familia; 

n) Efectivizar juntamente con el Consejo Fe-
deral de Niñez, Adolescencia y Familia la
transferencia de los fondos a los Estados
Provinciales para la financiación de dichas
políticas; 

o) Organizar un sistema de información
único y descentralizado que incluya indica-
dores para el monitoreo, evaluación y control
de las políticas y programas de niñez, ado-
lescencia y familia; 

p) Fortalecer el reconocimiento en la sociedad
de niñas, niños y adolescentes como sujetos
activos de derechos; 

q) Impulsar mecanismos descentralizados
para la ejecución de programas y proyectos
que garanticen el ejercicio de los derechos
de las niñas, niños, adolescentes y sus familias; 

r) Asignar juntamente con el Consejo Federal
de Niñez, Adolescencia y Familia los recursos
públicos para la formulación y ejecución de
las políticas previstas en el Plan Nacional de
Acción; 

s) Establecer en coordinación con el Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia
mecanismos de seguimiento, monitoreo y
evaluación de las políticas públicas destinadas
a la protección de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes.

CAPÍTULO II

CONSEJO FEDERAL DE NIÑEZ, ADOLESCEN-
CIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 45.  — Créase el Consejo Federal

de Niñez, Adolescencia y Familia, el que estará
integrado por quien ejerza la titularidad de la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia, quien lo presidirá y por los representantes
de los Órganos de Protección de Derechos de
Niñez, Adolescencia y Familia existentes o a
crearse en cada una de las provincias y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y
Familia dictará su propio Reglamento de fun-
cionamiento, el cual deberá ser aprobado en
la primera reunión.

ARTÍCULO 46. — FUNCIONES. El Consejo Fe-
deral de Niñez, Adolescencia y Familia tendrá
funciones deliberativas, consultivas, de formu-
lación de propuestas y de políticas de concer-
tación, cuyo alcance y contenido se fijará en
el acta constitutiva.

Tendrá las siguientes funciones: 

a) Concertar y efectivizar políticas de pro-
tección integral de los derechos de las niñas,
niños, adolescentes y sus familias; 

b) Participar en la elaboración en coordinación
con la Secretaría Nacional de Niñez, Adoles-
cencia y Familia de un Plan Nacional de
Acción como política de derechos para el
área específica, de acuerdo a los principios
jurídicos establecidos en la presente ley; 

c) Proponer e impulsar reformas legislativas
e institucionales destinadas a la concreción
de los principios establecidos en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño; 

d) Fomentar espacios de participación activa
de los organismos de la sociedad civil de las
provincias y de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, reconocidas por su especialidad e
idoneidad en la materia, favoreciendo su
conformación en redes comunitarias; 

e) Promover la supervisión y control de las
instituciones privadas de asistencia y protec-
ción de derechos; 

f) Gestionar en forma conjunta y coordinada
con la Secretaría Nacional de Niñez, Adoles-
cencia y Familia la obtención de recursos fi-
nancieros nacionales e internacionales para
la efectivización de las políticas públicas de
niñez, adolescencia y familia; 
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g) Efectivizar juntamente con la Secretaría
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia la
transferencia de los fondos a los Estados Pro-
vinciales para la financiación de dichas políticas; 

h) Gestionar la distribución de los fondos
presupuestariamente asignados para la for-
mulación y ejecución de las políticas previstas
en el Plan Nacional de Acción; 

i) Promover en coordinación con la Secretaría
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia,
mecanismos de seguimiento, monitoreo y
evaluación de las políticas públicas destinadas
a la protección integral de los derechos de
las niñas; niños y adolescentes.

CAPÍTULO III

DEFENSOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS,
NIÑOS Y ADOLESCENTES

ARTÍCULO 47. — CREACIÓN. Créase la figura
del Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes, quien tendrá a su cargo
velar por la protección y promoción de sus
derechos consagrados en la Constitución Na-
cional, la Convención sobre los Derechos del
Niño y las leyes nacionales.

ARTÍCULO 48.  — CONTROL. La defensa de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes
ante las instituciones públicas y privadas y la
supervisión y auditoría de la aplicación del sis-
tema de protección integral se realizará en
dos niveles: 

a) Nacional: a través del Defensor de los De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescentes; 

b) Provincial: respetando la autonomía de
las provincias y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, así como las instituciones pre-
existentes.

Las legislaturas podrán designar defensores en
cada una de las jurisdicciones, cuya financiación
y funciones serán determinadas por los res-
pectivos cuerpos legislativos.

ARTÍCULO 49. — DESIGNACIÓN. El Defensor
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes será propuesto, designado y removido
por el Congreso Nacional, quien designará
una comisión bicameral que estará integrada
por diez miembros, cinco de cada Cámara

respetando la proporción en la representación
política, quienes tendrán a su cargo la evaluación
de la designación que se llevará a cabo mediante
un concurso público de antecedentes y opo-
sición. Las decisiones de esta Comisión se
adoptarán por el voto de las dos terceras partes
de sus miembros.

El Defensor deberá ser designado dentro de
los NOVENTA (90) días de sancionada esta ley
y asumirá sus funciones ante el Honorable Se-
nado de la Nación, prestando juramento de
desempeñar fielmente su cargo.

ARTÍCULO 50. — REQUISITOS PARA SU ELEC-
CIÓN. El Defensor de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes, deberá reunir los
siguientes requisitos: 

a) Ser Argentino; 

b) Haber cumplido TREINTA (30) años de
edad; 

c) Acreditar idoneidad y especialización en
la defensa y protección activa de los derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes y familia.

ARTÍCULO 51. — DURACIÓN EN EL CARGO.
El Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes durará en sus funciones
CINCO (5) años, pudiendo ser reelegido por
una sola vez.

ARTÍCULO 52. — INCOMPATIBILIDAD. El cargo
de Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes es incompatible con el
desempeño de cualquier otra actividad pública,
comercial o profesional a excepción de la do-
cencia, estándole vedada, asimismo, la actividad
política partidaria.

Dentro de los DIEZ (10) días siguientes a su
nombramiento y antes de tomar posesión del
cargo, el Defensor debe cesar en toda situación
de incompatibilidad que pudiere afectarlo, bajo
apercibimiento de remoción del cargo.

Son de aplicación al Defensor, en lo pertinente,
las normas en materia de recusación y excu-
sación previstas en el Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación.

ARTÍCULO 53. — DE LA REMUNERACIÓN. El
Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños
y Adolescentes percibirá la remuneración que
establezca el Congreso de la Nación, por
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Cámaras.

ARTÍCULO 54. — PRESUPUESTO. El Poder Eje-
cutivo nacional destinará una partida presu-
puestaria para solventar los gastos del funcio-
namiento administrativo del Defensor de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

ARTÍCULO 55. — FUNCIONES.

Son sus funciones: 

a) Promover las acciones para la protección
de los intereses difusos o colectivos relativos
a las niñas, niños y adolescentes; 

b) Interponer acciones para la protección
de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes en cualquier juicio, instancia o tri-
bunal; 

c) Velar por el efectivo respeto a los derechos
y garantías legales asegurados a las niñas,
niños y adolescentes, promoviendo las me-
didas judiciales y extrajudiciales del caso.
Para ello puede tomar las declaraciones del
reclamante, entenderse directamente con
la persona o autoridad reclamada y efectuar
recomendaciones con miras a la mejoría de
los servicios públicos y privados de atención
de las niñas, niños y adolescentes, determi-
nando un plazo razonable para su perfecta
adecuación; 

d) Incoar acciones con miras a la aplicación
de las sanciones por infracciones cometidas
contra las normas de protección de las
niñas, niños y adolescentes, sin perjuicio de
la responsabilidad civil y penal del infractor,
cuando correspondiera; 

e) Supervisar las entidades públicas y privadas
que se dediquen a la atención de las niñas,
niños o adolescentes, sea albergándolos en
forma transitoria o permanente, sea desa-
rrollando programas de atención a los mis-
mos, debiendo denunciar ante las autoridades
competentes cualquier irregularidad que
amenace o vulnere los derechos de todas
las niñas, los niños o los adolescentes; 

f) Requerir para el desempeño de sus fun-
ciones el auxilio de la fuerza pública, de los
servicios médicos-asistenciales y educativos,
sean públicos o privados; 

g) Proporcionar asesoramiento de cualquier
índole a las niñas, niños y adolescentes y a
sus familias, a través de una organización
adecuada; 

h) Asesorar a las niñas, niños, adolescentes y
a sus familias acerca de los recursos públicos,
privados y comunitarios, donde puedan re-
currir para la solución de su problemática; 

i) Intervenir en la instancia de asesoramiento
de mediación o conciliación; 

j) Recibir todo tipo de reclamo formulado por
los niños, niñas o adolescentes o cualquier
denuncia que se efectúe con relación a las
niñas, niños y adolescentes, ya sea personal-
mente o mediante un servicio telefónico gra-
tuito y permanente debiéndose dar curso de
inmediato al requerimiento de que se trate.

ARTÍCULO 56. — INFORME ANUAL. El Defensor
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes deberá dar cuenta anualmente al Con-
greso de la Nación, de la labor realizada en un
informe que presentará antes del 31 de mayo
de cada año.

Dentro de los SESENTA (60) días de iniciadas
las sesiones ordinarias de cada año, el Defensor
deberá rendir dicho informe en forma, verbal
ante la Comisión Bicameral a que se refiere el
artículo 49.

Cuando la gravedad o urgencia de los hechos
lo aconsejen podrá presentar un informe es-
pecial. Los informes anuales y especiales serán
publicados en el Boletín Oficial, en los Diarios
de Sesiones y en Internet.

El Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes en forma personal, deberá
concurrir trimestralmente en forma alternativa
a las comisiones permanentes especializadas
en la materia de cada una de las Cámaras del
Congreso Nacional a brindar los informes que
se le requieran, o en cualquier momento
cuando la Comisión así lo requiera.

ARTÍCULO 57. — CONTENIDO DEL INFORME.
El Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes deberá dar cuenta en su
informe anual de las denuncias presentadas y
del resultado de las investigaciones. En el
informe no deberán constar los datos personales
que permitan la pública identificación de los
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denunciantes, como así tampoco de las niñas,
niños y adolescentes involucrados.

El informe contendrá un anexo en el que se
hará constar la rendición de cuentas del pre-
supuesto del organismo en el período que co-
rresponda.

ARTÍCULO 58. — GRATUIDAD. El Defensor de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes
determinará en forma exclusiva los casos a
que dará curso; las presentaciones serán gra-
tuitas, quedando prohibida la participación de
gestores e intermediarios.

ARTÍCULO 59. — CESE. CAUSALES. El Defensor
de los Derechos de las niñas, niños y adoles-
centes cesa en sus funciones por alguna de
las siguientes causas: 

a) Por renuncia; 

b) Por vencimiento del plazo de su mandato; 

c) Por incapacidad sobreviniente o muerte; 

d) Por haber sido condenado mediante sen-
tencia firme por delito doloso; 

e) Por notoria negligencia en el cumplimiento
de los deberes del cargo o por haber incurrido
en la situación de incompatibilidad prevista
por esta ley.

ARTÍCULO 60. — CESE Y FORMAS. En los su-
puestos previstos por los incisos a), c) y d) del
artículo anterior, el cese será dispuesto por los
Presidentes de ambas Cámaras. En el caso del
inciso c), la incapacidad sobreviniente deberá
acreditarse de modo fehaciente. En los su-
puestos previstos por el inciso e) del mismo
artículo, el cese se decidirá por el voto de los
dos tercios de los miembros presentes de la
Comisión, previo debate y audiencia del inte-
resado.

En caso de muerte del Defensor de los Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes se procederá
a reemplazarlo en forma provisoria según el
procedimiento establecido en el artículo si-
guiente, promoviéndose en el más breve plazo
la designación del titular en la forma establecida
en el artículo 56.

ARTÍCULO 61. — ADJUNTOS. A propuesta del
Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños
y Adolescentes y conforme el procedimiento
establecido en el artículo 56 podrán designarse

dos adjuntos que auxiliarán a aquél en el
ejercicio de sus funciones, pudiendo además,
reemplazarlo en caso de cese, muerte, sus-
pensión o imposibilidad temporal, en el orden
en que fuesen designados.

ARTÍCULO 62. — OBLIGACIÓN DE COLABO-
RAR. Todas las Entidades, Organismos y personas
jurídicas, ya sean públicas o privadas, y las per-
sonas físicas están obligadas a prestar colabo-
ración a los requerimientos del Defensor de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes
con carácter preferente y expedito.

ARTÍCULO 63.  — OBSTACULIZACIÓN. Todo
aquel que desobedezca u obstaculice el ejercicio
de las funciones previstas en los artículos pre-
cedentes incurrirá en el delito previsto en el ar-
tículo 239 del Código Penal. El Defensor de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes
debe dar traslado de los antecedentes respec-
tivos al Ministerio Público Fiscal para el ejercicio
de las acciones pertinentes. Puede requerir la
intervención de la justicia para obtener la remi-
sión de la documentación que le hubiera sido
negada por cualquier organismo, ente, persona
o sus agentes.

ARTÍCULO 64.  — DEBERES. Comprobada la
veracidad de la denuncia o reclamo, el Defensor
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes deberá: 

a) Promover y proteger los derechos de las
niñas, niños y adolescentes mediante acciones
y recomendaciones que efectuará ante las
instancias públicas competentes, a fin de
garantizar el goce y el ejercicio de los mismos; 

b) Denunciar las irregularidades verificadas
a los organismos pertinentes quienes tienen
la obligación de comunicar al Defensor de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes el resultado de las investigaciones
realizadas; 

c) Formular recomendaciones o propuestas
a los organismos públicos o privados respecto
de cuestiones objeto de su requerimiento; 

d) Informar a la opinión pública y a los de-
nunciantes acerca del resultado de las inves-
tigaciones y acciones realizadas. A tal efecto
deberá establecerse un espacio en los medios
masivos de comunicación.
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DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNA-
MENTALES

ARTÍCULO 65.  — OBJETO. A los fines de la
presente ley se consideran organizaciones no
gubernamentales de niñez y adolescencia a
aquellas que, con Personería Jurídica y que en
cumplimiento de su misión institucional desa-
rrollen programas o servicios de promoción,
tratamiento, protección y defensa de los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 66. — OBLIGACIONES. Las organi-
zaciones no gubernamentales mencionadas
en esta ley deben cumplir con los derechos y
garantías reconocidos en la Constitución Na-
cional, la Convención sobre los Derechos del
Niño, Tratados Internacionales sobre los de
Derechos Humanos en los que la República
Argentina sea parte, y observar los siguientes
principios y obligaciones: 

a) Respetar y preservar la identidad de las
niñas, niños y adolescentes y ofrecerles un
ambiente de respeto, dignidad y no-discri-
minación; 

b) Respetar y preservar los vínculos familiares
o de crianza de las niñas, niños y adolescentes
y velar por su permanencia en el seno familiar; 

c) No separar grupos de hermanos; 

d) No limitar ningún derecho que no haya
sido limitado por una decisión judicial; 

e) Garantizar el derecho de las niñas, niños y
adolescentes a ser oídos y a que su opinión
sea tenida en cuenta en todos los asuntos
que les conciernan como sujetos de derechos; 

f) Mantener constantemente informado a la
niña, niño o adolescente sobre su situación
legal, en caso de que exista alguna causa ju-
dicial donde se pueda tomar una decisión
que afecte sus intereses, y notificarle, en
forma personal y a través de su representante
legal, toda novedad que se produzca en
forma comprensible cada vez que la niña, el
niño o el adolescente lo requiera; 

g) Brindar a las niñas, niños y adolescentes
atención personalizada y en pequeños grupos; 

h) Ofrecer instalaciones debidamente habili-
tadas y controladas por la autoridad de apli-

cación respecto de las condiciones edilicias,
salubridad, higiene, seguridad y confort; 

i) Rendir cuentas en forma anual ante la au-
toridad de aplicación, de los gastos realizados
clasificados según su naturaleza; de las acti-
vidades desarrolladas descriptas en detalle;
de las actividades programadas para el si-
guiente ejercicio descriptas en detalle, su
presupuesto, los gastos administrativos y los
recursos con que será cubierto. Se dará
cuenta también de las actividades progra-
madas para el ejercicio vencido que no hu-
bieran sido cumplidas, y las causas que mo-
tivaron este incumplimiento.

ARTÍCULO 67. — INCUMPLIMIENTO. En caso
de incumplimiento de las obligaciones a que
se hallan sujetas las organizaciones no guber-
namentales de niñez y adolescencia mencio-
nadas por esta ley, la autoridad local de aplica-
ción promoverá ante los organismos compe-
tentes, la implementación de las medidas que
correspondan.

ARTÍCULO 68. — REGISTRO DE LAS ORGANI-
ZACIONES. Créase en el ámbito de la Secretaría
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, el
Registro Nacional de Organizaciones de la So-
ciedad Civil con personería Jurídica que desa-
rrollen programas o servicios de asistencia,
promoción, tratamiento, protección y defensa
de los derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes.

Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires podrán implementar un Sistema de Registro
de las organizaciones no gubernamentales con
personería jurídica con el objeto de controlar y
velar en cada jurisdicción por el fiel cumplimiento
de los principios que establece esta ley, con co-
municación a la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia con miras a la creación
del Registro Nacional de estas Organizaciones.

TÍTULO V

FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 69.  — La Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo Fe-
deral de Niñez, Adolescencia y Familia deberán
en forma conjunta y coordinada garantizar la
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distribución justa y equitativa de las partidas
presupuestarias y de todos los recursos nacio-
nales o internacionales destinados a la efecti-
vización de los objetivos de esta ley.

ARTÍCULO 70.  — TRANSFERENCIAS. El Go-
bierno nacional acordará con los gobiernos
provinciales y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, la transferencia necesaria de los
servicios de atención directa y sus recursos, a
las respectivas jurisdicciones en las que actual-
mente estén prestando servicios y se estén
ejecutando.

Esta ley será aplicable a las situaciones jurídicas
pendientes o en curso de ejecución.

ARTÍCULO 71.  — TRANSITORIEDAD. En un
plazo máximo de CIENTO OCHENTA (180) días
corridos prorrogables por igual plazo y por única
vez, el Poder Ejecutivo nacional arbitrará las
medidas necesarias incluidas las afectaciones
presupuestarias y edilicias, que garanticen la
contención y protección de las niñas, niños y
adolescentes, comprendidos dentro del marco
de la Ley N° 10.903 que se deroga.

ARTÍCULO 72.  — FONDOS. El Presupuesto
General de la Nación preverá las partidas ne-
cesarias para el funcionamiento del Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, la
Secretaría Nacional de Niñez Adolescencia y
Familia, el Defensor de los Derechos de las
niñas, niños y adolescentes y todas las que co-
rrespondan para el cumplimiento de la presente
ley, atendiendo lo previsto en el artículo 70.

La previsión presupuestaria en ningún caso
podrá ser inferior a la mayor previsión o ejecu-
ción de ejercicios anteriores. Dispóngase la in-
tangibilidad de los fondos destinados a la in-
fancia, adolescencia y familia establecidos en
el presupuesto nacional.

Para el ejercicio presupuestario del corriente
año, el Jefe de Gabinete reasignará las partidas
correspondientes.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 73.  — Sustitúyese el artículo 310
del Código Civil, por el siguiente: 

“Artículo 310.- Si uno de los progenitores fuera

privado o suspendido en el ejercicio de la
patria potestad, continuará ejerciéndola el otro.
En su defecto, y no dándose el caso de tutela
legal por pariente consanguíneo idóneo, en
orden de grado excluyente, el juez proveerá a
la tutela de las personas menores de edad.” 

ARTÍCULO 74. — Modifíquese el artículo 234
del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación, el que quedará redactado de la siguiente
forma: 

“Artículo 234: Podrá decretarse la guarda: 

Inciso 1) De incapaces mayores de DIECIOCHO
(18) años de edad abandonados o sin repre-
sentantes legales o cuando éstos estuvieren
impedidos de ejercer sus funciones; 

Inciso 2) De los incapaces mayores de DIE-
CIOCHO (18) años de edad que están en pleito
con sus representantes legales, en el que se
controvierta su curatela”.

ARTÍCULO 75. — Modifíquese el artículo 236
del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación, el que quedará redactado de la siguiente
forma: 

“Artículo 236: En los casos previstos en el
artículo 234, la petición podrá ser deducida
por cualquier persona, y formulada verbalmente
ante el asesor de menores e incapaces, en
cuyo caso se labrará acta con las menciones
pertinentes, la que será remitida al juzgado
que corresponda.” 

ARTÍCULO 76. — Derógase la Ley N° 10.903,
los decretos nacionales: N° 1606/90 y sus mo-
dificatorias, N° 1631/96 y N° 295/01.

ARTÍCULO 77.  — Esta ley deberá ser regla-
mentada en un plazo máximo de NOVENTA
(90) días, contados a partir de la sanción de la
presente.

ARTÍCULO 78. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, EL
VEINTIOCHO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL
CINCO.

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.061 —

EDUARDO O. CAMAÑO. — DANIEL O. SCIOLI.
— Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada.
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ARTÍCULO 1º — Objeto. Toda persona mayor
de edad tiene derecho a acceder a la realización
de las prácticas denominadas “ligadura de trom-
pas de Falopio” y “ligadura de conductos defe-
rentes o vasectomía” en los servicios del sistema
de salud.

ARTÍCULO 2º — Requisitos. Las prácticas mé-
dicas referidas en el artículo anterior están au-
torizadas para toda persona capaz y mayor de
edad que lo requiera formalmente, siendo re-
quisito previo inexcusable que otorgue su con-
sentimiento informado.

No se requiere consentimiento del cónyuge
o conviviente ni autorización judicial, excepto
en los casos contemplados por el artículo si-
guiente.

ARTÍCULO 3º — Excepción. Cuando se tratare
de una persona declarada judicialmente incapaz,
es requisito ineludible la autorización judicial
solicitada por el representante legal de aquélla.

ARTÍCULO 4º — Consentimiento informado.
El profesional médico interviniente, en forma

individual o juntamente con un equipo inter-
disciplinario, debe informar a la persona que
solicite una ligadura tubaria o una vasectomía
sobre:

a) La naturaleza e implicancias sobre la salud
de la práctica a realizar;

b) Las alternativas de utilización de otros anti-
conceptivos no quirúrgicos autorizados;

c) Las características del procedimiento qui-
rúrgico, sus posibilidades de reversión, sus ries-
gos y consecuencias.

Debe dejarse constancia en la historia clínica
de haber proporcionado dicha información,
debidamente conformada por la persona con-
cerniente.

ARTÍCULO 5º — Cobertura. Las intervenciones
de contracepción quirúrgica objeto de la pre-
sente ley deben ser realizadas sin cargo para el
requirente en los establecimientos del sistema
público de salud.

Los agentes de salud contemplados en la Ley

LEY Nº 26.130: “RÉGIMEN PARA LAS INTERVENCIONES 
DE CONTRACEPCIÓN QUIRÚRGICA” (2006)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/115000-119999/119260/norma.htm

RÉGIMEN PARA LAS INTERVENCIONES DE CONTRACEPCIÓN QUIRÚRGICA

Ley 26.130

Establécese que toda persona mayor de edad tiene derecho a acceder a la realización de las
prácticas denominadas “ligadura de trompas de Falopio” y “ligadura de conductos deferentes
o vasectomía” en los servicios del sistema de salud. Requisitos. Excepción. Consentimiento
informado. Cobertura. Objeción de conciencia.

Sancionada: Agosto 9 de 2006

Promulgada: Agosto 28 de 2006

El Senado y Cámara de Diputados

de la Nación Argentina reunidos en Congreso,

etc. sancionan con fuerza de

Ley:

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/115000-119999/119260/norma.htm
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23.660, las organizaciones de la seguridad
social y las entidades de medicina prepaga
tienen la obligación de incorporar estas inter-
venciones médicas a su cobertura de modo
tal que resulten totalmente gratuitas para el/la
beneficiario/a.

ARTÍCULO 6º — Objeción de conciencia. Toda
persona, ya sea médico/a o personal auxiliar
del sistema de salud, tiene derecho a ejercer
su objeción de conciencia sin consecuencia
laboral alguna con respecto a las prácticas
médicas enunciadas en el artículo 1º de la pre-
sente ley.

La existencia de objetores de conciencia no
exime de responsabilidad, respecto de la rea-
lización de las prácticas requeridas, a las au-
toridades del establecimiento asistencial que
corresponda, quienes están obligados a dis-
poner los reemplazos necesarios de manera
inmediata.

ARTÍCULO 7º  — Modifícase al inciso 18, del
artículo 20, del capítulo I; del título II de la Ley
17.132 de régimen legal del ejercicio de la me-
dicina, odontología y actividades auxiliares de
las mismas, el que quedará redactado de la si-
guiente manera:

18: Practicar intervenciones que provoquen la

imposibilidad de engendrar o concebir sin que

medie el consentimiento informado del/ la pa-

ciente capaz y mayor de edad o una autorización

judicial cuando se tratase de personas declaradas

judicialmente incapaces.

ARTÍCULO 8º — Agrégase al inciso b), del artí-

culo 6º, de la Ley 25.673 de creación del Pro-

grama Nacional de Salud Sexual y Procreación

Responsable, el siguiente texto:

Aceptándose además las prácticas denominadas

ligadura de trompas de Falopio y ligadura de

conductos deferentes o vasectomía, requeridas

formalmente como método de planificación

familiar y/o anticoncepción.

ARTÍCULO 9º — Comuníquese al Poder Eje-

cutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-

GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A

LOS NUEVE DIAS DEL MES DE AGOSTO DEL

AÑO DOS MIL SEIS.

—REGISTRADA BAJO EL Nº 26.130—

ALBERTO BALESTRINI. — JOSE J. B. PAMPURO.

— Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 1. — La presente ley regula el ejer-
cicio del derecho de enseñar y aprender con-
sagrado por el artículo 14 de la Constitución
Nacional y los tratados internacionales incor-
porados a ella, conforme con las atribuciones
conferidas al Honorable Congreso de la Nación
en el artículo 75, incisos 17, 18 y 19, y de
acuerdo con los principios que allí se establecen
y los que en esta ley se determinan.

ARTÍCULO 2. — La educación y el conocimiento
son un bien público y un derecho personal y
social, garantizados por el Estado.

ARTÍCULO 3. — La educación es una prioridad
nacional y se constituye en política de Estado
para construir una sociedad justa, reafirmar la
soberanía e identidad nacional, profundizar el
ejercicio de la ciudadanía democrática, respetar

los derechos humanos y libertades fundamen-
tales y fortalecer el desarrollo económico-
social de la Nación.

ARTÍCULO 4. — El Estado nacional, las provincias
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen
la responsabilidad principal e indelegable de
proveer una educación integral, permanente y
de calidad para todos/as los/as habitantes de
la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad
y equidad en el ejercicio de este derecho, con
la participación de las organizaciones sociales
y las familias.

ARTÍCULO 5. — El Estado nacional fija la política
educativa y controla su cumplimiento con la
finalidad de consolidar la unidad nacional, res-
petando las particularidades provinciales y lo-
cales.

ARTÍCULO 6. — El Estado garantiza el ejercicio
del derecho constitucional de enseñar y apren-
der. Son responsables de las acciones educativas
el Estado nacional, las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, en los términos fi-
jados por el artículo 4º de esta ley; los munici-

LEY Nº 26.206: LEY EDUCACIÓN NACIONAL (2006)
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley_de_educ_nac_0.pdf

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL - Ley 26.206

Disposiciones Generales. Sistema Educativo Nacional. Educación de Gestión Privada. Docentes
y su Formación. Políticas de Promoción de la Igualdad Educativa. Calidad de la Educación.
Educación, Nuevas Tecnologías y Medios de Educación. Educación a Distancia y no Formal.
Gobierno y Administración. Cumplimiento de los Objetivos de la Ley. Disposiciones Transitorias
y Complementarias.

Sancionada: Diciembre 14 de 2006

Promulgada: Diciembre 27 de 2006

El Senado y Cámara de Diputados

de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc.

sancionan con fuerza de

Ley:

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley_de_educ_nac_0.pdf


  109

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S N
A

C
IO

N
A

LES

pios, las confesiones religiosas reconocidas
oficialmente y las organizaciones de la sociedad;
y la familia, como agente natural y primario.

ARTÍCULO 7. — El Estado garantiza el acceso
de todos/as los/as ciudadanos/as a la información
y al conocimiento como instrumentos centrales
de la participación en un proceso de desarrollo
con crecimiento económico y justicia social.

ARTÍCULO 8. — La educación brindará las
oportunidades necesarias para desarrollar y
fortalecer la formación integral de las personas
a lo largo de toda la vida y promover en cada
educando/a la capacidad de definir su proyecto
de vida, basado en los valores de libertad, paz,
solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad,
justicia, responsabilidad y bien común.

ARTÍCULO 9. — El Estado garantiza el finan-
ciamiento del Sistema Educativo Nacional con-
forme a las previsiones de la presente ley.
Cumplidas las metas de financiamiento esta-
blecidas en la Ley Nº 26.075, el presupuesto
consolidado del Estado nacional, las provincias
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires desti-
nado exclusivamente a educación, no será in-
ferior al SEIS POR CIENTO (6%) del Producto
Interno Bruto (PIB).

ARTÍCULO 10. — El Estado nacional no sus-
cribirá tratados bilaterales o multilaterales de
libre comercio que impliquen concebir la edu-
cación como un servicio lucrativo o alienten
cualquier forma de mercantilización de la
educación pública.

CAPÍTULO II

FINES Y OBJETIVOS DE LA POLÍTICA EDU-
CATIVA NACIONAL

ARTÍCULO 11. — Los fines y objetivos de la
política educativa nacional son:

a) Asegurar una educación de calidad con
igualdad de oportunidades y posibilidades,
sin desequilibrios regionales ni inequidades
sociales.

b) Garantizar una educación integral que
desarrolle todas las dimensiones de la persona
y habilite tanto para el desempeño social y
laboral, como para el acceso a estudios su-
periores.

c) Brindar una formación ciudadana com-
prometida con los valores éticos y demo-
cráticos de participación, libertad, solidaridad,
resolución pacífica de conflictos, respeto a
los derechos humanos, responsabilidad, ho-
nestidad, valoración y preservación del patri-
monio natural y cultural.

d) Fortalecer la identidad nacional, basada
en el respeto a la diversidad cultural y a las
particularidades locales, abierta a los valores
universales y a la integración regional y lati-
noamericana.

e) Garantizar la inclusión educativa a través
de políticas universales y de estrategias pe-
dagógicas y de asignación de recursos que
otorguen prioridad a los sectores más desfa-
vorecidos de la sociedad.

f) Asegurar condiciones de igualdad, respe-
tando las diferencias entre las personas sin
admitir discriminación de género ni de ningún
otro tipo.

g) Garantizar, en el ámbito educativo, el res-
peto a los derechos de los/as niños/as y
adolescentes establecidos en la Ley Nº
26.061.

h) Garantizar a todos/as el acceso y las con-
diciones para la permanencia y el egreso de
los diferentes niveles del sistema educativo,
asegurando la gratuidad de los servicios de
gestión estatal, en todos los niveles y moda-
lidades.

i) Asegurar la participación democrática de
docentes, familias y estudiantes en las insti-
tuciones educativas de todos los niveles.

j) Concebir la cultura del trabajo y del esfuerzo
individual y cooperativo como principio fun-
damental de los procesos de enseñanza-
aprendizaje.

k) Desarrollar las capacidades y ofrecer opor-
tunidades de estudio y aprendizaje necesarias
para la educación a lo largo de toda la vida.

I) Fortalecer la centralidad de la lectura y la
escritura, corno condiciones básicas para la
educación a lo largo de toda la vida, la cons-
trucción de una ciudadanía responsable y la
libre circulación del conocimiento.
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para el manejo de los nuevos lenguajes pro-
ducidos por las tecnologías de la información
y la comunicación.

n) Brindar a las personas con discapacidades,
temporales o permanentes, una propuesta
pedagógica que les permita el máximo de-
sarrollo de sus posibilidades, la integración y
el pleno ejercicio de sus derechos.

ñ) Asegurar a los pueblos indígenas el respeto
a su lengua y a su identidad cultural, promo-
viendo la valoración de la multiculturalidad
en la formación de todos/as los/as educan-
dos/as.

o) Comprometer a los medios masivos de
comunicación a asumir mayores grados de
responsabilidad ética y social por los conte-
nidos y valores que transmiten.

p) Brindar conocimientos y promover valores
que fortalezcan la formación integral de una
sexualidad responsable.

q) Promover valores y actitudes que forta-
lezcan las capacidades de las personas para
prevenir las adicciones y el uso indebido de
drogas.

r) Brindar una formación corporal, motriz y
deportiva que favorezca el desarrollo armónico
de todos/as los/as educandos/as y su inser-
ción activa en la sociedad.

s) Promover el aprendizaje de saberes cien-
tíficos fundamentales para comprender y
participar reflexivamente en la sociedad con-
temporánea.

t) Brindar una formación que estimule la 
creatividad, el gusto y la comprensión de las
distintas manifestaciones del arte y la cultura.

u) Coordinar las políticas de educación,
ciencia y tecnología con las de cultura, salud,
trabajo, desarrollo social, deportes y comu-
nicaciones, para atender integralmente las
necesidades de la población, aprovechando
al máximo los recursos estatales, sociales y
comunitarios.

v) Promover en todos los niveles educativos
y modalidades la comprensión del concepto
de eliminación de todas las formas de discri-
minación.

TÍTULO II

EL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 12. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
de manera concertada y concurrente, son los
responsables de la planificación, organización,
supervisión y financiación del Sistema Educativo
Nacional. Garantizan el acceso a la educación
en todos los niveles y modalidades, mediante
la creación y administración de los estableci-
mientos educativos de gestión estatal. El Estado
nacional crea y financia las Universidades Na-
cionales.

ARTÍCULO 13. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
reconocen, autorizan y supervisan el funcio-
namiento de instituciones educativas de gestión
privada, confesionales o no confesionales, de
gestión cooperativa y de gestión social.

ARTÍCULO 14. — El Sistema Educativo Nacional
es el conjunto organizado de servicios y ac-
ciones educativas reguladas por el Estado que
posibilitan el ejercicio del derecho a la educación.
Lo integran los servicios educativos de gestión
estatal y privada, gestión cooperativa y gestión
social, de todas las jurisdicciones del país, que
abarcan los distintos niveles, ciclos y modalidades
de la educación.

ARTÍCULO 15. — El Sistema Educativo Nacional
tendrá una estructura unificada en todo el país
que asegure su ordenamiento y cohesión, la
organización y articulación de los niveles y mo-
dalidades de la educación y la validez nacional
de los títulos y certificados que se expidan.

ARTÍCULO 16. — La obligatoriedad escolar en
todo el país se extiende desde la edad de
CINCO (5) años hasta la finalización del nivel
de la Educación Secundaria. El Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología y las autori-
dades jurisdiccionales competentes asegurarán
el cumplimiento de la obligatoriedad escolar a
través de alternativas institucionales, pedagógicas
y de promoción de derechos, que se ajusten a
los requerimientos locales y comunitarios, ur-
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banos y rurales, mediante acciones que permitan
alcanzar resultados de calidad equivalente en
todo el país y en todas las situaciones sociales.

ARTÍCULO 17. — La estructura del Sistema
Educativo Nacional comprende CUATRO (4)
niveles —la Educación Inicial, la Educación Pri-
maria, la Educación Secundaria y la Educación
Superior, y OCHO (8) modalidades.

A los efectos de la presente ley, constituyen
modalidades del Sistema Educativo Nacional
aquellas opciones organizativas y/o curriculares
de la educación común, dentro de uno o
más niveles educativos, que procuran dar res-
puesta a requerimientos específicos de for-
mación y atender particularidades de carácter
permanente o temporal, personales y/o con-
textuales, con el propósito de garantizar la
igualdad en el derecho a la educación y
cumplir con las exigencias legales, técnicas y
pedagógicas de los diferentes niveles educa-
tivos. Son modalidades: la Educación Técnico
Profesional, la Educación Artística, la Educación
Especial, la Educación Permanente de Jóvenes
y Adultos, la Educación Rural, la Educación
Intercultural Bilingüe, la Educación en Con-
textos de Privación de Libertad y la Educación
Domiciliaria y Hospitalaria.

Las jurisdicciones podrán definir, con carácter
excepcional, otras modalidades de la educación
común, cuando requerimientos específicos de
carácter permanente y contextual así lo justifi-
quen.

CAPÍTULO II

EDUCACION INICIAL

ARTÍCULO 18. — La Educación Inicial constituye
una unidad pedagógica y comprende a los/as
niños/as desde los CUARENTA Y CINCO (45)
días hasta los CINCO (5) años de edad inclusive,
siendo obligatorio el último año.

ARTÍCULO 19. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
tienen la obligación de universalizar los servicios
educativos para los/as niños/as de CUATRO
(4) años de edad.

ARTÍCULO 20. — Son objetivos de la Educación
Inicial:

a) Promover el aprendizaje y desarrollo de
los/as niños/as de CUARENTA Y CINCO
(45) días a CINCO (5) años de edad inclusive,
como sujetos de derechos y partícipes acti-
vos/as de un proceso de formación integral,
miembros de una familia y de una comuni-
dad.

b) Promover en los/as niños/as la solidaridad,
confianza, cuidado, amistad y respeto a sí
mismo y a los/as otros/as.

c) Desarrollar su capacidad creativa y el
placer por el conocimiento en las experiencias
de aprendizaje.

d) Promover el juego como contenido de
alto valor cultural para el desarrollo cognitivo,
afectivo, ético, estético, motor y social.

e) Desarrollar la capacidad de expresión y
comunicación a través de los distintos len-
guajes, verbales y no verbales: el movimiento,
la música, la expresión plástica y la literatura.

f) Favorecer la formación corporal y motriz
a través de la educación tísica.

g) Propiciar la participación de las familias
en el cuidado y la tarea educativa promo-
viendo la comunicación y el respeto mutuo.

h) Atender a las desigualdades educativas de
origen social y familiar para favorecer una
integración plena de todos/as los/as niños/as
en el sistema educativo.

i) Prevenir y atender necesidades especiales
y dificultades de aprendizaje.

ARTÍCULO 21. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
tienen la responsabilidad de:

a) Expandir los servicios de Educación Inicial.

b) Promover y facilitar la participación de las
familias en el desarrollo de las acciones des-
tinadas al cuidado y educación de sus hijos/as.

c) Asegurar el acceso y la permanencia con
igualdad de oportunidades, atendiendo es-
pecialmente a los sectores menos favorecidos
de la población.

d) Regular, controlar y supervisar el funcio-
namiento de las instituciones con el objetivo
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cación integral de los/as niños/as.

ARTÍCULO 22. — Se crearán en los ámbitos
nacional, provinciales y de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires mecanismos para la articulación
y/o gestión asociada entre los organismos gu-
bernamentales, especialmente con el área res-
ponsable de la niñez y familia del Ministerio de
Desarrollo Social y con el Ministerio de Salud,
a fin de garantizar el cumplimiento de los de-
rechos de los/as niños/ as establecidos en la
Ley Nº 26.061. Tras el mismo objetivo y en
función de las particularidades locales o co-
munitarias, se implementarán otras estrategias
de desarrollo infantil, con la articulación y/o
gestión asociada de las áreas gubernamentales
de desarrollo social, salud y educación, en el
ámbito de la educación no formal, para atender
integralmente a los/as niños/as entre los CUA-
RENTA Y CINCO (45) días y los DOS (2) años
de edad, con participación de las familias y
otros actores sociales.

ARTÍCULO 23. — Están comprendidas en la
presente ley las instituciones que brinden Edu-
cación Inicial:

a) De gestión estatal, pertenecientes tanto a
los órganos de gobierno de la educación
como a otros organismos gubernamentales.

b) De gestión privada y/o pertenecientes a
organizaciones sin fines de lucro, sociedades
civiles, gremios, sindicatos, cooperativas, or-
ganizaciones no gubernamentales, organi-
zaciones barriales, comunitarias y otros.

ARTÍCULO 24. — La organización de la Edu-
cación Inicial tendrá las siguientes característi-
cas:

a) Los Jardines Maternales atenderán a los/as
niños/as desde los CUARENTA Y CINCO (45)
días a los DOS (2) años de edad inclusive y
los Jardines de Infantes a los/as niños/as
desde los TRES (3) a los CINCO (5) años de
edad inclusive.

b) En función de las características del con-
texto se reconocen otras formas organizativas
del nivel para la atención educativa de los/as
niños/as entre los CUARENTA Y CINCO (45)
días y los CINCO, (5) años, como salas mul-

tiedades o plurisalas en contextos rurales o
urbanos, salas de juego y otras modalidades
que pudieran conformarse, según lo esta-
blezca la reglamentación de la presente ley.

c) La cantidad de secciones, cobertura de
edades, extensión de la jornada y servicios
complementarios de salud y alimentación,
serán determinados por las disposiciones re-
glamentarias, que respondan a las necesidades
de los/as niños/as y sus familias.

d) Las certificaciones de cumplimiento de la
Educación Inicial obligatoria en cualesquiera
de las formas organizativas reconocidas y
supervisadas por las autoridades educativas,
tendrán plena validez para la inscripción en
la Educación Primaria.

ARTÍCULO 25. — Las actividades pedagógicas
realizadas en el nivel de Educación Inicial
estarán a cargo de personal docente titulado,
conforme lo establezca la normativa vigente
en cada jurisdicción. Dichas actividades peda-
gógicas serán supervisadas por las autoridades
educativas de las provincias y de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires.

CAPÍTULO III

EDUCACIÓN PRIMARIA

ARTÍCULO 26. — La Educación Primaria es obli-
gatoria y constituye una unidad pedagógica y
organizativa destinada a la formación de los/as
niños/as a partir de los SEIS (6) años de edad.

ARTÍCULO 27. — La Educación Primaria tiene
por finalidad proporcionar una formación inte-
gral, básica y común y sus objetivos son:

a) Garantizar a todos/as los/as niños/as el
acceso a un conjunto de saberes comunes
que les permitan participar de manera plena
y acorde a su edad en la vida familiar, escolar
y comunitaria.

b) Ofrecer las condiciones necesarias para
un desarrollo integral de la infancia en todas
sus dimensiones.

c) Brindar oportunidades equitativas a todos/as
los/as niños/as para el aprendizaje de saberes
significativos en los diversos campos del co-
nocimiento, en especial la lengua y la co-
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municación, las ciencias sociales, la mate-
mática, las ciencias naturales y el medio am-
biente, las lenguas extranjeras, el arte y la
cultura y la capacidad de aplicarlos en situa-
ciones de la vida cotidiana.

d) Generar las condiciones pedagógicas para
el manejo de las nuevas tecnologías de la in-
formación y la comunicación, así como para
la producción y recepción crítica de los dis-
cursos mediáticos.

e) Promover el desarrollo de una actitud de
esfuerzo, trabajo y responsabilidad en el es-
tudio y de curiosidad e interés por el apren-
dizaje, fortaleciendo la confianza en las
propias posibilidades de aprender.

f) Desarrollar la iniciativa individual y el trabajo
en equipo y hábitos de convivencia solidaria
y cooperación.

g) Fomentar el desarrollo de la creatividad y
la expresión, el placer estético y la compren-
sión, conocimiento y valoración de las distintas
manifestaciones del arte y la cultura.

h) Brindar una formación ética que habilite
para el ejercicio de una ciudadanía responsable
y permita asumir los valores de libertad, paz,
solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad,
justicia, responsabilidad y bien común.

i) Ofrecer los conocimientos y las estrategias
cognitivas necesarias para continuar los es-
tudios en la Educación Secundaria.

j) Brindar oportunidades para una educación
física que promueva la formación corporal y
motriz y consolide el desarrollo armónico
de todos/as los/as niños/as.

k) Promover el juego como actividad nece-
saria para el desarrollo cognitivo, afectivo,
ético, estético, motor y social.

l) Promover el conocimiento y los valores
que permitan el desarrollo de actitudes de
protección y cuidado del patrimonio cultural
y el medio ambiente.

ARTÍCULO 28. — Las escuelas primarias serán
de jornada extendida o completa con la finalidad
de asegurar el logro de los objetivos fijados
para este nivel por la presente ley.

CAPÍTULO IV

EDUCACIÓN SECUNDARIA

ARTÍCULO 29. — La Educación Secundaria es
obligatoria y constituye una unidad pedagógica
y organizativa destinada a los/as adolescentes
y jóvenes que hayan cumplido con el nivel de
Educación Primaria.

ARTÍCULO 30. — La Educación Secundaria en
todas sus modalidades y orientaciones tiene la
finalidad de habilitar a los/las adolescentes y
jóvenes para el ejercicio pleno de la ciudadanía,
para el trabajo y para la continuación de
estudios. Son sus objetivos:

a) Brindar una formación ética que permita
a los/as estudiantes desempeñarse como
sujetos conscientes de sus derechos y obli-
gaciones, que practican el pluralismo, la co-
operación y la solidaridad, que respetan los
derechos humanos, rechazan todo tipo de
discriminación, se preparan para el ejercicio
de la ciudadanía democrática y preservan el
patrimonio natural y cultural.

b) Formar sujetos responsables, que sean
capaces de utilizar el conocimiento como
herramienta para comprender y transformar
constructivamente su entorno social, eco-
nómico, ambiental y cultural, y de situarse
como participantes activos/as en un mundo
en permanente cambio.

c) Desarrollar y consolidar en cada estudiante
las capacidades de estudio, aprendizaje e in-
vestigación, de trabajo individual y en equipo,
de esfuerzo, iniciativa y responsabilidad, como
condiciones necesarias para el acceso al
mundo laboral, los estudios superiores y la
educación a lo largo de toda la vida.

d) Desarrollar las competencias lingüísticas,
orales y escritas de la lengua española y
comprender y expresarse en una lengua ex-
tranjera.

e) Promover el acceso al conocimiento como
saber integrado, a través de las distintas áreas
y disciplinas que lo constituyen y a sus princi-
pales problemas, contenidos y métodos.

f) Desarrollar las capacidades necesarias para
la comprensión y utilización inteligente y
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en el campo de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación.

g) Vincular a los/as estudiantes con el mundo
del trabajo, la producción, la ciencia y la tec-
nología.

h) Desarrollar procesos de orientación vo-
cacional a fin de permitir una adecuada elec-
ción profesional y ocupacional de los/as es-
tudiantes.

i) Estimular la creación artística, la libre ex-
presión, el placer estético y la comprensión
de las distintas manifestaciones de la cultura.

j) Promover la formación corporal y motriz a
través de una educación física acorde con
los requerimientos del proceso de desarrollo
integral de los adolescentes.

ARTÍCULO 31. — La Educación Secundaria se
divide en DOS (2) ciclos: UN (1) Ciclo Básico,
de carácter común a todas las orientaciones y
UN (1) Ciclo Orientado, de carácter diversificado
según distintas áreas del conocimiento, del
mundo social y del trabajo.

ARTÍCULO 32. — El Consejo Federal de Edu-
cación fijará las disposiciones necesarias para
que las distintas jurisdicciones garanticen:

a) La revisión de la estructura curricular de la
Educación Secundaria, con el objeto de ac-
tualizarla y establecer criterios organizativos
y pedagógicos comunes y núcleos de apren-
dizaje prioritarios a nivel nacional.

b) Las alternativas de acompañamiento de
la trayectoria escolar de los/as jóvenes, tales
como tutores/as y coordinadores/as de curso,
fortaleciendo el proceso educativo individual
y/o grupal de los/ as alumnos/as.

c) Un mínimo de VEINTICINCO (25) horas
reloj de clase semanales.

d) La discusión en convenciones colectivas
de trabajo de mecanismos de concentración
de horas cátedra o cargos de los/as profe-
sores/as, con el objeto de constituir equipos
docentes más estables en cada institución.

e) La creación de espacios extracurriculares,
fuera de los días y horarios de actividad

escolar, para el conjunto de los/as estudiantes
y jóvenes de la comunidad, orientados al
desarrollo de actividades ligadas al arte, la
educación física y deportiva, la recreación,
la vida en la naturaleza, la acción solidaria y
la apropiación crítica de las distintas mani-
festaciones de la ciencia y la cultura.

f) La inclusión de adolescentes y jóvenes no
escolarizados en espacios escolares no for-
males como tránsito hacia procesos de rein-
serción escolar plena.

g) El intercambio de estudiantes de diferentes
ámbitos y contextos, así como la organización
de actividades de voluntariado juvenil y pro-
yectos educativos solidarios, para cooperar
en el desarrollo comunitario, en el marco
del proyecto educativo institucional.

h) La atención psicológica, psicopedagógica
y médica de aquellos adolescentes y jóvenes
que la necesiten, a través de la conformación
de gabinetes interdisciplinarios en las escuelas
y la articulación intersectorial con las distintas
áreas gubernamentales de políticas sociales
y otras que se consideren pertinentes.

ARTÍCULO 33. — Las autoridades jurisdiccio-
nales propiciarán la vinculación de las escuelas
secundarias con el mundo de la producción y
el trabajo. En este marco, podrán realizar prác-
ticas educativas en las escuelas, empresas, or-
ganismos estatales, organizaciones culturales
y organizaciones de la sociedad civil, que per-
mitan a los/as alumnos/as el manejo de tec-
nologías o brinden una experiencia adecuada
a su formación y orientación vocacional. En
todos los casos estas prácticas tendrán carácter
educativo y no podrán generar ni reemplazar
ningún vínculo contractual o relación laboral.
Podrán participar de dichas actividades los/as
alumnos/as de todas las modalidades y orien-
taciones de la Educación Secundaria, mayores
de DIECISEIS (16) años de edad, durante el pe-
ríodo lectivo, por un período no mayor a SEIS
(6) meses, con el acompañamiento de docen-
tes y/o autoridades pedagógicas designadas a
tal fin. En el caso de las escuelas técnicas y
agrotécnicas, la vinculación de estas institucio-
nes con el sector productivo se realizará en
conformidad con lo dispuesto por los artículos
15 y 16 de la Ley Nº 26.058.
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CAPÍTULO V

EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 34. — La Educación Superior com-
prende:

a) Universidades e Institutos Universitarios,
estatales o privados autorizados, en con-
cordancia con la denominación establecida
en la Ley Nº 24.521.

b) Institutos de Educación Superior de juris-
dicción nacional, provincial o de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, de gestión estatal
o privada.

ARTÍCULO 35. — La Educación Superior será
regulada por la Ley de Educación Superior Nº
24.521, la Ley de Educación Técnico Profesional
Nº 26.058 y por las disposiciones de la presente
ley en lo que respecta a los Institutos de Edu-
cación Superior.

ARTÍCULO 36. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el
Consejo Federal de Educación, establecerá
las políticas, los mecanismos de regulación y
los criterios de evaluación y de articulación
relativos a los Institutos de Educación Supe-
rior dependientes del Estado nacional, de las
provincias y de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires.

ARTÍCULO 37. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
tienen competencia en la planificación de la
oferta de carreras y de postítulos, el diseño de
planes de estudio, la gestión y asignación de
recursos y la aplicación de las regulaciones
específicas, relativas a los Institutos de Educa-
ción Superior bajo su dependencia.

CAPÍTULO VI

EDUCACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL

ARTÍCULO 38. — La Educación Técnico Pro-
fesional es la modalidad de la Educación
Secundaria y la Educación Superior responsa-
ble de la formación de técnicos medios y
técnicos superiores en áreas ocupacionales
específicas y de la formación profesional. La
Educación Técnico Profesional se rige por las
disposiciones de la Ley Nº 26.058, en concor-

dancia con los principios, fines y objetivos de
la presente ley.

Esta modalidad se implementa en las institu-
ciones de gestión estatal o privada que cumplen
con las disposiciones de la Ley Nº 26.058.

CAPÍTULO VII

EDUCACIÓN ARTÍSTICA

ARTÍCULO 39. — La Educación Artística com-
prende:

a) La formación en distintos lenguajes artís-
ticos para niños/as y adolescentes, en todos
los niveles y modalidades.

b) La modalidad artística orientada a la forma-
ción específica de Nivel Secundario para aque-
llos/as alumnos/as que opten por seguirla.

c) La formación artística impartida en los
Institutos de Educación Superior, que com-
prende los profesorados en los diversos
lenguajes artísticos para los distintos niveles
de enseñanza y las carreras artísticas espe-
cíficas.

ARTÍCULO 40. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires garantizarán una
educación artística de calidad para todos/as
los/as alumnos/ as del Sistema Educativo, que
fomente y desarrolle la sensibilidad y la capacidad
creativa de cada persona, en un marco de va-
loración y protección del patrimonio natural y
cultural, material y simbólico de las diversas
comunidades que integran la Nación.

ARTÍCULO 41. — Todos/as los/as alumnos/as,
en el transcurso de su escolaridad obligatoria,
tendrán oportunidad de desarrollar su sensibi-
lidad y su capacidad creativa en, al menos,
DOS (2) disciplinas artísticas.

En la Educación Secundaria, la modalidad artís-
tica ofrecerá una formación específica en Mú-
sica, Danza, Artes Visuales, Plástica, Teatro, y
otras que pudieran conformarse, admitiendo
en cada caso diferentes especializaciones. La
formación específica brindada en las escuelas
especializadas en artes, podrá continuarse en
establecimientos de nivel superior de la misma
modalidad.
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S CAPÍTULO VIII

EDUCACIÓN ESPECIAL

ARTÍCULO 42. — La Educación Especial es la
modalidad del sistema educativo destinada a
asegurar el derecho a la educación de las
personas con discapacidades, temporales o
permanentes, en todos los niveles y modali-
dades del Sistema Educativo. La Educación
Especial se rige por el principio de inclusión
educativa, de acuerdo con el inciso n) del ar-
tículo 11 de esta ley. La Educación Especial
brinda atención educativa en todas aquellas
problemáticas específicas que no puedan ser
abordadas por la educación común. El Minis-
terio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación,
garantizará la integración de los/as alumnos/as
con discapacidades en todos los niveles y
modalidades según las posibilidades de cada
persona.

ARTÍCULO 43. — Las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, en el marco de la
articulación de niveles de gestión y funciones
de los organismos competentes para la aplica-
ción de la Ley Nº 26.061, establecerán los pro-
cedimientos y recursos correspondientes para
identificar tempranamente las necesidades edu-
cativas derivadas de la discapacidad o de tras-
tornos en el desarrollo, con el objeto de darles
la atención interdisciplinaria y educativa para
lograr su inclusión desde el Nivel Inicial.

ARTÍCULO 44. — Con el propósito de asegurar
el derecho a la educación, la integración escolar
y favorecer la inserción social de las personas
con discapacidades, temporales o permanentes,
las autoridades jurisdiccionales dispondrán las
medidas necesarias para:

a) Posibilitar una trayectoria educativa integral
que permita el acceso a los saberes tecno-
lógicos, artísticos y culturales.

b) Contar con el personal especializado su-
ficiente que trabaje en equipo con los/as
docentes de la escuela común.

c) Asegurar la cobertura de los servicios edu-
cativos especiales, el transporte, los recursos
técnicos y materiales necesarios para el de-
sarrollo del currículo escolar.

d) Propiciar alternativas de continuidad para
su formación a lo largo de toda la vida.

e) Garantizar la accesibilidad física de todos
los edificios escolares.

ARTÍCULO 45. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Con-
sejo Federal de Educación, creará las instancias
institucionales y técnicas necesarias para la
orientación de la trayectoria escolar más ade-
cuada de los/as alumnos/as con discapacida-
des, temporales o permanentes, en todos los
niveles de la enseñanza obligatoria, así como
también las normas que regirán los procesos
de evaluación y certificación escolar. Asimismo,
participarán en mecanismos de articulación
entre ministerios y otros organismos del Estado
que atienden a personas con discapacidades,
temporales o permanentes, para garantizar
un servicio eficiente y de mayor calidad.

CAPÍTULO IX

EDUCACIÓN PERMANENTE DE JÓVENES Y
ADULTOS

ARTÍCULO 46. — La Educación Permanente
de Jóvenes y Adultos es la modalidad educativa
destinada a garantizar la alfabetización y el
cumplimiento de la obligatoriedad escolar
prevista por la presente ley, a quienes no la
hayan completado en la edad establecida re-
glamentariamente, y a brindar posibilidades
de educación a lo largo de toda la vida.

ARTÍCULO 47. — Los programas y acciones
de educación para jóvenes y adultos del Minis-
terio de Educación, Ciencia y Tecnología y de
las distintas jurisdicciones se articularán con
acciones de otros Ministerios, particularmente
los de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, de
Desarrollo Social, de Justicia y Derechos Hu-
manos y de Salud, y se vincularán con el mundo
de la producción y el trabajo. A tal fin, en el
marco del Consejo Federal de Educación se
acordarán los mecanismos de participación de
los sectores involucrados, a nivel nacional, re-
gional y local. Asimismo, el Estado garantiza el
acceso a la información y a la orientación sobre
las ofertas de educación permanente y las po-
sibilidades de acceso a las mismas.
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ARTÍCULO 48. — La organización curricular
e institucional de la Educación Permanente
de Jóvenes y Adultos responderá a los si-
guientes objetivos y criterios:

a) Brindar una formación básica que per-
mita adquirir conocimientos desarrollar las
capacidades de expresión, comunicación,
relación interpersonal y de construcción del
conocimiento, atendiendo las particularida-
des socioculturales, laborales, contextuales
y personales de la población destinataria.

b) Desarrollar la capacidad de participación
en la vida social, cultural, política y económica
y hacer efectivo su derecho a la ciudadanía
democrática.

c) Mejorar su formación profesional y/o ad-
quirir una preparación que facilite su inserción
laboral.

d) Incorporar en sus enfoques y contenidos
básicos la equidad de género y la diversidad
cultural.

e) Promover la inclusión de los/as adultos/as
mayores y de las personas con discapaci-
dades, temporales o permanentes.

f) Diseñar una estructura curricular modular
basada en criterios de flexibilidad y apertura.

g) Otorgar certificaciones parciales y acreditar
los saberes adquiridos a través de la expe-
riencia laboral.

h) Implementar sistemas de créditos y equi-
valencias que permitan y acompañen la
movilidad de los/as participantes.

i) Desarrollar acciones educativas presen-
ciales y/o a distancia, particularmente en
zonas rurales o aisladas, asegurando la cali-
dad y la igualdad de sus resultados.

j) Promover la participación de los/as do-
centes y estudiantes en el desarrollo del
proyecto educativo, así como la vinculación
con la comunidad local y con los sectores
laborales o sociales de pertenencia de los/as
estudiantes.

k) Promover el acceso al conocimiento y
manejo de nuevas tecnologías.

CAPÍTULO X

EDUCACIÓN RURAL

ARTÍCULO 49. — La Educación Rural es la
modalidad del sistema educativo de los niveles
de Educación Inicial, Primaria y Secundaria
destinada a garantizar el cumplimiento de la
escolaridad obligatoria a través de formas ade-
cuadas a las necesidades y particularidades de
la población que habita en zonas rurales. Se
implementa en las escuelas que son definidas
como rurales según criterios consensuados
entre el Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología y las provincias, en el marco del
Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 50. — Son objetivos de la Educación
Rural:

a) Garantizar el acceso a los saberes postu-
lados para el conjunto del sistema a través
de propuestas pedagógicas flexibles que for-
talezcan el vínculo con las identidades cul-
turales y las actividades productivas locales.

b) Promover diseños institucionales que per-
mitan a los/as alumnos/as mantener los vín-
culos con su núcleo familiar y su medio
local de pertenencia, durante el proceso
educativo, garantizando la necesaria coordi-
nación y articulación del sistema dentro de
cada provincia y entre las diferentes jurisdic-
ciones.

c) Permitir modelos de organización escolar
adecuados a cada contexto, tales como
agrupamientos de instituciones, salas pluri-
grados y grupos multiedad, instituciones que
abarquen varios niveles en una misma unidad
educativa, escuelas de alternancia, escuelas
itinerantes u otras, que garanticen el cumpli-
miento de la obligatoriedad escolar y la con-
tinuidad de los estudios en los diferentes
ciclos, niveles y modalidades del sistema
educativo, atendiendo asimismo las necesi-
dades educativas de la población rural mi-
grante.

d) Promover la igualdad de oportunidades y
posibilidades asegurando la equidad de gé-
nero.

ARTÍCULO 51. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Con-
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S sejo Federal de Educación, es responsable de
definir las medidas necesarias para que los
servicios educativos brindados en zonas rurales
alcancen niveles de calidad equivalente a los
urbanos. Los criterios generales que deben
orientar dichas medidas son:

a) Instrumentar programas especiales de
becas para garantizar la igualdad de posibili-
dades.

b) Asegurar el funcionamiento de comedores
escolares y otros servicios asistenciales que
resulten necesarios a la comunidad.

c) Integrar redes intersectoriales de organi-
zaciones gubernamentales y no guberna-
mentales y agencias de extensión a fin de
coordinar la cooperación y el apoyo de los
diferentes sectores para expandir y garantizar
las oportunidades y posibilidades educativas
de los alumnos.

d) Organizar servicios de educación no
formal que contribuyan a la capacitación la-
boral y la promoción cultural de la población
rural, atendiendo especialmente la condición
de las mujeres.

e) Proveer los recursos pedagógicos y ma-
teriales necesarios para la escolarización de
los/as alumnos/as y estudiantes del medio
rural tales como textos, equipamiento infor-
mático, televisión educativa, instalaciones y
equipamiento para la educación física y la
práctica deportiva, comedores escolares, re-
sidencias y transporte, entre otros.

CAPÍTULO XI

EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE

ARTÍCULO 52. — La Educación Intercultural
Bilingüe es la modalidad del sistema educativo
de los niveles de Educación Inicial, Primaria y
Secundaria que garantiza el derecho constitu-
cional de los pueblos indígenas, conforme al
artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional,
a recibir una educación que contribuya a pre-
servar y fortalecer sus pautas culturales, su len-
gua, su cosmovisión e identidad étnica; a de-
sempeñarse activamente en un mundo multi-
cultural y a mejorar su calidad de vida. Asimismo,

la Educación Intercultural Bilingüe promueve
un diálogo mutuamente enriquecedor de co-
nocimientos y valores entre los pueblos indí-
genas y poblaciones étnica, lingüística y cultu-
ralmente diferentes, y propicia el reconocimiento
y el respeto hacia tales diferencias.

ARTÍCULO 53. — Para favorecer el desarrollo
de la Educación Intercultural Bilingüe, el Estado
será responsable de:

a) Crear mecanismos de participación per-
manente de los/as representantes de los
pueblos indígenas en los órganos responsa-
bles de definir y evaluar las estrategias de
Educación Intercultural Bilingüe.

b) Garantizar la formación docente específica,
inicial y continua, correspondiente a los dis-
tintos niveles del sistema.

c) Impulsar la investigación sobre la realidad
sociocultural y lingüística de los pueblos in-
dígenas, que permita el diseño de propuestas
curriculares, materiales educativos pertinentes
e instrumentos de gestión pedagógica.

d) Promover la generación de instancias
institucionales de participación de los pueblos
indígenas en la planificación y gestión de
los procesos de enseñanza y aprendizaje.

e) Propiciar la construcción de modelos y
prácticas educativas propias de los pueblos
indígenas que incluyan sus valores, conoci-
mientos, lengua y otros rasgos sociales y
culturales.

ARTÍCULO 54. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Con-
sejo Federal de Educación, definirá contenidos
curriculares comunes que promuevan el respeto
por la multiculturalidad y el conocimiento de
las culturas originarias en todas las escuelas
del país, permitiendo a los/as alumnos/as
valorar y comprender la diversidad cultural
como atributo positivo de nuestra sociedad.

CAPÍTULO XII

EDUCACIÓN EN CONTEXTOS DE PRIVACIÓN
DE LIBERTAD

ARTÍCULO 55. — La Educación en Contextos
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de Privación de Libertad es la modalidad del
sistema educativo destinada a garantizar el de-
recho a la educación de todas las personas
privadas de libertad, para promover su forma-
ción integral y desarrollo pleno. El ejercicio de
este derecho no admite limitación ni discrimi-
nación alguna vinculada a la situación de en-
cierro, y será puesto en conocimiento de todas
las personas privadas de libertad, en forma fe-
haciente, desde el momento de su ingreso a
la institución.

ARTÍCULO 56. — Son objetivos de esta mo-
dalidad:

a) Garantizar el cumplimiento de la escola-
ridad obligatoria a todas las personas priva-
das de libertad dentro de las instituciones
de encierro o fuera de ellas cuando las con-
diciones de detención lo permitieran.

b) Ofrecer formación técnico profesional,
en todos los niveles y modalidades, a las
personas privadas de libertad.

c) Favorecer el acceso y permanencia en la
Educación Superior y un sistema gratuito de
educación a distancia.

d) Asegurar alternativas de educación no for-
mal y apoyar las iniciativas educativas que
formulen las personas privadas de libertad.

e) Desarrollar propuestas destinadas a esti-
mular la creación artística y la participación
en diferentes manifestaciones culturales, así
como en actividades de educación física y
deportiva.

f) Brindar información permanente sobre las
ofertas educativas y culturales existentes.

g) Contribuir a la inclusión social de las per-
sonas privadas de libertad a través del acceso
al sistema educativo y a la vida cultural.

ARTÍCULO 57. — Para asegurar la educación
de todas las personas privadas de libertad el
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología
acordará y coordinará acciones, estrategias y
mecanismos necesarios con las autoridades
nacionales y provinciales y de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, con institutos de edu-
cación superior y con universidades. Corres-

ponde al Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos y sus equivalentes provinciales y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como
a los organismos responsables de las institu-
ciones en que se encuentran niños/as y ado-
lescentes privados de libertad, adoptar las dis-
posiciones necesarias para el cumplimiento
de lo establecido en el presente capítulo.

ARTÍCULO 58. — Los sistemas educativos ju-
risdiccionales ofrecerán atención educativa de
nivel inicial destinada a los/as niños/as de CUA-
RENTA Y CINCO (45) días a CUATRO (4) años
de edad, nacidos/as y/o criados/as en estos
contextos, a través de jardines maternales o
de infantes, así como otras actividades educa-
tivas y recreativas dentro y fuera de las unida-
des penitenciarias.

ARTÍCULO 59. — Todos/as los/as niños/as y
adolescentes que se encuentren privados de
libertad en instituciones de régimen cerrado
según lo establecido por el artículo 19 de la
Ley Nº 26.061, tendrán derecho al acceso, per-
manencia y tránsito en todos los niveles y mo-
dalidades del sistema educativo. Las formas
de implementación de este derecho respon-
derán a criterios de flexibilidad y calidad que
aseguren resultados equivalentes a los de la
educación común.

CAPÍTULO XIII

EDUCACIÓN DOMICILIARIA Y HOSPITALARIA

ARTÍCULO 60. — La educación domiciliaria y
hospitalaria es la modalidad del sistema edu-
cativo en los niveles de Educación Inicial, Pri-
maria y Secundaria, destinada a garantizar el
derecho a la educación de los/as alumnos/as
que, por razones de salud, se ven imposibilita-
dos/as de asistir con regularidad a una institución
educativa en los niveles de la educación obli-
gatoria por períodos de TREINTA (30) días co-
rridos o más.

ARTÍCULO 61. — El objetivo de esta modalidad
es garantizar la igualdad de oportunidades a
los/ as alumnos/as, permitiendo la continuidad
de sus estudios y su reinserción en el sistema
común, cuando ello sea posible.
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S TÍTULO III

EDUCACIÓN DE GESTIÓN PRIVADA

ARTÍCULO 62. — Los servicios educativos de
gestión privada estarán sujetos a la autorización,
reconocimiento y supervisión de las autoridades
educativas jurisdiccionales correspondientes.

ARTÍCULO 63. — Tendrán derecho a prestar
estos servicios la Iglesia Católica, las confesiones
religiosas inscriptas en el Registro Nacional de
Cultos; las sociedades, cooperativas, organi-
zaciones sociales, sindicatos, asociaciones, fun-
daciones y empresas con personería jurídica y
las personas físicas. Estos agentes tendrán los
siguientes derechos y obligaciones:

a) Derechos: crear, administrar y sostener
establecimientos educativos; matricular, eva-
luar y emitir certificados y títulos con validez
nacional; nombrar y promover a su personal
directivo, docente, administrativo y auxiliar;
formular planes y programas de estudio;
aprobar el proyecto educativo institucional
de acuerdo con su ideario y participar del
planeamiento educativo.

b) Obligaciones: Cumplir con la normativa
y los lineamientos de la política educativa
nacional y jurisdiccional; ofrecer servicios
educativos que respondan a necesidades
de la comunidad; brindar toda la información
necesaria para la supervisión pedagógica y
el control contable y laboral por parte del
Estado.

ARTÍCULO 64. — Los/las docentes de las insti-
tuciones de educación de gestión privada re-
conocidas tendrán derecho a una remuneración
mínima igual a la de los/las docentes de insti-
tuciones de gestión estatal, conforme al régimen
de equiparación fijado por la legislación vigente,
y deberán poseer títulos reconocidos oficial-
mente.

ARTÍCULO 65. — La asignación de aportes fi-
nancieros por parte del Estado destinados a
los salarios docentes de los establecimientos
de gestión privada reconocidos y autorizados
por las autoridades jurisdiccionales competentes,
estará basada en criterios objetivos de justicia
social, teniendo en cuenta la función social
que cumple en su zona de influencia, el tipo

de establecimiento, el proyecto educativo o
propuesta experimental y el arancel que se es-
tablezca.

ARTÍCULO 66. — Las entidades representativas
de las instituciones educativas de gestión privada
participarán del Consejo de Políticas Educativas
del Consejo Federal de Educación, de acuerdo
con el artículo 119, inciso a) de la presente ley.

TÍTULO IV

LOS/AS DOCENTES Y SU FORMACIÓN

CAPÍTULO I

DERECHOS Y OBLIGACIONES

ARTÍCULO 67. — Los/as docentes de todo el
sistema educativo tendrán los siguientes dere-
chos y obligaciones, sin perjuicio de los que
establezcan las negociaciones colectivas y la
legislación laboral general y específica:

Derechos:

a) Al desempeño en cualquier jurisdicción,
mediante la acreditación de los títulos y cer-
tificaciones, de acuerdo con la normativa vi-
gente.

b) A la capacitación y actualización integral,
gratuita y en servicio, a lo largo de toda su
carrera.

c) Al ejercicio de la docencia sobre la base
de la libertad de cátedra y la libertad de en-
señanza, en el marco de los principios esta-
blecidos por la Constitución Nacional y las
disposiciones de esta ley.

d) A la activa participación en la elaboración
e implementación del proyecto institucional
de la escuela.

e) Al desarrollo de sus tareas en condiciones
dignas de seguridad e higiene.

f) Al mantenimiento de su estabilidad en el
cargo en tanto su desempeño sea satisfactorio
de conformidad con la normativa vigente.

g) A los beneficios de la seguridad social, ju-
bilación, seguros y obra social.

h) A un salario digno.
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i) A participar en el Gobierno de la educación
por sí y/o a través de sus representantes.

j) Al acceso a programas de salud laboral y
prevención de las enfermedades profesio-
nales.

k) Al acceso a los cargos por concurso de
antecedentes y oposición, conforme a lo
establecido en la legislación vigente para las
instituciones de gestión estatal.

l) A la negociación colectiva nacional y juris-
diccional.

m) A la libre asociación y al respeto integral
de todos sus derechos como ciudadano/a. 

Obligaciones:

a) A respetar y hacer respetar los principios
constitucionales, las disposiciones de la pre-
sente ley, la normativa institucional y la que
regula la tarea docente.

b) A cumplir con los lineamientos de la
política educativa de la Nación y de la res-
pectiva jurisdicción y con los diseños curri-
culares de cada uno de los niveles y modali-
dades.

c) A capacitarse y actualizarse en forma per-
manente.

d) A ejercer su trabajo de manera idónea y
responsable.

e) A proteger y garantizar los derechos de
los/as niños/as y adolescentes que se en-
cuentren bajo su responsabilidad, en con-
cordancia con lo dispuesto en la Ley Nº
26.061.

f) A respetar la libertad de conciencia, la dig-
nidad, integridad e intimidad de todos los
miembros de la comunidad educativa.

ARTÍCULO 68. — El personal administrativo,
técnico, auxiliar, social, de la salud y de servicio
es parte integrante de la comunidad educativa
y su misión principal será contribuir a asegurar
el funcionamiento de las instituciones educativas
y de los servicios de la educación, conforme
los derechos y obligaciones establecidos en
sus respectivos estatutos.

ARTÍCULO 69. — El Ministerio de Educación,

Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, definirá los criterios bá-
sicos concernientes a la carrera docente en el
ámbito estatal, en concordancia con lo dispuesto
en la presente ley. La carrera docente admitirá
al menos DOS (2) opciones: (a) desempeño
en el aula y (b) desempeño de la función
directiva y de supervisión. La formación continua
será una de las dimensiones básicas para el as-
censo en la carrera profesional.

A los efectos de la elaboración de dichos crite-
rios, se instrumentarán los mecanismos de
consulta que permitan la participación de los/as
representantes de las organizaciones gremiales
y entidades profesionales docentes y de otros
organismos competentes del Poder Ejecutivo
nacional.

ARTÍCULO 70. — No podrá incorporarse a la
carrera docente quien haya sido condenado/a
por delito de lesa humanidad, o haya incurrido
en actos de fuerza contra el orden institucional
y el sistema democrático, conforme a lo previsto
en el artículo 36 de la Constitución Nacional y
el Título X del Libro Segundo del Código Penal,
aun cuando se hubieren beneficiado por el in-
dulto o la conmutación de la pena.

CAPÍTULO II

LA FORMACIÓN DOCENTE

ARTÍCULO 71. — La formación docente tiene
la finalidad de preparar profesionales capaces
de enseñar, generar y transmitir los conoci-
mientos y valores necesarios para la formación
integral de las personas, el desarrollo nacional
y la construcción de una sociedad más justa.
Promoverá la construcción de una identidad
docente basada en la autonomía profesional,
el vínculo con la cultura y la sociedad contem-
poránea, el trabajo en equipo, el compromiso
con la igualdad y la confianza en las posibilidades
de aprendizaje de los/as alumnos/as.

ARTÍCULO 72. — La formación docente es
parte constitutiva del nivel de Educación Superior
y tiene como funciones, entre otras, la formación
docente inicial, la formación docente continua,
el apoyo pedagógico a las escuelas y la inves-
tigación educativa.
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S ARTÍCULO 73. — La política nacional de for-
mación docente tiene los siguientes objetivos:

a) Jerarquizar y revalorizar la formación do-
cente, corno factor clave del mejoramiento
de la calidad de la educación.

b) Desarrollar las capacidades y los conoci-
mientos necesarios para el trabajo docente
en los diferentes niveles y modalidades del
sistema educativo de acuerdo a las orienta-
ciones de la presente ley.

c) Incentivar la investigación y la innovación
educativa vinculadas con las tareas de ense-
ñanza, la experimentación y sistematización
de propuestas que aporten a la reflexión
sobre la práctica y a la renovación de las ex-
periencias escolares.

d) Ofrecer diversidad de propuestas y dispo-
sitivos de formación posterior a la formación
inicial que fortalezcan el desarrollo profesional
de los/as docentes en todos los niveles y
modalidades de enseñanza.

e) Articular la continuidad de estudios en las
instituciones universitarias.

f) Planificar y desarrollar el sistema de for-
mación docente inicial y continua.

g) Acreditar instituciones, carreras y trayectos
formativos que habiliten para el ejercicio de
la docencia.

h) Coordinar y articular acciones de coo-
peración académica e institucional entre
los institutos de educación superior de for-
mación docente, las instituciones universi-
tarias y otras instituciones de investigación
educativa.

i) Otorgar validez nacional a los títulos y las
certificaciones para el ejercicio de la docencia
en los diferentes niveles y modalidades del
sistema.

ARTÍCULO 74. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología y el Consejo Federal de
Educación acordarán:

a) Las políticas y los planes de formación
docente inicial.

b) Los lineamientos para la organización y
administración del sistema y los parámetros

de calidad que orienten los diseños curri-
culares.

c) Las acciones que garanticen el derecho a
la formación continua a todos/as los/as do-
centes del país, en todos los niveles y moda-
lidades, así como la gratuidad de la oferta
estatal de capacitación.

ARTÍCULO 75. — La formación docente se es-
tructura en DOS (2) ciclos:

a) Una formación básica común, centrada
en los fundamentos de la profesión docente
y el conocimiento y reflexión de la realidad
educativa y,

b) Una formación especializada, para la en-
señanza de los contenidos curriculares de
cada nivel y modalidad.

La formación docente para el Nivel Inicial y
Primario tendrá CUATRO (4) años de duración
y se introducirán formas de residencia, según
las definiciones establecidas por cada jurisdicción
y de acuerdo con la reglamentación de la pre-
sente ley. Asimismo, el desarrollo de prácticas
docentes de estudios a distancia deberá reali-
zarse de manera presencial.

ARTÍCULO 76. — Créase en el ámbito del Mi-
nisterio de Educación, Ciencia y Tecnología el
Instituto Nacional de Formación Docente como
organismo responsable de:

a) Planificar y ejecutar políticas de articulación
del sistema de formación docente inicial y
continua.

b) Impulsar políticas de fortalecimiento de
las relaciones entre el sistema de formación
docente y los otros niveles del sistema edu-
cativo.

c) Aplicar las regulaciones que rigen el sistema
de formación docente en cuanto a evaluación,
autoevaluación y acreditación de instituciones
y carreras, validez nacional de títulos y certi-
ficaciones, en todo lo que no resulten de
aplicación las disposiciones específicas refe-
ridas al nivel universitario de la Ley Nº 24.521.

d) Promover políticas nacionales y linea-
mientos básicos curriculares para la formación
docente inicial y continua.
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e) Coordinar las acciones de seguimiento y
evaluación del desarrollo de las políticas de
formación docente inicial y continua.

f) Desarrollar planes, programas y materiales
para la formación docente inicial y continua
y para las carreras de áreas socio humanísticas
y artísticas.

g) Instrumentar un fondo de incentivo para
el desarrollo y el fortalecimiento del sistema
formador de docentes.

h) Impulsar y desarrollar acciones de investi-
gación y un laboratorio de la formación.

i) Impulsar acciones de cooperación técnica
interinstitucional e internacional.

ARTÍCULO 77. — El Instituto Nacional de For-
mación Docente contará con la asistencia y
asesoramiento de un Consejo Consultivo inte-
grado por representantes del Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología, del Consejo
Federal de Educación, del Consejo de Univer-
sidades, del sector gremial, de la educación de
gestión privada y del ámbito académico.

ARTÍCULO 78. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, establecerá los criterios
para la regulación del sistema de formación
docente y la implementación del proceso de
acreditación y registro de los institutos superiores
de formación docente, así corno de la homo-
logación y registro nacional de títulos y certifi-
caciones.

TÍTULO V

POLÍTICAS DE PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD
EDUCATIVA

ARTÍCULO 79. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, fijará y desarrollará polí-
ticas de promoción de la igualdad educativa,
destinadas a enfrentar situaciones de injusticia,
marginación, estigmatización y otras formas
de discriminación, derivadas de factores so-
cioeconómicos, culturales, geográficos, étnicos,
de género o de cualquier otra índole, que
afecten el ejercicio pleno del derecho a la
educación.

ARTÍCULO 80. — Las políticas de promoción
de la igualdad educativa deberán asegurar las
condiciones necesarias para la inclusión, el re-
conocimiento, la integración y el logro educativo
de todos/as los/as niños/as, jóvenes y adultos
en todos los niveles y modalidades, principal-
mente los obligatorios. El Estado asignará los
recursos presupuestarios con el objeto de ga-
rantizar la igualdad de oportunidades y resultados
educativos para los sectores más desfavorecidos
de la sociedad. El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, proveerá textos escolares
y otros recursos pedagógicos, culturales, ma-
teriales, tecnológicos y económicos a los/as
alumnos/as, familias y escuelas que se en-
cuentren en situación socioeconómica desfa-
vorable.

ARTÍCULO 81. — Las autoridades jurisdiccionales
adoptarán las medidas necesarias para garantizar
el acceso y la permanencia en la escuela de
las alumnas en estado de gravidez, así como la
continuidad de sus estudios luego de la mater-
nidad, evitando cualquier forma de discrimina-
ción que las afecte, en concordancia con el
artículo 17 de la Ley Nº 26.061. Las escuelas
contarán con salas de lactancia. En caso de
necesidad, las autoridades jurisdiccionales po-
drán incluir a las alumnas madres en condición
de pre y posparto en la modalidad de educación
domiciliaria y hospitalaria.

ARTÍCULO 82. — Las autoridades educativas
competentes participarán del desarrollo de sis-
temas locales de protección integral de derechos
establecidos por la Ley Nº 26.061, junto con la
participación de organismos gubernamentales
y no gubernamentales y otras organizaciones
sociales. Promoverán la inclusión de niños/as
no escolarizados/as en espacios escolares no
formales como tránsito hacia procesos de rein-
serción escolar plenos. Asimismo, participarán
de las acciones preventivas para la erradicación
efectiva del trabajo infantil que implementen
los organismos competentes.

ARTÍCULO 83. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología y las autoridades jurisdic-
cionales diseñarán estrategias para que los/as
docentes con mayor experiencia y calificación
se desempeñen en las escuelas que se en-
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S cuentran en situación más desfavorable, para
impulsar una mejora en los niveles de aprendi-
zaje y promoción de los/as alumnos/as sin
perjuicio de lo que establezcan las negocia-
ciones colectivas y la legislación laboral.

TÍTULO VI

LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 84. — El Estado debe garantizar las
condiciones materiales y culturales para que
todos/as los/as alumnos/as logren aprendizajes
comunes de buena calidad, independiente-
mente de su origen social, radicación geográfica,
género o identidad cultural.

ARTÍCULO 85. — Para asegurar la buena calidad
de la educación, la cohesión y la integración
nacional y garantizar la validez nacional de los
títulos correspondientes, el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con
el Consejo Federal de Educación:

a) Definirá estructuras y contenidos curricu-
lares comunes y núcleos de aprendizaje prio-
ritarios en todos los niveles y años de la es-
colaridad obligatoria.

b) Establecerá mecanismos de renovación
periódica total o parcial de dichos contenidos
curriculares comunes. Para esta tarea contará
con la contribución del Consejo de Actuali-
zación Curricular previsto en el artículo 119
inciso c) de esta ley.

c) Asegurará el mejoramiento de la formación
inicial y continua de los/as docentes corno
factor clave de la calidad de la educación,
conforme a lo establecido en los artículos
71 a 78 de la presente ley.

d) Implementará una política de evaluación
concebida como instrumento de mejora de
la calidad de la educación, conforme a lo
establecido en los artículos 94 a 97 de la
presente ley.

e) Estimulará procesos de innovación y ex-
perimentación educativa.

f) Dotará a todas las escuelas de los recursos
materiales necesarios para garantizar una
educación de calidad, tales como la infraes-
tructura, los equipamientos científicos y tec-
nológicos, de educación física y deportiva,
bibliotecas y otros materiales pedagógicos,
priorizando aquéllas que atienden a
alumnos/as en situaciones sociales más des-
favorecidas, conforme a lo establecido en
los artículos 79 a 83 de la presente ley.

ARTÍCULO 86. — Las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires establecerán con-
tenidos curriculares acordes a sus realidades
sociales, culturales y productivas, y promoverán
la definición de proyectos institucionales que
permitan a las instituciones educativas postular
sus propios desarrollos curriculares, en el marco
de los objetivos y pautas comunes definidas
por esta ley.

CAPÍTULO II

DISPOSICIONES ESPECÍFICAS

ARTÍCULO 87. — La enseñanza de al menos
un idioma extranjero será obligatoria en todas
las escuelas de nivel primario y secundario del
país. Las estrategias y los plazos de implemen-
tación de esta disposición serán fijados por re-
soluciones del Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 88. — El acceso y dominio de las
tecnologías de la información y la comunicación
formarán parte de los contenidos curriculares
indispensables para la inclusión en la sociedad
del conocimiento.

ARTÍCULO 89. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, dispondrá las medidas
necesarias para proveer la educación ambiental
en todos los niveles y modalidades del Sistema
Educativo Nacional, con la finalidad de promover
valores, comportamientos y actitudes que sean
acordes con un ambiente equilibrado y la pro-
tección de la diversidad biológica; que pro-
pendan a la preservación de los recursos natu-
rales y a su utilización sostenible y que mejoren
la calidad de vida de la población. A tal efecto
se definirán en dicho ámbito institucional, utili-
zando el mecanismo de coordinación que es-



  125

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S N
A

C
IO

N
A

LES

tablece el artículo 15 de la Ley Nº 25.675, las
políticas y estrategias destinadas a incluir la
educación ambiental en los contenidos curri-
culares comunes y núcleos de aprendizaje
prioritario, así como a capacitar a los/as docentes
en esta temática.

ARTÍCULO 90. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología promoverá, a través del
Consejo Federal de Educación, la incorporación
de los principios y valores del cooperativismo
y del mutualismo en los procesos de enseñan-
za-aprendizaje y la capacitación docente co-
rrespondiente, en concordancia con los prin-
cipios y valores establecidos en la Ley Nº
16.583 y sus reglamentaciones. Asimismo, se
promoverá el cooperativismo y el mutualismo
escolar.

ARTÍCULO 91. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, fortalecerá las bibliotecas
escolares existentes y asegurará su creación y
adecuado funcionamiento en aquellos esta-
blecimientos que carezcan de las mismas. Asi-
mismo, implementará planes y programas per-
manentes de promoción del libro y la lectura.

ARTÍCULO 92. — Formarán parte de los con-
tenidos curriculares comunes a todas las juris-
dicciones:

a) El fortalecimiento de la perspectiva regional
latinoamericana, particularmente de la región
del MERCOSUR, en el marco de la cons-
trucción de una identidad nacional abierta,
respetuosa de la diversidad.

b) La causa de la recuperación de nuestras
Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich
del Sur, de acuerdo con lo prescripto en la
Disposición Transitoria Primera de la Consti-
tución Nacional.

c) El ejercicio y construcción de la memoria
colectiva sobre los procesos históricos y po-
líticos que quebraron el orden constitucional
y terminaron instaurando el terrorismo de
Estado, con el objeto de generar en los/as
alumnos/as reflexiones y sentimientos de-
mocráticos y de defensa del Estado de De-
recho y la plena vigencia de los Derechos
Humanos, en concordancia con lo dispuesto
por la Ley Nº 25.633.

d) El conocimiento de los derechos de los/as
niños/as y adolescentes establecidos en la
Convención sobre los Derechos del Niño y
en la Ley Nº 26.061.

e) El conocimiento de la diversidad cultural
de los pueblos indígenas y sus derechos, en
concordancia con el artículo 54 de la presente
ley.

f) Los contenidos y enfoques que contribuyan
a generar relaciones basadas en la igualdad,
la solidaridad y el respeto entre los sexos, en
concordancia con la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer, con rango consti-
tucional, y las Leyes Nº 24.632 y Nº 26.171.

ARTÍCULO 93. — Las autoridades educativas
jurisdiccionales organizarán o facilitarán el
diseño de programas para la identificación,
evaluación temprana, seguimiento y orientación
de los/as alumnos/ as con capacidades o ta-
lentos especiales y la flexibilización o ampliación
del proceso de escolarización.

CAPÍTULO III

INFORMACIÓN Y EVALUACIÓN DEL SISTEMA
EDUCATIVO

ARTÍCULO 94. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología tendrá la responsabilidad
principal en el desarrollo e implementación de
una política de información y evaluación con-
tinua y periódica del sistema educativo para la
toma de decisiones tendiente al mejoramiento
de la calidad de la educación, la justicia social
en la asignación de recursos, la transparencia
y la participación social.

ARTÍCULO 95. — Son objeto de información y
evaluación las principales variables de funcio-
namiento del sistema, tales como cobertura,
repetición, deserción, egreso, promoción, so-
breedad, origen socioeconómico, inversiones
y costos, los procesos y logros de aprendizaje,
los proyectos y programas educativos, la for-
mación y las prácticas de docentes, directivos
y supervisores, las unidades escolares, los con-
textos socioculturales del aprendizaje y los
propios métodos de evaluación.
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S ARTÍCULO 96. — La política de información y
evaluación se concertará en el ámbito del
Consejo Federal de Educación. Las jurisdicciones
participarán en el desarrollo e implementación
del sistema de evaluación e información pe-
riódica del sistema educativo, verificando la
concordancia con las necesidades de su propia
comunidad en la búsqueda de la igualdad edu-
cativa y la mejora de la calidad. Asimismo,
apoyará y facilitará la autoevaluación de las
unidades educativas con la participación de
los/ as docentes y otros/as integrantes de la
comunidad educativa.

ARTÍCULO 97. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología y las jurisdicciones edu-
cativas harán públicos los datos e indicadores
que contribuyan a facilitar la transparencia, la
buena gestión de la educación y la investiga-
ción educativa. La política de difusión de la in-
formación sobre los resultados de las
evaluaciones resguardará la identidad de
los/as alumnos/as, docentes e instituciones
educativas, a fin de evitar cualquier forma de
estigmatización, en el marco de la legislación
vigente en la materia.

ARTÍCULO 98. — Créase el Consejo Nacional
de Calidad de la Educación, en el ámbito del
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología,
como órgano de asesoramiento especializado,
que estará integrado por miembros de la co-
munidad académica y científica de reconocida
trayectoria en la materia, representantes de
dicho Ministerio, del Consejo Federal de Edu-
cación, del Congreso Nacional, de las organi-
zaciones del trabajo y la producción, y de las
organizaciones gremiales docentes con per-
sonería nacional.

Tendrá por funciones:

a) Proponer criterios y modalidades en los
procesos evaluativos del Sistema Educativo
Nacional.

b) Participar en el seguimiento de los procesos
de evaluación del Sistema Educativo Nacional,
y emitir opinión técnica al respecto.

c) Elevar al Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología propuestas y estudios destinados
a mejorar la calidad de la educación nacional
y la equidad en la asignación de recursos.

d) Participar en la difusión y utilización de la
información generada por dichos procesos.

e) Asesorar al Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología con respecto a la participación
en operativos internacionales de evaluación.

ARTÍCULO 99. — El Poder Ejecutivo nacional,
a propuesta del Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología, elevará anualmente un informe
al Honorable Congreso de la Nación dando
cuenta de la información relevada y de los re-
sultados de las evaluaciones realizadas conforme
a las variables estipuladas en el artículo 95 de
la presente, y de las acciones desarrolladas y
políticas a ejecutar para alcanzar los objetivos
postulados en esta ley.

TÍTULO VII

EDUCACIÓN, NUEVAS TECNOLOGÍAS
Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

ARTÍCULO 100. — El Poder Ejecutivo nacional,
a través del Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología, fijará la política y desarrollará op-
ciones educativas basadas en el uso de las
tecnologías de la información y de la comuni-
cación y de los medios masivos de comunica-
ción social, que colaboren con el cumplimiento
de los fines y objetivos de la presente ley.

ARTÍCULO 101. — Reconócese a Educ.ar So-
ciedad del Estado como el organismo respon-
sable del desarrollo de los contenidos del Portal
Educativo creado en el ámbito del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología, o bajo
cualquier otro dominio que pueda reemplazarlo
en el futuro. A tal efecto, Educ.ar Sociedad del
Estado podrá elaborar, desarrollar, contratar,
administrar, calificar y evaluar contenidos propios
y de terceros que sean incluidos en el Portal
Educativo, de acuerdo con los lineamientos
respectivos que apruebe su directorio y/o le
instruya dicho Ministerio.

ARTÍCULO 102. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología encargará a Educ.ar So-
ciedad del Estado, a través de la serial educativa
“Encuentro” u otras que pudieran generarse en
el futuro, la realización de actividades de pro-
ducción y emisión de programas de televisión
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educativa y multimedial destinados a fortalecer
y complementar las estrategias nacionales de
equidad y mejoramiento de la calidad de la
educación, en el marco de las políticas generales
del Ministerio. Dicha programación estará
dirigida a:

a) Los/as docentes de todos los niveles del
Sistema Educativo Nacional, con fines de
capacitación y actualización profesional.

b) Los/as alumnos/as, con el objeto de enri-
quecer el trabajo en el aula con metodologías
innovadoras y como espacio de búsqueda y
ampliación de los contenidos curriculares
desarrollados en las clases.

c) Los/as adultos/as y jóvenes que están
fuera del sistema educativo, a través de pro-
puestas de formación profesional y técnica,
alfabetización y finalización de la Educación
Primaria y Secundaria, con el objeto de in-
corporar, mediante la aplicación de nuevos
procesos educativos, a sectores sociales ex-
cluidos.

d) La población en general mediante la emi-
sión de contenidos culturales, educativos y
de divulgación científica, así como también
cursos de idiomas en formato de educación
a distancia.

ARTÍCULO 103. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología creará un Consejo Con-
sultivo constituido por representantes de los
medios de comunicación escritos, radiales y
televisivos, de los organismos representativos
de los anunciantes publicitarios y del Consejo
Federal de Educación, con el objeto de pro-
mover mayores niveles de responsabilidad y
compromiso de los medios masivos de co-
municación con la tarea educativa de niños/as
y jóvenes.

TÍTULO VIII

EDUCACIÓN A DISTANCIA

ARTÍCULO 104. — La Educación a Distancia
es una opción pedagógica y didáctica aplicable
a distintos niveles y modalidades del sistema
educativo nacional, que coadyuva al logro de
los objetivos de la política educativa y puede

integrarse tanto a la educación formal como a
la educación no formal.

ARTÍCULO 105. — A los efectos de esta ley, la
educación a distancia se define como la opción
pedagógica y didáctica donde la relación do-
cente-alumno se encuentra separada en el tiem-
po y/o en el espacio, durante todo o gran parte
del proceso educativo, en el marco de una es-
trategia pedagógica integral que utiliza soportes
materiales y recursos tecnológicos diseñados
especialmente para que los/ as alumnos/as al-
cancen los objetivos de la propuesta educativa.

ARTÍCULO 106. — Quedan comprendidos en
la denominación Educación a Distancia los es-
tudios conocidos como educación semipre-
sencial, educación asistida, educación abierta,
educación virtual y cualquiera que reúna las
características indicadas precedentemente.

ARTÍCULO 107. — La Educación a Distancia
deberá ajustarse a las prescripciones de la pre-
sente ley, a la normativa nacional, federal y ju-
risdiccional vigente en la materia, y a los pro-
cedimientos de control que emanen de los
distintos niveles del Estado.

ARTÍCULO 108. — El Estado nacional y las ju-
risdicciones, en el marco del Consejo Federal
de Educación, diseñarán estrategias de educa-
ción a distancia orientadas a favorecer su de-
sarrollo con los máximos niveles de calidad y
pertinencia y definirán los mecanismos de re-
gulación correspondientes.

ARTÍCULO 109. — Los estudios a distancia
como alternativa para jóvenes y adultos sólo
pueden impartirse a partir de los DIECIOCHO
(18) años de edad. Para la modalidad rural y
conforme a las decisiones jurisdiccionales,
los estudios a distancia podrán ser implemen-
tados a partir del Ciclo Orientado del Nivel
Secundario.

ARTÍCULO 110. — La validez nacional de títulos
y certificaciones de estudios a distancia se
ajustará a la normativa del Consejo Federal de
Educación y a los circuitos de control, super-
visión y evaluación específicos, a cargo de la
Comisión Federal de Registro y Evaluación
Permanente de las ofertas de Educación a
Distancia y en concordancia con la normativa
vigente.
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S ARTÍCULO 111. — Las autoridades educativas
deberán supervisar la veracidad de la información
difundida desde las instituciones, la estricta
coincidencia entre dicha información y la pro-
puesta autorizada e implementada y el cum-
plimiento de la normativa federal y jurisdiccional
correspondiente.

TÍTULO IX

EDUCACIÓN NO FORMAL

ARTÍCULO 112. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires promoverán pro-
puestas de Educación no Formal destinadas a
cumplir con los siguientes objetivos:

a) Desarrollar programas y acciones educativas
que den respuesta a los requerimientos y
necesidades de capacitación y reconversión
productiva y laboral, la promoción comuni-
taria, la animación sociocultural y el mejora-
miento de las condiciones de vida.

b) Organizar centros culturales para niños/as
y jóvenes con la finalidad de desarrollar ca-
pacidades expresivas, lúdicas y de investigación
mediante programas no escolarizados de
actividades vinculadas con el arte, la cultura,
la ciencia, la tecnología y el deporte.

c) Implementar estrategias de desarrollo in-
fantil, con la articulación y/o gestión asociada
de las áreas gubernamentales de desarrollo
social y de salud para atender integralmente
a los/as niños/as entre los CUARENTA Y CIN-
CO (45) días y los DOS (2) años de edad,
con participación de las familias y otros
actores sociales.

d) Coordinar acciones con instituciones pú-
blicas o privadas y organizaciones no guber-
namentales, comunitarias y sociales para de-
sarrollar actividades formativas complemen-
tarias de la educación formal.

e) Lograr el máximo aprovechamiento de
las capacidades y recursos educativos de la
comunidad en los planos de la cultura, el
arte, el deporte, la investigación científica y
tecnológica.

f) Coordinar acciones educativas y formativas
con los medios masivos de comunicación
social.

TÍTULO X

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 113. — El Gobierno y Administración
del Sistema Educativo Nacional es una res-
ponsabilidad concurrente y concertada del Po-
der Ejecutivo nacional a través del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología y de los
Poderes Ejecutivos de las provincias y del Go-
bierno de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires. El organismo de concertación de la
política educativa nacional es el Consejo Federal
de Educación.

ARTÍCULO 114. — El Gobierno y Administración
del Sistema Educativo asegurará el efectivo
cumplimiento de los principios y objetivos es-
tablecidos en esta ley, conforme a los criterios
constitucionales de unidad nacional y federa-
lismo.

CAPÍTULO II

EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CIENCIA Y
TECNOLOGÍA

ARTÍCULO 115. — El Poder Ejecutivo nacional,
a través del Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología, será autoridad de aplicación de la
presente ley. Serán sus funciones:

a) Fijar las políticas y estrategias educativas,
conforme a los procedimientos de partici-
pación y consulta de la presente ley.

b) Asegurar el cumplimiento de los principios,
fines, objetivos y previsiones establecidos
por la presente ley para el Sistema Educativo
Nacional a través de la planificación, ejecución,
supervisión y evaluación de políticas, pro-
gramas y resultados educativos. En caso de
controversia en la implementación jurisdic-
cional de los aludidos principios, fines y ob-
jetivos, someterá la cuestión al dictamen del
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Consejo Federal de Educación de conformi-
dad con el artículo 118 de la presente ley.

c) Fortalecer las capacidades de planificación
y gestión educativa de los gobiernos pro-
vinciales para el cumplimiento de las fun-
ciones propias y aquellas emanadas de la
presente ley.

d) Desarrollar programas de investigación,
formación de formadores e innovación edu-
cativa, por iniciativa propia o en cooperación
con las instituciones de Educación Superior
y otros centros académicos.

e) Contribuir con asistencia técnica y financiera
a las provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires para asegurar el funcionamiento
del sistema educativo.

f) Declarar la emergencia educativa para
brindar asistencia de carácter extraordinario
en aquella jurisdicción en la que esté en
riesgo el derecho a la educación de los/as
alumnos/as que cursan los niveles y ciclos
de carácter obligatorio, conforme a lo esta-
blecido por el artículo 2º de la presente ley.
Esta decisión y las medidas que se instru-
menten deberán contar con el acuerdo de
la jurisdicción involucrada y del Consejo Fe-
deral de Educación, y serán comunicadas al
Poder Legislativo nacional.

g) Dictar normas generales sobre equivalen-
cias de planes de estudios y diseños curricu-
lares de las jurisdicciones, de acuerdo a lo
establecido en el artículo 85 de la presente
ley y otorgar validez nacional a los títulos y
certificaciones de estudios.

h) Dictar normas generales sobre revalidación,
equivalencia y reconocimiento de títulos ex-
pedidos y de estudios realizados en el ex-
tranjero.

i) Coordinar y gestionar la cooperación
técnica y financiera internacional y promover
la integración, particularmente con los países
del MERCOSUR.

CAPÍTULO III

EL CONSEJO FEDERAL DE EDUCACIÓN

ARTÍCULO 116. — Créase el Consejo Federal
de Educación, organismo interjurisdiccional,

de carácter permanente, como ámbito de
concertación, acuerdo y coordinación de la
política educativa nacional, asegurando la uni-
dad y articulación del Sistema Educativo Na-
cional. Estará presidido por el Ministro de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología e integrado por
las autoridades responsables de la conducción
educativa de cada jurisdicción y TRES (3) re-
presentantes del Consejo de Universidades,
según lo establecido en la Ley Nº 24.521.

ARTÍCULO 117. — Los órganos que integran
el Consejo Federal de Educación son:

a) La Asamblea Federal es el órgano superior
del Consejo. Estará integrada por el/la mi-
nistro del área del Poder Ejecutivo nacional
como presidente, por los/as ministros o res-
ponsables del área educativa de las provin-
cias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
y TRES (3) representantes del Consejo de
Universidades.

En las reuniones participarán con voz y sin
voto DOS (2) representantes por cada una
de las Comisiones de Educación de las Ho-
norables Cámaras de Senadores y Diputa-
dos de la Nación, uno por la mayoría y otro
por la primera minoría.

b) El Comité Ejecutivo ejercerá sus activi-
dades en el marco de las resoluciones adop-
tadas por la Asamblea Federal. Estará presi-
dido por el ministro del área del Poder
Ejecutivo nacional e integrado por los/as
miembros representantes de las regiones
que lo componen, designados por la Asam-
blea Federal cada DOS (2) años. A efectos
de garantizar mayor participación según el
tipo de decisiones que se consideren, podrá
convocarse al Comité Ejecutivo ampliado,
integrado por las autoridades educativas ju-
risdiccionales que se requieran.

c) La Secretaría General tendrá la misión de
conducir y coordinar las actividades, trabajos
y estudios según lo establezcan la Asamblea
Federal y el Comité Ejecutivo. Su titular ejer-
cerá asimismo las funciones de Coordinador
Federal de la Comisión Federal de Registro
y Evaluación Permanente de las Ofertas de
Educación a Distancia y de la implementa-
ción, durante su vigencia, del Fondo Nacio-
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S nal de Incentivo Docente y del Programa
de Compensación Salarial Docente, con-
forme a la Ley Nº 26.075. Será designado
cada DOS (2) años por la Asamblea Federal.

ARTÍCULO 118. — Las resoluciones del Con-
sejo Federal de Educación serán de cumpli-
miento obligatorio, cuando la Asamblea así lo
disponga, de acuerdo con la Reglamentación
que la misma establezca para estos casos. En
cuanto a las resoluciones que se refieran a
transferencias de partidas del presupuesto na-
cional, regirán los mecanismos de supervisión
y control establecidos por la Ley Nº 26.075.

ARTÍCULO 119. — El Consejo Federal de Edu-
cación contará con el apoyo de los siguientes
Consejos Consultivos, cuyas opiniones y pro-
puestas serán de carácter público:

a) El Consejo de Políticas Educativas, cuya
misión principal es analizar y proponer cues-
tiones prioritarias a ser consideradas en la
elaboración de las políticas que surjan de la
implementación de la presente ley.

Está integrado por representantes de la Aca-
demia Nacional de Educación, representan-
tes de las organizaciones gremiales docen-
tes con personería nacional, de las entidades
representativas de la Educación de gestión
privada, representantes del Consejo de Uni-
versidades, de las organizaciones sociales
vinculadas con la educación, y autoridades
educativas del Comité Ejecutivo del Consejo
Federal de Educación. La Asamblea Federal
podrá invitar a personas u organizaciones a
participar de sesiones del Consejo de Políti-
cas Educativas para ampliar el análisis de te-
mas de su agenda.

b) El Consejo Económico y Social, partici-
pará en aquellas discusiones relativas a las
relaciones entre la educación y el mundo
del trabajo y la producción. Está integrado
por representantes de organizaciones em-
presariales, de organizaciones de trabajado-
res, de organizaciones no gubernamentales,
de organizaciones socio productivas de re-
conocida trayectoria nacional y autoridades
educativas del Comité Ejecutivo del Consejo
Federal de Educación.

c) El Consejo de Actualización Curricular, a

cargo de proponer innovaciones en los con-
tenidos curriculares comunes. Estará con-
formado por personalidades calificadas de
la cultura, la ciencia, la técnica y el mundo
del trabajo y la producción, designadas por
el Ministro de Educación, Ciencia y Tecno-
logía en acuerdo con el Consejo Federal de
Educación.

ARTÍCULO 120. — La Asamblea Federal reali-
zará como mínimo UNA (1) vez al año el se-
guimiento y la evaluación del cumplimiento
de la presente ley. Asimismo, convocará como
mínimo DOS (2) veces al año a representantes
de organizaciones gremiales docentes con
personería nacional para considerar agendas
definidas de común acuerdo.

CAPÍTULO IV

LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS DE LAS
PROVINCIAS

Y LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AI-
RES

ARTÍCULO 121. — Los Gobiernos provinciales
y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en
cumplimiento del mandato constitucional,
deben:

a) Asegurar el derecho a la educación en su
ámbito territorial. Cumplir y hacer cumplir la
presente ley, adecuando la legislación juris-
diccional y disponiendo las medidas necesarias
para su implementación;

b) Ser responsables de planificar, organizar,
administrar y financiar el sistema educativo
en su jurisdicción, según sus particularidades
sociales, económicas y culturales.

c) Aprobar el currículo de los diversos niveles
y modalidades en el marco de lo acordado
en el Consejo Federal de Educación.

d) Organizar y conducir las instituciones edu-
cativas de gestión estatal.

e) Autorizar, reconocer, supervisar y realizar
los aportes correspondientes a las instituciones
educativas de gestión privada, cooperativa y
social, conforme a los criterios establecidos
en el artículo 65 de esta ley.
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f) Aplicar las resoluciones del Consejo Federal
de Educación para resguardar la unidad del
Sistema Educativo Nacional.

g) Expedir títulos y certificaciones de estudios.

CAPÍTULO V

LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA

ARTÍCULO 122. — La institución educativa es
la unidad pedagógica del sistema responsable
de los procesos de enseñanza-aprendizaje
destinados al logro de los objetivos establecidos
por esta ley. Para ello, favorece y articula la
participación de los distintos actores que cons-
tituyen la comunidad educativa: directivos, do-
centes, padres, madres y/o tutores/as, alum-
nos/as, ex alumnos/as, personal administrativo
y auxiliar de la docencia, profesionales de los
equipos de apoyo que garantizan el carácter
integral de la educación, cooperadoras esco-
lares y otras organizaciones vinculadas a la
institución.

ARTÍCULO 123. — El Consejo Federal de Edu-
cación fijará las disposiciones necesarias para
que las distintas jurisdicciones dispongan la
organización de las instituciones educativas
de acuerdo a los siguientes criterios generales,
que se adecuarán a los niveles y modalidades:

a) Definir, como comunidad de trabajo, su
proyecto educativo con la participación de
todos sus integrantes, respetando los prin-
cipios y objetivos enunciados en esta ley y
en la legislación jurisdiccional vigente.

b) Promover modos de organización insti-
tucional que garanticen dinámicas demo-
cráticas de convocatoria y participación de
los/as alumnos/as en la experiencia escolar.

c) Adoptar el principio de no discriminación
en el acceso y trayectoria educativa de los/as
alumnos/ as.

d) Brindar a los equipos docentes la posibili-
dad de contar con espacios institucionales
destinados a elaborar sus proyectos educa-
tivos comunes.

e) Promover la creación de espacios de arti-
culación entre las instituciones del mismo

nivel educativo y de distintos niveles educa-
tivos de una misma zona.

f) Promover la vinculación intersectorial e
interinstitucional con las áreas que se consi-
deren pertinentes, a fin de asegurar la provi-
sión de servicios sociales, psicológicos, psi-
copedagógicos y médicos que garanticen
condiciones adecuadas para el aprendizaje.

g) Desarrollar procesos de autoevaluación
institucional con el propósito de revisar las
prácticas pedagógicas y de gestión.

h) Realizar adecuaciones curriculares, en el
marco de los lineamientos curriculares ju-
risdiccionales y federales, para responder a
las particularidades y necesidades de su
alumnado y su entorno.

i) Definir su código de convivencia.

j) Desarrollar prácticas de mediación que
contribuyan a la resolución pacífica de con-
flictos.

k) Promover iniciativas en el ámbito de la
experimentación y de la investigación peda-
gógica.

l) Mantener vínculos regulares y sistemáti-
cos con el medio local, desarrollar activida-
des de extensión, tales como las acciones
de aprendizaje-servicio, y promover la cre-
ación de redes que fortalezcan la cohesión
comunitaria e intervengan frente a la diver-
sidad de situaciones que presenten los/as
alumnos/ as y sus familias.

m) Promover la participación de la comunidad
a través de la cooperación escolar en todos
los establecimientos educativos de gestión
estatal.

n) Favorecer el uso de las instalaciones es-
colares para actividades recreativas, expresivas
y comunitarias.

ñ) Promover experiencias educativas fuera
del ámbito escolar, con el fin de permitir a
los/as estudiantes conocer la cultura nacional,
experimentar actividades físicas y deportivas
en ambientes urbanos y naturales y tener
acceso a las actividades culturales de su lo-
calidad y otras.
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S ARTÍCULO 124. — Los institutos de educación
superior tendrán una gestión democrática, a
través de organismos colegiados, que favorezcan
la participación de los/as docentes y de los/as
estudiantes en el gobierno de la institución y
mayores grados de decisión en el diseño e im-
plementación de su proyecto institucional.

CAPÍTULO VI

DERECHOS Y DEBERES DE LOS/AS ALUM-
NOS/AS

ARTÍCULO 125. — Todos/as los/as alumnos/as
tienen los mismos derechos y deberes, sin
más distinciones que las derivadas de su edad,
del nivel educativo o modalidad que estén
cursando o de las que se establezcan por
leyes especiales.

ARTÍCULO 126. — Los/as alumnos/as tienen
derecho a:

a) Una educación integral e igualitaria en
términos de calidad y cantidad, que contri-
buya al desarrollo de su personalidad, posibilite
la adquisición de conocimientos, habilidades
y sentido de responsabilidad y solidaridad
sociales y que garantice igualdad de opor-
tunidades.

b) Ser respetados/as en su libertad de con-
ciencia, en el marco de la convivencia de-
mocrática.

c) Concurrir a la escuela hasta completar la
educación obligatoria.

d) Ser protegidos/as contra toda agresión fí-
sica, psicológica o moral.

e) Ser evaluados/as en su desempeño y lo-
gros, conforme a criterios rigurosa y cientí-
ficamente fundados, en todos los niveles,
modalidades y orientaciones del sistema, e
informados/as al respecto.

f) Recibir el apoyo económico, social, cultural
y pedagógico necesario para garantizar la
igualdad de oportunidades y posibilidades
que le permitan completar la educación
obligatoria.

g) Recibir orientación vocacional, académica
y profesional-ocupacional que posibilite su

inserción en el mundo laboral y la prosecu-
ción de otros estudios.

h) Integrar centros, asociaciones y clubes de
estudiantes u otras organizaciones comuni-
tarias para participar en el funcionamiento
de las instituciones educativas, con respon-
sabilidades progresivamente mayores, a me-
dida que avancen en los niveles del sistema.

i) Participar en la toma de decisiones sobre
la formulación de proyectos y en la elección
de espacios curriculares complementarios
que propendan a desarrollar mayores grados
de responsabilidad y autonomía en su pro-
ceso de aprendizaje.

j) Desarrollar sus aprendizajes en edificios
que respondan a normas de seguridad y 
salubridad, con instalaciones y equipamiento
que aseguren la calidad del servicio educa-
tivo.

ARTÍCULO 127. — Son deberes de los/as alum-
nos/as:

a) Estudiar y esforzarse por conseguir el
máximo desarrollo según sus capacidades y
posibilidades.

b) Participar en todas las actividades formativas
y complementarias.

c) Respetar la libertad de conciencia, la dig-
nidad, integridad e intimidad de todos/as
los/as miembros de la comunidad educa-
tiva.

d) Participar y colaborar en la mejora de la
convivencia escolar y en la consecución de
un adecuado clima de estudio en la institu-
ción, respetando el derecho de sus compa-
ñeros/as a la educación y las orientaciones
de la autoridad, los/as docentes y los/as
profesores/as.

e) Respetar el proyecto educativo institucional,
las normas de organización, convivencia y
disciplina del establecimiento escolar.

f) Asistir a clase regularmente y con puntua-
lidad.

g) Conservar y hacer un buen uso de las
instalaciones, equipamiento y materiales di-
dácticos del establecimiento educativo.
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CAPÍTULO VII

DERECHOS Y DEBERES DE LOS PADRES, MA-
DRES, TUTORES/AS

ARTÍCULO 128. — Los padres, madres o tuto-
res/as de los/as estudiantes tienen derecho a:

a) Ser reconocidos/as como agentes natu-
rales y primarios de la educación.

b) Participar en las actividades de los esta-
blecimientos educativos en forma individual
o a través de las cooperadoras escolares 
y los órganos colegiados representativos, 
en el marco del proyecto educativo institu-
cional.

c) Elegir para sus hijos/as o representados/as,
la institución educativa cuyo ideario responda
a sus convicciones filosóficas, éticas o reli-
giosas.

d) Ser informados/as periódicamente acerca
de la evolución y evaluación del proceso
educativo de sus hijos/as o representados/as.

ARTÍCULO 129. — Los padres, madres o tuto-
res/as de los/as estudiantes tienen los siguien-
tes deberes:

a) Hacer cumplir a sus hijos/as o representa-
dos/as la educación obligatoria.

b) Asegurar la concurrencia de sus hijos/as
o representados/as a los establecimientos
escolares para el cumplimiento de la escola-
ridad obligatoria, salvo excepciones de salud
o de orden legal que impidan a los/as edu-
candos/as su asistencia periódica a la es-
cuela.

c) Seguir y apoyar la evolución del proceso
educativo de sus hijos/as.

d) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o
representados/as la autoridad pedagógica
del/de la docente y las normas de conviven-
cia de la unidad educativa.

e) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o
representados/as la libertad de conciencia,
la dignidad, integridad e intimidad de
todos/as los/as miembros de la comunidad
educativa.

TÍTULO XI

CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DE LA
LEY

ARTÍCULO 130. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad
de aplicación de esta ley, acordará con las
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires, en el ámbito del Consejo Federal de
Educación, la implementación y seguimiento
de las políticas educativas destinadas a cumplir
con lo establecido en la presente ley. A tal fin,
se establecerán:

a) El calendario de implementación de la
nueva estructura unificada del Sistema Edu-
cativo Nacional, conforme a lo dispuesto
por los artículos 15 y 134 de esta ley.

b) La planificación de los programas, activi-
dades y acciones que serán desarrollados
para coadyuvar al cumplimiento de los ob-
jetivos de esta ley, con sus respectivas metas,
cronogramas y recursos.

c) Dicha planificación asegurará la conver-
gencia, complementación e integración de
los objetivos de esta ley con los fijados en el
artículo 2º de la Ley Nº 26.075, que rigen
hasta el año 2010.

d) Los mecanismos de seguimiento y eva-
luación del cumplimiento de los objetivos
de esta ley y de los fijados en el artículo 2º
de la Ley Nº 26.075.

e) La definición e implementación de proce-
dimientos de auditoría eficientes que garan-
ticen la utilización de los recursos destinados
a educación en la forma prevista.

ARTÍCULO 131. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad
de aplicación de esta ley, llevará a cabo con-
venios bilaterales con las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires en los que se esta-
blecerán:

a) Las metas anuales destinadas a alcanzar
los objetivos propuestos por esta norma,
que no se encuentren incluidos en el artículo
2º de la Ley Nº 26.075;

b) Los recursos de origen nacional y provincial,
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Buenos Aires, que se asignarán para su cum-
plimiento; y

c) Los mecanismos de evaluación destinados
a verificar su correcta asignación.

TÍTULO XII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLE-
MENTARIAS

ARTÍCULO 132. — Derógase la Ley Nº 25.030,
la Ley Nº 24.195, la Ley Nº 22.047 y su Decreto
reglamentario Nº 943/84, y demás normas
complementarias y aclaratorias.

ARTÍCULO 133. — Sustitúyese, en el artículo
5º y sucesivos de la Ley Nº 24.521 y sus modi-
ficatorias, la denominación “instituciones de
educación superior no universitaria” por la de
“institutos de educación superior”.

ARTÍCULO 134. — A partir de la vigencia de la
presente ley cada jurisdicción podrá decidir
sólo entre dos opciones de estructura para los
niveles de Educación Primaria y Secundaria de
la educación común:

a) Una estructura de SEIS (6) años para el
nivel de Educación Primaria y de SEIS (6) años
para el nivel de Educación Secundaria o,

b) Una estructura de SIETE (7) años para el
nivel de Educación Primaria y CINCO (5)
años para el nivel de Educación Secundaria.

Con respecto a la Educación Técnica rige lo
dispuesto por el artículo 24 de la Ley Nº 26.058.

Se establece un plazo de SEIS (6) años, a partir
de la sanción de la presente ley, para que, a
través de acuerdos entre el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología y el Consejo Fe-
deral de Educación, se defina la ubicación del
séptimo (7º) año de escolaridad. El Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología y el Consejo
Federal de Educación acordarán los criterios
de unificación que, respetando las condiciones
de las distintas jurisdicciones, aseguren los me-
canismos necesarios de equivalencia y certifi-
cación de los estudios, movilidad de los/as
alumnos/as y derechos adquiridos por los/as
docentes.

ARTÍCULO 135. — El Consejo Federal de Edu-
cación acordará y definirá los criterios organi-
zativos, los modelos pedagógicos y demás
disposiciones necesarias para:

a) Universalizar progresivamente los servicios
educativos para los niños/as de CUATRO (4)
años de edad, establecida en el artículo 19
de la presente ley, priorizando a los sectores
más desfavorecidos;

b) Implementar la jornada extendida o com-
pleta, establecida por el artículo 28 de esta
ley, con el objeto de introducir los nuevos
contenidos curriculares propuestos para la
Educación Primaria. Dicha implementación
se planificará y ejecutará conforme a las dis-
posiciones de los incisos b), c) y d) del
artículo 130 de la presente ley; y hasta tanto
haya concluido este proceso, las distintas ju-
risdicciones deberán garantizar un mínimo
de VEINTE (20) horas de clase semanales
para las escuelas primarias que no cuenten
aún con la jornada extendida o completa.

ARTÍCULO 136. — El Consejo Federal de Edu-
cación deberá acordar en el término de UN (1)
año, a partir de la sanción de la presente ley,
una resolución de cumplimiento obligatorio
de lo dispuesto por el artículo 32 de esta ley,
acompañada de los estudios técnicos y presu-
puestarios que faciliten su implementación.

ARTÍCULO 137. — Los servicios educativos de
la modalidad de Educación en Contextos de
Privación de Libertad son las propias del nivel
que corresponda a la población destinataria y
podrán ser implementadas a través de estrategias
pedagógicas flexibles, que garanticen la igualdad
en la calidad de los resultados.

Las certificaciones corresponderán a los mo-
delos de la educación común.

ARTÍCULO 138. — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, de acuerdo con el Consejo
Federal de Educación, diseñará programas a
término destinados a garantizar la erradicación
del analfabetismo y el cumplimiento de la edu-
cación obligatoria prescripta en el artículo 16
de la presente ley, para la población mayor de
DIECIOCHO (18) años de edad que no la haya
alcanzado a la fecha de la promulgación de la
presente ley. Dicho programa contará con ser-
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vicios educativos presenciales y a distancia, in-
tegrando un sistema de becas para jóvenes y
adultos, y provisión gratuita de materiales de
aprendizaje, que asegure la calidad educativa,
así como la permanencia y egreso de los/as
participantes.

Asimismo, y en el marco de lo establecido en
el artículo 47 de la presente ley, impulsará la
adopción de programas de relevamiento, difu-
sión, comunicación, orientación y apoyo a di-
chas personas cuando efectúen gestiones ad-
ministrativas y participen de programas tales
como la tramitación del Documento Nacional
de Identidad, licencia para conducir y campañas
de vacunación, entre otros.

ARTÍCULO 139. — La concertación técnica de
las políticas de formación docente, acordadas
en el Consejo Federal de Educación, se realizará
a través de encuentros federales que garanticen
la participación y consulta de los/as directores/as
o responsables de la Educación Superior de
cada jurisdicción, bajo la coordinación del Ins-
tituto Nacional de Formación Docente.

ARTÍCULO 140. — El Consejo Federal de Edu-
cación acordará los criterios generales y co-
munes para orientar, previo análisis y releva-
miento de la situación en cada jurisdicción, el
encuadramiento legal de las instituciones edu-
cativas de gestión cooperativa y social y las
normas que regirán su reconocimiento, auto-
rización y supervisión.

ARTÍCULO 141. — Invitar a las jurisdicciones
provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires a efectuar las reformas necesarias en la
legislación que regula la actividad laboral y
profesional docente, con el objeto de incorporar
la inhabilitación para el ejercicio de la docencia
a quien haya sido condenado/a por delitos
contra la integridad sexual, conforme a lo es-
tablecido en el Título III, Capítulos II, III, IV y V
del Libro Segundo del Código Penal, aun
cuando se hubieren beneficiado por el indulto
o la conmutación de la pena.

ARTÍCULO 142. — Educ.ar Sociedad del Estado,
los bienes que integran su patrimonio, actos y
contratos que celebre a título oneroso o gratuito,
estarán exentos de todo gravamen, arancel o
impuesto nacional, cualquiera fuera su deno-

minación, toda vez que su objeto social excede
la mera búsqueda de un fin de lucro y constituye
una herramienta esencial para la educación
pública argentina y la difusión del conocimiento
igualitario de todos/as los/as habitantes, a través
de Internet y la televisión educativa.

ARTÍCULO 141. — El Estado nacional, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
deberán garantizar a las personas migrantes
sin Documento Nacional de Identidad (DNI),
el acceso y las condiciones para la permanencia
y el egreso de todos los niveles del sistema
educativo, mediante la presentación de docu-
mentos emanados de su país de origen, con-
forme a lo establecido por el artículo 7º de la
Ley Nº 25.871.

ARTÍCULO 144. — Los/as niños/as y jóvenes
radicados/as temporariamente en el exterior
podrán cumplir con la educación obligatoria a
través de servicios de educación a distancia.

ARTÍCULO 145. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS CATORCE DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE
DEL AÑO DOS MIL SEIS.

—REGISTRADA BAJO EL Nº 26.206—

ALBERTO E. BALESTRINI. — JOSE J. B. PAM-
PURO. — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.

— FE DE ERRATAS —

Ley 26.206 

En la edición del 28 de diciembre de 2006, en
la que se publicó la citada Ley, se deslizó en el
Artículo 126, tercer inciso, el siguiente error de
imprenta: 

DONDE DICE: e) 

DEBE DECIR: c).



  136

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S 
N

A
C

IO
N

A
LE

S LEY Nº 26.150: LEY EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL (2006)

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley26150.pdf

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCA-
CION SEXUAL INTEGRAL

Ley 26.150

Establécese que todos los educandos tienen
derecho a recibir educación sexual integral
en los establecimientos educativos públicos,
de gestión estatal y privada de las jurisdic-
ciones nacional, provincial, de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires y municipal. Creación
y Objetivos de dicho Programa.

Sancionada: Octubre 4 de 2006

Promulgada: Octubre 23 de 2006

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley: 

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACION SE-
XUAL INTEGRAL

ARTÍCULO 1º — Todos los educandos tienen
derecho a recibir educación sexual integral en
los establecimientos educativos públicos, de
gestión estatal y privada de las jurisdicciones
nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires y municipal. A los efectos de
esta ley, entiéndase como educación sexual
integral la que articula aspectos biológicos,
psicológicos, sociales, afectivos y éticos.

ARTÍCULO 2º — Créase el Programa Nacional
de Educación Sexual Integral en el ámbito del
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología,
con la finalidad de cumplir en los estableci-
mientos educativos referidos en el artículo 1º
las disposiciones específicas de la Ley 25.673,
de creación del Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable; Ley 23.849,
de Ratificación de la Convención de los Dere-
chos del Niño; Ley 23.179, de Ratificación de la
Convención sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer, que
cuentan con rango constitucional; Ley 26.061,

de Protección Integral de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes y las leyes generales
de educación de la Nación. 

ARTÍCULO 3º — Los objetivos del Programa
Nacional de Educación Sexual Integral son: 

a) Incorporar la educación sexual integral
dentro de las propuestas educativas orientadas
a la formación armónica, equilibrada y per-
manente de las personas; 

b) Asegurar la transmisión de conocimientos
pertinentes, precisos, confiables y actualizados
sobre los distintos aspectos involucrados en
la educación sexual integral; 

c) Promover actitudes responsables ante la
sexualidad; 

d) Prevenir los problemas relacionados con
la salud en general y la salud sexual y repro-
ductiva en particular;

e) Procurar igualdad de trato y oportunidades
para varones y mujeres. 

ARTÍCULO 4º — Las acciones que promueva
el Programa Nacional de Educación Sexual In-
tegral están destinadas a los educandos del
sistema educativo nacional, que asisten a esta-
blecimientos públicos de gestión estatal o pri-
vada, desde el nivel inicial hasta el nivel superior
de formación docente y de educación técnica
no universitaria.

ARTÍCULO 5º — Las jurisdicciones nacional,
provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires y municipal garantizarán la realización
obligatoria, a lo largo del ciclo lectivo, de ac-
ciones educativas sistemáticas en los estable-
cimientos escolares, para el cumplimiento del
Programa Nacional de Educación Sexual Integral.
Cada comunidad educativa incluirá en el pro-
ceso de elaboración de su proyecto institucional,
la adaptación de las propuestas a su realidad
sociocultural, en el marco del respeto a su
ideario institucional y a las convicciones de sus
miembros. 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ley26150.pdf
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ARTÍCULO 6º — El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología definirá, en consulta con
el Consejo Federal de Cultura y Educación, los
lineamientos curriculares básicos del Programa
Nacional de Educación Sexual Integral, de
modo tal que se respeten y articulen los pro-
gramas y actividades que las jurisdicciones ten-
gan en aplicación al momento de la sanción
de la presente ley. 

ARTÍCULO 7º — La definición de los linea-
mientos curriculares básicos para la educación
sexual integral será asesorada por una comisión
interdisciplinaria de especialistas en la temática,
convocada por el Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, con los propósitos de
elaborar documentos orientadores preliminares,
incorporar los resultados de un diálogo sobre
sus contenidos con distintos sectores del
sistema educativo nacional, sistematizar las ex-
periencias ya desarrolladas por estados provin-
ciales, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y
municipalidades, y aportar al Consejo Federal
de Cultura y Educación una propuesta de ma-
teriales y orientaciones que puedan favorecer
la aplicación del programa. 

ARTÍCULO 8º — Cada jurisdicción implementará
el programa a través de: 

a) La difusión de los objetivos de la presente
ley, en los distintos niveles del sistema edu-
cativo; 

b) El diseño de las propuestas de enseñanza,
con secuencias y pautas de abordaje peda-
gógico, en función de la diversidad socio-
cultural local y de las necesidades de los
grupos etarios; 

c) El diseño, producción o selección de los
materiales didácticos que se recomiende,
utilizar a nivel institucional; 

d) El seguimiento, supervisión y evaluación
del desarrollo de las actividades obligatorias
realizadas; 

e) Los programas de capacitación permanente
y gratuita de los educadores en el marco de
la formación docente continua; 

f) La inclusión de los contenidos y didáctica
de la educación sexual integral en los pro-
gramas de formación de educadores. 

ARTÍCULO 9º — Las jurisdicciones nacional,
provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires y municipal, con apoyo del programa,
deberán organizar en todos los establecimientos
educativos espacios de formación para los pa-
dres o responsables que tienen derecho a estar
informados.

Los objetivos de estos espacios son: 

a) Ampliar la información sobre aspectos
biológicos, fisiológicos, genéticos, psicoló-
gicos, éticos, jurídicos y pedagógicos en re-
lación con la sexualidad de niños, niñas y
adolescentes; 

b) Promover la comprensión y el acompa-
ñamiento en la maduración afectiva del niño,
niña y adolescente ayudándolo a formar su
sexualidad y preparándolo para entablar re-
laciones interpersonales positivas; 

c) Vincular más estrechamente la escuela y
la familia para el logro de los objetivos del
programa. 

ARTÍCULO 10. — Disposición transitoria: La
presente ley tendrá una aplicación gradual y
progresiva, acorde al desarrollo de las acciones
preparatorias en aspectos curriculares y de ca-
pacitación docente. La autoridad de aplicación
establecerá en un plazo de ciento ochenta
(180) días un plan que permita el cumplimiento
de la presente ley, a partir de su vigencia y en
un plazo máximo de cuatro (4) años. El Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología integrará
a las jurisdicciones y comunidades escolares
que implementan planes similares y que se
ajusten a la presente ley. 

ARTÍCULO 11. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO,

EN BUENOS AIRES, 

A LOS CUATRO DÍAS DEL MES DE OCTUBRE
DEL AÑO DOS MIL SEIS.

— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.150 — 

ALBERTO E. BALESTRINI. — DANIEL O. SCIOLI.
— Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRA-
TA DE PERSONAS Y ASISTENCIA A
SUS VÍCTIMAS

Ley 26.364

Disposiciones Generales. Derechos de las
Víctimas. Disposiciones Penales y Procesales.
Disposiciones Finales.

Sancionada: Abril 9 de 2008

Promulgada: Abril 29 de 2008

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. Sancionan
con fuerza de Ley:

PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE
PERSONAS Y ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. — Objeto. La presente ley tiene
por objeto implementar medidas destinadas a
prevenir y sancionar la trata de personas, asistir
y proteger a sus víctimas.

ARTÍCULO 2. — Trata de mayores de DIECIO-
CHO (18) años. Se entiende por trata de mayores
la captación, el transporte y/o traslado —ya sea
dentro del país, desde o hacia el exterior—, la
acogida o la recepción de personas mayores
de DIECIOCHO (18) años de edad, con fines
de explotación, cuando mediare engaño, fraude,
violencia, amenaza o cualquier medio de inti-
midación o coerción, abuso de autoridad o de
una situación de vulnerabilidad, concesión o
recepción de pagos o beneficios para obtener
el consentimiento de una persona que tenga
autoridad sobre la víctima, aun cuando existiere
asentimiento de ésta.

ARTÍCULO 3. — Trata de menores de DIECIO-
CHO (18) años. Se entiende por trata de
menores el ofrecimiento, la captación, el trans-
porte y/o traslado —ya sea dentro del país,
desde o hacia el exterior—, la acogida o la re-
cepción de personas menores de DIECIOCHO
(18) años de edad, con fines de explotación.

Existe trata de menores aun cuando no mediare
engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier
medio de intimidación o coerción, abuso de
autoridad o de una situación de vulnerabilidad,
concesión o recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento de una persona
que tenga autoridad sobre la víctima.

El asentimiento de la víctima de trata de
personas menores de DIECIOCHO (18) años
no tendrá efecto alguno.

ARTÍCULO 4. — Explotación. A los efectos de
la presente ley, existe explotación en cualquiera
de los siguientes supuestos:

a) Cuando se redujere o mantuviere a una
persona en condición de esclavitud o servi-
dumbre o se la sometiere a prácticas aná-
logas;

b) Cuando se obligare a una persona a
realizar trabajos o servicios forzados;

c) Cuando se promoviere, facilitare, desarro-
llare o se obtuviere provecho de cualquier
forma de comercio sexual;

d) Cuando se practicare extracción ilícita de
órganos o tejidos humanos.

ARTÍCULO 5. — No punibilidad. Las víctimas
de la trata de personas no son punibles por la
comisión de cualquier delito que sea el resultado
directo de haber sido objeto de trata.

Tampoco les serán aplicables las sanciones o
impedimentos establecidos en la legislación

LEY NACIONAL Nº 26.364: LEY DE PREVENCIóN 
Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y ASISTENCIA 

A SUS VÍCTIMAS (2008)
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/140000-144999/140100/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/140000-144999/140100/norma.htm
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migratoria cuando las infracciones sean con-
secuencia de la actividad desplegada durante
la comisión del ilícito que las damnificara.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 6. — Derechos. Las víctimas de la
trata de personas tienen derecho a:

a) Recibir información sobre sus derechos
en un idioma que comprendan, y en forma
accesible a su edad y madurez;

b) Recibir alojamiento apropiado, manuten-
ción, alimentación suficiente e higiene per-
sonal adecuada;

c) Contar con asistencia psicológica, médica
y jurídica gratuitas;

d) Prestar testimonio en condiciones espe-
ciales de protección y cuidado;

e) La protección frente a toda posible repre-
salia contra su persona o su familia, pudién-
dose incorporar al programa nacional de
protección de testigos en las condiciones
previstas en la Ley Nº 25.764.

f) La adopción de las medidas necesarias
para garantizar su integridad física y psicoló-
gica;

g) Ser informadas del estado de las actua-
ciones, de las medidas adoptadas y de la
evolución del proceso;

h) Ser oídas en todas las etapas del proceso;

i) La protección de su identidad e intimidad;

j) Permanecer en el país, de conformidad
con la legislación vigente, y a recibir la do-
cumentación o constancia que acredite tal
circunstancia;

k) Que se les facilite el retorno al lugar en el
que estuviera asentado su domicilio;

l) Acceder de manera voluntaria y gratuita a
los recursos de asistencia.

En el caso de niños, niñas y adolescentes, ade-
más de los derechos precedentemente enun-
ciados, se garantizará que los procedimientos

reconozcan sus necesidades especiales que
implican la condición de ser un sujeto en pleno
desarrollo de la personalidad. En ningún caso
podrán ser sometidos a careos. Las medidas
de protección de derechos aplicables no podrán
restringir sus derechos y garantías, ni implicar
privación de su libertad. Se procurará la reinte-
gración a su familia nuclear o ampliada o a su
comunidad.

ARTÍCULO 7. — Alojamiento de las víctimas.
En ningún caso se alojará a las víctimas de la
trata de personas en cárceles, establecimientos
penitenciarios, policiales o destinados al aloja-
miento de personas detenidas, procesadas o
condenadas.

ARTÍCULO 8. — Derecho a la privacidad y re-
serva de identidad. En ningún caso se dictarán
normas que dispongan la inscripción de las
víctimas de la trata de personas en un registro
especial, o que les obligue a poseer un docu-
mento especial, o a cumplir algún requisito
con fines de vigilancia o notificación.

Se protegerá la privacidad e identidad de las
víctimas de la trata de personas. Las actuaciones
judiciales serán confidenciales. Los funcionarios
intervinientes deberán preservar la reserva de
la identidad de aquéllas.

ARTÍCULO 9. — Representantes diplomáticos
y consulares. Es obligación de los representantes
diplomáticos y consulares de la Nación en el
extranjero proveer a la asistencia de los ciuda-
danos argentinos que, hallándose fuera del
país, resultaren víctimas de los delitos descriptos
en la presente ley, y facilitar su retorno al país,
si así lo pidieren.

TÍTULO III

DISPOSICIONES PENALES Y PROCESALES

ARTÍCULO 10. — Incorpórase como artículo
145 bis del Código Penal, el siguiente:

Artículo 145 bis: El que captare, transportare o
trasladare, dentro del país o desde o hacia el
exterior, acogiere o recibiere personas mayores
de dieciocho años de edad, cuando mediare
engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier
otro medio de intimidación o coerción, abuso
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dad, concesión o recepción de pagos o bene-
ficios para obtener el consentimiento de una
persona que tenga autoridad sobre la víctima,
con fines de explotación, será reprimido con
prisión de TRES (3) a SEIS (6) años.

La pena será de CUATRO (4) a DIEZ (10) años
de prisión cuando:

1. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín
en línea recta, hermano, tutor, persona con-
viviente, curador, encargado de la educación
o guarda, ministro de algún culto reconocido
o no, o funcionario público;

2. El hecho fuere cometido por TRES (3) o
más personas en forma organizada;

3. Las víctimas fueren TRES (3) o más.

ARTÍCULO 11.  — Incorpórase como artículo
145 ter del Código Penal, el siguiente:

Artículo 145 ter: El que ofreciere, captare, trans-
portare o trasladare, dentro del país o desde o
hacia el exterior, acogiere o recibiere personas
menores de DIECIOCHO (18) años de edad,
con fines de explotación, será reprimido con
prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) años.

La pena será de SEIS (6) a QUINCE (15) años
de prisión cuando la víctima fuere menor de
TRECE (13) años.

En cualquiera de los supuestos anteriores, la
pena será de DIEZ (10) a QUINCE (15) años de
prisión, cuando:

1. Mediare engaño, fraude, violencia, amenaza
o cualquier otro medio de intimidación o
coerción, abuso de autoridad o de una si-
tuación de vulnerabilidad, concesión o re-
cepción de pagos o beneficios para obtener
el consentimiento de una persona que tenga
autoridad sobre la víctima;

2. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín
en línea recta, hermano, tutor, persona con-
viviente, curador, encargado de la educación
o guarda, ministro de algún culto reconocido
o no, o funcionario público;

3. El hecho fuere cometido por TRES (3) o
más personas en forma organizada;

4. Las víctimas fueren TRES (3) o más.

ARTÍCULO 12. — Sustitúyese el artículo 41 ter
del Código Penal, por el siguiente:

Artículo 41 ter: Las escalas penales previstas en
los artículos 142 bis, 145 bis, 145 ter y 170 de
este Código podrán reducirse en un tercio del
máximo y en la mitad del mínimo respecto de
los partícipes o encubridores que, durante la
sustanciación del proceso o antes de su inicia-
ción, proporcionen información que permita
conocer el lugar donde la víctima se encuentra
privada de su libertad, o la identidad de otros
partícipes o encubridores del hecho, o cualquier
otro dato que posibilite su esclarecimiento.

En caso de corresponder prisión o reclusión
perpetua, podrá aplicarse prisión o reclusión
de OCHO (8) a QUINCE (15) años.

Sólo podrán gozar de este beneficio quienes
tengan una responsabilidad penal inferior a la
de las personas a quienes identificasen.

ARTÍCULO 13.  — Sustitúyese el inciso e) del
apartado 1) del artículo 33 del Código Procesal
Penal de la Nación, por el siguiente:

e) Los previstos por los artículos 142 bis, 145
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212
y 213 bis del Código Penal.

ARTÍCULO 14. — Serán aplicables las disposi-
ciones de los artículos 132 bis, 250 bis y 250
ter del Código Procesal Penal de la Nación.

ARTÍCULO 15. — Sustitúyese el artículo 119 de
la Ley Nº 25.871, por el siguiente:

Artículo 119: Será reprimido con prisión o 
reclusión de DOS (2) a OCHO (8) años el que
realice las conductas descriptas en el presente
capítulo empleando violencia, intimidación o
engaño o abusando de la necesidad o inexpe-
riencia de la víctima.

ARTÍCULO 16. — Sustitúyese el artículo 121 de
la Ley Nº 25.871, por el siguiente:

Artículo 121: Las penas establecidas en el pre-
sente capítulo se agravarán de CINCO (5) a
QUINCE (15) años cuando se hubiere puesto
en peligro la vida, la salud o la integridad de los
migrantes o cuando la víctima sea menor de
edad; y de OCHO (8) a VEINTE (20) años
cuando el tráfico de personas se hubiere efec-
tuado con el objeto de cometer actos de te-
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rrorismo, actividades de narcotráfico o lavado
de dinero.

ARTÍCULO 17. — Deróganse los artículos 127
bis y 127 ter del Código Penal.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 18. — Presupuesto. El Presupuesto
General de la Nación incluirá las partidas ne-
cesarias para el cumplimiento de las disposi-
ciones de la presente ley.

ARTÍCULO 19.  — Reglamentación. Esta ley

será reglamentada en un plazo máximo de SE-
SENTA (60) días contados a partir de su pro-
mulgación.

ARTÍCULO 20. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, EL
DÍA NUEVE DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL
OCHO.

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.364 —

EDUARDO A. FELLNER. — JULIO CESAR C.
COBOS. — Marta A. Luchetta. — Juan J. Ca-
nals.
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SALUD PÚBLICA

Ley 26.529

Derechos del Paciente en su Relación con
los Profesionales e Instituciones de la Salud.

Sancionada: Octubre 21 de 2009

Promulgada de Hecho: Noviembre 19 de
2009

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

DERECHOS DEL PACIENTE, HISTORIA CLÍNICA
Y CONSENTIMIENTO INFORMADO

ARTÍCULO 1º — Ámbito de aplicación. El ejercicio
de los derechos del paciente, en cuanto a la au-
tonomía de la voluntad, la información y la do-
cumentación clínica, se rige por la presente ley.

Capítulo I

DERECHOS DEL PACIENTE EN SU RELACIÓN
CON LOS PROFESIONALES E INSTITUCIONES
DE LA SALUD

ARTÍCULO 2º — Derechos del paciente. Cons-
tituyen derechos esenciales en la relación entre
el paciente y el o los profesionales de la salud,
el o los agentes del seguro de salud, y cualquier
efector de que se trate, los siguientes:

a) Asistencia. El paciente, prioritariamente
los niños, niñas y adolescentes, tiene derecho
a ser asistido por los profesionales de la
salud, sin menoscabo y distinción alguna,
producto de sus ideas, creencias religiosas,
políticas, condición socioeconómica, raza,

sexo, orientación sexual o cualquier otra
condición. El profesional actuante sólo podrá
eximirse del deber de asistencia, cuando se
hubiere hecho cargo efectivamente del pa-
ciente otro profesional competente;

b) Trato digno y respetuoso. El paciente
tiene el derecho a que los agentes del
sistema de salud intervinientes, le otorguen
un trato digno, con respeto a sus conviccio-
nes personales y morales, principalmente
las relacionadas con sus condiciones socio-
culturales, de género, de pudor y a su inti-
midad, cualquiera sea el padecimiento que
presente, y se haga extensivo a los familiares
o acompañantes;

c) Intimidad. Toda actividad médico-asis-
tencial tendiente a obtener, clasificar, utilizar,
administrar, custodiar y transmitir información
y documentación clínica del paciente debe
observar el estricto respeto por la dignidad
humana y la autonomía de la voluntad, así
como el debido resguardo de la intimidad
del mismo y la confidencialidad de sus datos
sensibles, sin perjuicio de las previsiones
contenidas en la Ley Nº 25.326;

d) Confidencialidad. El paciente tiene de-
recho a que toda persona que participe en
la elaboración o manipulación de la docu-
mentación clínica, o bien tenga acceso al
contenido de la misma, guarde la debida re-
serva, salvo expresa disposición en contrario
emanada de autoridad judicial competente
o autorización del propio paciente;

e) Autonomía de la Voluntad. El paciente
tiene derecho a aceptar o rechazar deter-
minadas terapias o procedimientos médicos
o biológicos, con o sin expresión de causa,

LEY Nº 26.529: DERECHOS DEL PACIENTE 
EN SU RELACIÓN CON LOS PROFESIONALES 

E INSTITUCIONES DE LA SALUD (2009)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/160000-164999/160432/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/160000-164999/160432/norma.htm
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como así también a revocar posteriormente
su manifestación de la voluntad. Los niños,
niñas y adolescentes tienen derecho a in-
tervenir en los términos de la Ley Nº 26.061
a los fines de la toma de decisión sobre te-
rapias o procedimientos médicos o biológicos
que involucren su vida o salud;

f) Información Sanitaria. El paciente tiene
derecho a recibir la información sanitaria
necesaria, vinculada a su salud. El derecho a
la información sanitaria incluye el de no
recibir la mencionada información.

g) Interconsulta Médica. El paciente tiene
derecho a recibir la información sanitaria por
escrito, a fin de obtener una segunda opinión
sobre el diagnóstico, pronóstico o tratamiento
relacionados con su estado de salud.

Capítulo II

DE LA INFORMACIÓN SANITARIA

ARTÍCULO 3º — Definición. A los efectos de
la presente ley, entiéndase por información sa-
nitaria aquella que, de manera clara, suficiente
y adecuada a la capacidad de comprensión
del paciente, informe sobre su estado de salud,
los estudios y tratamientos que fueren menester
realizarle y la previsible evolución, riesgos, com-
plicaciones o secuelas de los mismos.

ARTÍCULO 4º — Autorización. La información
sanitaria sólo podrá ser brindada a terceras
personas, con autorización del paciente.

En el supuesto de incapacidad del paciente o
imposibilidad de comprender la información a
causa de su estado físico o psíquico, la misma
será brindada a su representante legal o, en su
defecto, al cónyuge que conviva con el paciente,
o la persona que, sin ser su cónyuge, conviva
o esté a cargo de la asistencia o cuidado del
mismo y los familiares hasta el cuarto grado
de consanguinidad.

Capítulo III

DEL CONSENTIMIENTO INFORMADO

ARTÍCULO 5º  — Definición. Entiéndese por

consentimiento informado, la declaración de
voluntad suficiente efectuada por el paciente,
o por sus representantes legales en su caso,
emitida luego de recibir, por parte del profesional
interviniente, información clara, precisa y ade-
cuada con respecto a:

a) Su estado de salud;

b) El procedimiento propuesto, con especi-
ficación de los objetivos perseguidos;

c) Los beneficios esperados del procedi-
miento;

d) Los riesgos, molestias y efectos adversos
previsibles;

e) La especificación de los procedimientos
alternativos y sus riesgos, beneficios y per-
juicios en relación con el procedimiento pro-
puesto;

f) Las consecuencias previsibles de la no
realización del procedimiento propuesto o
de los alternativos especificados.

ARTÍCULO 6º — Obligatoriedad. Toda actua-
ción profesional en el ámbito médico-sanitario,
sea público o privado, requiere, con carácter
general y dentro de los límites que se fijen por
vía reglamentaria, el previo consentimiento in-
formado del paciente.

ARTÍCULO 7º — Instrumentación. El consen-
timiento será verbal con las siguientes excep-
ciones, en los que será por escrito y debida-
mente suscrito:

a) Internación;

b) Intervención quirúrgica;

c) Procedimientos diagnósticos y terapéuticos
invasivos;

d) Procedimientos que implican riesgos se-
gún lo determine la reglamentación de la
presente ley;

e) Revocación.

ARTÍCULO 8º — Exposición con fines acadé-
micos. Se requiere el consentimiento del pa-
ciente o en su defecto, el de sus representantes
legales, y del profesional de la salud interviniente
ante exposiciones con fines académicos, con
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sición.

ARTÍCULO 9º  — Excepciones al consenti-
miento informado. El profesional de la salud
quedará eximido de requerir el consentimiento
informado en los siguientes casos:

a) Cuando mediare grave peligro para la
salud pública;

b) Cuando mediare una situación de emer-
gencia, con grave peligro para la salud o vida
del paciente, y no pudiera dar el consenti-
miento por sí o a través de sus representantes
legales.

Las excepciones establecidas en el presente
artículo se acreditarán de conformidad a lo
que establezca la reglamentación, las que de-
berán ser interpretadas con carácter restric-
tivo.

ARTÍCULO 10. — Revocabilidad. La decisión
del paciente o de su representante legal, en
cuanto a consentir o rechazar los tratamientos
indicados, puede ser revocada. El profesional
actuante debe acatar tal decisión, y dejar ex-
presa constancia de ello en la historia clínica,
adoptando para el caso todas las formalidades
que resulten menester a los fines de acreditar
fehacientemente tal manifestación de volun-
tad, y que la misma fue adoptada en conoci-
mientos de los riesgos previsibles que la
misma implica.

En los casos en que el paciente o su represen-
tante legal revoquen el rechazo dado a trata-
mientos indicados, el profesional actuante sólo
acatará tal decisión si se mantienen las condi-
ciones de salud del paciente que en su opor-
tunidad aconsejaron dicho tratamiento. La de-
cisión debidamente fundada del profesional
actuante se asentará en la historia clínica.

ARTÍCULO 11. — Directivas anticipadas. Toda
persona capaz mayor de edad puede disponer
directivas anticipadas sobre su salud, pudiendo
consentir o rechazar determinados tratamientos
médicos, preventivos o paliativos, y decisiones
relativas a su salud. Las directivas deberán ser
aceptadas por el médico a cargo, salvo las
que impliquen desarrollar prácticas eutanásicas,
las que se tendrán como inexistentes.

Capítulo IV

DE LA HISTORIA CLÍNICA

ARTÍCULO 12. — Definición y alcance. A los
efectos de esta ley, entiéndase por historia clí-
nica, el documento obligatorio cronológico,
foliado y completo en el que conste toda ac-
tuación realizada al paciente por profesionales
y auxiliares de la salud.

ARTÍCULO 13. — Historia clínica informati-
zada. El contenido de la historia clínica, puede
confeccionarse en soporte magnético siempre
que se arbitren todos los medios que aseguren
la preservación de su integridad, autenticidad,
inalterabilidad, perdurabilidad y recuperabilidad
de los datos contenidos en la misma en
tiempo y forma. A tal fin, debe adoptarse el
uso de accesos restringidos con claves de
identificación, medios no reescribibles de al-
macenamiento, control de modificación de
campos o cualquier otra técnica idónea para
asegurar su integridad.

La reglamentación establece la documentación
respaldatoria que deberá conservarse y designa
a los responsables que tendrán a su cargo la
guarda de la misma.

ARTÍCULO 14. — Titularidad. El paciente es
el titular de la historia clínica. A su simple re-
querimiento debe suministrársele copia de la
misma, autenticada por autoridad competente
de la institución asistencial. La entrega se rea-
lizará dentro de las cuarenta y ocho (48) horas
de solicitada, salvo caso de emergencia.

ARTÍCULO 15. — Asientos. Sin perjuicio de lo
establecido en los artículos precedentes y de
lo que disponga la reglamentación, en la
historia clínica se deberá asentar:

a) La fecha de inicio de su confección;

b) Datos identificatorios del paciente y su
núcleo familiar;

c) Datos identificatorios del profesional in-
terviniente y su especialidad;

d) Registros claros y precisos de los actos
realizados por los profesionales y auxiliares
intervinientes;

e) Antecedentes genéticos, fisiológicos y
patológicos si los hubiere;
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f) Todo acto médico realizado o indicado,
sea que se trate de prescripción y suministro
de medicamentos, realización de tratamien-
tos, prácticas, estudios principales y com-
plementarios afines con el diagnóstico pre-
suntivo y en su caso de certeza, constancias
de intervención de especialistas, diagnóstico,
pronóstico, procedimiento, evolución y toda
otra actividad inherente, en especial ingresos
y altas médicas.

Los asientos que se correspondan con lo es-
tablecido en los incisos d), e) y f) del presente
artículo, deberán ser realizados sobre la base
de nomenclaturas y modelos universales
adoptados y actualizados por la Organización
Mundial de la Salud, que la autoridad de apli-
cación establecerá y actualizará por vía regla-
mentaria.

ARTÍCULO 16.  — Integridad. Forman parte
de la historia clínica, los consentimientos in-
formados, las hojas de indicaciones médicas,
las planillas de enfermería, los protocolos qui-
rúrgicos, las prescripciones dietarias, los estu-
dios y prácticas realizadas, rechazadas o aban-
donadas, debiéndose acompañar en cada
caso, breve sumario del acto de agregación y
desglose autorizado con constancia de fecha,
firma y sello del profesional actuante.

ARTÍCULO 17. — Unicidad. La historia clínica
tiene carácter único dentro de cada estable-
cimiento asistencial público o privado, y debe
identificar al paciente por medio de una “clave
uniforme”, la que deberá ser comunicada al
mismo.

ARTÍCULO 18. — Inviolabilidad. Depositarios.
La historia clínica es inviolable. Los estableci-
mientos asistenciales públicos o privados y
los profesionales de la salud, en su calidad de
titulares de consultorios privados, tienen a su
cargo su guarda y custodia, asumiendo el ca-
rácter de depositarios de aquélla, y debiendo
instrumentar los medios y recursos necesarios
a fin de evitar el acceso a la información con-
tenida en ella por personas no autorizadas. A
los depositarios les son extensivas y aplicables
las disposiciones que en materia contractual
se establecen en el Libro II, Sección III, del
Título XV del Código Civil, “Del depósito”, y
normas concordantes.

La obligación impuesta en el párrafo prece-
dente debe regir durante el plazo mínimo de
DIEZ (10) años de prescripción liberatoria de
la responsabilidad contractual. Dicho plazo se
computa desde la última actuación registrada
en la historia clínica y vencido el mismo, el de-
positario dispondrá de la misma en el modo y
forma que determine la reglamentación.

ARTÍCULO 19. — Legitimación. Establécese
que se encuentran legitimados para solicitar la
historia clínica:

a) El paciente y su representante legal;

b) El cónyuge o la persona que conviva con
el paciente en unión de hecho, sea o no de
distinto sexo según acreditación que deter-
mine la reglamentación y los herederos for-
zosos, en su caso, con la autorización del
paciente, salvo que éste se encuentre impo-
sibilitado de darla;

c) Los médicos, y otros profesionales del
arte de curar, cuando cuenten con expresa
autorización del paciente o de su represen-
tante legal.

A dichos fines, el depositario deberá disponer
de un ejemplar del expediente médico con ca-
rácter de copia de resguardo, revistiendo dicha
copia todas las formalidades y garantías que
las debidas al original. Asimismo podrán entre-
garse, cuando corresponda, copias certifica-
das por autoridad sanitaria respectiva del
expediente médico, dejando constancia de la
persona que efectúa la diligencia, consig-
nando sus datos, motivos y demás considera-
ciones que resulten menester.

ARTÍCULO 20. — Negativa. Acción. Todo su-
jeto legitimado en los términos del artículo 19
de la presente ley, frente a la negativa, demora
o silencio del responsable que tiene a su cargo
la guarda de la historia clínica, dispondrá del
ejercicio de la acción directa de “habeas data” a
fin de asegurar el acceso y obtención de aqué-
lla. A dicha acción se le imprimirá el modo de
proceso que en cada jurisdicción resulte más
apto y rápido. En jurisdicción nacional, esta ac-
ción quedará exenta de gastos de justicia.

ARTÍCULO 21. — Sanciones. Sin perjuicio de
la responsabilidad penal o civil que pudiere
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gaciones emergentes de la presente ley por
parte de los profesionales y responsables de
los establecimientos asistenciales constituirán
falta grave, siendo pasibles en la jurisdicción
nacional de las sanciones previstas en el título
VIII de la Ley 17.132 —Régimen Legal del
Ejercicio de la Medicina, Odontología y Activi-
dades Auxiliares de las mismas— y, en las juris-
dicciones locales, serán pasibles de las san-
ciones de similar tenor que se correspondan
con el régimen legal del ejercicio de la medicina
que rija en cada una de ellas.

Capítulo V

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 22.  — Autoridad de aplicación
nacional y local. Es autoridad de aplicación
de la presente ley en la jurisdicción nacional,
el Ministerio de Salud de la Nación, y en cada
una de las jurisdicciones provinciales y Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, la máxima autoridad
sanitaria local.

Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires, a adherir a la presente ley en
lo que es materia del régimen de sanciones y
del beneficio de gratuidad en materia de
acceso a la justicia.

ARTÍCULO 23. — Vigencia. La presente ley es
de orden público, y entrará en vigencia a partir
de los NOVENTA (90) días de la fecha de su
publicación.

ARTÍCULO 24. — Reglamentación. El Poder
Ejecutivo debe reglamentar la presente ley
dentro de los NOVENTA (90) días contados a
partir de su publicación.

ARTÍCULO 25. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS VEINTIÚN DÍAS DEL MES DE OCTUBRE
DEL AÑO DOS MIL NUEVE.

— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.529 —

JULIO C. C. COBOS. — EDUARDO A. FELLNER.
— Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada
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LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL A
LAS MUJERES

Ley 26.485

Ley de protección integral para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mu-
jeres en los ámbitos en que desarrollen sus
relaciones interpersonales

Sancionada: Marzo 11 de 2009.

Promulgada de Hecho: Abril 1 de 2009.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PRE-
VENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIO-
LENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁM-
BITOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIO-
NES INTERPERSONALES

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º — Ámbito de aplicación. Orden
Público. Las disposiciones de la presente ley
son de orden público y de aplicación en todo
el territorio de la República, con excepción de
las disposiciones de carácter procesal estable-
cidas en el Capítulo II del Título III de la pre-
sente.

ARTÍCULO 2º — Objeto. La presente ley tiene
por objeto promover y garantizar:

a) La eliminación de la discriminación entre
mujeres y varones en todos los órdenes de
la vida;

b) El derecho de las mujeres a vivir una vida
sin violencia;

c) Las condiciones aptas para sensibilizar y
prevenir, sancionar y erradicar la discriminación
y la violencia contra las mujeres en cualquiera
de sus manifestaciones y ámbitos;

d) El desarrollo de políticas públicas de
carácter interinstitucional sobre violencia
contra las mujeres; 1947)

e) La remoción de patrones socioculturales
que promueven y sostienen la desigualdad
de género y las relaciones de poder sobre
las mujeres;

f) El acceso a la justicia de las mujeres que
padecen violencia;

g) La asistencia integral a las mujeres que
padecen violencia en las áreas estatales y
privadas que realicen actividades programá-
ticas destinadas a las mujeres y/o en los ser-
vicios especializados de violencia.

ARTÍCULO 3º  — Derechos Protegidos. Esta
ley garantiza todos los derechos reconocidos
por la Convención para la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer,
la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la
Mujer, la Convención sobre los Derechos de
los Niños y la Ley 26.061 de Protección Integral
de los derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes y, en especial, los referidos a:

a) Una vida sin violencia y sin discriminacio-
nes;

b) La salud, la educación y la seguridad per-
sonal;

LEY Nº 26.485 DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLEN 
SUS RELACIONES INTERPERSONALES (2009)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm


  148

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S 
N

A
C

IO
N

A
LE

S c) La integridad física, psicológica, sexual,
económica o patrimonial;

d) Que se respete su dignidad;

e) Decidir sobre la vida reproductiva, número
de embarazos y cuándo tenerlos, de con-
formidad con la Ley 25.673 de Creación del
Programa Nacional de Salud Sexual y Pro-
creación Responsable;

f) La intimidad, la libertad de creencias y de
pensamiento;

g) Recibir información y asesoramiento ade-
cuado;

h) Gozar de medidas integrales de asistencia,
protección y seguridad;

i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en
casos comprendidos en el ámbito de aplica-
ción de la presente ley;

j) La igualdad real de derechos, oportunidades
y de trato entre varones y mujeres;

k) Un trato respetuoso de las mujeres que pa-
decen violencia, evitando toda conducta, acto
u omisión que produzca revictimización.

ARTÍCULO 4º — Definición. Se entiende por
violencia contra las mujeres toda conducta,
acción u omisión, que de manera directa o in-
directa, tanto en el ámbito público como en el
privado, basada en una relación desigual de
poder, afecte su vida, libertad, dignidad, inte-
gridad física, psicológica, sexual, económica o
patrimonial, como así también su seguridad
personal. Quedan comprendidas las perpetradas
desde el Estado o por sus agentes.

Se considera violencia indirecta, a los efectos
de la presente ley, toda conducta, acción omi-
sión, disposición, criterio o práctica discrimi-
natoria que ponga a la mujer en desventaja
con respecto al varón.

ARTÍCULO 5º — Tipos. Quedan especialmente
comprendidos en la definición del artículo pre-
cedente, los siguientes tipos de violencia contra
la mujer:

1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo
de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo
de producirlo y cualquier otra forma de maltrato
agresión que afecte su integridad física.

2.- Psicológica: La que causa daño emocional
y disminución de la autoestima o perjudica y
perturba el pleno desarrollo personal o que
busca degradar o controlar sus acciones, com-
portamientos, creencias y decisiones, mediante
amenaza, acoso, hostigamiento, restricción,
humillación, deshonra, descrédito, manipulación
aislamiento. Incluye también la culpabilización,
vigilancia constante, exigencia de obediencia
sumisión, coerción verbal, persecución, insulto,
indiferencia, abandono, celos excesivos, chan-
taje, ridiculización, explotación y limitación del
derecho de circulación o cualquier otro medio
que cause perjuicio a su salud psicológica y a
la autodeterminación.

3.- Sexual: Cualquier acción que implique la
vulneración en todas sus formas, con o sin ac-
ceso genital, del derecho de la mujer de decidir
voluntariamente acerca de su vida sexual o re-
productiva a través de amenazas, coerción,
uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la
violación dentro del matrimonio o de otras re-
laciones vinculares o de parentesco, exista o
no convivencia, así como la prostitución forzada,
explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y
trata de mujeres.

4.- Económica y patrimonial: La que se dirige
a ocasionar un menoscabo en los recursos
económicos o patrimoniales de la mujer, a
través de:

a) La perturbación de la posesión, tenencia
o propiedad de sus bienes;

b) La pérdida, sustracción, destrucción, re-
tención o distracción indebida de objetos,
instrumentos de trabajo, documentos per-
sonales, bienes, valores y derechos patrimo-
niales;

c) La limitación de los recursos económicos
destinados a satisfacer sus necesidades o
privación de los medios indispensables para
vivir una vida digna;

d) La limitación o control de sus ingresos, así
como la percepción de un salario menor
por igual tarea, dentro de un mismo lugar de
trabajo.

5.- Simbólica: La que a través de patrones es-
tereotipados, mensajes, valores, íconos o signos
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transmita y reproduzca dominación, desigualdad
y discriminación en las relaciones sociales, na-
turalizando la subordinación de la mujer en la
sociedad.

ARTÍCULO 6º — Modalidades. A los efectos
de esta ley se entiende por modalidades las
formas en que se manifiestan los distintos tipos
de violencia contra las mujeres en los diferentes
ámbitos, quedando especialmente compren-
didas las siguientes:

a) Violencia doméstica contra las mujeres:
aquella ejercida contra las mujeres por un
integrante del grupo familiar, independien-
temente del espacio físico donde ésta ocurra,
que dañe la dignidad, el bienestar, la integridad
física, psicológica, sexual, económica o pa-
trimonial, la libertad, comprendiendo la libertad
reproductiva y el derecho al pleno desarrollo
de las mujeres. Se entiende por grupo familiar
el originado en el parentesco sea por con-
sanguinidad o por afinidad, el matrimonio,
las uniones de hecho y las parejas o noviazgos.
Incluye las relaciones vigentes o finalizadas,
no siendo requisito la convivencia;

b) Violencia institucional contra las mujeres:
aquella realizada por las/los funcionarias/os,
profesionales, personal y agentes pertene-
cientes a cualquier órgano, ente o institución
pública, que tenga como fin retardar, obsta-
culizar o impedir que las mujeres tengan ac-
ceso a las políticas públicas y ejerzan los de-
rechos previstos en esta ley. Quedan com-
prendidas, además, las que se ejercen en los
partidos políticos, sindicatos, organizaciones
empresariales, deportivas y de la sociedad
civil;

c) Violencia laboral contra las mujeres:
aquella que discrimina a las mujeres en los
ámbitos de trabajo públicos o privados y
que obstaculiza su acceso al empleo, con-
tratación, ascenso, estabilidad o permanencia
en el mismo, exigiendo requisitos sobre
estado civil, maternidad, edad, apariencia
física o la realización de test de embarazo.
Constituye también violencia contra las mu-
jeres en el ámbito laboral quebrantar el de-
recho de igual remuneración por igual tarea
o función. Asimismo, incluye el hostigamiento
psicológico en forma sistemática sobre una

determinada trabajadora con el fin de lograr
su exclusión laboral;

d) Violencia contra la libertad reproductiva:
aquella que vulnere el derecho de las mujeres
a decidir libre y responsablemente el número
de embarazos o el intervalo entre los naci-
mientos, de conformidad con la Ley 25.673
de Creación del Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable;

e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce
el personal de salud sobre el cuerpo y los
procesos reproductivos de las mujeres, ex-
presada en un trato deshumanizado, un
abuso de medicalización y patologización
de los procesos naturales, de conformidad
con la Ley 25.929.

f) Violencia mediática contra las mujeres:
aquella publicación o difusión de mensajes
e imágenes estereotipados a través de cual-
quier medio masivo de comunicación, que
de manera directa o indirecta promueva la
explotación de mujeres o sus imágenes,
injurie, difame, discrimine, deshonre, humille
o atente contra la dignidad de las mujeres,
como así también la utilización de mujeres,
adolescentes y niñas en mensajes e imágenes
pornográficas, legitimando la desigualdad de
trato o construya patrones socioculturales
reproductores de la desigualdad o genera-
dores de violencia contra las mujeres.

TÍTULO II

POLÍTICAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I

PRECEPTOS RECTORES

ARTÍCULO 7º — Preceptos rectores. Los tres
poderes del Estado, sean del ámbito nacional
o provincial, adoptarán las medidas necesarias
y ratificarán en cada una de sus actuaciones el
respeto irrestricto del derecho constitucional a
la igualdad entre mujeres y varones. Para el
cumplimiento de los fines de la presente ley
deberán garantizar los siguientes preceptos
rectores:

a) La eliminación de la discriminación y las
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S desiguales relaciones de poder sobre las mu-
jeres;

b) La adopción de medidas tendientes a
sensibilizar a la sociedad, promoviendo valores
de igualdad y deslegitimación de la violencia
contra las mujeres;

c) La asistencia en forma integral y oportuna
de las mujeres que padecen cualquier tipo
de violencia, asegurándoles el acceso gra-
tuito, rápido, transparente y eficaz en servicios
creados a tal fin, así como promover la san-
ción y reeducación de quienes ejercen vio-
lencia;

d) La adopción del principio de transversalidad
estará presente en todas las medidas así
como en la ejecución de las disposiciones
normativas, articulando interinstitucionalmente
y coordinando recursos presupuestarios;

e) El incentivo a la cooperación y participa-
ción de la sociedad civil, comprometiendo
a entidades privadas y actores públicos no
estatales;

f) El respeto del derecho a la confidencialidad
y a la intimidad, prohibiéndose la reproducción
para uso particular o difusión pública de la
información relacionada con situaciones de
violencia contra la mujer, sin autorización de
quien la padece;

g) La garantía de la existencia y disponibili-
dad de recursos económicos que permitan
el cumplimiento de los objetivos de la pre-
sente ley;

h) Todas las acciones conducentes a efecti-
vizar los principios y derechos reconocidos
por la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
las Mujeres.

CAPÍTULO II

ORGANISMO COMPETENTE

ARTÍCULO 8º — Organismo competente. El
Consejo Nacional de la Mujer será el organismo
rector encargado del diseño de las políticas
públicas para efectivizar las disposiciones de la
presente ley.

ARTÍCULO 9º — Facultades. El Consejo Na-
cional de la Mujer, para garantizar el logro de
los objetivos de la presente ley, deberá:

a) Elaborar, implementar y monitorear un
Plan Nacional de Acción para la Prevención,
Asistencia y Erradicación de la Violencia con-
tra las Mujeres;

b) Articular y coordinar las acciones para el
cumplimiento de la presente ley, con las dis-
tintas áreas involucradas a nivel nacional,
provincial y municipal, y con los ámbitos uni-
versitarios, sindicales, empresariales, religio-
sos, las organizaciones de defensa de los
derechos de las mujeres y otras de la socie-
dad civil con competencia en la materia;

c) Convocar y constituir un Consejo Con-
sultivo ad honórem, integrado por represen-
tantes de las organizaciones de la sociedad
civil y del ámbito académico especializadas,
que tendrá por función asesorar y recomen-
dar sobre los cursos de acción y estrategias
adecuadas para enfrentar el fenómeno de
la violencia;

d) Promover en las distintas jurisdicciones la
creación de servicios de asistencia integral
y gratuita para las mujeres que padecen vio-
lencia;

e) Garantizar modelos de abordaje tendien-
tes a empoderar a las mujeres que padecen
violencia que respeten la naturaleza social,
política y cultural de la problemática, no ad-
mitiendo modelos que contemplen formas
de mediación o negociación;

f) Generar los estándares mínimos de detec-
ción precoz y de abordaje de las situaciones
de violencia;

g) Desarrollar programas de asistencia téc-
nica para las distintas jurisdicciones destina-
dos a la prevención, detección precoz,
asistencia temprana, reeducación, derivación
interinstitucional y a la elaboración de proto-
colos para los distintos niveles de atención;

h) Brindar capacitación permanente, forma-
ción y entrenamiento en la temática a los fun-
cionarios públicos en el ámbito de la Justicia,
las fuerzas policiales y de seguridad, y las Fuer-
zas Armadas, las que se impartirán de manera
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integral y específica según cada área de ac-
tuación, a partir de un módulo básico respe-
tando los principios consagrados en esta ley;

i) Coordinar con los ámbitos legislativos la
formación especializada, en materia de vio-
lencia contra las mujeres e implementación
de los principios y derechos reconocidos
por la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra las Mujeres destinada a legisladores/as y
asesores/as;

j) Impulsar a través de los colegios y asocia-
ciones de profesionales la capacitación del
personal de los servicios que, en razón de
sus actividades, puedan llegar a intervenir en
casos de violencia contra las mujeres;

k) Diseñar e implementar Registros de situa-
ciones de violencia contra las mujeres de
manera interjurisdiccional e interinstitucional,
en los que se establezcan los indicadores bá-
sicos aprobados por todos los Ministerios y
Secretarías competentes, independiente-
mente de los que determine cada área a los
fines específicos, y acordados en el marco
de los Consejos Federales con competencia
en la materia;

l) Desarrollar, promover y coordinar con las
distintas jurisdicciones los criterios para la
selección de datos, modalidad de registro e
indicadores básicos desagregados —como
mínimo— por edad, sexo, estado civil y pro-
fesión u ocupación de las partes, vínculo
entre la mujer que padece violencia y el
hombre que la ejerce, naturaleza de los he-
chos, medidas adoptadas y sus resultados,
y sanciones impuestas a la persona violenta.
Se deberá asegurar la reserva en relación
con la identidad de las mujeres que pade-
cen violencias;

m) Coordinar con el Poder Judicial los crite-
rios para la selección de datos, modalidad de
Registro e indicadores que lo integren que
obren en ambos poderes, independiente-
mente de los que defina cada uno a los fines
que le son propios;

n) Analizar y difundir periódicamente los
datos estadísticos y resultados de las investi-
gaciones a fin de monitorear y adecuar las

políticas públicas a través del Observatorio
de la Violencia Contra las Mujeres;

ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios
en coordinación y actualización permanente
con las distintas jurisdicciones, que brinde in-
formación sobre los programas y los servi-
cios de asistencia directa;

o) Implementar una línea telefónica gratuita
y accesible en forma articulada con las pro-
vincias a través de organismos gubernamen-
tales pertinentes, destinada a dar contención,
información y brindar asesoramiento sobre
recursos existentes en materia de prevención
de la violencia contra las mujeres y asistencia
a quienes la padecen;

p) Establecer y mantener un Registro de las
organizaciones no gubernamentales espe-
cializadas en la materia en coordinación con
las jurisdicciones y celebrar convenios para
el desarrollo de actividades preventivas, de
control y ejecución de medidas de asistencia
a las mujeres que padecen violencia y la re-
habilitación de los hombres que la ejercen;

q) Promover campañas de sensibilización y
concientización sobre la violencia contra las
mujeres informando sobre los derechos, re-
cursos y servicios que el Estado garantiza e
instalando la condena social a toda forma de
violencia contra las mujeres. Publicar mate-
riales de difusión para apoyar las acciones de
las distintas áreas;

r) Celebrar convenios con organismos públi-
cos y/o instituciones privadas para toda ac-
ción conducente al cumplimiento de los
alcances y objetivos de la presente ley;

s) Convocar y poner en funciones al Con-
sejo, Consultivo de organizaciones de la so-
ciedad civil y redactar su reglamento de
funcionamiento interno;

t) Promover en el ámbito comunitario el tra-
bajo en red, con el fin de desarrollar modelos
de atención y prevención interinstitucional e in-
tersectorial, que unifiquen y coordinen los es-
fuerzos de las instituciones públicas y privadas;

u) Garantizar el acceso a los servicios de
atención específica para mujeres privadas de
libertad.
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S CAPÍTULO III

LINEAMIENTOS BÁSICOS PARA LAS POLÍTI-
CAS ESTATALES

ARTÍCULO 10. — Fortalecimiento técnico a
las jurisdicciones. El Estado nacional deberá
promover y fortalecer interinstitucionalmente
a las distintas jurisdicciones para la creación e
implementación de servicios integrales de
asistencia a las mujeres que padecen violencia
y a las personas que la ejercen, debiendo ga-
rantizar:

1.- Campañas de educación y capacitación
orientadas a la comunidad para informar, con-
cientizar y prevenir la violencia contra las
mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus
relaciones interpersonales.

2.- Unidades especializadas en violencia en el
primer nivel de atención que trabajen en la
prevención y asistencia de hechos de violencia,
las que coordinarán sus actividades según los
estándares, protocolos y registros establecidos
y tendrán un abordaje integral de las siguientes
actividades:

a) Asistencia interdisciplinaria para la evalua-
ción, diagnóstico y definición de estrategias
de abordaje;

b) Grupos de ayuda mutua;

c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito;

d) Atención coordinada con el área de salud
que brinde asistencia médica y psicológica;

e) Atención coordinada con el área social
que brinde los programas de asistencia des-
tinados a promover el desarrollo humano.

3.- Programas de asistencia económica para
el autovalimiento de la mujer.

4.- Programas de acompañantes comunitarios
para el sostenimiento de la estrategia de auto-
valimiento de la mujer.

5.- Centros de día para el fortalecimiento
integral de la mujer.

6.- Instancias de tránsito para la atención y al-
bergue de las mujeres que padecen violencia
en los casos en que la permanencia en su do-
micilio o residencia implique una amenaza in-

minente a su integridad física, psicológica o
sexual, o la de su grupo familiar, debiendo
estar orientada a la integración inmediata a su
medio familiar, social y laboral.

7.- Programas de reeducación destinados a
los hombres que ejercen violencia.

ARTÍCULO 11. — Políticas públicas. El Estado
nacional implementará el desarrollo de las si-
guientes acciones prioritarias, promoviendo su
articulación y coordinación con los distintos
Ministerios y Secretarías del Poder Ejecutivo
nacional, jurisdicciones provinciales y munici-
pales, universidades y organizaciones de la so-
ciedad civil con competencia en la materia:

1.- Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría
de Gabinete y Gestión Pública:

a) Impulsar políticas específicas que imple-
menten la normativa vigente en materia de
acoso sexual en la administración pública
nacional y garanticen la efectiva vigencia de
los principios de no discriminación e igualdad
de derechos, oportunidades y trato en el
empleo público;

b) Promover, a través del Consejo Federal de
la Función Pública, acciones semejantes en
el ámbito de las jurisdicciones provinciales.

2.- Ministerio de Desarrollo Social de la Na-
ción:

a) Promover políticas tendientes a la revin-
culación social y laboral de las mujeres que
padecen violencia;

b) Elaborar criterios de priorización para la in-
clusión de las mujeres en los planes y pro-
gramas de fortalecimiento y promoción
social y en los planes de asistencia a la emer-
gencia;

c) Promover líneas de capacitación y finan-
ciamiento para la inserción laboral de las
mujeres en procesos de asistencia por vio-
lencia;

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta
en marcha de programas para atención de
la emergencia destinadas a mujeres y al cui-
dado de sus hijas/os;

e) Celebrar convenios con entidades bancarias
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a fin de facilitarles líneas de créditos a mujeres
que padecen violencia;

f) Coordinar con la Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia los
criterios de atención que se fijen para las
niñas y adolescentes que padecen violencia.

3.- Ministerio de Educación de la Nación:

a) Articular en el marco del Consejo Federal
de Educación la inclusión en los contenidos
mínimos curriculares de la perspectiva de
género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto
y la libertad en las relaciones interpersonales,
la igualdad entre los sexos, la democratización
de las relaciones familiares, la vigencia de
los derechos humanos y la deslegitimación
de modelos violentos de resolución de con-
flictos;

b) Promover medidas para que se incluya en
los planes de formación docente la detección
precoz de la violencia contra las mujeres;

c) Recomendar medidas para prever la es-
colarización inmediata de las/os niñas/os y
adolescentes que se vean afectadas/os, por
un cambio de residencia derivada de una si-
tuación de violencia, hasta que se sustancie
la exclusión del agresor del hogar;

d) Promover la incorporación de la temática
de la violencia contra las mujeres en las cu-
rrículas terciarias y universitarias, tanto en los
niveles de grado como de post grado;

e) Promover la revisión y actualización de
los libros de texto y materiales didácticos
con la finalidad de eliminar los estereotipos
de género y los criterios discriminatorios, fo-
mentando la igualdad de derechos, oportu-
nidades y trato entre mujeres y varones;

f) Las medidas anteriormente propuestas se
promoverán en el ámbito del Consejo Federal
de Educación.

4.- Ministerio de Salud de la Nación:

a) Incorporar la problemática de la violencia
contra las mujeres en los programas de salud
integral de la mujer;

b) Promover la discusión y adopción de los

instrumentos aprobados por el Ministerio de
Salud de la Nación en materia de violencia
contra las mujeres en el ámbito del Consejo
Federal de Salud;

c) Diseñar protocolos específicos de de-
tección precoz y atención de todo tipo y
modalidad de violencia contra las mujeres,
prioritariamente en las áreas de atención
primaria de salud, emergencias, clínica mé-
dica, obstetricia, ginecología, traumatología,
pediatría, y salud mental, que especifiquen
el procedimiento a seguir para la atención
de las mujeres que padecen violencia, res-
guardando la intimidad de la persona asistida
y promoviendo una práctica médica no se-
xista. El procedimiento deberá asegurar la
obtención y preservación de elementos pro-
batorios;

d) Promover servicios o programas con equi-
pos interdisciplinarios especializados en la
prevención y atención de la violencia contra
las mujeres y/o de quienes la ejerzan con la
utilización de protocolos de atención y deri-
vación;

e) Impulsar la aplicación de un Registro de
las personas asistidas por situaciones de vio-
lencia contra las mujeres, que coordine los
niveles nacionales y provinciales.

f) Asegurar la asistencia especializada de
los/as hijos/as testigos de violencia;

g) Promover acuerdos con la Superinten-
dencia de Servicios de Salud u organismo
que en un futuro lo reemplace, a fin de
incluir programas de prevención y asistencia
de la violencia contra las mujeres, en los es-
tablecimientos médico-asistenciales, de la
seguridad social y las entidades de medicina
prepaga, los que deberán incorporarlas en
su cobertura en igualdad de condiciones
con otras prestaciones;

h) Alentar la formación continua del personal
médico sanitario con el fin de mejorar el
diagnóstico precoz y la atención médica
con perspectiva de género;

i) Promover, en el marco del Consejo Federal
de Salud, el seguimiento y monitoreo de la
aplicación de los protocolos. Para ello, los
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celebrar convenios con instituciones y orga-
nizaciones de la sociedad civil.

5.- Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos de la Nación:

5.1. Secretaría de Justicia:

a) Promover políticas para facilitar el acceso
de las mujeres a la Justicia mediante la
puesta en marcha y el fortalecimiento de
centros de información, asesoramiento ju-
rídico y patrocinio jurídico gratuito;

b) Promover la aplicación de convenios
con Colegios Profesionales, instituciones
académicas y organizaciones de la sociedad
civil para brindar asistencia jurídica espe-
cializada y gratuita;

c) Promover la unificación de criterios para
la elaboración de los informes judiciales
sobre la situación de peligro de las mujeres
que padecen violencia;

d) Promover la articulación y cooperación
entre las distintas instancias judiciales in-
volucradas a fin de mejorar la eficacia de
las medidas judiciales;

e) Promover la elaboración de un protocolo
de recepción de denuncias de violencia
contra las mujeres a efectos de evitar la ju-
dicialización innecesaria de aquellos casos
que requieran de otro tipo de abordaje;

f) Propiciar instancias de intercambio y ar-
ticulación con la Corte Suprema de Justicia
de la Nación para incentivar en los distintos
niveles del Poder Judicial la capacitación
específica referida al tema;

g) Alentar la conformación de espacios de
formación específica para profesionales
del derecho;

h) Fomentar las investigaciones sobre las
causas, la naturaleza, la gravedad y las
consecuencias de la violencia contra las
mujeres, así como de la eficacia de las
medidas aplicadas para impedirla y reparar
sus efectos, difundiendo periódicamente
los resultados;

i) Garantizar el acceso a los servicios de

atención específica para mujeres privadas
de libertad.

5.2. Secretaría de Seguridad:

a) Fomentar en las fuerzas policiales y de
seguridad, el desarrollo de servicios inter-
disciplinarios que brinden apoyo a las mu-
jeres que padecen violencia para optimizar
su atención, derivación a otros servicios y
cumplimiento de disposiciones judiciales;

b) Elaborar en el ámbito del Consejo de
Seguridad Interior, los procedimientos bá-
sicos para el diseño de protocolos espe-
cíficos para las fuerzas policial y de segu-
ridad a fin de brindar las respuestas ade-
cuadas para evitar la revictimización, facilitar
la debida atención, asistencia y protección
policial a las mujeres que acudan a pre-
sentar denuncias en sede policial;

c) Promover la articulación de las fuerzas
policial y de seguridad que intervengan
en la atención de la violencia contra las
mujeres con las instituciones guberna-
mentales y las organizaciones de la so-
ciedad civil;

d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas
policial y de seguridad en la temática de
la violencia contra las mujeres en el marco
del respeto de los derechos humanos;

e) Incluir en los programas de formación
de las fuerzas policial y de seguridad asig-
naturas y/o contenidos curriculares es-
pecíficos sobre los derechos humanos
de las mujeres y en especial sobre violencia
con perspectiva de género.

5.3. Secretaría de Derechos Humanos e
Instituto Nacional contra la Discriminación,
la Xenofobia y el Racismo (INADI):

a) Promover la inclusión de la problemática
de la violencia contra las mujeres en todos
los programas y acciones de la Secretaría
de Derechos Humanos de la Nación y
del INADI, en articulación con el Consejo
Federal de Derechos Humanos.

6.- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad
Social de la Nación:

a) Desarrollar programas de sensibilización,
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capacitación e incentivos a empresas y sin-
dicatos para eliminar la violencia laboral
contra las mujeres y promover la igualdad
de derechos, oportunidades y trato en el
ámbito laboral, debiendo respetar el principio
de no discriminación en:

1. El acceso al puesto de trabajo, en
materia de convocatoria y selección;

2. La carrera profesional, en materia de
promoción y formación;

3. La permanencia en el puesto de trabajo;

4. El derecho a una igual remuneración
por igual tarea o función.

b) Promover, a través de programas especí-
ficos la prevención del acoso sexual contra
las mujeres en el ámbito de empresas y sin-
dicatos;

c) Promover políticas tendientes a la for-
mación e inclusión laboral de mujeres que
padecen violencia;

d) Promover el respeto de los derechos la-
borales de las mujeres que padecen violencia,
en particular cuando deban ausentarse de
su puesto de trabajo a fin de dar cumpli-
miento a prescripciones profesionales, tanto
administrativas como las emanadas de las
decisiones judiciales.

7.- Ministerio de Defensa de la Nación:

a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas
internas de las Fuerzas Armadas a la Con-
vención para la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer y
la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres;

b) Impulsar programas y/o medidas de ac-
ción positiva tendientes a erradicar patrones
de discriminación en perjuicio de las mujeres
en las Fuerzas Armadas para el ingreso, pro-
moción y permanencia en las mismas;

c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos
en la temática de la violencia contra las
mujeres en el marco del respeto de los de-
rechos humanos;

d) Incluir en los programas de formación

asignaturas y/o contenidos específicos sobre
los derechos humanos de las mujeres y la
violencia con perspectiva de género.

8.- Secretaría de Medios de Comunicación
de la Nación:

a) Impulsar desde el Sistema Nacional de
Medios la difusión de mensajes y campañas
permanentes de sensibilización y concien-
tización dirigida a la población en general y
en particular a las mujeres sobre el derecho
de las mismas a vivir una vida libre de vio-
lencias;

b) Promover en los medios masivos de co-
municación el respeto por los derechos
humanos de las mujeres y el tratamiento
de la violencia desde la perspectiva de gé-
nero;

c) Brindar capacitación a profesionales de
los medios masivos de comunicación en
violencia contra las mujeres;

d) Alentar la eliminación del sexismo en la
información;

e) Promover, como un tema de responsa-
bilidad social empresaria, la difusión de cam-
pañas publicitarias para prevenir y erradicar
la violencia contra las mujeres.

CAPÍTULO IV

OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA CONTRA
LAS MUJERES

ARTÍCULO 12. — Creación. Créase el Obser-
vatorio de la Violencia contra las Mujeres en el
ámbito del Consejo Nacional de la Mujer, des-
tinado al monitoreo, recolección, producción,
registro y sistematización de datos e información
sobre la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 13. — Misión. El Observatorio tendrá
por misión el desarrollo de un sistema de in-
formación permanente que brinde insumos
para el diseño, implementación y gestión de
políticas públicas tendientes a la prevención y
erradicación de la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 14. — Funciones. Serán funciones
del Observatorio de la Violencia contra las
Mujeres:
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publicar y difundir información periódica y
sistemática y comparable diacrónica y sin-
crónicamente sobre violencia contra las mu-
jeres;

b) Impulsar el desarrollo de estudios e inves-
tigaciones sobre la evolución, prevalencia,
tipos y modalidades de violencia contra las
mujeres, sus consecuencias y efectos, iden-
tificando aquellos factores sociales, culturales,
económicos y políticos que de alguna manera
estén asociados o puedan constituir causal
de violencia;

c) Incorporar los resultados de sus investiga-
ciones y estudios en los informes que el Es-
tado nacional eleve a los organismos regio-
nales e internacionales en materia de violencia
contra las mujeres;

d) Celebrar convenios de cooperación con
organismos públicos o privados, nacionales
o internacionales, con la finalidad de articular
interdisciplinariamente el desarrollo de estudios
e investigaciones;

e) Crear una red de información y difundir a
la ciudadanía los datos relevados, estudios y
actividades del Observatorio, mediante una
página web propia o vinculada al portal del
Consejo Nacional de la Mujer. Crear y man-
tener una base documental actualizada per-
manentemente y abierta a la ciudadanía;

f) Examinar las buenas prácticas en materia
de prevención y erradicación de la violencia
contra las mujeres y las experiencias innova-
doras en la materia y difundirlas a los fines
de ser adoptadas por aquellos organismos e
instituciones nacionales, provinciales o mu-
nicipales que lo consideren;

g) Articular acciones con organismos gu-
bernamentales con competencia en materia
de derechos humanos de las mujeres a los
fines de monitorear la implementación de
políticas de prevención y erradicación de la
violencia contra las mujeres, para evaluar su
impacto y elaborar propuestas de actuaciones
o reformas;

h) Fomentar y promover la organización y
celebración periódica de debates públicos,

con participación de centros de investigación,
instituciones académicas, organizaciones de
la sociedad civil y representantes de organis-
mos públicos y privados, nacionales e inter-
nacionales con competencia en la materia,
fomentando el intercambio de experiencias
e identificando temas y problemas relevantes
para la agenda pública;

i) Brindar capacitación, asesoramiento y
apoyo técnico a organismos públicos y pri-
vados para la puesta en marcha de los Re-
gistros y los protocolos;

j) Articular las acciones del Observatorio de
la Violencia contra las Mujeres con otros
Observatorios que existan a nivel provincial,
nacional e internacional;

k) Publicar el informe anual sobre las activi-
dades desarrolladas, el que deberá contener
información sobre los estudios e investiga-
ciones realizadas y propuestas de reformas
institucionales o normativas. El mismo será
difundido a la ciudadanía y elevado a las au-
toridades con competencia en la materia
para que adopten las medidas que corres-
ponda.

ARTÍCULO 15. — Integración. El Observatorio
de la Violencia contra las Mujeres estará inte-
grado por:

a) Una persona designada por la Presidencia
del Consejo Nacional de la Mujer, quien ejer-
cerá la Dirección del Observatorio, debiendo
tener acreditada formación en investigación
social y derechos humanos;

b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la
materia.

TÍTULO III

PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 16. — Derechos y garantías mínimas
de procedimientos judiciales y administrativos.
Los organismos del Estado deberán garantizar
a las mujeres, en cualquier procedimiento
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judicial o administrativo, además de todos los
derechos reconocidos en la Constitución Na-
cional, los Tratados Internacionales de Derechos
Humanos ratificados por la Nación Argentina,
la presente ley y las leyes que en consecuencia
se dicten, los siguientes derechos y garantías:

a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales
y del patrocinio jurídico preferentemente es-
pecializado;

b) A obtener una respuesta oportuna y efec-
tiva;

c) A ser oída personalmente por el juez y
por la autoridad administrativa competente;

d) A que su opinión sea tenida en cuenta al
momento de arribar a una decisión que la
afecte;

e) A recibir protección judicial urgente y pre-
ventiva cuando se encuentren amenazados o
vulnerados cualquiera de los derechos enun-
ciados en el artículo 3º de la presente ley;

f) A la protección de su intimidad, garantizando
la confidencialidad de las actuaciones;

g) A participar en el procedimiento recibiendo
información sobre el estado de la causa;

h) A recibir un trato humanizado, evitando la
revictimización;

i) A la amplitud probatoria para acreditar los
hechos denunciados, teniendo en cuenta
las circunstancias especiales en las que se
desarrollan los actos de violencia y quienes
son sus naturales testigos;

j) A oponerse a la realización de inspecciones
sobre su cuerpo por fuera del estricto marco
de la orden judicial. En caso de consentirlas
y en los peritajes judiciales tiene derecho a
ser acompañada por alguien de su confianza
y a que sean realizados por personal profe-
sional especializado y formado con pers-
pectiva de género;

k) A contar con mecanismos eficientes para
denunciar a los funcionarios por el incum-
plimiento de los plazos establecidos y demás
irregularidades.

ARTÍCULO 17.  — Procedimientos Adminis-
trativos. Las jurisdicciones locales podrán fijar

los procedimientos previos o posteriores a la
instancia judicial para el cumplimiento de esta
ley, la que será aplicada por los municipios,
comunas, comisiones de fomento, juntas, de-
legaciones de los Consejos Provinciales de la
Mujer o áreas descentralizadas, juzgados de
paz u organismos que estimen convenientes.

ARTÍCULO 18. — Denuncia. Las personas que
se desempeñen en servicios asistenciales, so-
ciales, educativos y de salud, en el ámbito pú-
blico o privado, que con motivo o en ocasión
de sus tareas tomaren conocimiento de un
hecho de violencia contra las mujeres en los
términos de la presente ley, estarán obligados
a formular las denuncias, según corresponda,
aun en aquellos casos en que el hecho no
configure delito.

CAPÍTULO II

PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 19.  — Ámbito de aplicación. Las
jurisdicciones locales, en el ámbito de sus
competencias, dictarán sus normas de proce-
dimiento o adherirán al régimen procesal
previsto en la presente ley.

ARTÍCULO 20. — Características del proce-
dimiento. El procedimiento será gratuito y su-
marísimo.

ARTÍCULO 21. — Presentación de la denuncia.
La presentación de la denuncia por violencia
contra las mujeres podrá efectuarse ante cual-
quier juez/jueza de cualquier fuero e instancia
o ante el Ministerio Público, en forma oral o
escrita.

Se guardará reserva de identidad de la persona
denunciante.

ARTÍCULO 22. — Competencia. Entenderá en
la causa el/la juez/a que resulte competente
en razón de la materia según los tipos y moda-
lidades de violencia de que se trate.

Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a in-
terviniente podrá disponer las medidas pre-
ventivas que estime pertinente.

ARTÍCULO 23. — Exposición policial. En el
supuesto que al concurrir a un servicio policial
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posible existencia de violencia contra la mujer,
corresponderá remitirla a la autoridad judicial
competente dentro de las VEINTICUATRO
(24) horas.

ARTÍCULO 24. — Personas que pueden efec-
tuar la denuncia. Las denuncias podrán ser
efectuadas:

a) Por la mujer que se considere afectada o
su representante legal sin restricción alguna;

b) La niña o la adolescente directamente o
través de sus representantes legales de acuer-
do lo establecido en la Ley 26.061 de Pro-
tección Integral de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes;

c) Cualquier persona cuando la afectada
tenga discapacidad, o que por su condición
física o psíquica no pudiese formularla;

d) En los casos de violencia sexual, la mujer
que la haya padecido es la única legitimada
para hacer la denuncia. Cuando la misma
fuere efectuada por un tercero, se citará a la
mujer para que la ratifique o rectifique en
VEINTICUATRO (24) horas. La autoridad judicial
competente tomará los recaudos necesarios
para evitar que la causa tome estado público.

e) La denuncia penal será obligatoria para
toda persona que se desempeñe laboralmente
en servicios asistenciales, sociales, educativos
y de salud, en el ámbito público o privado,
que con motivo o en ocasión de sus tareas
tomaren conocimiento de que una mujer
padece violencia siempre que los hechos
pudieran constituir un delito.

ARTÍCULO 25.  — Asistencia protectora. En
toda instancia del proceso se admitirá la pre-
sencia de un/a acompañante como ayuda
protectora ad honórem, siempre que la mujer
que padece violencia lo solicite y con el único
objeto de preservar la salud física y psicológica
de la misma.

ARTÍCULO 26.  — Medidas preventivas ur-
gentes.

a) Durante cualquier etapa del proceso el/la
juez/a interviniente podrá, de oficio o a peti-
ción de parte, ordenar una o más de las si-

guientes medidas preventivas de acuerdo a
los tipos y modalidades de violencia contra
las mujeres definidas en los artículos 5º y 6º
de la presente ley:

a. 1. Ordenar la prohibición de acercamiento
del presunto agresor al lugar de residencia,
trabajo, estudio, esparcimiento o a los lu-
gares de habitual concurrencia de la mujer
que padece violencia;

a.2. Ordenar al presunto agresor que cese
en los actos de perturbación o intimidación
que, directa o indirectamente, realice hacia
la mujer;

a.3. Ordenar la restitución inmediata de
los efectos personales a la parte peticio-
nante, si ésta se ha visto privada de los
mismos;

a.4. Prohibir al presunto agresor la compra
y tenencia de armas, y ordenar el secuestro
de las que estuvieren en su posesión;

a.5. Proveer las medidas conducentes a
brindar a quien padece o ejerce violencia,
cuando así lo requieran, asistencia médica
o psicológica, a través de los organismos
públicos y organizaciones de la sociedad
civil con formación especializada en la
prevención y atención de la violencia contra
las mujeres;

a.6. Ordenar medidas de seguridad en el
domicilio de la mujer;

a.7. Ordenar toda otra medida necesaria
para garantizar la seguridad de la mujer
que padece violencia, hacer cesar la situa-
ción de violencia y evitar la repetición de
todo acto de perturbación o intimidación,
agresión y maltrato del agresor hacia la
mujer.

b) Sin perjuicio de las medidas establecidas
en el inciso a) del presente artículo, en los
casos de la modalidad de violencia doméstica
contra las mujeres, el/la juez/a podrá ordenar
las siguientes medidas preventivas urgentes:

b.1. Prohibir al presunto agresor enajenar,
disponer, destruir, ocultar o trasladar bienes
gananciales de la sociedad conyugal o los
comunes de la pareja conviviente;
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b.2. Ordenar la exclusión de la parte agre-
sora de la residencia común, independien-
temente de la titularidad de la misma;

b.3. Decidir el reintegro al domicilio de la
mujer si ésta se había retirado, previa ex-
clusión de la vivienda del presunto agresor;

b.4. Ordenar a la fuerza pública, el acom-
pañamiento de la mujer que padece vio-
lencia, a su domicilio para retirar sus
efectos personales;

b.5. En caso de que se trate de una pareja
con hijos/as, se fijará una cuota alimenta-
ria provisoria, si correspondiese, de
acuerdo con los antecedentes obrantes
en la causa y según las normas que rigen
en la materia;

b.6. En caso que la víctima fuere menor de
edad, el/la juez/a, mediante resolución
fundada y teniendo en cuenta la opinión y
el derecho a ser oída de la niña o de la
adolescente, puede otorgar la guarda a un
miembro de su grupo familiar, por consan-
guinidad o afinidad, o con otros miembros
de la familia ampliada o de la comunidad.

b.7. Ordenar la suspensión provisoria del
régimen de visitas;

b.8. Ordenar al presunto agresor abste-
nerse de interferir, de cualquier forma, en
el ejercicio de la guarda, crianza y educa-
ción de los/as hijos/as;

b.9. Disponer el inventario de los bienes
gananciales de la sociedad conyugal y de
los bienes propios de quien ejerce y pa-
dece violencia. En los casos de las parejas
convivientes se dispondrá el inventario de
los bienes de cada uno;

b.10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer
que padece violencia, por el período que
estime conveniente, del mobiliario de la
casa.

ARTÍCULO 27.  — Facultades del/la juez/a.
El/ la juez/a podrá dictar más de una medida
a la vez, determinando la duración de las mis-
mas de acuerdo a las circunstancias del caso,
y debiendo establecer un plazo máximo de
duración de las mismas, por auto fundado.

ARTÍCULO 28. — Audiencia. El/la juez/a inter-
viniente fijará una audiencia, la que deberá
tomar personalmente bajo pena de nulidad,
dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de
ordenadas las medidas del artículo 26, o si no
se adoptara ninguna de ellas, desde el mo-
mento que tomó conocimiento de la denun-
cia.

El presunto agresor estará obligado a compa-
recer bajo apercibimiento de ser llevado ante
el juzgado con auxilio de la fuerza pública.

En dicha audiencia, escuchará a las partes por
separado bajo pena de nulidad, y ordenará las
medidas que estime pertinentes.

Si la víctima de violencia fuere niña o adoles-
cente deberá contemplarse lo estipulado por
la Ley 26.061 sobre Protección Integral de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Quedan prohibidas las audiencias de media-
ción o conciliación.

ARTÍCULO 29. — Informes. Siempre que fuere
posible el/la juez/a interviniente podrá requerir
un informe efectuado por un equipo interdis-
ciplinario para determinar los daños físicos, psi-
cológicos, económicos o de otro tipo sufridos
por la mujer y la situación de peligro en la que
se encuentre.

Dicho informe será remitido en un plazo de
CUARENTA Y OCHO (48) horas, a efectos de
que pueda aplicar otras medidas, interrumpir
o hacer cesar alguna de las mencionadas en
el artículo 26.

El/la juez/a interviniente también podrá consi-
derar los informes que se elaboren por los
equipos interdisciplinarios de la administración
pública sobre los daños físicos, psicológicos,
económicos o de otro tipo sufridos por la
mujer y la situación de peligro, evitando pro-
ducir nuevos informes que la revictimicen.

También podrá considerar informes de profe-
sionales de organizaciones de la sociedad civil
idóneas en el tratamiento de la violencia con-
tra las mujeres.

ARTÍCULO 30. — Prueba, principios y medi-
das. El/la juez/a tendrá amplias facultades
para ordenar e impulsar el proceso, pudiendo
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para indagar los sucesos, ubicar el paradero
del presunto agresor, y proteger a quienes co-
rran el riesgo de padecer nuevos actos de vio-
lencia, rigiendo el principio de obtención de
la verdad material.

ARTÍCULO 31.  — Resoluciones. Regirá el
principio de amplia libertad probatoria para
acreditar los hechos denunciados, evaluán-
dose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el
principio de la sana crítica. Se considerarán las
presunciones que contribuyan a la demostra-
ción de los hechos, siempre que sean indicios
graves, precisos y concordantes.

ARTÍCULO 32. — Sanciones. Ante el incum-
plimiento de las medidas ordenadas, el/la
juez/a podrá evaluar la conveniencia de mo-
dificar las mismas, pudiendo ampliarlas u or-
denar otras.

Frente a un nuevo incumplimiento y sin per-
juicio de las responsabilidades civiles o pena-
les que correspondan, el/la Juez/a deberá
aplicar alguna/s de las siguientes sanciones:

a) Advertencia o llamado de atención por el
acto cometido;

b) Comunicación de los hechos de violen-
cia al organismo, institución, sindicato, aso-
ciación profesional o lugar de trabajo del
agresor;

c) Asistencia obligatoria del agresor a pro-
gramas reflexivos, educativos o terapéuticos
tendientes a la modificación de conductas
violentas.

Asimismo, cuando el incumplimiento confi-
gure desobediencia u otro delito, el juez de-
berá poner el hecho en conocimiento del/la
juez/a con competencia en materia penal.

ARTÍCULO 33. — Apelación. Las resoluciones
que concedan, rechacen, interrumpan, modi-
fiquen o dispongan el cese de alguna de las
medidas preventivas urgentes o impongan
sanciones, serán apelables dentro del plazo de
TRES (3) días hábiles.

La apelación contra resoluciones que conce-
dan medidas preventivas urgentes se conce-
derá en relación y con efecto devolutivo.

La apelación contra resoluciones que dispon-
gan la interrupción o el cese de tales medidas
se concederá en relación y con efecto sus-
pensivo.

ARTÍCULO 34.  — Seguimiento. Durante el
trámite de la causa, por el tiempo que se juz-
gue adecuado, el/la juez/a deberá controlar la
eficacia de las medidas y decisiones adopta-
das, ya sea a través de la comparecencia de
las partes al tribunal, con la frecuencia que se
ordene, y/o mediante la intervención del
equipo interdisciplinario, quienes elaborarán
informes periódicos acerca de la situación.

ARTÍCULO 35. — Reparación. La parte dam-
nificada podrá reclamar la reparación civil por
los daños y perjuicios, según las normas co-
munes que rigen la materia.

ARTÍCULO 36.  — Obligaciones de los/as
funcionarios/ as. Los/as funcionarios/as poli-
ciales, judiciales, agentes sanitarios, y cual-
quier otro/a funcionario/a público/a a quien
acudan las mujeres afectadas, tienen la obli-
gación de informar sobre:

a) Los derechos que la legislación le con-
fiere a la mujer que padece violencia, y
sobre los servicios gubernamentales dispo-
nibles para su atención;

b) Cómo y dónde conducirse para ser asis-
tida en el proceso;

c) Cómo preservar las evidencias.

ARTÍCULO 37.  — Registros. La Corte Su-
prema de Justicia de la Nación llevará regis-
tros sociodemográficos de las denuncias
efectuadas sobre hechos de violencia previs-
tos en esta ley, especificando, como mínimo,
edad, estado civil, profesión u ocupación de
la mujer que padece violencia, así como del
agresor; vínculo con el agresor, naturaleza de
los hechos, medidas adoptadas y sus resulta-
dos, así como las sanciones impuestas al agre-
sor.

Los juzgados que intervienen en los casos de
violencia previstos en esta ley deberán remitir
anualmente la información pertinente para
dicho registro.

El acceso a los registros requiere motivos fun-
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dados y previa autorización judicial, garanti-
zando la confidencialidad de la identidad de
las partes.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación
elaborará estadísticas de acceso público que
permitan conocer, como mínimo, las carac-
terísticas de quienes ejercen o padecen vio-
lencia y sus modalidades, vínculo entre las
partes, tipo de medidas adoptadas y sus re-
sultados, y tipo y cantidad de sanciones apli-
cadas.

ARTÍCULO 38. — Colaboración de organiza-
ciones públicas o privadas. El/la juez/a po-
drán solicitar o aceptar en carácter de amicus
curiae la colaboración de organizaciones o
entidades públicas o privadas dedicadas a la
protección de los derechos de las mujeres.

ARTÍCULO 39. — Exención de cargas. Las ac-
tuaciones fundadas en la presente ley estarán
exentas del pago de sellado, tasas, depósitos
y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 68 del Código Pro-
cesal, Civil y Comercial de la Nación en ma-
teria de costas.

ARTÍCULO 40. — Normas supletorias. Serán
de aplicación supletoria los regímenes proce-
sales que correspondan, según los tipos y mo-
dalidades de violencia denunciados.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 41. — En ningún caso las conduc-
tas, actos u omisiones previstas en la presente
ley importarán la creación de nuevos tipos pe-
nales, ni la modificación o derogación de los
vigentes.

ARTÍCULO 42. — La Ley 24.417 de Protección
contra la Violencia Familiar, será de aplicación
en aquellos casos de violencia doméstica no
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 43. — Las partidas que resulten ne-
cesarias para el cumplimiento de la presente
ley serán previstas anualmente en la Ley de
Presupuesto General de la Administración Na-
cional.

ARTÍCULO 44. — La ley entrará en vigencia a
partir de su publicación en el Boletín Oficial de
la Nación.

ARTÍCULO 45. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS ONCE DÍAS DEL MES DE MARZO DEL
AÑO DOS MIL NUEVE.

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.485 —

JULIO C. C. COBOS. — EDUARDO A. FELLNER.
— Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.



  162

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S 
N

A
C

IO
N

A
LE

S

MATRIMONIO CIVIL

Ley 26.618

Código Civil. Modificación.

Sancionada: Julio 15 de 2010

Promulgada: Julio 21 de 2010

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1º — Modifíquese el inciso 1 del ar-
tículo 144 del Código Civil, el que quedará re-
dactado de la siguiente forma:

1. Cualquiera de los cónyuges no separado
personalmente o divorciado vincularmente.

ARTÍCULO 2º — Sustitúyese el artículo 172 del
Código Civil, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 172: Es indispensable para la existencia
del matrimonio el pleno y libre consentimiento
expresado personalmente por ambos contra-
yentes ante la autoridad competente para ce-
lebrarlo.

El matrimonio tendrá los mismos requisitos y
efectos, con independencia de que los con-
trayentes sean del mismo o de diferente sexo.

El acto que careciere de alguno de estos re-
quisitos no producirá efectos civiles aunque
las partes hubieran obrado de buena fe, salvo
lo dispuesto en el artículo siguiente.

ARTÍCULO 3º — Sustitúyese el artículo 188 del
Código Civil, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 188: El matrimonio deberá celebrarse
ante el oficial público encargado del Registro
del Estado Civil y Capacidad de las Personas
que corresponda al domicilio de cualquiera de
los contrayentes, en su oficina, públicamente,

compareciendo los futuros esposos en presencia
de dos testigos y con las formalidades legales.

Si alguno de los contrayentes estuviere impo-
sibilitado de concurrir, el matrimonio podrá
celebrarse en el domicilio del impedido o en
su residencia actual, ante cuatro testigos. En
el acto de la celebración del matrimonio, el
oficial público leerá a los futuros esposos los
artículos 198, 199 y 200 de este Código, reci-
biendo de cada uno de ellos, uno después del
otro, la declaración de que quieren respecti-
vamente constituirse en cónyuges, y pronun-
ciará en nombre de la ley que quedan unidos
en matrimonio.

El oficial público no podrá oponerse a que los
esposos, después de prestar su consentimiento,
hagan bendecir su unión en el mismo acto
por un ministro de su culto.

ARTÍCULO 4º  — Sustitúyese el artículo 206
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 206: Separados por sentencia firme,
cada uno de los cónyuges podrá fijar libremente
su domicilio o residencia. Si tuviese hijos de
ambos a su cargo, se aplicarán las disposiciones
relativas al régimen de patria potestad.

Los hijos menores de CINCO (5) años quedarán
a cargo de la madre, salvo causas graves que
afecten el interés del menor. En casos de ma-
trimonios constituidos por ambos cónyuges
del mismo sexo, a falta de acuerdo, el juez re-
solverá teniendo en cuenta el interés del menor.
Los mayores de esa edad, a falta de acuerdo
de los cónyuges, quedarán a cargo de aquel a
quien el juez considere más idóneo. Los pro-
genitores continuarán sujetos a todas las cargas
y obligaciones respecto de sus hijos.

ARTÍCULO 5º — Sustitúyese el artículo 212 del
Código Civil, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

LEY Nº 26.618: MATRIMONIO IGUALITARIO (2010)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/165000-169999/169608/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/165000-169999/169608/norma.htm
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Artículo 212: El cónyuge que no dio causa a
la separación personal, y que no demandó
ésta en los supuestos que prevén los artículos
203 y 204, podrá revocar las donaciones he-
chas al otro cónyuge en convención matri-
monial.

ARTÍCULO 6º — Sustitúyese el inciso 1 del ar-
tículo 220 del Código Civil, el que quedará
redactado de la siguiente forma:

1. Cuando fuere celebrado con el impedi-
mento establecido en el inciso 5 del artículo
166. La nulidad puede ser demandada por
el cónyuge incapaz y por los que en su re-
presentación podrían haberse opuesto a la
celebración del matrimonio. No podrá de-
mandarse la nulidad después de que el cón-
yuge o los cónyuges hubieren llegado a la
edad legal si hubiesen continuado la coha-
bitación, o, cualquiera fuese la edad, si hu-
bieren concebido.

ARTÍCULO 7º — Modifíquese el inciso 1 del
artículo 264 del Código Civil, el que quedará
redactado de la siguiente forma:

1. En el caso de los hijos matrimoniales, a
los cónyuges conjuntamente, en tanto no
estén separados o divorciados, o su matri-
monio fuese anulado. Se presumirá que los
actos realizados por uno de ellos cuenta
con el consentimiento del otro, salvo en
los supuestos contemplados en el artículo
264 quáter, o cuando mediare expresa opo-
sición.

ARTÍCULO 8º  — Sustitúyese el artículo 264
ter del Código Civil, el que quedará redactado
de la siguiente forma:

Artículo 264 ter: En caso de desacuerdo entre
los padres, cualquiera de ellos podrá acudir al
juez competente, quien resolverá lo más con-
veniente para el interés del hijo, por el proce-
dimiento más breve previsto por la ley local,
previa audiencia de los padres con intervención
del Ministerio Pupilar. El juez podrá, aun de
oficio, requerir toda la información que con-
sidere necesaria, y oír al menor, si éste tuviese
suficiente juicio, y las circunstancias lo acon-
sejaren. Si los desacuerdos fueren reiterados
o concurriere cualquier otra causa que entor-
pezca gravemente el ejercicio de la patria po-

testad, podrá atribuirlo total o parcialmente a
uno de los padres o distribuir entre ellos sus
funciones, por el plazo que fije, el que no
podrá exceder de DOS (2) años.

ARTÍCULO 9º — Sustitúyese el artículo 272 del
Código Civil, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 272: Si cualquiera de los padres faltare
a esta obligación, podrá ser demandado por la
prestación de alimentos por el propio hijo, si
fuese adulto, asistido por un tutor especial, por
cualquiera de los parientes, o por el ministerio
de menores.

ARTÍCULO 10.  — Sustitúyese el artículo 287
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 287: Los padres tienen el usufructo de
los bienes de sus hijos matrimoniales o extra-
matrimoniales voluntariamente reconocidos,
que estén bajo su autoridad, con excepción
de los siguientes:

1. Los adquiridos mediante su trabajo, empleo,
profesión o industria, aunque vivan en casa
de sus padres.

2. Los heredados por motivo de la indignidad
o desheredación de sus padres.

3. Los adquiridos por herencia, legado o do-
nación, cuando el donante o testador hubiera
dispuesto que el usufructo corresponde al hijo.

ARTÍCULO 11.  — Sustitúyese el artículo 291
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 291: Las cargas del usufructo legal de
los padres son:

1. Las que pesan sobre todo usufructuario,
excepto la de afianzar.

2. Los gastos de subsistencia y educación
de los hijos, en proporción a la importancia
del usufructo.

3. El pago de los intereses de los capitales
que venzan durante el usufructo.

4. Los gastos de enfermedad y entierro del
hijo, como los del entierro y funerales del
que hubiese instituido por heredero al hijo.
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del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 294: La administración de los bienes
de los hijos será ejercida en común por los
padres cuando ambos estén en ejercicio de
la patria potestad. Los actos conservatorios
pueden ser otorgados indistintamente por
cualquiera de los padres.

Los padres podrán designar de común acuerdo
a uno de ellos administrador de los bienes de
los hijos, pero en ese caso el administrador
necesitará el consentimiento expreso del otro
para todos los actos que requieran también la
autorización judicial. En caso de graves o per-
sistentes desacuerdos sobre la administración
de los bienes, cualquiera de los padres podrá
requerir al juez competente que designe a
uno de ellos administrador.

ARTÍCULO 13. — Sustitúyese el artículo 296
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 296: En los TRES (3) meses subsi-
guientes al fallecimiento de uno de los padres,
el sobreviviente debe hacer inventario judicial
de los bienes del matrimonio, y determinarse
en él los bienes que correspondan a los hijos,
so pena de no tener el usufructo de los bienes
de los hijos menores.

ARTÍCULO 14. — Sustitúyese el artículo 307
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 307: Cualquiera de los padres queda
privado de la patria potestad:

1. Por ser condenado como autor, coautor,
instigador o cómplice de un delito doloso
contra la persona o los bienes de alguno
de sus hijos, o como coautor, instigador o
cómplice de un delito cometido por el hijo.

2. Por el abandono que hiciere de alguno
de sus hijos, para el que los haya abando-
nado, aun cuando quede bajo guarda o sea
recogido por otro progenitor o un tercero.

3. Por poner en peligro la seguridad, la
salud física o psíquica o la moralidad del
hijo, mediante malos tratamientos, ejemplos

perniciosos, inconducta notoria o delin-
cuencia.

ARTÍCULO 15. — Sustitúyese el artículo 324
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 324: Cuando la guarda del menor se
hubiese otorgado durante el matrimonio y el
período legal se completara después de la
muerte de uno de los cónyuges, podrá otor-
garse la adopción al sobreviviente y el hijo
adoptivo lo será del matrimonio.

ARTÍCULO 16. — Sustitúyese el artículo 326
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 326: El hijo adoptivo llevará el primer
apellido del adoptante, o su apellido compuesto
si éste solicita su agregación. En caso que los
adoptantes sean cónyuges de distinto sexo, a
pedido de éstos podrá el adoptado llevar el
apellido compuesto del padre adoptivo o
agregar al primero de éste, el primero de la
madre adoptiva. En caso que los cónyuges
sean de un mismo sexo, a pedido de éstos
podrá el adoptado llevar el apellido compuesto
del cónyuge del cual tuviera el primer apellido
o agregar al primero de éste, el primero del
otro. Si no hubiere acuerdo acerca de qué
apellido llevará el adoptado, si ha de ser com-
puesto, o sobre cómo se integrará, los apellidos
se ordenarán alfabéticamente.

En uno y otro caso podrá el adoptado después
de los DIECIOCHO (18) años solicitar esta
adición.

Todos los hijos deben llevar el apellido y la in-
tegración compuesta que se hubiera decidido
para el primero de los hijos.

Si el o la adoptante fuese viuda o viudo y su
cónyuge no hubiese adoptado al menor, éste
llevará el apellido del primero, salvo que exis-
tieran causas justificadas para imponerle el
del cónyuge premuerto.

ARTÍCULO 17. — Sustitúyese el artículo 332
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 332: La adopción simple impone al
adoptado el apellido del adoptante, pero aquél
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podrá agregar el suyo propio a partir de los
DIECIOCHO (18) años.

El cónyuge sobreviviente adoptante podrá so-
licitar que se imponga al adoptado el apellido
de su cónyuge premuerto si existen causas
justificadas.

ARTÍCULO 18. — Sustitúyese el artículo 354
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 354: La primera línea colateral parte
de los ascendientes en el primer grado, es
decir de cada uno de los padres de la persona
de que se trate, y comprende a sus hermanos
y hermanas y a su posteridad.

ARTÍCULO 19. — Sustitúyese el artículo 355
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 355: La segunda, parte de los ascen-
dientes en segundo grado, es decir de cada
uno de los abuelos de la persona de que se
trate, y comprende al tío, el primo hermano,
y así los demás.

ARTÍCULO 20. — Sustitúyese el artículo 356
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 356: La tercera línea colateral parte
de los ascendientes en tercer grado, es decir
de cada uno de los bisabuelos de la persona
de que se trate, y comprende sus descen-
dientes. De la misma manera se procede para
establecer las otras líneas colaterales, partiendo
de los ascendientes más remotos.

ARTÍCULO 21. — Sustitúyese el artículo 360
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 360: Los hermanos se distinguen en
bilaterales y unilaterales. Son hermanos bila-
terales los que proceden de los mismos padres.
Son hermanos unilaterales los que proceden
de un mismo ascendiente en primer grado,
difiriendo en el otro.

ARTÍCULO 22. — Sustitúyese el artículo 476
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 476: El cónyuge es el curador legí-

timo y necesario de su consorte, declarado in-
capaz.

ARTÍCULO 23. — Sustitúyese el artículo 478
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 478: Cualquiera de los padres es cu-
rador de sus hijos solteros, divorciados o viu-
dos que no tengan hijos mayores de edad,
que puedan desempeñar la curatela.

ARTÍCULO 24. — Sustitúyese el inciso 3 del ar-
tículo 1.217, el que quedará redactado de la si-
guiente forma:

3. Las donaciones que un futuro cónyuge hi-
ciere al otro.

ARTÍCULO 25. — Sustitúyese el inciso 2 del ar-
tículo 1.275, el que quedará redactado de la si-
guiente forma:

2. Los reparos y conservación en buen estado
de los bienes particulares de cualquiera de los
cónyuges.

ARTÍCULO 26. — Sustitúyese el artículo 1.299,
el que quedará redactado de la siguiente
forma:

Artículo 1.299: Decretada la separación de bie-
nes, queda extinguida la sociedad conyugal.
Cada uno de los integrantes de la misma reci-
birán los suyos propios, y los que por ganan-
ciales les correspondan, liquidada la sociedad.

ARTÍCULO 27. — Sustitúyese el artículo 1.300,
el que quedará redactado de la siguiente
forma:

Artículo 1.300: Durante la separación, cada
uno de los cónyuges debe contribuir a su pro-
pio mantenimiento, y a los alimentos y edu-
cación de los hijos, en proporción a sus
respectivos bienes.

ARTÍCULO 28. — Sustitúyese el artículo 1.301,
el que quedará redactado de la siguiente
forma:

Artículo 1.301: Después de la separación de
bienes, los cónyuges no tendrán parte alguna
en lo que en adelante ganare el otro cónyuge.

ARTÍCULO 29. — Sustitúyese el artículo 1.315,
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forma:

Artículo 1.315: Los gananciales de la sociedad
conyugal se dividirán por iguales partes entre
los cónyuges, o sus herederos, sin consideración
alguna al capital propio de los cónyuges, y
aunque alguno de ellos no hubiese llevado a la
sociedad bienes algunos.

ARTÍCULO 30. — Sustitúyese el artículo 1.358
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 1.358: El contrato de venta no puede
tener lugar entre cónyuges, aunque hubiese
separación judicial de los bienes de ellos.

ARTÍCULO 31. — Sustitúyese el inciso 2 del ar-
tículo 1.807 del Código Civil, el que quedará
redactado de la siguiente forma:

2. El cónyuge, sin el consentimiento del otro,
o autorización suplementaria del juez, de los
bienes raíces del matrimonio.

ARTÍCULO 32. — Sustitúyese el artículo 2.560
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 2.560: El tesoro encontrado por uno
de los cónyuges en predio del otro, o la parte
que correspondiese al propietario del tesoro
hallado por un tercero en predio de uno de los
cónyuges, corresponde a ambos como ga-
nancial.

ARTÍCULO 33. — Sustitúyese el artículo 3.292
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 3.292: Es también indigno de suceder,
el heredero mayor de edad que es sabedor de
la muerte violenta del autor de la sucesión y
que no la denuncia a los jueces en el término
de UN (1) mes, cuando sobre ella no se hubiese
procedido de oficio. Si los homicidas fuesen
ascendientes o descendientes, cónyuge o her-
manos del heredero, cesará en éste la obligación
de denunciar.

ARTÍCULO 34. — Sustitúyese el artículo 3.969
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 3.969: La prescripción no corre entre

cónyuges, aunque estén separados de bienes,
y aunque estén divorciados por autoridad com-
petente.

ARTÍCULO 35. — Sustitúyese el artículo 3.970
del Código Civil, el que quedará redactado de
la siguiente forma:

Artículo 3.970: La prescripción es igualmente
suspendida durante el matrimonio, cuando la
acción de uno de los cónyuges hubiere de re-
caer contra el otro, sea por un recurso de ga-
rantía, o sea porque lo expusiere a pleitos, o a
satisfacer daños e intereses.

ARTÍCULO 36. — Sustitúyese el inciso c) del
artículo 36 de la Ley 26.413, el que quedará re-
dactado de la siguiente forma:

c) El nombre y apellido del padre y de la madre
o, en el caso de hijos de matrimonios entre
personas del mismo sexo, el nombre y apellido
de la madre y su cónyuge, y tipo y número de
los respectivos documentos de identidad. En
caso de que carecieren de estos últimos, se de-
jará constancia de edad y nacionalidad, cir-
cunstancia que deberá acreditarse con la
declaración de DOS (2) testigos de conoci-
miento, debidamente identificados quienes
suscribirán el acta;

ARTÍCULO 37. — Sustitúyese el artículo 4º de
la Ley 18.248, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 4º: Los hijos matrimoniales de cón-
yuges de distinto sexo llevarán el primer ape-
llido del padre. A pedido de los progenitores
podrá inscribirse el apellido compuesto del
padre o agregarse el de la madre. Si el inte-
resado deseare llevar el apellido compuesto
del padre, o el materno, podrá solicitarlo ante
el Registro del Estado Civil desde los DIECIO-
CHO (18) años. Los hijos matrimoniales de
cónyuges del mismo sexo llevarán el primer
apellido de alguno de ellos. A pedido de
éstos podrá inscribirse el apellido compuesto
del cónyuge del cual tuviera el primer ape-
llido o agregarse el del otro cónyuge. Si no
hubiera acuerdo acerca de qué apellido lle-
vará el adoptado, si ha de ser compuesto, o
sobre cómo se integrará, los apellidos se or-
denarán alfabéticamente. Si el interesado de-
seare llevar el apellido compuesto del
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cónyuge del cual tuviera el primer apellido, o
el del otro cónyuge, podrá solicitarlo ante el
Registro del Estado Civil desde los DIECIO-
CHO (18) años.

Una vez adicionado el apellido no podrá su-
primirse.

Todos los hijos deben llevar el apellido y la in-
tegración compuesta que se hubiera decidido
para el primero de los hijos.

ARTÍCULO 38. — Sustitúyese el artículo 8º de
la Ley 18.248, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 8º: Será optativo para la mujer casada
con un hombre añadir a su apellido el del ma-
rido, precedido por la preposición “de”.

En caso de matrimonio entre personas del
mismo sexo, será optativo para cada cónyuge
añadir a su apellido el de su cónyuge, precedido
por la preposición “de”.

ARTÍCULO 39. — Sustitúyese el artículo 9º de
la Ley 18.248, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 9º: Decretada la separación personal,
será optativo para la mujer casada con un hom-
bre llevar el apellido del marido.

Cuando existieren motivos graves los jueces, a
pedido del marido, podrán prohibir a la mujer
separada el uso del apellido marital. Si la mujer
hubiera optado por usarlo, decretado el divorcio
vincular perderá tal derecho, salvo acuerdo en
contrario o que por el ejercicio de su industria,
comercio o profesión fuese conocida por aquél
y solicitare conservarlo para sus actividades.

Decretada la separación personal, será optativo
para cada cónyuge de un matrimonio entre
personas del mismo sexo llevar el apellido del
otro.

Cuando existieren motivos graves, los jueces,
a pedido de uno de los cónyuges, podrán
prohibir al otro separado el uso del apellido
marital. Si el cónyuge hubiere optado por
usarlo, decretado el divorcio vincular perderá
tal derecho, salvo acuerdo en contrario o que
por el ejercicio de su industria, comercio o pro-
fesión fuese conocida/o por aquél y solicitare
conservarlo para sus actividades.

ARTÍCULO 40. — Sustitúyese el artículo 10 de
la Ley 18.248, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 10: La viuda o el viudo está autori-
zada/o para requerir ante el Registro del Estado
Civil la supresión del apellido marital.

Si contrajere nuevas nupcias, perderá el apellido
de su anterior cónyuge.

ARTÍCULO 41. — Sustitúyese el artículo 12 de
la Ley 18.248, el que quedará redactado de la
siguiente forma:

Artículo 12: Los hijos adoptivos llevarán el ape-
llido del adoptante, pudiendo a pedido de éste,
agregarse el de origen. El adoptado podrá soli-
citar su adición ante el Registro del Estado Civil
desde los DIECIOCHO (18) años.

Si mediare reconocimiento posterior de los pa-
dres de sangre, se aplicará la misma regla.

Cuando los adoptantes fueren cónyuges, regirá
lo dispuesto en el artículo 4º.

Si se tratare de una mujer casada con un hom-
bre cuyo marido no adoptare al menor, llevará
el apellido de soltera de la adoptante, a menos
que el cónyuge autorizare expresamente a im-
ponerle su apellido.

Si se tratare de una mujer o un hombre ca-
sada/o con una persona del mismo sexo cuyo
cónyuge no adoptare al menor, llevará el ape-
llido de soltera/o del adoptante, a menos que
el cónyuge autorizare expresamente a impo-
nerle su apellido.

Cuando la adoptante fuere viuda o viudo, el
adoptado llevará su apellido de soltera/o, salvo
que existieren causas justificadas para impo-
nerle el de casada/o.

Cláusula complementaria

ARTÍCULO 42. — Aplicación. Todas las refe-
rencias a la institución del matrimonio que
contiene nuestro ordenamiento jurídico se
entenderán aplicables tanto al matrimonio
constituido por DOS (2) personas del mismo
sexo como al constituido por DOS (2) personas
de distinto sexo.

Los integrantes de las familias cuyo origen sea
un matrimonio constituido por DOS (2) personas
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tituido constituido por personas de distinto sexo,
tendrán los mismos derechos y obligaciones.

Ninguna norma del ordenamiento jurídico ar-
gentino podrá ser interpretada ni aplicada en
el sentido de limitar, restringir, excluir o suprimir
el ejercicio o goce de los mismos derechos y
obligaciones, tanto al matrimonio constituido
por personas del mismo sexo como al formado
por DOS (2) personas de distinto sexo.

ARTÍCULO 43. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS QUINCE DÍAS DEL MES DE JULIO DEL
AÑO DOS MIL DIEZ.

— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.618 —

JOSE J. B. PAMPURO. — EDUARDO A. FELLNER.
— Enrique Hidalgo. — Juan J. Canals.

— FE DE ERRATAS —

Ley 26.618

En la edición del día 22 de julio de 2010 en la
que se publicó la citada norma se deslizó el si-
guiente error de imprenta en la página 4:

DONDE DICE: JUAN J. B. PAMPURO. — EDUAR-
DO A. FELLNER. — Enrique Hidalgo. — Juan H.
Estrada.

DEBE DECIR: JUAN J. B. PAMPURO. — EDUAR-
DO A. FELLNER. — Enrique Hidalgo. — Juan J.
Canals
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IDENTIDAD DE GÉNERO

Ley 26.743

Establécese el derecho a la identidad de gé-
nero de las personas.

Sancionada: Mayo 9 de 2012

Promulgada: Mayo 23 de 2012

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1º — Derecho a la identidad de
género. Toda persona tiene derecho:

a) Al reconocimiento de su identidad de gé-
nero;

b) Al libre desarrollo de su persona conforme a
su identidad de género;

c) A ser tratada de acuerdo con su identidad de
género y, en particular, a ser identificada de ese
modo en los instrumentos que acreditan su
identidad respecto de el/los nombre/s de pila,
imagen y sexo con los que allí es registrada.

ARTÍCULO 2° — Definición. Se entiende por
identidad de género a la vivencia interna e in-
dividual del género tal como cada persona la
siente, la cual puede corresponder o no con el
sexo asignado al momento del nacimiento, in-
cluyendo la vivencia personal del cuerpo. Esto
puede involucrar la modificación de la apariencia
o la función corporal a través de medios far-
macológicos, quirúrgicos o de otra índole,
siempre que ello sea libremente escogido.
También incluye otras expresiones de género,
como la vestimenta, el modo de hablar y los
modales.

ARTÍCULO 3º — Ejercicio. Toda persona podrá
solicitar la rectificación registral del sexo, y el
cambio de nombre de pila e imagen, cuando
no coincidan con su identidad de género au-
topercibida.

ARTÍCULO 4º — Requisitos. Toda persona
que solicite la rectificación registral del sexo, el
cambio de nombre de pila e imagen, en virtud
de la presente ley, deberá observar los siguientes
requisitos:

1. Acreditar la edad mínima de dieciocho
(18) años de edad, con excepción de lo es-
tablecido en el artículo 5° de la presente ley.

2. Presentar ante el Registro Nacional de las
Personas o sus oficinas seccionales corres-
pondientes, una solicitud manifestando en-
contrarse amparada por la presente ley, re-
quiriendo la rectificación registral de la partida
de nacimiento y el nuevo documento nacional
de identidad correspondiente, conservándose
el número original.

3. Expresar el nuevo nombre de pila elegido
con el que solicita inscribirse.

En ningún caso será requisito acreditar inter-
vención quirúrgica por reasignación genital
total o parcial, ni acreditar terapias hormonales
u otro tratamiento psicológico o médico.

ARTÍCULO 5° — Personas menores de
edad. Con relación a las personas menores
de dieciocho (18) años de edad la solicitud
del trámite a que refiere el artículo 4º deberá
ser efectuada a través de sus representantes
legales y con expresa conformidad del menor,
teniendo en cuenta los principios de capacidad
progresiva e interés superior del niño/a de
acuerdo con lo estipulado en la Convención
sobre los Derechos del Niño y en la Ley
26.061 de protección integral de los derechos
de niñas, niños y adolescentes. Asimismo, la
persona menor de edad deberá contar con la
asistencia del abogado del niño prevista en el
artículo 27 de la Ley 26.061.

Cuando por cualquier causa se niegue o sea
imposible obtener el consentimiento de algu-
no/a de los/as representantes legales del menor
de edad, se podrá recurrir a la vía sumarísima

LEY Nº 26.743: LEY DE IDENTIDAD GÉNERO (2012)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/195000-199999/197860/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/195000-199999/197860/norma.htm
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resuelvan, teniendo en cuenta los principios
de capacidad progresiva e interés superior del
niño/a de acuerdo con lo estipulado en la
Convención sobre los Derechos del Niño y en
la Ley 26.061 de protección integral de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 6° —  Trámite. Cumplidos los re-
quisitos establecidos en los artículos 4° y 5°,
el/la oficial público procederá, sin necesidad
de ningún trámite judicial o administrativo, a
notificar de oficio la rectificación de sexo y
cambio de nombre de pila al Registro Civil de
la jurisdicción donde fue asentada el acta de
nacimiento para que proceda a emitir una
nueva partida de nacimiento ajustándola a
dichos cambios, y a expedirle un nuevo docu-
mento nacional de identidad que refleje la rec-
tificación registral del sexo y el nuevo nombre
de pila. Se prohíbe cualquier referencia a la
presente ley en la partida de nacimiento recti-
ficada y en el documento nacional de identidad
expedido en virtud de la misma.

Los trámites para la rectificación registral pre-
vistos en la presente ley son gratuitos, personales
y no será necesaria la intermediación de ningún
gestor o abogado.

ARTÍCULO 7° — Efectos. Los efectos de la
rectificación del sexo y el/los nombre/s de
pila, realizados en virtud de la presente ley
serán oponibles a terceros desde el momento
de su inscripción en el/los registro/s.

La rectificación registral no alterará la titularidad
de los derechos y obligaciones jurídicas que
pudieran corresponder a la persona con ante-
rioridad a la inscripción del cambio registral, ni
las provenientes de las relaciones propias del
derecho de familia en todos sus órdenes y
grados, las que se mantendrán inmodificables,
incluida la adopción.

En todos los casos será relevante el número
de documento nacional de identidad de la
persona, por sobre el nombre de pila o apa-
riencia morfológica de la persona.

ARTÍCULO 8° — La rectificación registral con-
forme la presente ley, una vez realizada, sólo
podrá ser nuevamente modificada con autori-
zación judicial.

ARTÍCULO 9° — Confidencialidad. Sólo tendrán
acceso al acta de nacimiento originaria quienes
cuenten con autorización del/la titular de la
misma o con orden judicial por escrito y fun-
dada.

No se dará publicidad a la rectificación registral
de sexo y cambio de nombre de pila en ningún
caso, salvo autorización del/la titular de los
datos. Se omitirá la publicación en los diarios a
que se refiere el artículo 17 de la Ley 18.248.

ARTÍCULO 10. — Notificaciones. El Registro
Nacional de las Personas informará el cambio
de documento nacional de identidad al Registro
Nacional de Reincidencia, a la Secretaría del
Registro Electoral correspondiente para la co-
rrección del padrón electoral y a los organismos
que reglamentariamente se determine, debiendo
incluirse aquéllos que puedan tener información
sobre medidas precautorias existentes a nombre
del interesado.

ARTÍCULO 11. — Derecho al libre desarrollo
personal. Todas las personas mayores de die-
ciocho (18) años de edad podrán, conforme al
artículo 1° de la presente ley y a fin de garantizar
el goce de su salud integral, acceder a inter-
venciones quirúrgicas totales y parciales y/o
tratamientos integrales hormonales para adecuar
su cuerpo, incluida su genitalidad, a su identidad
de género autopercibida, sin necesidad de re-
querir autorización judicial o administrativa.

Para el acceso a los tratamientos integrales
hormonales, no será necesario acreditar la vo-
luntad en la intervención quirúrgica de reasig-
nación genital total o parcial. En ambos casos
se requerirá, únicamente, el consentimiento
informado de la persona. En el caso de las per-
sonas menores de edad regirán los principios
y requisitos establecidos en el artículo 5° para
la obtención del consentimiento informado.
Sin perjuicio de ello, para el caso de la obtención
del mismo respecto de la intervención quirúrgica
total o parcial se deberá contar, además, con
la conformidad de la autoridad judicial com-
petente de cada jurisdicción, quien deberá
velar por los principios de capacidad progresiva
e interés superior del niño o niña de acuerdo
con lo estipulado por la Convención sobre los
Derechos del Niño y en la Ley 26.061 de pro-
tección integral de los derechos de las niñas,
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niños y adolescentes. La autoridad judicial
deberá expedirse en un plazo no mayor de se-
senta (60) días contados a partir de la solicitud
de conformidad.

Los efectores del sistema público de salud, ya
sean estatales, privados o del subsistema de
obras sociales, deberán garantizar en forma
permanente los derechos que esta ley reco-
noce.

Todas las prestaciones de salud contempladas
en el presente artículo quedan incluidas en el
Plan Médico Obligatorio, o el que lo reemplace,
conforme lo reglamente la autoridad de apli-
cación.

ARTÍCULO 12. — Trato digno. Deberá respetarse
la identidad de género adoptada por las perso-
nas, en especial por niñas, niños y adolescentes,
que utilicen un nombre de pila distinto al con-
signado en su documento nacional de identidad.
A su solo requerimiento, el nombre de pila
adoptado deberá ser utilizado para la citación,
registro, legajo, llamado y cualquier otra gestión
o servicio, tanto en los ámbitos públicos como
privados.

Cuando la naturaleza de la gestión haga nece-
sario registrar los datos obrantes en el docu-
mento nacional de identidad, se utilizará un
sistema que combine las iniciales del nombre,
el apellido completo, día y año de nacimiento

y número de documento y se agregará el
nombre de pila elegido por razones de identidad
de género a solicitud del interesado/a.
En aquellas circunstancias en que la persona
deba ser nombrada en público deberá utilizarse
únicamente el nombre de pila de elección
que respete la identidad de género adoptada.

ARTÍCULO 13. — Aplicación. Toda norma, re-
glamentación o procedimiento deberá respetar
el derecho humano a la identidad de género
de las personas. Ninguna norma, reglamentación
o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir
o suprimir el ejercicio del derecho a la identidad
de género de las personas, debiendo interpre-
tarse y aplicarse las normas siempre a favor del
acceso al mismo.

ARTÍCULO 14. — Derógase el inciso 4° del ar-
tículo 19 de la Ley 17.132.

ARTÍCULO 15. — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo Nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS NUEVE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL
AÑO DOS MIL DOCE.

— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.743 —

AMADO BOUDOU. — JULIÁN A. DOMÍNGUEZ.
— Gervasio Bozzano. — Juan H. Estrada.
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VIOLENCIA DE GÉNERO

Ley 27234

“Educar en Igualdad: Prevención y Erradica-
ción de la Violencia de Género”. Objetivos.
Sancionada: Noviembre 26 de 2015

Promulgada de Hecho: Diciembre 30 de 2015

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan
con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1° — La presente ley establece las
bases para que en todos los establecimientos
educativos del país, públicos o privados, de
nivel primario, secundario y terciario se realice
la jornada “Educar en Igualdad: Prevención y
Erradicación de la Violencia de Género” con el
objetivo de que los alumnos, las alumnas y do-
centes desarrollen y afiancen actitudes, saberes,
valores y prácticas que contribuyan a prevenir
y erradicar la violencia de género.

ARTÍCULO 2° — A los fines de esta ley se en-
tiende por violencia contra las mujeres toda
conducta, acción u omisión, que de manera
directa o indirecta, tanto en el ámbito público
como en el privado, basada en una relación
desigual de poder, afecte su vida, libertad, dig-

nidad, integridad física, psicológica, sexual, eco-
nómica o patrimonial, como así también su
seguridad personal de acuerdo a lo establecido
en el artículo 4° de la ley 26.485.

ARTÍCULO 3° — De conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 1°, el Poder Ejecutivo na-
cional a través de los organismos que corres-
pondan, realizará la jornada, al menos una (1)
vez durante el ciclo lectivo.

ARTÍCULO 4° — La presente ley entrará en vi-
gencia a los ciento ochenta (180) días de su
publicación.

ARTÍCULO 5° — Invítase a las provincias y a la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a
la presente ley.

ARTÍCULO 6° — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS VEINTISÉIS DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO DOS MIL QUINCE.

— REGISTRADO BAJO EL N° 27234 —

JULIÁN A. DOMÍNGUEZ. — GERARDO ZAMORA.
— Lucas Chedrese. — Juan H. Estrada.

LEY Nº 27.234: JORNADAS EDUCAR EN IGUALDAD: 
PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA 

DE GÉNERO (2015)
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/255000-259999/257439/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/255000-259999/257439/norma.htm
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SALUD PÚBLICA

Decreto 2035/2015

Ley N° 25.929. Reglamentación.

Bs. As., 24/09/2015

VISTO el Expediente N° 1-2002-24884-14-9
del registro del MINISTERIO DE SALUD y la Ley
N° 25.929, y

CONSIDERANDO:
Que la Ley N° 25.929 sobre Parto Humanizado,
establece que las obras sociales regidas por
leyes nacionales y las entidades de medicina
prepaga deberán brindar obligatoriamente de-
terminadas prestaciones relacionadas con el
embarazo, el trabajo de parto, el parto y el
posparto, incorporándose las mismas al Pro-
grama Médico Obligatorio (PMO). Asimismo,
la referida Ley regula los derechos de los padres
y de la persona recién nacida.

Que dicha Ley pone de relieve los derechos
de toda madre a la información, al trato digno,
respetuoso e individual, propugnándose su li-
bertad de elección respecto de la persona que
la acompañará durante los controles prenatales,
el trabajo de parto, el parto y el posparto, ante-
poniéndose el parto natural a las prácticas in-
vasivas y de suministro de medicación, sin per-
juicio de la necesidad y obligatoriedad de la
utilización de estas prácticas cuando lo ameriten
el estado de salud de la parturienta y/o la
persona por nacer con la previa voluntad de la
madre expresamente manifestada por escrito
en caso que se requiera someterla a algún
examen o intervención cuyo propósito sea de
investigación, bajo protocolo aprobado por el
Comité de Bioética.

Que asimismo, en la citada norma se destaca
el claro reforzamiento del derecho al vínculo

corporal entre la madre y el/la recién nacido/a,
exigiéndose el mayor respeto a dicho vínculo,
al reconocerse la necesidad del/la recién naci-
do/a a la internación conjunta con su madre
en sala durante el menor plazo posible y la ne-
cesidad de la madre de mantenerse al lado
del/la recién nacido/a, sin perjuicio de la obli-
gatoriedad de adoptar otro temperamento
cuando lo ameriten el estado de salud de la
madre y/o el/la recién nacido/a, no pudiendo
tampoco ser el/la recién nacido/a objeto de
examen o intervención con propósitos de in-
vestigación, salvo que mediare la expresa vo-
luntad de sus representantes legales intervi-
nientes, manifestada por escrito, bajo protocolo
aprobado por el Comité de Bioética.

Que por otra parte, la Ley presta una especial
consideración a los derechos del padre y la
madre del/la recién nacido/a en situación de
riesgo y a la exigencia del consentimiento ex-
preso para la realización de exámenes o inter-
venciones con fines investigativos. Como así
también, a la intensificación de los derechos a
la información y acceso continuado al/la recién
nacido/a.

Que los términos de dicha Ley deberán enten-
derse siempre en el sentido que debe velarse
por la salud del binomio madre-hijo/a de con-
formidad con lo expresado por la ORGANIZA-
CIÓN MUNDIAL DE LA SALUD.

Que, en lo que refiere al/la recién nacido/a, la
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL
NIÑO dispone en su Preámbulo que tal como
se indica en la DECLARACIÓN DE LOS DERE-
CHOS DEL NIÑO, “el niño por su falta de ma-
durez física y mental, necesita protección y
cuidados especiales, incluso la debida protec-
ción legal, tanto antes como después del na-
cimiento”.

LEY NACIONAL Nº 25.929: PRESTACIONES RELACIONADAS 
CON EMBARAZO, PARTO Y PUERPERIO 

“PARTO HUMANIZADO” (2015)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/250000-254999/252755/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/250000-254999/252755/norma.htm
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S Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS
JURÍDICOS del MINISTERIO DE SALUD ha to-
mado la intervención que le compete.

Que la presente medida se dicta en uso de las
atribuciones emergentes del artículo 99, incisos
1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Por ello,

LA PRESIDENTA DE LA NACIÓN ARGENTINA

DECRETA:
Artículo 1° — Apruébase la reglamentación de
la Ley N° 25.929 sobre Parto Humanizado,
que como ANEXO I forma parte integrante de
la presente medida.

Art. 2° — Facúltase al MINISTERIO DE SALUD,
como Autoridad de Aplicación, a dictar las dis-
posiciones complementarias que considere
necesarias para el cumplimiento de la referida
Ley y la presente reglamentación.

La SUBSECRETARÍA DE MEDICINA COMUNI-
TARIA, MATERNIDAD E INFANCIA, dependiente
de la SECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA,
del MINISTERIO DE SALUD, tendrá a su cargo la
realización de acciones tendientes a asegurar el
cumplimiento de la Ley y la presente reglamen-
tación, así como la coordinación de acciones
con los demás organismos nacionales, de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, provinciales,
municipales, y de las entidades no gubernamen-
tales, universidades e instituciones académicas.

Art. 3° — El presente Decreto entrará en vigencia
a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Art. 4° — Comuníquese, publíquese, dése a la
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese. — FERNÁNDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal
D. Fernández. — Daniel G. Gollan.

ANEXO I

REGLAMENTACIÓN DE LA 
LEY N° 25.929

ARTÍCULO 1°.- Tanto los efectores públicos,
las obras sociales, como las empresas de me-
dicina privada y/o entidades de medicina pre-
paga, deberán instrumentar las medidas y eje-
cutar los cambios necesarios para garantizar el
cumplimiento de la Ley N° 25.929.

ARTÍCULO 2°.-

a) El equipo de salud interviniente deberá in-
formar en forma fehaciente a la persona en
estado de gravidez y a su grupo familiar, en
forma comprensible y suficiente acerca de
posibles intervenciones que pudieran llevarse
a cabo durante los procesos de embarazo,
parto, trabajo de parto y puerperio, especifi-
cando sus efectos, riesgos, cuidados y trata-
mientos. Cada persona tiene derecho a elegir
de manera informada y con libertad, el lugar
y la forma en la que va a transitar su trabajo
de parto (deambulación, posición, analgesia,
acompañamiento) y la vía de nacimiento. El
equipo de salud y la institución asistente de-
berán respetar tal decisión, en tanto no com-
prometa la salud del binomio madre-hijo/a.
Dicha decisión deberá constar en la institución
en forma fehaciente. En caso de duda se re-
solverá en favor de la persona asistida.

b) Toda persona, en relación con el embarazo,
el trabajo de parto, parto y posparto o puer-
perio tiene derecho a ser tratada con respeto,
amabilidad, dignidad y a no ser discriminada
por su cultura, etnia, religión, nivel socioe-
conómico, preferencias y/o elecciones de
cualquier otra índole, de conformidad con
lo establecido en la Ley N° 26.485 de Pro-
tección Integral Para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en
los ámbitos en que desarrollen sus relaciones
interpersonales.

c) SIN REGLAMENTAR.-

d) Ante un parto vaginal, el profesional inter-
viniente deberá evitar aquellas prácticas que
impidan la libertad de movimiento o el dere-
cho a recibir líquidos y alimentos durante el
trabajo de parto cuando las circunstancias
lo permitan, evitando, por su parte, prácticas
invasivas innecesarias durante el proceso.

e) El equipo interviniente deberá informar en
forma comprensible y suficiente, tanto a la
mujer como a su núcleo familiar y/o acom-
pañante, sobre el avance del embarazo, el
estado de salud del/a hijo/a por nacer y de
las demás circunstancias relativas al embarazo,
el trabajo de parto, el parto, posparto y/o el
puerperio.
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f) Se entenderá por “Comité de Bioética” a
todo comité creado y/o encargado de estas
funciones según jurisdicción y normativa vi-
gente.

g) Toda mujer, en relación con el embarazo,
el trabajo de parto, el parto y el posparto
tiene derecho a estar acompañada por una
persona de su confianza y elección durante
los controles prenatales, el trabajo de parto,
el parto y el posparto.

No se podrá exigir requisitos de género, pa-
rentesco, edad o de ningún otro tipo, al/la
acompañante elegido/a por la mujer emba-
razada, salvo la acreditación de identidad. A
falta de otra prueba, se admitirá la presentación
de una declaración jurada, la que a ese único
efecto constituirá prueba suficiente, por el
plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas,
debiendo acompañarse transcurrido dicho
plazo, la documentación acreditante.

En ningún caso se podrá cobrar arancel al-
guno por la simple permanencia del/la acom-
pañante en la misma habitación, antes,
durante y/o después que la mujer hubiese
dado a luz.

No podrá reemplazarse sin su consentimiento
la persona elegida por la mujer.

Si así lo deseare, la mujer puede solicitar ser
acompañada por acompañantes sustitutos/as.
Deberá ser respetado el derecho de la mujer
que no desee ser acompañada.

Todo lo referido en el presente inciso deberá
ser considerado cualquiera sea la vía de
parto.

h) Con el objeto de favorecer el vínculo pre-
coz, el equipo de salud deberá fomentar
desde el momento mismo del nacimiento e
independientemente de la vía del parto, el
contacto del/la recién nacido/a con su madre
y familiares directos y/o acompañantes que
ésta disponga, con la acreditación de identidad
como único requisito.

i) La institución y/o entidad deberá brindar a
la mujer las condiciones necesarias y ade-
cuadas para que pueda amamantar, desde
la sala de partos y durante toda su interna-
ción.

Los cursos de preparación integral para la
maternidad incluidos en el Programa Médico
Obligatorio (PMO), deberán proveer la infor-
mación y los materiales que favorezcan el
desarrollo de la lactancia.

Aquellas personas que por su condición mé-
dica tengan contraindicado amamantar de-
berán ser informadas oportunamente sobre
dicha situación y facilitársele el tratamiento
para la inhibición de la lactancia.

j) El equipo de salud y la institución asistencial
deberán proveer a la mujer y a su acompa-
ñante información respecto del proceso fi-
siológico y vital que comprenden el embarazo,
el trabajo de parto, el parto, el posparto y/o
el puerperio, así como del rol del equipo de
salud. Asimismo, se deberá asesorar e informar
en forma comprensible y suficiente acerca
de la salud sexual y reproductiva, la lactancia
y la crianza, incluyendo en dicha información
las características y efectividad de cada uno
de los métodos anticonceptivos, así como
su provisión en los términos de lo estipulado
por la Ley N° 25.673, sus normas concordantes
y complementarias. También, deberán incluir
información acerca de los procedimientos
asistenciales durante el trabajo de parto y
hacia el/la recién nacido/a, inclusive los re-
glados por la presente norma.

k) Las instituciones sanitarias deberán instru-
mentar un modelo interdisciplinario de aten-
ción para el abordaje del consumo proble-
mático de sustancias, vinculado a los efectos
adversos del tabaco, el alcohol y/o las drogas
sobre el/la niño/a y la madre.

ARTÍCULO 3°.-

a) El equipo médico interviniente deberá fo-
mentar el contacto inmediato y sostenido
del binomio madre-hijo/a, evitando aquellas
prácticas invasivas que fueran innecesarias y
pudieran afectar al/la recién nacido/a. En
caso de requerirse alguna práctica impos-
tergable, corresponderá minimizarse el dolor
y respetar los períodos de sueño del/la niño/a.

b) La identificación del/la recién nacido/a
deberá ser ajustada a las normativas vigentes
nacionales, provinciales o de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires.
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d) El tiempo mínimo recomendable de in-
ternación tanto materna como neonatal para
nacimientos institucionales se establece en
CUARENTA Y OCHO (48) horas para un
parto vaginal y en SETENTA Y DOS (72) horas
para un parto por cesárea. En todos los
casos el equipo de salud deberá constatar
que las condiciones psicofísicas del binomio
madre-hijo/a sean las adecuadas para su ex-
ternación y que se hubieran completado los
estudios y eventuales tratamientos corres-
pondientes a enfermedades de transmisión
vertical.

e) El alta del/la recién nacido/a deberá reali-
zarse brindando la adecuada información
sobre el seguimiento ambulatorio, así como
del desarrollo del plan de vacunación, de-
biendo contar el/la niño/a con las vacunas
obligatorias exigibles al momento del alta,
así como haberse realizado las pesquisas
neonatales en conformidad con las Leyes
N° 25.415 y N° 26.279, sus reglamentaciones,
modificatorias o aquellas normas que en el
futuro las reemplacen.

ARTÍCULO 4°.- Se considerará al/la recién na-
cido/a en situación de riesgo cuando éste/a,
por su estado de salud, requiera de internación
hospitalaria.

a) SIN REGLAMENTAR.-

b) Los servicios de internación neonatal, aún
en sus áreas de terapia intensiva, deberán
brindar acceso sin restricciones para la/s ma-

dre/s y/o el/los padre/s del/la recién nacido/a,
permitiendo el contacto físico. Deberá con-
templarse el acceso facilitado para otros fa-
miliares directos y/o acompañantes que la
madre disponga y la acreditación de identidad
como único requisito. A falta de otra prueba,
se admitirá la presentación de una declaración
jurada, la que a ese único efecto constituirá
prueba suficiente, por el plazo de CUARENTA
Y OCHO (48) horas, debiendo acompañarse
transcurrido dicho plazo la documentación
acreditante.

c) SIN REGLAMENTAR.-

d) Los establecimientos de salud deberán
adecuar sus instalaciones de manera de
contar con Centros de Lactancia Materna
conforme a la normativa nacional vigente. El
equipo de salud deberá brindar información
y apoyo suficiente a la mujer para los casos
en que sea necesaria la extracción de su
leche para ser administrada al/la recién naci-
do/a.

e) SIN REGLAMENTAR.-

ARTÍCULO 5°.- SIN REGLAMENTAR.-

ARTÍCULO 6°.- Las prescripciones contenidas
en el artículo 6° de la Ley N° 25.929 deberán
ser interpretadas y aplicadas en los términos
de las Leyes N° 23.660, N° 23.661, N° 26.061,
N° 26.529, N° 26.485, N° 26.682, y N° 26.743,
normas reglamentarias, complementarias y
concordantes.

ARTÍCULO 7°.- SIN REGLAMENTAR.-
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MINISTERIO DE SALUD

Resolución 55 - E/2017

Ciudad de Buenos Aires, 12/01/2017

VISTO el expediente Nº 1-2002-8691/13-6, del
registro del MINISTERIO DE SALUD, la Ley Nº
25.673, y

CONSIDERANDO:

Que nuestro país ha sancionado la ley nacional
de los derechos del paciente, ley 26.529, que
tiende a garantizar entre otros derechos el
derecho a una asistencia integral y digna de
la salud.

Que a través del artículo 75 inc. 22 de la CONS-
TITUCIÓN NACIONAL, la REPÚBLICA ARGEN-
TINA ha incorporado dentro de su plexo cons-
titucional el derecho a la salud a través de dis-
posiciones tales como los artículos 25 de la
Declaración Universal de Derechos Humanos,
16 de la Declaración Americana de Derechos
y Deberes del Hombre, 12 del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, 23 incisos 3, 4, 24, 25, 26, 27, 32 y
39 de la Convención sobre los Derechos del
Niño, 10 h), 11.1 e) y f), 11.2, 12, 14 b) y c) y 16 e)
de la Convención Internacional para la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, y 5 e.iv) de la Convención In-
ternacional para la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación Racial.

Que a su vez la REPÚBLICA ARGENTINA ha
depositado el documentado de ratificación del
Protocolo de San Salvador el 23 de octubre de
2003 y con ello se ha obligado a garantizar a
toda persona el desfrute del más alto nivel de
bienestar físico, mental y social.

Que las últimas estimaciones informan que en

nuestro país viven 120.000 personas con VIH
de las cuales el 30 % desconocen su serología.
Las cifras de diagnósticos tardíos, obtenidas
de las notificaciones, reportan un 33.3 % de
diagnósticos tardíos en el caso de los hombres
y un 23.8% en el caso de las mujeres.

Que en función de ello nace la necesidad de
crear alternativas para facilitar el acceso al diag-
nóstico del VIH y otras ITS atendiendo al
principio constitucional del derecho a la salud.
Que es necesario atender la necesidad del
diagnóstico oportuno de la infección de VIH.

Que el acceso al diagnóstico oportuno es un
factor determinante para la mejor respuesta al
tratamiento de la infección por VIH, resultando
en una mejoría en la sobrevida del paciente, y
que el tratamiento antirretroviral con el objetivo
de lograr carga viral indetectable, disminuye la
transmisión del virus.

Que es necesario crear alternativas para la am-
pliación del acceso al diagnóstico de la infección
por VIH y otras ITS en concordancia con los
principios de la universalidad, equidad e inte-
gridad en el acceso a la salud integral de las
personas.

Que el conocimiento del estado serológico
de las personas infectadas por el VIH y otras
ITS es fundamental para el cuidado de su salud
y para la prevención de nuevas infecciones.

Que la expansión del acceso a las pruebas
diagnósticas mejora el acceso universal a la
prevención y atención del VIH y otras ITS.

Que ONUSIDA/OMS propone como estrategia
2011-2015 “llegar a 0”. La misma incluye entre
sus objetivos reducir a la mitad la transmisión
sexual y acabar con la trasmisión vertical del VIH.

Que la estrategia “Tratamiento 2.0” promovida

RESOLUCIÓN 55 - E/2017: 
OBLIGATORIEDAD DEL OFRECIMIENTO DEL TEST 

DIAGNÓSTICO DEL VIRUS DE INMUNODEFICIENCIA HUMANA,
A TODA MUJER EMBARAZADA (2017)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/270811/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/270811/norma.htm
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S por OPS/OMS incluye como uno de sus pilares
fundamentales el acceso oportuno al diagnós-
tico debido al impacto, en términos individuales
y comunitarios, en la disminución de la mobi-
mortalidad y la transmisión del VIH.

Que en el año 2015 nuestro país suscribió a las
metas regionales 90-90-90 mediante las cuales
se aspira a que para el año 2020 el 90% de las
personas con Vih estén diagnosticadas; que
de ellas el 90% estén bajo tratamiento y que
de este grupo el 90% tengan niveles indetecta-
bles de carga viral.

Que durante el año 2015 entró en vigencia en
nuestro país la recomendación de la oferta
universal de tratamiento a las personas con
Vih desde el momento del diagnóstico.

Que las recomendaciones internacionales
establecen que la información sobre la tasa de
infección por el VIH en pacientes con tubercu-
losis es esencial para responder al compromiso
de presar atención apoyo integral a la infección
por el VIH y al SIDA, incluido el tratamiento
antirretroviral (ARV), en los pacientes con tuber-
culosis y seropositivos para el VIH y por ello
que la prueba de detección del VIH que es el
punto de acceso al tratamiento ARV.

Que la sociedades científicas remarcan la im-
portancia del diagnostico oportuno de los in-
dividuos, con la finalidad de comenzar tem-
pranamente el seguimiento y/o tratamiento
que posibilite una mejor calidad de vida.

Que la Ley Nº 25.543 establece la obligatoriedad
del ofrecimiento del test diagnóstico del virus
de inmunodeficiencia humana, a toda mujer
embarazada, con consentimiento expreso y
previamente informado.

Que el conocimiento del diagnóstico de VIH y
otras ITS por parte de la persona infectada, es
fundamental para su mejor protección y adop-
ción de prácticas de cuidado y para control de
la infección y la diseminación del virus.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS
JURÍDICOS ha tomado la intervención de su
competencia.

Que se actúa en uso de las facultades conferidas
por la “Ley de Ministerios 22.520 T.O 1992 mo-
dificatorias y complementarias”.

Por ello,

EL MINISTRO DE SALUD

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º — Establécese la obligatoriedad
del ofrecimiento del test de diagnóstico del
virus de inmunodeficiencia humana con infor-
mación a personas que en la consulta médica
se verifiquen las patologías o circunstancias
anunciadas en el ANEXO I (IF-2017-00345815-
APN-DD#MS) que forma parte integrante de la
presente.

ARTÍCULO 2º — Establécese la obligatoriedad
del ofrecimiento del test diagnóstico del virus
de inmunodeficiencia humana con información
a la pareja de la mujer embarazada.

ARTÍCULO 3º — Recomiéndase a todos los
miembros del equipo de salud informar y
ofrecer la prueba de detección del VIH con in-
formación a todas las personas que entren en
contacto con el sistema de salud independiente
de la causa.

ARTÍCULO 4º — Establécese la no obligatorie-
dad de una orden firmada por un médico para
la realización y/o procesamiento de las pruebas
para detección del virus del VIH, en todo el sis-
tema público, bastando la simple solicitud y la
firma del consentimiento informado de las per-
sonas interesadas en cualquier lugar donde se
realicen los test.

ARTÍCULO 5º — Invítase a las demás jurisdic-
ciones de la REPÚBLICA ARGENTINA a adherir
a los términos de la presente resolución.

ARTÍCULO 6º — Regístrese, comuníquese,
publíquese, dése a la Dirección Nacional del
Registro Oficial y archívese. — Jorge Daniel
Lemus.

ANEXO I

Neumonías severas, o a repetición

Tuberculosis

Cualquier infección de transmisión sexual

Psoriasis

Dermatitis seborreica extensa
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Víctimas de Abuso Sexual

Herpes Zoster

Episodios de Herpes simple recurrentes

Candidiasis oral

Cualquier tipo de inmunodeficiencia

Linfoma

Tumores malignos de cuello uterino o ano

Todo tipo de neoplasia

Síndromes mononuclesiformes

Sínfromes febriles prolongados, o sin diagnós-
tico definido

Citopenias (anemias, leucopenia, trombocito-
penia)

Enfermedades autoinmunes

Micosis endémicas

Infecciones recurrentes

Cualquier enfermedad marcadora de Sida

Demencia y encefalopatías en general
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LEY DE ACCESO A LA INTERRUPCIÓN VO-
LUNTARIA DEL EMBARAZO

Ley 27.610

Sancionada: 30 de diciembre de 2020

Promulgada: 14 de enero de 2021

El Senado y Cámara de Diputados de la Na-
ción Argentina reunidos en Congreso, etc.
sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1º — Objeto. La presente ley tiene por
objeto regular el acceso a la interrupción vo-
luntaria del embarazo y a la atención posta-
borto, en cumplimiento de los compromisos
asumidos por el Estado argentino en materia
de salud pública y derechos humanos de las
mujeres y de personas con otras identidades
de género con capacidad de gestar y a fin de
contribuir a la reducción de la morbilidad y mor-
talidad prevenible.

Art. 2º — Derechos. Las mujeres y personas
con otras identidades de género con capaci-
dad de gestar tienen derecho a:

a) Decidir la interrupción del embarazo de con-
formidad con lo establecido en la presente ley;

b) Requerir y acceder a la atención de la inte-
rrupción del embarazo en los servicios del sis-
tema de salud, de conformidad con lo esta-
blecido en la presente ley;

c) Requerir y recibir atención postaborto en
los servicios del sistema de salud, sin perjuicio
de que la decisión de abortar hubiera sido
contraria a los casos legalmente habilitados
de conformidad con la presente ley;

d) Prevenir los embarazos no intencionales

mediante el acceso a información, educación
sexual integral y a métodos anticonceptivos
eficaces.

Art. 3º — Marco normativo constitucional. Las
disposiciones de la presente ley se enmarcan
en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución
Nacional, los tratados de derechos humanos
ratificados por la República Argentina, en es-
pecial la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, la Convención sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en
inglés) y su Protocolo Facultativo, el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de Belém
do Pará”, la Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad, la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño y la Conven-
ción contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, en virtud
de la protección que otorgan a los derechos
sexuales y reproductivos, a la dignidad, a la vida,
a la autonomía, a la salud, a la educación, a la
integridad, a la diversidad corporal, a la identi-
dad de género, a la diversidad étnico-cultural,
a la privacidad, a la libertad de creencias y pen-
samientos, a la información, a gozar de los be-
neficios de los avances científicos, a la igualdad
real de oportunidades, a la no discriminación y
a una vida libre de violencias.

Art. 4º — Interrupción voluntaria del embarazo.
Las mujeres y personas con otras identidades
de género con capacidad de gestar tienen de-
recho a decidir y acceder a la interrupción de

LEY NACIONAL Nº 27.610: ACCESO A LA INTERRUPCIÓN 
VOLUNTARIA DEL EMBARAZO (2021)

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/345000-349999/346231/norma.htm

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/345000-349999/346231/norma.htm
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su embarazo hasta la semana catorce (14), in-
clusive, del proceso gestacional.

Fuera del plazo dispuesto en el párrafo ante-
rior, la persona gestante tiene derecho a de-
cidir y acceder a la interrupción de su emba-
razo solo en las siguientes situaciones:

a) Si el embarazo fuere resultado de una vio-
lación, con el requerimiento y la declaración
jurada pertinente de la persona gestante, ante
el personal de salud interviniente.

En los casos de niñas menores de trece (13)
años de edad, la declaración jurada no será
requerida;

b) Si estuviere en peligro la vida o la salud in-
tegral de la persona gestante.

Art. 5º — Derechos en la atención de la salud.
Toda persona gestante tiene derecho a acce-
der a la interrupción de su embarazo en los
servicios del sistema de salud o con su asis-
tencia, en un plazo máximo de diez (10) días
corridos desde su requerimiento y en las con-
diciones que se establecen en la presente ley
y en las leyes 26.485, 26.529 y concordantes.

El personal de salud debe garantizar las si-
guientes condiciones mínimas y derechos en
la atención del aborto y postaborto:

a) Trato digno. El personal de salud debe ob-
servar un trato digno, respetando las convic-
ciones personales y morales de la paciente,
para erradicar prácticas que perpetúan el ejer-
cicio de violencia contra las mujeres y perso-
nas con otras identidades de género con ca-
pacidad de gestar;

b) Privacidad. Toda actividad médico-asistencial
tendiente a obtener y transmitir información y
documentación clínica de la paciente debe ga-
rantizar la construcción y preservación de un
ambiente de confianza entre el personal de sa-
lud y las personas que solicitan la atención, y
observar el estricto respeto por su intimidad,
dignidad humana y autonomía de la voluntad,
así como el debido resguardo de la confiden-
cialidad; solo se compartirá información o se
incluirá a su familia o a su acompañante con
su expresa autorización, conforme las previ-
siones del artículo 8º de la presente ley.

Asimismo, deberá protegerse a la paciente de
injerencias ilegítimas por parte de terceros.

En los casos de violación cuyas víctimas fueran
niñas o adolescentes, el deber de comunicar
la vulneración de derechos previsto en el artí-
culo 30 de la ley 26.061 y el deber de formular
denuncia penal establecido en el artículo 24,
inciso e), de la ley 26.485 en el marco de lo
dispuesto por el artículo 72 del Código Penal,
deberán cumplirse respetando el derecho a
la privacidad y confidencialidad de niñas y ado-
lescentes, su capacidad progresiva e interés
superior de conformidad con la Convención
de los Derechos del Niño, la ley 26.061 y el
artículo 26 del Código Civil y Comercial, y no
deberán obstruir ni dilatar el acceso a los de-
rechos establecidos en la presente ley;

c) Confidencialidad. El personal de salud debe
crear las condiciones para el resguardo de la
confidencialidad y el secreto médico durante
todo el proceso de atención y también con
posterioridad. Debe informar durante la con-
sulta que la confidencialidad está garantizada
y resulta alcanzada por el secreto médico.

La paciente tiene derecho a que toda persona
que participe en la elaboración o manejo de
la documentación clínica, o bien tenga acceso
al contenido de la misma, deba respetar el
derecho a la confidencialidad, salvo expresa
autorización escrita de la propia paciente;

d) Autonomía de la voluntad. El personal de
salud debe respetar las decisiones de las pa-
cientes respecto al ejercicio de sus derechos
reproductivos, las alternativas de tratamiento
y su futura salud sexual y reproductiva. Las de-
cisiones de la paciente no deben ser someti-
das a juicios derivados de consideraciones
personales, religiosas o axiológicas por parte
del personal de salud, debiendo prevalecer su
libre y autónoma voluntad;

e) Acceso a la información. El personal de sa-
lud debe mantener una escucha activa y res-
petuosa de las pacientes para expresar libre-
mente sus necesidades y preferencias. La
paciente tiene derecho a recibir la información
sobre su salud; el derecho a la información
incluye el de no recibir información inade-
cuada en relación con la solicitada.
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tintos métodos de interrupción del embarazo,
los alcances y consecuencias de la práctica.
Dicha información debe ser actualizada, com-
prensible, veraz y brindada en lenguaje y con
formatos accesibles.

El personal de salud y las autoridades públicas
tienen la obligación de suministrar la informa-
ción disponible sobre los derechos protegidos
por la presente ley de forma dinámica y a lo
largo de todo el proceso de atención, incluso
si no hay una solicitud explícita;

f) Calidad. El personal de salud debe respetar
y garantizar el tratamiento del aborto con-
forme los alcances y la definición de la Orga-
nización Mundial de la Salud. La atención será
brindada siguiendo los estándares de calidad,
accesibilidad, competencia técnica, rango de
opciones disponibles e información científica
actualizada.

Art. 6º — Información y tratamiento del aborto
y de la salud sexual y reproductiva. Realizada
la solicitud de interrupción voluntaria del em-
barazo de conformidad con el artículo 4º, el
establecimiento de salud pondrá a disposición
de las personas gestantes que así lo requieran,
en el marco del Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable, ley 25.673,
lo siguiente:

a) Información sobre el procedimiento que se
llevará a cabo y los cuidados posteriores ne-
cesarios, siguiendo los criterios del artículo
anterior;

b) Atención integral de su salud a lo largo de
todo el proceso;

c) Acompañamiento en el cuidado de la salud
e información adecuada y accesible a las ne-
cesidades de cada persona, científica, actuali-
zada sobre los distintos métodos anticoncep-
tivos disponibles, así como la provisión de los
métodos anticonceptivos previstos en el Pro-
grama Médico Obligatorio (PMO) y en la ley
25.673 o la normativa que en el futuro la 
reemplace.

Estos servicios no son obligatorios para la pa-
ciente ni condición para la realización de la
práctica.

Art. 7º — Consentimiento informado. Previo
a la realización de la interrupción voluntaria
del embarazo se requiere el consentimiento
informado de la persona gestante expresado
por escrito, de conformidad con lo previsto
en la ley 26.529 y concordantes y en el artículo
59 del Código Civil y Comercial de la Nación.
Nadie puede ser sustituido en el ejercicio per-
sonal de este derecho.

Art. 8º — Personas menores de edad. En el
marco de lo establecido en la Convención so-
bre los Derechos del Niño, la ley 26.061, el ar-
tículo 7º del anexo I del decreto 415/06, el ar-
tículo 26 del Código Civil y Comercial de la
Nación y la resolución 65/15 del Ministerio de
Salud de la Nación, la solicitud de la interrup-
ción voluntaria del embarazo deberá ser efec-
tuada de la siguiente manera:

a) Las personas mayores de dieciséis (16) años
de edad tienen plena capacidad por sí para
prestar su consentimiento a fin de ejercer los
derechos que otorga la presente ley;

b) En los casos de personas menores de die-
ciséis (16) años de edad, se requerirá su con-
sentimiento informado en los términos del ar-
tículo anterior y se procederá conforme lo
dispuesto en el artículo 26 del Código Civil y
Comercial y la resolución 65/15 del Ministerio
de Salud de la Nación en concordancia con
la Convención de los Derechos del Niño, la
ley 26.061, el artículo 7º del anexo I del de-
creto reglamentario 415/06 y el decreto re-
glamentario 1.282/03 de la ley 25.673.

Art. 9º — Personas con capacidad restringida.
Si se tratare de una persona con capacidad
restringida por sentencia judicial y la restricción
no tuviere relación con el ejercicio de los de-
rechos que otorga la presente ley, podrá pres-
tar su consentimiento informado sin ningún
impedimento ni necesidad de autorización
previa alguna y, si lo deseare, con la asistencia
del sistema de apoyo previsto en el artículo
43 del Código Civil y Comercial de la Nación.

Las personas que actúan como sistema de
apoyo no representan ni sustituyen a la per-
sona con discapacidad en el ejercicio de sus
derechos y, por tanto, es necesario que el di-
seño del sistema de apoyo incorpore salva-
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guardas adecuadas para que no existan abu-
sos y las decisiones sean tomadas por la titular
del derecho.

Si la sentencia judicial de restricción a la ca-
pacidad impide prestar el consentimiento para
el ejercicio de los derechos previstos en la
presente ley, o la persona ha sido declarada
incapaz judicialmente, deberá prestar su con-
sentimiento con la asistencia de su represen-
tante legal o, a falta o ausencia de este o esta,
la de una persona allegada, en los términos
del artículo 59 del Código Civil y Comercial
de la Nación.

Art. 10. — Objeción de conciencia. El o la pro-
fesional de salud que deba intervenir de ma-
nera directa en la interrupción del embarazo
tiene derecho a ejercer la objeción de con-
ciencia. A los fines del ejercicio de la misma,
deberá:

a) Mantener su decisión en todos los ámbitos,
público, privado o de la seguridad social, en
los que ejerza su profesión;

b) Derivar de buena fe a la paciente para que
sea atendida por otro u otra profesional en
forma temporánea y oportuna, sin dilaciones;

c) Cumplir con el resto de sus deberes profe-
sionales y obligaciones jurídicas.

El personal de salud no podrá negarse a la 
realización de la interrupción del embarazo
en caso de que la vida o salud de la persona
gestante esté en peligro y requiera atención
inmediata e impostergable.

No se podrá alegar objeción de conciencia para
negarse a prestar atención sanitaria postaborto.

El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en el presente artículo dará lugar a
las sanciones disciplinarias, administrativas, pe-
nales y civiles, según corresponda.

Art. 11. — Objeción de conciencia. Obligacio-
nes de los establecimientos de salud. Aquellos
efectores de salud del subsector privado o de
la seguridad social que no cuenten con pro-
fesionales para realizar la interrupción del em-
barazo a causa del ejercicio del derecho de
objeción de conciencia de conformidad con
el artículo anterior, deberán prever y disponer

la derivación a un efector que realice efecti-
vamente la prestación y que sea de similares
características al que la persona solicitante de
la prestación consultó. En todos los casos se
debe garantizar la realización de la práctica
conforme a las previsiones de la presente ley.
Las gestiones y costos asociados a la deriva-
ción y el traslado de la paciente quedarán a
cargo del efector que realice la derivación.
Todas las derivaciones contempladas en este
artículo deberán facturarse de acuerdo con la
cobertura a favor del efector que realice la
práctica.

Art. 12. — Cobertura y calidad de las presta-
ciones. El sector público de la salud, las obras
sociales enmarcadas en la ley 23.660 y en la
ley 23.661, el Instituto Nacional de Servicios
Sociales para Jubilados y Pensionados creado
por la ley 19.032, las entidades y agentes de
salud comprendidos en la ley 26.682, de
marco regulatorio de medicina prepaga, las
entidades que brinden atención dentro de la
reglamentación del decreto 1.993/11, las obras
sociales de las fuerzas armadas y de seguridad,
las obras sociales del Poder Legislativo y Judi-
cial y las comprendidas en la ley 24.741, de
obras sociales universitarias, y todos aquellos
agentes y organizaciones que brinden servi-
cios médico-asistenciales a las personas afi-
liadas o beneficiarias, independientemente de
la figura jurídica que posean, deben incorporar
la cobertura integral y gratuita de la interrup-
ción voluntaria del embarazo prevista en la
presente ley en todas las formas que la Orga-
nización Mundial de la Salud recomienda. Es-
tas prestaciones quedan incluidas en el Pro-
grama Nacional de Garantía de Calidad de la
Atención Médica y en el PMO con cobertura
total, junto con las prestaciones de diagnós-
tico, medicamentos y terapias de apoyo.

Art. 13. — Educación sexual integral y salud
sexual y reproductiva. El Estado nacional, las
provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires y los municipios tienen la responsabili-
dad de implementar la ley 26.150, de Educa-
ción Sexual Integral, estableciendo políticas
activas para la promoción y el fortalecimiento
de la salud sexual y reproductiva de toda la
población.
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los objetivos y alcances establecidos en las
leyes 23.798, 25.673, 26.061, 26.075, 26.130,
26.150, 26.206, 26.485, 26.743 y 27.499, ade-
más de las leyes ya citadas en la presente ley.
Deberán, además, capacitar sobre perspectiva
de género y diversidad sexual a los y las do-
centes y a los y las profesionales y demás tra-
bajadores y trabajadoras de la salud, a fin de
brindar atención, contención y seguimiento
adecuados a quienes soliciten realizar una in-
terrupción voluntaria del embarazo en los tér-
minos de la presente ley, así como a los fun-
cionarios públicos y las funcionarias públicas
que actúen en dichos procesos.

Art. 14. — Modificación del Código Penal. Sus-
titúyese el artículo 85 del Código Penal de la
Nación, por el siguiente:

Artículo 85: El o la que causare un aborto será
reprimido:

1. Con prisión de tres (3) a diez (10) años, si
obrare sin consentimiento de la persona ges-
tante. Esta pena podrá elevarse hasta quince
(15) años si el hecho fuere seguido de la
muerte de la persona gestante.

2. Con prisión de tres (3) meses a un (1) año,
si obrare con consentimiento de la persona
gestante, luego de la semana catorce (14) de
gestación y siempre que no mediaren los su-
puestos previstos en el artículo 86.

Art. 15. — Incorporación del artículo 85 bis al
Código Penal. Incorpórase como artículo 85
bis del Código Penal de la Nación, el siguiente:

Artículo 85 bis: Será reprimido o reprimida con
prisión de tres (3) meses a un (1) año e inhabi-
litación especial por el doble del tiempo de la
condena, el funcionario público o la funcio-
naria pública o la autoridad del estableci-
miento de salud, profesional, efector o perso-
nal de salud que dilatare injustificadamente,
obstaculizare o se negare, en contravención
de la normativa vigente, a practicar un aborto
en los casos legalmente autorizados.

Art. 16. — Sustitución del artículo 86 del Có-
digo Penal. Sustitúyese el artículo 86 del Có-
digo Penal de la Nación, por el siguiente:

Artículo 86: No es delito el aborto realizado

con consentimiento de la persona gestante
hasta la semana catorce (14) inclusive del pro-
ceso gestacional.

Fuera del plazo establecido en el párrafo an-
terior, no será punible el aborto practicado
con el consentimiento de la persona gestante:

1. Si el embarazo fuere producto de una vio-
lación. En este caso, se debe garantizar la
práctica con el requerimiento y la declaración
jurada de la persona gestante ante el o la pro-
fesional o personal de salud interviniente.

En los casos de niñas menores de trece (13)
años de edad, la declaración jurada no será
requerida.

2. Si estuviera en riesgo la vida o la salud inte-
gral de la persona gestante.

Art. 17. — Sustitución del artículo 87 del Có-
digo Penal. Sustitúyese el artículo 87 del Có-
digo Penal de la Nación, por el siguiente:

Artículo 87: Será reprimido o reprimida con
prisión de seis (6) meses a tres (3) años, el o la
que con violencia causare un aborto sin haber
tenido el propósito de causarlo, si el estado
del embarazo de la persona gestante fuere
notorio o le constare.

Art. 18. — Sustitución del artículo 88 del Có-
digo Penal. Sustitúyese el artículo 88 del Có-
digo Penal de la Nación, por el siguiente:

Artículo 88: Será reprimida con prisión de tres
(3) meses a un (1) año, la persona gestante
que, luego de la semana catorce (14) de ges-
tación y siempre que no mediaren los supues-
tos previstos en el artículo 86, causare su pro-
pio aborto o consintiera que otro se lo
causare. Podrá eximirse la pena cuando las
circunstancias hicieren excusable la conducta.

La tentativa de la persona gestante no es pu-
nible.

Art. 19. — Capacitación. El personal de salud
deberá capacitarse en los contenidos de esta
ley y de la normativa complementaria y regla-
mentaria. A tal fin, el Ministerio de Salud de la
Nación y los ministerios provinciales y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires implemen-
tarán los correspondientes programas de ca-
pacitación.
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Art. 20. — Autoridad de aplicación. La autori-
dad de aplicación de la presente ley será es-
tablecida por el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 21. — Orden público. Las disposiciones
de la presente ley son de orden público y de
aplicación obligatoria en todo el territorio de
la República Argentina.

Art. 22. — Comuníquese al Poder Ejecutivo
nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS TREINTA DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE
DEL AÑO DOS MIL VEINTE.

REGISTRADA BAJO EL Nº 27.610

CLAUDIA LEDESMA ABDALA DE ZAMORA -
SERGIO MASSA - Marcelo Jorge Fuentes -
Eduardo Cergnul
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Lineamientos Curriculares para la Educación
Sexual Integral

Programa Nacional de Educación Sexual Integral 

Ley Nacional N° 26.150 

Res. CFE 340/18

1) Propósitos formativos

La Ley 26.150 establece el sentido general del
Programa de Educación Sexual Integral. El pre-
sente documento acuerda los lineamientos
curriculares sobre los cuales, en el marco de
sus atribuciones específicas, las diferentes ju-
risdicciones fundamentarán sus acciones ten-
dientes a dar cumplimiento al artículo 8° de la
referida norma.

De conformidad a lo que establece el artículo
86 de la Ley de Educación Nacional, los pre-
sentes lineamientos deberán ser adecuados
por las autoridades jurisdiccionales de acuerdo
a sus realidades sociales y culturales, promo-
viendo, a la vez, la definición de proyectos ins-
titucionales que permitan a las instituciones
educativas postular sus propios desarrollos cu-
rriculares en el marco de los objetivos y pautas
comunes definidos por la ley de Educación
Nacional.

La Ley 26.206 establece en su artículo 11° los
fines y objetivos de la política educativa nacional.
Los lineamientos curriculares nacionales para
la ESI responden a aquellos propósitos generales
que se relacionan más directamente con la te-
mática: “asegurar condiciones de igualdad, res-
petando las diferencias entre las personas, sin
admitir discriminación de género ni de ningún
otro tipo”; “garantizar, en el ámbito educativo,
el respeto de los/as niños/as y adolescentes
establecidos en la Ley 26.061”; “brindar cono-

cimientos y promover valores que fortalezcan
la formación integral de una sexualidad res-
ponsable”, “promover en todos los niveles edu-
cativos y modalidades la comprensión del con-
cepto de eliminación de todas las formas de
discriminación”

En vista de estos objetivos y los que se estable-
cen en el artículo 3° de la Ley de Educación
Sexual Integral, los presentes lineamientos res-
ponden a los siguientes propósitos formativos:

• Ofrecer oportunidades de ampliar el hori-
zonte cultural desde el cual cada niño, niña
o adolescente desarrolla plenamente su sub-
jetividad reconociendo sus derechos y res-
ponsabilidades y respetando y reconociendo
los derechos y responsabilidades de las otras
personas.

• Expresar, reflexionar y valorar las emociones
y los sentimientos presentes en las relaciones
humanas en relación con la sexualidad, re-
conociendo, respetando y haciendo respetar
los derechos humanos.

• Estimular la apropiación del enfoque de los
derechos humanos como orientación para
la convivencia social y la integración a la
vida institucional y comunitaria, respetando,
a la vez, la libertad de enseñanza, en el
marco del cumplimiento de los preceptos
constitucionales.

• Propiciar el conocimiento del cuerpo hu-
mano, brindando información básica sobre
la dimensión anatómica y fisiológica de la
sexualidad pertinente para cada edad y grupo
escolar

• Promover hábitos de cuidado del cuerpo y
promoción de la salud en general y la salud
sexual y reproductiva en particular, de acuerdo
a la franja etaria de los educandos.

RES. CFE Nº 45/18: LINEAMIENTOS CURRICULARES 
PARA LA EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL (2008)
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/esi-lineamientos_2018-_web.pdf

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/esi-lineamientos_2018-_web.pdf
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• Promover una educación en valores y acti-
tudes relacionados con la solidaridad, el
amor, el respeto a la intimidad propia y ajena,
el respeto por la vida y la integridad de las
personas y con el desarrollo de actitudes
responsables ante la sexualidad.

• Presentar oportunidades para el conoci-
miento y el respeto de sí mismo/a y de su
propio cuerpo, con sus cambios y continui-
dades tanto en su aspecto físico como en
sus necesidades, sus emociones y senti-
mientos y sus modos de expresión.

• Promover aprendizajes de competencias
relacionadas con la prevención de las diversas
formas de vulneración de derechos: maltrato
infantil, abuso sexual, trata de niños.

• Propiciar aprendizajes basados en el respeto
por la diversidad y el rechazo por todas las
formas de discriminación.

• Desarrollar competencias para la verbaliza-
ción de sentimientos, necesidades, emocio-
nes, problemas y la resolución de conflictos
a través del diálogo.

2) Espacio trasversal y/o espacio es-
pecífico

El presente documento acuerda un piso
común obligatorio para el abordaje de la edu-
cación sexual integral en todas las escuelas del
país. Tomando como base estas pautas comu-
nes y obligatorias, cada jurisdicción podrá rea-
lizar ajustes y/o adecuaciones de acuerdo a sus
realidades y necesidades. 

Decidir si la educación sexual integral debe ser
abordada desde una perspectiva transversal o
como un espacio curricular específico, requiere
considerar, entre otros factores, la etapa de
desarrollo de los niños, niñas y adolescentes,
sus necesidades, intereses y derechos, el nivel
educativo y la formación y capacitación de los
docentes para desarrollar esta tarea. 

La transversalidad y la existencia de un espacio
curricular específico no constituyen alternativas
excluyentes. Ambas pueden coexistir en cada
establecimiento y en la educación primaria y
secundaria. Sin embargo, y en relación a la ESI,

sería recomendable organizar espacios trans-
versales de formación desde la educación
inicial y primaria, para luego considerar la aper-
tura en la educación secundaria de espacios
específicos, que puedan formar parte de asig-
naturas ya existentes en el currículo, o de
nuevos espacios a incorporar. No debería en-
tenderse que la existencia de un espacio espe-
cífico implica abandonar la preocupación por
el abordaje interdisciplinario de la ESI. 

Para el trabajo en la escuela primaria, sería
pertinente un abordaje transversal, fundamen-
talmente desde las áreas de ciencias sociales,
formación ética y ciudadana, ciencias natura-
les, lengua y literatura, educación física y edu-
cación artística. 

En lo que respecta a la educación secundaria,
la enseñanza de la educación sexual integral
podría encaminarse progresivamente a la crea-
ción de espacios curriculares específicos. Esto
permitiría desarrollar contenidos más complejos
y concretos, atendiendo a la vez a demandas
puntuales e inquietudes de esta franja etaria. La
población adolescente requiere de una forma-
ción sólida y validada de educación sexual
integral y de espacios que los habiliten a plantear
sus necesidades e intereses y que atienda sus
particularidades. La escuela debe sumar a sus
funciones de transmisión cultural y formación,
la prevención y oportuna derivación para asis-
tencia de aquellas problemáticas complejas
que atraviesa un sector de la población adoles-
cente. De esta manera podrá constituir un es-
pacio protector frente a los riesgos que conllevan
la existencia de problemáticas como: embarazos
no deseados, enfermedades de transmisión 
sexual, adicciones, falta de cuidado del propio
cuerpo, situaciones de abuso o explotación,
que en ocasiones culminan en morbimortalidad
específica.

La posibilidad de constituir un espacio curricular
particular para abordar esta formación integral
se relaciona con las oportunidades que éste
puede presentar para que los/as jóvenes puedan
implicarse en el proceso de los aprendizajes
que involucra la temática y que no pueden
soslayarse como contenido curricular, en tanto
que atiende a aspectos ligados a su propia his-
toria y que inciden en su presente y su futuro. 
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cidad curricular debe ser contemplada en el
marco de las consideraciones señaladas. La
organización de un espacio específico no debe
de ninguna forma sesgar el enfoque integral
que entiende la sexualidad como parte de la
condición humana. Esto significa que los do-
centes de las distintas asignaturas deberán
estar dispuestos a tener en cuenta los propósitos
formativos de la ESI como así también a cons-
tituirse, cuando la ocasión lo requiera, en re-
ceptores de las inquietudes y preocupaciones
de los alumnos y alumnas en relación con la
temática. 

En sintonía con lo expresado, los presentes li-
neamientos curriculares proponen la perspectiva
transversal para inicial y primaria. Establecen
contenidos relacionados con la ESI a ser tra-
bajados en las distintas áreas, considerando
los propósitos formativos generales enunciados
en este documento. En el nivel inicial las expe-
riencias de aprendizaje propuestas han sido
agrupadas en torno a ejes organizadores, que
expresan dichos propósitos generales adaptados
al nivel. Para la escuela primaria se incluyeron
las experiencias en las áreas de ciencias sociales,
ciencias naturales, formación ética y ciudadana,
educación física, educación artística y lengua
y literatura.

Con relación a la escuela secundaria se sugiere
la adopción de la perspectiva transversal en el
primer ciclo. Para el resto de los años del nivel
se ofrecen dos posibilidades: continuar traba-
jando la inclusión de contenidos específicos
de la ESI en las distintas asignaturas o crear es-
pacios específicos que concentren esos con-
tenidos y otros más puntuales en talleres u
otros espacios de definición institucional. De
por esta forma de desarrollo curricular de la
ESI, es deseable que los contenidos sugeridos
para las distintas áreas del segundo ciclo de la
escuela secundaria sean tenidos en cuenta y
reagrupados en el espacio específico que se
genere (talleres, nueva asignatura, incorporación
de contenidos a otra asignatura existente).
Cabe nuevamente aclarar que esta opción no
debe implicar el abandono del tratamiento de
la temática en las distintas asignaturas.

Las iniciativas de desarrollo curricular deberán

necesariamente enmarcarse en los proyectos
educativos institucionales y encarnar en pro-
yectos de aula, favoreciendo de esta manera
la continuidad y sistematización de las acciones,
la interdisciplinariedad, la intersectorialidad y la
participación de toda la comunidad educativa. 

Será función de cada escuela informar a la co-
munidad educativa la forma que adopta en el
proyecto educativo la educación sexual integral
y las estrategias de enseñanza. El diálogo y los
consensos deben ser siempre inherentes al
acto educativo, sin embargo ante estos cono-
cimientos –al igual que ante otras actuaciones
y contenidos que brinda la escuela– deberán
preverse algunos casos de coexistencia pacífica
de intereses en conflicto, base por otro lado
de todo accionar democrático. 

La participación de las familias en las escuelas
–más allá de las normas y de los beneficios
que la fortaleza de este vínculo necesario im-
prime en los alumnos y alumnas– es por todos
conocida, pero también es sabido que estos
vínculos no siempre se producen. En este sen-
tido, ya la Ley de Educación Nacional estipula
la necesidad de generar y fortalecer lazos entre
escuelas y familias y es de esperar que las es-
cuelas los efectivicen, no sólo por esta temática
en particular sino para el más amplio accionar
de la escuela siempre con el objetivo de mejorar
la calidad educativa de la población escolar.

Los aprendizajes comunes y obligatorios que
en términos de objetivos, contenidos y estra-
tegias de enseñanza asume el Ministerio de
Educación, deberán ser incorporados a cada
escuela para que luego la institución, junto
con su propia comunidad educativa, trabaje
en un diálogo adulto, respaldado por las normas
y el conocimiento científico, de la manera más
articulada para su implementación efectiva. 

Será tarea del Ministerio de Educación de la
Nación, junto con las carteras educativas juris-
diccionales, el diseño de estrategias que con-
templen las precauciones necesarias para que
la adopción de cualquiera de las dos modali-
dades –enfoque transversal o enfoque especí-
fico– promueva en ambas opciones el cumpli-
miento de los objetivos de la ley y de los linea-
mientos acordados en el presente documento. 
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En el caso del enfoque transversal, se propenderá
a que su adopción garantice el tratamiento de
la ESI en forma continua, sistemática e inter-
disciplinaria, evitando que se diluyan los con-
tenidos pertinentes y sus propósitos formativos. 

En caso de que se defina el tratamiento de la
ESI en el marco de un espacio curricular es-
pecífico, el abordaje deberá ser integral para
evitar reduccionismos que podrían empobre-
cer el enfoque interdisciplinario que aquí se
sustenta.

3) Aprendizajes que aportan a la Edu-
cación Sexual Integral

En la organización del documento se proponen
contenidos para cada nivel, agrupados en dis-
tintas áreas. Sin embargo, para un abordaje in-
tegral se sugiere tener en cuenta todos los
contenidos planteados para cada nivel, ya que
en ocasiones muchos de estos contenidos
pueden ser abordados en más de un área.

EDUCACIÓN INICIAL

En vista de los propósitos formativos enunciados
en el punto 1, la escuela desarrollará contenidos
que apunten a:

a) Conocimiento y exploración del contexto 

tEl conocimiento de las distintas formas de
organización familiar y sus dinámicas y la valo-
ración y el respeto de los modos de vida dife-
rentes a los propios. 

tLa exploración de las posibilidades del juego
y de elegir diferentes objetos, materiales e
ideas, brindando igualdad de oportunidades a
niñas y niños. 

tEl reconocimiento y valoración de los trabajos
que desarrollan mujeres y varones en diferentes
ámbitos, identificando cambios y permanencias
a lo largo del tiempo.

tEl reconocimiento de la existencia de una
gran diversidad de seres vivos en cuanto a sus
características (relación: estructuras y funciones)
y formas de comportamiento y la especificidad
de los seres humanos. 

tLa valorización y respeto de las propias opi-
niones y las de todas las personas por igual, sin
distinciones de género, cultura, creencias y
origen social. 

tLa puesta en práctica de actitudes que pro-
muevan la solidaridad, la expresión de la afec-
tividad, el respeto a la intimidad propia y ajena
y el respeto por la vida y la integridad de sí mis-
mos y de los otros/as. 

tLa posibilidad de respetar, ayudar y solidarizarse
con los otros/as.

b) Desarrollo de competencias y habilidades
psicosociales 

tEl reconocimiento y expresión de los senti-
mientos, emociones, afectos y necesidades
propios y el reconocimiento y respeto por los
sentimientos, emociones y necesidades de
los/as otros/as. 

tEl desarrollo de capacidades para tomar de-
cisiones sobre las propias acciones en forma
cada vez más autónoma fortaleciendo su au-
toestima. 

tLa manifestación de sus emociones y el
aprendizaje de la tolerancia de sus frustraciones. 

tLa posibilidad de recibir y dar cariño y la
oportunidad de establecer vínculos de amistad. 

tLa construcción de valores de convivencia
vinculados al cuidado de sí mismo y de los/as
otros/as en las relaciones interpersonales y la
relación con el propio cuerpo y el de los
demás. 

tLa construcción cooperativa de normas a
partir del diálogo sobre situaciones cotidianas
que ocurren en el jardín de infantes y manifiestan
prejuicios y/o no cuidado en las relaciones in-
terpersonales. 

tLa construcción progresiva de la valoración
de las acciones propias y la de los otros/as y el
reconocimiento de límites, a partir de situaciones
de juego o de la vida cotidiana. 

tEl progresivo reconocimiento de sus derechos
y responsabilidades como niños/as y el de los
derechos y obligaciones de los adultos. 
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seguridad en los niños y niñas para poder ex-
presar sus ideas y opiniones y formular preguntas
que puedan inquietarlo. 

tLa adquisición progresiva de un lenguaje
apropiado para expresar opiniones, formular
preguntas, manifestarse, relacionarse con los
demás en el marco del respeto a sí mismo y a
los otros/as y para nombrar adecuadamente
las partes de su cuerpo.

c) Conocimiento y cuidados del cuerpo 

tLa identificación y valoración de las diferencias
físicas de las personas como aspectos inherentes
del ser humano que lo hacen único e irrepetible,
permitiéndoles comprender la importancia de
la diversidad. 

tLa identificación de todas las partes externas
del cuerpo humano y algunas de sus caracte-
rísticas. Utilización de vocabulario correcto
para nombrar los órganos genitales. 

tLa identificación y valoración de las diferencias
entre mujeres y varones y las que devienen del
propio crecimiento y del crecimiento de sus
compañeros/as. 

tLa promoción de conocimientos básicos del
proceso de gestación y nacimiento, según los
interrogantes que vayan surgiendo ante las
propias inquietudes de los niños y niñas, con
lenguaje simple y a través de explicaciones
sencillas.

tEl conocimiento y adquisición de hábitos re-
lacionados con el cuidado de la salud, la higiene
y seguridad personal y la de los otros/as.

d) Desarrollo de comportamientos de auto-
protección 

tEl desarrollo y valoración de la noción del
concepto de intimidad y la valoración del
respeto y cuidado de la intimidad propia y de
los otros/as. 

tLa identificación de situaciones que requieren
de la ayuda de una persona adulta según
pautas de respeto por la propia intimidad y la

de los otros y las de aquellas en las que pueden
desenvolverse con autonomía. 

tLa solicitud de ayuda ante situaciones que
dañan a la propia persona o a otros/as. 

tEl conocimiento y la apropiación de pautas
que generen cuidado y protección, vínculo
afectivo y de confianza con el propio cuerpo
como estrategia para prevenir posibles abusos
y que además permitan identificar y comuni-
car a personas adultas de confianza estas si-
tuaciones. 

tLa distinción de cuando una interacción fí-
sica con otra persona puede ser adecuada y
cuando no lo es y sentirse autorizados a decir
“no” frente a estas últimas. 

tEl conocimiento sobre el significado de los
secretos y saber que nadie puede obligarlos a
guardar secretos de cosas que los hagan sentir
incómodos, mal o confundidos.

EDUCACIÓN PRIMARIA
- PRIMER CICLO

Ciencias Sociales

La comprensión y evaluación de los problemas
de la sociedad actual requieren de actitudes
críticas, flexibles y creativas. Para promover
estas actitudes, las problemáticas del presente
deben enmarcarse en un contexto más amplio,
que rescate las experiencias sociales del pasado
y de grupos y personas de otros ámbitos
sociales y culturales. 

El conocimiento de la diversidad entre los seres
humanos, en relación con los modos de vida,
sus creencias, intereses y particularidades cul-
turales y étnicas permite también asumir acti-
tudes flexibles y respetuosas frente a los demás,
de modo tal que la valoración de lo propio no
signifique la negación de los otros. 

Dicho conocimiento, por otra parte, enriquece
la experiencia personal en la medida que le
permite a cada ser humano reconocer su con-
dición de miembro de una cultura y de una
historia forjadas a través de las actividades, los
esfuerzos y los afanes de quienes lo han pre-
cedido. 
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Las Ciencias Sociales aportan particularmente
conceptos e información relevantes para la
construcción de una visión integral de los
modos en que las diferentes sociedades en los
diversos contextos y tiempos han ido definiendo
las posibilidades y limitaciones de la sexualidad
humana, tanto en el ámbito de las relaciones
humanas como en relación a los roles en el
mundo público.

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl reconocimiento de la participación de mu-
jeres y varones en la construcción de las iden-
tidades nacionales en sus dimensiones políticas,
culturales, económicas, científicas y sociales. 

tLa comprensión de las diferentes condiciones
de vida de los actores involucrados en los es-
pacios rurales y urbanos. El reconocimiento
de los roles y relaciones entre mujeres y varones
en áreas rurales y urbanas. 

tEl conocimiento de la vida cotidiana en el
pasado y en el presente, en diferentes contextos
geográficos y socio-históricos, con particular
atención a las formas de crianza de niños y
niñas. 

tLa comparación de diversos modos de crianza,
alimentación, festejos, usos del tiempo libre,
vestimenta, roles de hombres, mujeres, niños
y niñas y jóvenes en distintas épocas y en di-
versas culturas. 

tEl conocimiento de las distintas formas de
organización familiar y sus dinámicas en diversas
épocas y culturas y la valoración y el respeto
de los modos de vida diferentes a los propios.

Formación Ética y Ciudadana

La sociedad demanda a la escuela que forme
personas íntegras y ciudadanos responsables,
que eduque para la vida plena de cada uno y
de todos/as, y que lo haga conforme a su dig-
nidad de persona y a las necesidades del
mundo contemporáneo. Se trata de desarrollarse
como persona y sujeto social, saber respetar y
valorar a los demás, entender la importancia

del orden constitucional y la vida democrática,
saber defender los derechos humanos y el
respeto por la propia identidad y la identidad
de los otros/as. 

Los contenidos que se abordan en este campo
disciplinar deben ser conocidos y fundamen-
talmente deben ser ejercitados, en tanto implican
la formación de las competencias necesarias
para el desarrollo de la persona, de su juicio
moral, de su responsabilidad ciudadana y de
su conciencia de los derechos humanos. 

El área de Formación Ética y Ciudadana aporta
aprendizajes de gran relevancia para la Educa-
ción Sexual Integral. Contribuye a la construcción
de autonomía en el marco de las normas que
regulan los derechos y las responsabilidades
para vivir plenamente la sexualidad y también
brinda conocimientos sobre los medios y re-
cursos disponibles en la comunidad para la
atención de situaciones de vulneración de de-
rechos. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl conocimiento de sí mismo/a y de los
otros/as a partir de la expresión y comunicación
de sus sentimientos, ideas, valoraciones y la
escucha respetuosa de los otros/as, en espacios
de libertad brindados por el/la docente.

tLa construcción progresiva de la autonomía
en el marco de cuidado y respeto del propio
cuerpo y del cuerpo de otros y otras. 

tEl reconocimiento y la expresión del derecho
a ser cuidados y respetados por los adultos de
la sociedad. 

tEl reconocimiento de los aspectos comunes
y diversos en las identidades personales, grupales
y comunitarias, en el marco de una concepción
que enfatice la construcción socio-histórica
de las mismas, para promover la aceptación
de la convivencia en la diversidad. 

tLa participación en prácticas áulicas, institu-
cionales y/o comunitarias como aproximación
a experiencias democráticas y de ejercicio ciu-
dadano que consideren a las personas como
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actitudes de autonomía, responsabilidad y so-
lidaridad. 

tEl ejercicio del diálogo y su progresiva valo-
ración como herramienta para la construcción
de acuerdos y resolución de conflictos. 

tEl reconocimiento e identificación de diversas
formas de prejuicios y actitudes discriminatorias
hacia personas o grupos. 

tEl reconocimiento de normas que organizan
la escuela, la familia y la vida en sociedad, la
reflexión grupal sobre la necesidad e importancia
de las mismas y las consecuencias de su cum-
plimiento o incumplimiento. 

tEl reconocimiento de los Derechos Humanos
y los Derechos del Niño, de su cumplimiento y
violación en distintos contextos cercanos y le-
janos. 

tLa observación de mensajes emitidos a través
de los medios de comunicación masiva (pre-
sentes en videojuegos, publicidades, juegos
de computadora, series de televisión y dibujos
animados entre otros) reconociendo y discu-
tiendo críticamente las formas que se presentan
a mujeres y varones, contenidos violentos y
distintas formas de discriminación.

Ciencias Naturales

Los contenidos que aportan las Ciencias Natu-
rales constituyen uno de los pilares sobre los
que se asienta la posibilidad de mejorar la
calidad de la vida humana, pues enriquecen y
sistematizan el conocimiento que las personas
construyen acerca de sí mismas y contribuyen
al cuidado de la salud personal y colectiva, a la
protección y mejoramiento del ambiente en el
que viven y a la comprensión de los procesos
mediante los cuales la vida se perpetúa y evo-
luciona sobre la Tierra. Por todo ello resultan
conocimientos imprescindibles para construir
actitudes de respeto y comportamientos de
protección de la vida. 

Las Ciencias Naturales permiten, entonces,
abordar las múltiples dimensiones de la sexua-
lidad humana, con particular énfasis en los as-
pectos biológicos. 

Teniendo en cuenta los propósitos de la Edu-

cación Sexual Integral, la escuela desarrollará
contenidos que promuevan en los alumnos y
alumnas:

tEl reconocimiento del cuerpo humano como
totalidad con necesidades de afecto, cuidado
y valoración. 

tEl reconocimiento del propio cuerpo y de las
distintas partes y los caracteres sexuales de
mujeres y varones con sus cambios a lo largo
de la vida. 

tEl reconocimiento y el respeto de las emo-
ciones y sentimientos vinculados a la sexualidad
y sus cambios: miedo, vergüenza, pudor, alegría,
placer. 

tEl conocimiento de los procesos de la repro-
ducción humana. 

tEl reconocimiento de las diferencias biológicas
entre mujeres y varones. La identificación de
prejuicios y prácticas referidas a las capacidades
y aptitudes de niños y niñas.

Lengua

El lenguaje es esencial en la conformación de
una comunidad. La cultura lingüística contribuye
a estructurar la sociedad, acompaña su historia
y forma parte de su identidad. Igualmente
constituye un medio privilegiado de comuni-
cación, ya que posibilita los intercambios y la
interacción social y, a través de ellos, regula la
conducta propia y ajena. 

A través de su dimensión representativa, el len-
guaje permite al ser humano configurar men-
talmente el mundo que lo rodea, los contenidos
y las categorías, las relaciones y la estructuración
de los mensajes orales y escritos. 

Por medio del lenguaje, las personas se apropian
de las imágenes del mundo compartidas y de
los saberes social e históricamente acumulados. 

Hay una estrecha relación entre lenguaje y
pensamiento, por lo tanto, podemos decir que
enseñar a comprender y producir discursos
sociales es enseñar a pensar y a actuar en la
sociedad. También existe una estrecha relación
entre el dominio de la palabra y el ejercicio de
la participación. 

Le corresponde a la escuela brindar igualdad
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de posibilidades para que las alumnas y los
alumnos logren el dominio lingüístico y co-
municativo que les permita acceder a infor-
mación, expresar y defender los propios puntos
de vista, construir visiones del mundo com-
partidas o alternativas y participar en los procesos
de circulación y producción de conocimiento. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa construcción de habilidades para expresar
la defensa de su integridad personal (biopsíquica
y espiritual). 

tLa identificación de los roles adjudicados a
niños y niñas en publicidades, libros de cuentos
y programas televisivos según su edad. El
trabajo en el aula sobre cualquier forma de
discriminación.

tLa producción y valoración de diversos textos
que expresen sentimientos de soledad, angustia,
alegría y disfrute respecto de los vínculos con
otras personas en la propia cultura y en otras. 

tLa disposición de las mujeres y los varones
para argumentar, defender sus propios puntos
de vista, considerar ideas y opiniones de otros,
debatirlas y elaborar conclusiones. 

tLa valoración de las personas independien-
temente de su apariencia, identidad y orientación
sexual. 

Educación Física 

La educación física es concebida como una
educación corporal o educación por el movi-
miento, comprometida con la construcción y
conquista de la disponibilidad corporal, síntesis
de la disposición personal para la acción en y
la interacción con el medio natural y social. 

Una educación integral supone que alumnos
y alumnas aprendan a relacionarse con el
propio cuerpo y el propio movimiento, porque
éstos constituyen dimensiones significativas en
la construcción de la identidad personal. Con
el cuerpo y el movimiento las personas se co-
munican, expresan y relacionan, conocen y se

conocen, aprenden a hacer y a ser. Cuerpo y
movimiento son componentes esenciales en
la adquisición del saber del mundo, de la so-
ciedad, de sí mismo y de la propia capacidad
de acción y resolución de problemas. 

La educación física se vale de configuraciones
de movimiento cultural y socialmente signifi-
cadas como los juegos motores y deportes, la
gimnasia, las actividades en la naturaleza y al
aire libre, etc., que junto con las otras disciplinas
contribuyen a la educación integral. 

A través de los juegos y deportes, los alumnos
y alumnas pueden aprender a negociar, modi-
ficar, acordar y respetar las reglas que posibilitan
la igualdad de oportunidades para todos. De
esta forma, constituyen espacios privilegiados
para promover la convivencia, la participación,
la cooperación y la solidaridad, así como la in-
tegración social y pertenencia grupal. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en
alumnos y alumnas: 

tEl desarrollo de la conciencia corporal y de
las posibilidades lúdicas y motrices en condi-
ciones de igualdad, sin prejuicios apoyados en
las diferencias entre mujeres y varones. 

tEl desarrollo de actividades corporales y acti-
vidades motrices compartidas entre niños o
niñas enfatizando el respeto, el cuidado por
uno/a mismo/a y por el/la otro/a y la aceptación
y valoración de la diversidad. 

tEl despliegue de las posibilidades del propio
cuerpo en relación con el medio social, en el
que se incluyen las relaciones entre mujeres y
varones atendiendo a la igualdad en la realización
de tareas grupales, juegos y deportes, aceptación
y elaboración de las reglas. 

tLa comprensión, la construcción, la práctica
y la revisión de diferentes lógicas de juego de
cooperación y/o de oposición, con sentido
colaborativo y de inclusión. 

tLa valoración crítica de los juegos tradicionales
de su comunidad y de otras (regionales y na-
cionales) y la participación en algunos de estos
juegos y/o recreación con algunas variantes. 
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solidaridad, respeto y cuidado de sí mismo y
de los otros/as a través de actividades motrices
que posibiliten la resolución de conflictos coti-
dianos y la convivencia democrática. 

tLa reflexión acerca de los modelos corporales
presentes en los medios de comunicación, en
la publicidad y en el deporte espectáculo. 

Educación Artística 

La educación artística aporta aprendizajes de
relevancia en la Educación Sexual Integral, en
tanto recupera y desarrolla la experiencia
sensible y emocional de los niños/ as y posibilita
el aprendizaje de los diversos lenguajes artísticos,
así como la exploración y el ejercicio de diversas
formas de expresión y comunicación de ideas,
sentimientos, emociones y sensaciones. Estos
aprendizajes promueven la construcción de
relaciones humanas profundas y respetuosas. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa exploración y el disfrute de los diferentes
lenguajes artísticos en igualdad de condiciones
para mujeres y varones. 

tLa valoración del cuerpo humano como ins-
trumento de expresión vocal, gestual, del mo-
vimiento, etc. sin prejuicios que deriven de las
diferencias entre mujeres y varones. 

tEl desarrollo de la propia capacidad creadora
y la valoración de los/as compañeros/as. 

tEl conocimiento de las producciones artísticas
de mujeres y varones a partir de diferentes len-
guajes artísticos. 

tEl reconocimiento de las posibilidades ima-
ginativas, expresivas y comunicacionales del
cuerpo con su memoria personal, social y cul-
tural, en el proceso de aprendizaje de los len-
guajes artísticos. 

tLa construcción de la progresiva autonomía y
autovaloración respecto de las posibilidades de
expresarse y comunicar mediante los lenguajes
artísticos (visual, musical, corporal y teatral).

EDUCACIÓN PRIMARIA 
- SEGUNDO CICLO

Ciencias Sociales

La comprensión y evaluación de los problemas
de la sociedad actual requieren de actitudes
críticas, flexibles y creativas. Para promover
estas actitudes, las problemáticas del presente
deben enmarcarse en un contexto más amplio,
que rescate las experiencias sociales del pasado
y de grupos y personas de otros ámbitos
sociales y culturales. 

El conocimiento de la diversidad entre los seres
humanos, en relación con los modos de vida,
sus creencias, intereses y particularidades cul-
turales y étnicas permite también, asumir acti-
tudes flexibles y respetuosas frente a los demás,
de modo tal que la valoración de lo propio no
signifique la negación de los otros. 

Dicho conocimiento, por otra parte, enriquece
la experiencia personal en la medida que le
permite a cada ser humano reconocer su con-
dición de miembro de una cultura y de una
historia forjadas a través de las actividades, los
esfuerzos y los afanes de quienes lo han pre-
cedido. 

Las ciencias sociales aportan particularmente
conceptos e información relevantes para la
construcción de una visión integral de los
modos en que las diferentes sociedades en los
diversos contextos y tiempos han ido definiendo
las posibilidades y limitaciones de la sexualidad
humana, tanto en el ámbito de las relaciones
humanas y afectivas como en relación a los
roles en el mundo público.

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl conocimiento de las transformaciones de
las familias. Los cambios de estructura y dinámica
familiar a lo largo de la historia. La organización
familiar según las diversas culturas y contextos
sociales. 

tEl reconocimiento de la participación de
todas las personas en los procesos de produc-
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ción material y simbólica en las áreas rurales y
urbanas sin exclusiones de ninguna índole. 

tEl reconocimiento y valoración de las dife-
rentes formas en que mujeres y varones apor-
taron y aportan a la construcción de la sociedad
(en las sociedades nativas cazadoras-recolec-
toras y agricultoras, en la sociedad colonial, en
las guerras de independencia, a lo largo del
proceso de formación del Estado nacional y
en la sociedad actual). 

tLa reflexión y el análisis crítico de la información
producida y difundida por diversos medios de
comunicación sobre las problemáticas de
mayor impacto social, atendiendo especial-
mente a aquellas que afectan la participación
de mujeres y varones en diferentes espacios y
procesos sociales: familiares, laborales, políticos. 

tLa valoración del diálogo como instrumento
privilegiado para solucionar problemas de con-
vivencia y de conflicto de intereses y de discri-
minación en la relación con los demás. 

Formación Ética y Ciudadana

La sociedad demanda a la escuela que forme
personas íntegras y ciudadanos responsables,
que eduque para la vida plena de cada uno y
de todos/as, y que lo haga conforme a su dig-
nidad de persona y a las necesidades del
mundo contemporáneo. Se trata de desarrollarse
como persona y sujeto social, saber respetar y
valorar a los otros/as, entender la importancia
del orden constitucional y la vida democrática,
saber defender los derechos humanos y el
respeto por la propia identidad y la identidad
de los otros/as. 

Los contenidos que se abordan en este campo
disciplinar deben ser conocidos y fundamen-
talmente deben ser ejercitados, en tanto implican
la formación de las competencias necesarias
para el desarrollo de la persona, de su juicio
moral, de su responsabilidad ciudadana y de
su conciencia de los derechos humanos. 

El área de Formación Ética y Ciudadana aporta
aprendizajes de gran relevancia para la Educa-
ción Sexual Integral. Contribuye a la construcción
de autonomía en el marco de las normas que
regulan los derechos y las responsabilidades
para vivir plenamente la sexualidad y también

brinda conocimientos sobre los medios y re-
cursos disponibles en la comunidad para la
atención de situaciones de vulneración de de-
rechos. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas:

tLa generación de situaciones que permitan a
las alumnas y los alumnos comprender y
explicar los sentimientos personales e inter-
personales, las emociones, los deseos, los mie-
dos, los conflictos, la agresividad. 

tLa participación en diálogos y reflexiones
sobre situaciones cotidianas en el aula donde
se manifiestan prejuicios y actitudes discrimi-
natorias. 

tEl reconocimiento y expresión de los deseos
y necesidades propios y el respeto de los deseos
y las necesidades de los/as otros/as, en el
marco del respeto a los derechos humanos. 

tLa reflexión en torno a la relación con la
familia y con los amigos. Los cambios en esta
relación durante la infancia y la pubertad. 

tEl abordaje de la sexualidad a partir de su vín-
culo con la afectividad, el propio sistema de
valores y creencias; el encuentro con otros/as,
los amigos, la pareja, el amor como apertura a
otro/a y el cuidado mutuo. 

tLa construcción y la aceptación de las normas
y hábitos que involucran la propia integridad
física y psíquica en el ámbito de las relaciones
afectivas. 

tLa reflexión sobre las distintas expectativas
sociales y culturales acerca de lo femenino y
lo masculino y su repercusión en la vida socio-
emocional, en la relación entre las personas,
en la construcción de la subjetividad y la iden-
tidad y su incidencia en el acceso a la igualdad
de oportunidades y/o la adopción de prácticas
de cuidado. 

tEl análisis crítico de los mensajes de los
medios de comunicación y su incidencia en la
construcción de valores. 

tLa reflexión sobre ideas y mensajes transmi-
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S tidos por los medios de comunicación referidas
a la imagen corporal y los estereotipos. 

tEl ofrecimiento y solicitud de ayuda ante si-
tuaciones que dañan a la propia persona o a
otros/as. 

tLa reflexión sobre las formas en que los de-
rechos de niños, niñas y adolescentes pueden
ser vulnerados: el abuso y violencia sexual, ex-
plotación y “trata de personas”. 

tLa identificación de conductas de “imposición”
sobre los derechos de otros/as y de situaciones
de violencia en las relaciones interpersonales,
a partir del análisis de narraciones de “casos”
y/o “escenas”. 

tEl conocimiento de la Convención Interna-
cional de los Derechos del Niño, la comprensión
de las normas que protegen la vida cotidiana
de niñas y niños y el análisis de su vigencia en
la Argentina. 

Ciencias Naturales

Los contenidos que aportan las ciencias natu-
rales constituyen uno de los pilares sobre los
que se asienta la posibilidad de mejorar la
calidad de la vida humana, pues enriquecen y
sistematizan el conocimiento que las personas
construyen acerca de sí mismas y contribuyen
al cuidado de la salud personal y colectiva, a la
protección y mejoramiento del ambiente en el
que viven y a la comprensión de los procesos
mediante los cuales la vida se perpetúa y evo-
luciona sobre la Tierra. Por todo ello resultan
conocimientos imprescindibles para construir
actitudes de respeto y comportamientos de
protección de la vida. 

Las Ciencias Naturales permiten, entonces,
abordar las múltiples dimensiones de la sexua-
lidad humana, con particular énfasis en los as-
pectos biológicos. 

Teniendo en cuenta los propósitos de la Edu-
cación Sexual Integral, la escuela desarrollará
contenidos que promuevan en el alumnado: 

tEl avance en el proceso del reconocimiento
del cuerpo y sus distintas partes y en la identi-
ficación de las particularidades y diferencias
anátomo-fisiológicas de mujeres y varones, en
las diferentes etapas evolutivas. 

tEl reconocimiento de las implicancias afectivas
de los cambios en la infancia y pubertad. La
valoración de los cambios en los sentimientos
que se producen en mujeres y varones. El
miedo, la vergüenza, el pudor, la alegría, la tris-
teza, el placer. El derecho a la intimidad y el
respeto a la intimidad de los otros/as. 

tEl conocimiento de los procesos humanos
vinculados con el crecimiento, desarrollo y
maduración. La procreación: reproducción hu-
mana, embarazo, parto, puerperio, maternidad
y paternidad, abordadas desde la dimensión
biológica, e integradas con las dimensiones
sociales, afectivas, psicológicas y trascendentes
que los constituyen. 

tEl cuidado de la salud y la prevención de en-
fermedades. El conocimiento de diversos as-
pectos de la atención de la salud sexual y re-
productiva y el reconocimiento de la importancia
de la prevención de enfermedades de transmi-
sión sexual. 

tLa identificación de prejuicios y prácticas re-
feridas a las capacidades y aptitudes de niños y
niñas. 

tEl análisis de situaciones donde aparezca la
interrelación entre los aspectos biológicos,
sociales, psicológicos, afectivos y éticos de la
sexualidad humana. 

Lengua 

El lenguaje es esencial en la conformación de
una comunidad. La cultura lingüística contribuye
a estructurar la sociedad, acompaña su historia
y forma parte de su identidad. Asimismo, cons-
tituye un medio privilegiado de comunicación,
ya que posibilita los intercambios y la interacción
social y, a través de ellos, regula la conducta
propia y ajena. 

A través de su dimensión representativa, el len-
guaje permite al ser humano configurar men-
talmente el mundo que lo rodea, los contenidos
y las categorías, las relaciones y la estructuración
de los mensajes orales y escritos. 

Por medio del lenguaje, las personas se apro-
pian de las imágenes del mundo compartidas
y de los saberes social e históricamente acu-
mulados.
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Hay una estrecha relación entre lenguaje y
pensamiento, por lo tanto, podemos decir que
enseñar a comprender y producir discursos
sociales es enseñar a pensar y a actuar en la
sociedad. También existe una estrecha relación
entre el dominio de la palabra y el ejercicio de
la participación. 

Le corresponde a la escuela brindar igualdad
de posibilidades para que las alumnas y los
alumnos logren el dominio lingüístico y co-
municativo que les permita acceder a infor-
mación, expresar y defender los propios puntos
de vista, construir visiones del mundo com-
partidas o alternativas y participar en los pro-
cesos de circulación y producción de cono-
cimiento. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
estudiantes: 

tLa exploración crítica de las relaciones entre
mujeres y varones y sus roles sociales a lo
largo de la historia, a través del análisis de
textos. 

tEl análisis del uso del lenguaje en sus diversas
formas que permitan la detección de prejuicios,
sentimientos discriminatorios y desvalorizantes
en relación a los otros/as. 

tLa expresión de sentimientos y sensaciones
que provoca la discriminación de cualquier
tipo. 

tEl ejercicio del diálogo como medio para re-
solver conflictos. 

tLa construcción progresiva de habilidades
para expresar la defensa de su integridad per-
sonal (biopsíquica y espiritual). 

tLa producción y valoración de diversos textos
que expresen sentimientos de soledad, angustias,
alegrías y disfrute respecto de los vínculos con
otras personas, en la propia cultura y en otras. 

tLa disposición de las mujeres y los varones
para defender sus propios puntos de vista,
considerar ideas y opiniones de otros, debatirlas
y elaborar conclusiones. 

tLa valoración de textos producidos tanto por
autores como por autoras. 

tLa lectura de obras literarias de tradición oral
y de obras literarias de autor para descubrir y
explorar una diversidad de relaciones y vínculos
interpersonales complejos, que den lugar a la
expresión de emociones y sentimientos. 

Educación Física

La educación física es concebida como una
educación corporal o educación por el movi-
miento, comprometida con la construcción y
conquista de la disponibilidad corporal, síntesis
de la disposición personal para la acción en y
la interacción con el medio natural y social. 

Una educación integral supone que alumnos
y alumnas aprendan a relacionarse con el
propio cuerpo y el propio movimiento, porque
éstos constituyen dimensiones significativas en
la construcción de la identidad personal. Con
el cuerpo y el movimiento las personas se co-
munican, expresan y relacionan, conocen y se
conocen, aprenden a hacer y a ser. Cuerpo y
movimiento son componentes esenciales en
la adquisición del saber del mundo, de la so-
ciedad, de sí mismo y de la propia capacidad
de acción y resolución de problemas. 

La educación física se vale de configuraciones
de movimiento cultural y socialmente signifi-
cativas como los juegos motores y deportes,
la gimnasia, las actividades en la naturaleza y al
aire libre, etc., que junto con las otras disciplinas
contribuyen a la educación integral. 

A través de los juegos y deportes, los alumnos
y alumnas pueden aprender a negociar, modi-
ficar, acordar y respetar las reglas que posibilitan
la igualdad de oportunidades para todos/as.
De esta forma, constituyen espacios privilegiados
para promover la convivencia, la participación,
la cooperación y la solidaridad, así como la in-
tegración social y pertenencia grupal. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en
alumnos y alumnas: 

tEl conocimiento del propio cuerpo y su rela-
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del movimiento y del juego compartido. 

tEl desarrollo de la conciencia corporal y de
las posibilidades lúdicas y motrices en condi-
ciones de igualdad, sin prejuicios apoyados en
las diferencias entre mujeres y varones. 

tEl despliegue de las posibilidades del propio
cuerpo en relación con el medio social, en el
que se incluyen las relaciones entre mujeres y
varones atendiendo a la igualdad en la realización
de tareas grupales, juegos y deportes, aceptación
y elaboración de las reglas. 

tEl desarrollo de actividades corporales y acti-
vidades motrices compartidas entre mujeres y
varones enfatizando el respeto, el cuidado por
uno/a mismo/a y por el/la otro/a y la aceptación
y valoración de la diversidad. 

tLa comprensión, la construcción, la práctica
y la revisión de diferentes lógicas de juego de
cooperación y/o de oposición, con sentido
colaborativo y de inclusión. 

tLa valoración crítica de los juegos tradicionales
de su comunidad y de otras (regionales y na-
cionales) y la participación en algunos de estos
juegos y/o recreación con algunas variantes. 

tEl desarrollo de actitudes de responsabilidad,
solidaridad, respeto y cuidado de sí mismo/a y
de los otros/as a través de actividades motrices
que posibiliten la resolución de conflictos coti-
dianos y la convivencia democrática. 

tLa reflexión acerca de los modelos corporales
presentes en los medios de comunicación, en
la publicidad y en el deporte espectáculo.

Educación Artística 

La educación artística aporta aprendizajes de
relevancia en la Educación Sexual Integral, en
tanto recupera y desarrolla la experiencia
sensible y emocional de los niños/ as y posibilita
el aprendizaje de los diversos lenguajes artísticos,
así como la exploración y el ejercicio de diversas
formas de expresión y comunicación de ideas,
sentimientos, emociones y sensaciones. Estos
aprendizajes promueven la construcción de
relaciones humanas profundas y respetuosas. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos

de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl reconocimiento de las posibilidades ex-
presivas de mujeres y varones a partir de dife-
rentes lenguajes artísticos. 

tLa valoración del cuerpo humano como ins-
trumento de expresión vocal, gestual, del mo-
vimiento, etc. 

tLa exploración de los diferentes lenguajes ar-
tísticos en igualdad de condiciones para mujeres
y varones. 

tLa valoración de las propias producciones y
las de los/as compañeros/as. 

tEl hacer, pensar y sentir de los alumnas y
alumnos a través del conocimiento de los dis-
tintos lenguajes artísticos.

EDUCACIÓN SECUNDARIA
- CICLO BÁSICO

Ciencias Sociales

La comprensión y evaluación de los problemas
de la sociedad actual requieren de actitudes
críticas, flexibles y creativas. Para promover
estas actitudes, las problemáticas del presente
deben enmarcarse en un contexto más amplio,
que rescate las experiencias sociales del pasado
y de grupos y personas de otros ámbitos
sociales y culturales. 

El conocimiento de la diversidad entre los seres
humanos, en relación con los modos de vida,
sus creencias, intereses y particularidades cul-
turales y étnicas permite también, asumir acti-
tudes flexibles y respetuosas frente a los demás,
de modo tal que la valoración de lo propio no
signifique la negación de los otros. 

Dicho conocimiento, por otra parte, enriquece
la experiencia personal en la medida que le
permite a cada ser humano reconocer su con-
dición de miembro de una cultura y de una
historia forjadas a través de las actividades, los
esfuerzos y los afanes de quienes lo han pre-
cedido. 



  199

N
O

R
M

A
T

IV
A

 E
SI

D
O

C
U

M
EN

T
O

S N
A

C
IO

N
A

LES

Las ciencias sociales aportan particularmente
conceptos e información relevantes para la
construcción de una visión integral de los
modos en que las diferentes sociedades en los
diversos contextos y tiempos han ido definiendo
las posibilidades y limitaciones de la sexualidad
humana, tanto en el ámbito de las relaciones
humanas como en relación a los roles en el
mundo público. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa construcción de una identidad nacional
plural respetuosa de la diversidad cultural, de
los valores democráticos, de los derechos hu-
manos y de las relaciones entre varones y mu-
jeres. 

tLa construcción de una ciudadanía crítica,
participativa, responsable y comprometida con
prácticas y valores que promuevan la igualdad,
la solidaridad, la responsabilidad, la justicia y el
respeto de los derechos propios y de los dere-
chos de los otros. 

tEl reconocimiento del diálogo como instru-
mento privilegiado para solucionar problemas
de convivencia y de conflicto de intereses en
la relación con los demás. 

tEl desarrollo de una actitud comprometida
con el cuidado de sí mismo/a y de los/as
otros/as, con énfasis en aspectos vinculados
con la constitución de la sexualidad y las rela-
ciones igualitarias, respetuosas y responsables
entre varones y mujeres. 

tLa reflexión y el análisis crítico de la información
producida y difundida por diversos medios de
comunicación sobre las problemáticas de
mayor impacto social, particularmente aquellas
relacionadas con la sexualidad y las relaciones
problemáticas que puedan derivarse de las di-
ferencias entre varones y mujeres. 

tLa comprensión de los cambios en las confi-
guraciones familiares a lo largo de la historia,
los roles tradicionales para mujeres y varones y
sus transformaciones fundamentalmente a
partir de la segunda mitad del siglo XX, a nivel
mundial y en la Argentina. 

tEl conocimiento de diferentes formas de di-
visión del trabajo y de la propiedad, así como
de las distintas modalidades de producción,
distribución, consumo y apropiación atendiendo
a las diferencias y desigualdades que, a lo largo
de la historia, se han establecido entre varones
y mujeres en su participación en estos procesos
sociales. 

tLa comprensión de distintos sistemas de co-
nocimientos y creencias, profundizando en el
análisis de diversas formas de prejuicio y discri-
minación en diferentes sociedades, atendiendo
especialmente a aquellas que afectan la parti-
cipación de mujeres y varones en diferentes
espacios y procesos sociales: familiares, labo-
rales, políticos; públicos y privados. 

tEl conocimiento de los principales cambios
en la estructura y funciones de las familias en
la Argentina, atendiendo especialmente a las
diversas tendencias en la composición y los
roles familiares, las tradiciones y cambios en el
lugar de las mujeres, hombres y niños/as en
las familias, en vinculación con los cambios en
el contexto socioeconómico. 

tLa comprensión de procesos de construcción
de identidades socioculturales y de la memoria
colectiva en la Argentina actual, reflexionando
críticamente acerca de las ideas en que se
basan los procesos de discriminación, racismo
y exclusión, particularmente aquellas ideas que
originan discriminación y exclusión a partir de
la identidad sexual.

Formación Ética y Ciudadana - Derecho

La sociedad demanda a la escuela que forme
personas íntegras y ciudadanos responsables,
que eduque para la vida plena de cada uno y
de todos/as, y que lo haga conforme a su dig-
nidad de persona y a las necesidades del
mundo contemporáneo. Se trata de desarrollarse
como persona y sujeto social, saber respetar y
valorar a los otros/as, entender la importancia
del orden constitucional y la vida democrática,
saber defender los derechos humanos y el
respeto por la propia identidad y la identidad
de los otros/as. 

Los contenidos que se abordan en este campo
de conocimientos deben ser conocidos y fun-
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implican la formación de las competencias
necesarias para el desarrollo de la persona, de
su juicio moral, de su responsabilidad ciudadana
y de su conciencia de los derechos humanos. 

El área de Formación Ética y Ciudadana - De-
recho aporta aprendizajes de gran relevancia
para la Educación Sexual Integral. Contribuye
a la construcción de autonomía en el marco
de las normas que regulan los derechos y las
responsabilidades para vivir plenamente la 
sexualidad y también brinda conocimientos
sobre los medios y recursos disponibles en la
comunidad para la atención de situaciones de
vulneración de derechos. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa construcción cooperativa de normas a
partir del diálogo sobre situaciones cotidianas
que ocurren en el aula y en la escuela, que
manifiestan prejuicios contra varones y/o mu-
jeres y/o deterioran las relaciones interperso-
nales, en lo que refiere al respeto, cuidado de
sí mismo y de los otros/as. 

tEl reconocimiento y expresión de los deseos
y necesidades propios y el respeto de los
deseos y las necesidades de lo otros, en el
marco del respeto a los derechos humanos. 

tEl conocimiento y la aceptación de las normas
que involucran la propia integridad física y psí-
quica en el ámbito de las relaciones afectivas y
sexuales. 

tEl reconocimiento y la reflexión sobre situa-
ciones de violencia en las relaciones interper-
sonales (específicamente afectivas y sexuales)
o sobre conductas de imposición sobre los
derechos de otros/as. 

tEl conocimiento de leyes, tratados y convenios
nacionales e internacionales relativos a los de-
rechos humanos en general y de los niños,
niñas y adolescentes relacionados con la salud,
la educación y la sexualidad y el desarrollo de
competencias relacionadas con la exigibilidad
de estos derechos. 

tEl conocimiento de los derechos de las di-
versidades sexuales y de la responsabilidad del
Estado frente a situaciones de discriminación
y violación de derechos.

Ciencias Naturales - Educación para la Salud

Los contenidos que aportan las ciencias natu-
rales constituyen uno de los pilares sobre los
que se asienta la posibilidad de mejorar la
calidad de la vida humana, pues enriquecen y
sistematizan el conocimiento que las personas
construyen acerca de sí mismas y contribuyen
al cuidado de la salud personal y colectiva, a la
protección y mejoramiento del ambiente en el
que viven y a la comprensión de los procesos
mediante los cuales la vida se perpetúa y evo-
luciona sobre la Tierra. Por todo ello resultan
conocimientos imprescindibles para construir
actitudes de respeto y comportamientos de
protección de la vida. 

Las ciencias naturales permiten, entonces, abor-
dar las múltiples dimensiones de la sexualidad
humana, con particular énfasis en los aspectos
biológicos. 

Teniendo en cuenta los propósitos de la Edu-
cación Sexual Integral, la escuela desarrollará
contenidos que promuevan en los alumnos y
alumnas: 

tLa interpretación y la resolución de problemas
significativos a partir de saberes y habilidades
del campo de la ciencia escolar, particularmente
aquellos referidos a la sexualidad, el cuerpo
humano y las relaciones entre varones y mujeres,
para contribuir al logro de la autonomía en el
plano personal y social. 

tLa planificación y realización sistemática de
experiencias de investigación para indagar al-
gunos de los fenómenos relativos a la sexualidad
humana, su dimensión biológica articulada con
otras dimensiones (política, social, psicológica,
ética, así como las derivadas de las creencias
de los distintos miembros de la comunidad). 

tLa comprensión de la sexualidad humana
desde la perspectiva científica. 

tEl interés y la reflexión crítica sobre los pro-
ductos y procesos de la ciencia y sobre los
problemas vinculados con la preservación y
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cuidado de la vida, en los aspectos específica-
mente vinculados con la sexualidad y la salud
sexual y reproductiva. 

tEl conocimiento de los procesos humanos
vinculados con el crecimiento, el desarrollo y
maduración. Los órganos sexuales y su fun-
cionamiento. La procreación: reproducción
humana, embarazo, parto, puerperio, maternidad
y paternidad, abordados en su dimensión bio-
lógica articulada con las dimensiones sociales,
afectivas, psicológicas y éticas que los consti-
tuyen. 

tEl reconocimiento de emociones y senti-
mientos vinculados con la sexualidad humana
y sus cambios, estableciendo su diferencia con
la reproducción y genitalidad. 

tEl abordaje de la sexualidad humana a partir
de su vínculo con la afectividad y los diferentes
sistemas de valores y creencias: el encuentro
con otros/as, la pareja, el amor como apertura
al otro/a, el cuidado mutuo en las relaciones
afectivas. 

tEl conocimiento de diversos aspectos de la
salud sexual y reproductiva: promoción y aten-
ción de la salud sexual, prevención de riesgos
y daños, el embarazo en la adolescencia y las
enfermedades de transmisión sexual. 

tEl conocimiento de todos los métodos anti-
conceptivos y de regulación de la fecundidad
existentes, y el análisis de sus ventajas y des-
ventajas para permitir elecciones conscientes
y responsables, enfatizando en que el preser-
vativo es el único método existente para prevenir
el VIH/Sida.

tEl conocimiento de las situaciones de riesgo
o de violencia vinculadas con la sexualidad:
distintas miradas sobre la problemática del
aborto (como problema ético, de salud pública,
moral, social, cultural y jurídico, etc.), las enfer-
medades de transmisión sexual, el acoso sexual,
el abuso y la violencia sexual, el maltrato, la ex-
plotación sexual y trata. 

tEl conocimiento de los marcos legales y la
información oportuna para el acceso a los ser-
vicios de salud que garanticen el efectivo ejer-
cicio de los derechos de las/los adolescentes. 

tEl análisis de situaciones donde aparezca la

interrelación entre los aspectos biológicos, so-
ciales, psicológicos, afectivos, de la sexualidad
humana. 

Lengua y literatura 

El lenguaje es esencial en la conformación de
una comunidad. La cultura lingüística contri-
buye a estructurar la sociedad, acompaña su
historia y forma parte de su identidad. Asi-
mismo, constituye un medio privilegiado de
comunicación, ya que posibilita los intercam-
bios y la interacción social y, a través de ellos,
regula la conducta propia y ajena. 

A través de su dimensión representativa, el len-
guaje permite al ser humano configurar men-
talmente el mundo que lo rodea, los conteni-
dos y las categorías, las relaciones y la
estructuración de los mensajes orales y escritos. 

Por medio del lenguaje, las personas se apro-
pian de las imágenes del mundo compartidas
y de los saberes social e históricamente acu-
mulados. 

Hay una estrecha relación entre lenguaje y
pensamiento, por lo tanto, podemos decir que
enseñar a comprender y producir discursos
sociales es enseñar a pensar y a actuar en la
sociedad. También existe una estrecha relación
entre el dominio de la palabra y el ejercicio de
la participación. 

Le corresponde a la escuela brindar igualdad
de posibilidades para que tanto los alumnos
como las alumnas logren el dominio lingüístico
y comunicativo que les permita acceder a in-
formación, expresar y defender los propios
puntos de vista, construir visiones del mundo
compartidas o alternativas y participar en los
procesos de circulación y producción de co-
nocimiento. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa exploración crítica de los estereotipos
acerca de los roles sociales de mujeres y varo-
nes y los sentimientos o sensaciones que ge-
nera la discriminación. 
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que expresen sentimientos de soledad, angus-
tia, alegría y disfrute respecto de los vínculos
con otras personas, en la propia cultura y en
otras. 

tLa disposición de las mujeres y los varones
para defender sus propios puntos de vista, con-
siderar ideas y opiniones de otros, debatirlas y
elaborar conclusiones.

tLa valoración de textos producidos tanto por
autores como por autoras. 

tEl desarrollo de competencias comunicativas
relacionadas con la expresión de necesidades
y/o solicitud de ayuda ante situaciones de vul-
neración de derechos. 

tEn relación con la literatura 

tLa lectura de obras literarias de tradición oral
y de obras literarias de autor para descubrir y
explorar una diversidad de “mundos” afectivos,
de relaciones y vínculos interpersonales com-
plejos, que den lugar a la expresión de emo-
ciones y sentimientos. 

tLa lectura compartida de biografías de mu-
jeres y varones relevantes en la historia de
nuestro país y del mundo. 

tLa lectura compartida de textos (narraciones
de experiencias personales, cuentos, descrip-
ciones, cartas personales, esquelas) donde
aparezcan situaciones de diferencias de clase,
género, etnias, generaciones y las maneras
de aceptar, comprender o rechazar esas dife-
rencias. 

tLa lectura de libros donde se describan una
diversidad de situaciones de vida de varones y
mujeres y donde se trabaje la complejidad de
sentimientos que provoca la convivencia. 

Educación Física 

La educación física es concebida como una
educación corporal o educación por el movi-
miento, comprometida con la construcción y
conquista de la disponibilidad corporal, síntesis
de la disposición personal para la acción en y
la interacción con el medio natural y social. 

Una educación integral supone que alumnos

y alumnas aprendan a relacionarse con el
propio cuerpo y el propio movimiento, porque
éstos constituyen dimensiones significativas en
la construcción de la identidad personal. Con
el cuerpo y el movimiento las personas se co-
munican, expresan y relacionan, conocen y se
conocen, aprenden a hacer y a ser. Cuerpo y
movimiento son componentes esenciales en
la adquisición del saber del mundo, de la so-
ciedad, de sí mismo y de la propia capacidad
de acción y resolución de problemas. 

La educación física se vale de configuraciones
de movimiento cultural y socialmente signifi-
cativas como los juegos motores y deportes,
la gimnasia, las actividades en la naturaleza y al
aire libre, etc., que junto con las otras disciplinas
contribuyen a la educación integral. 

A través de los juegos y deportes, los alumnos
y alumnas pueden aprender a negociar, modi-
ficar, acordar y respetar las reglas que posibilitan
la igualdad de oportunidades para todos/as.
De esta forma, constituyen espacios privilegiados
para promover la convivencia, la participación,
la cooperación y la solidaridad, así como la in-
tegración social y pertenencia grupal.

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en
alumnos y alumnas: 

tEl desarrollo de la conciencia corporal y la
valoración de las posibilidades motrices, lúdicas
y deportivas en condiciones de igualdad para
varones y mujeres. 

tEl despliegue de la comunicación corporal
entre varones y mujeres enfatizando el respeto,
la responsabilidad, la solidaridad y el cuidado
por uno/a mismo/a y por el/la otro/a. 

tEl reconocimiento del propio cuerpo en el
medio físico, la orientación en el espacio, el
cuidado de los cuerpos de varones y mujeres
así como del medio físico en que se desarrollan
las actividades. 

tEl despliegue de las posibilidades del propio
cuerpo en relación con el medio social, en el
que se incluyen las relaciones de género entre
varones y mujeres atendiendo a la igualdad en
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las oportunidades de realización de tareas gru-
pales, juegos y deportes, aceptación y elabo-
ración de las reglas. 

tEl reconocimiento y respeto por la diversidad
de identidades y de posibilidades motrices, lú-
dicas y deportivas, sin prejuicios derivados por
las diferencias de origen social, cultural, étnico,
religioso y de género, orientados por estereo-
tipos. 

tLa reflexión sobre la competencia en el juego,
en el deporte y en la vida social y la promoción
de juegos cooperativos y no competitivos. La
importancia de la autosuperación. 

Educación Artística 

La educación artística aporta aprendizajes de
relevancia en la Educación Sexual Integral, en
tanto recupera y desarrolla la experiencia
sensible y emocional de los niños/ as y posibilita
el aprendizaje de los diversos lenguajes artísticos,
así como la exploración y el ejercicio de diversas
formas de expresión y comunicación de ideas,
sentimientos, emociones y sensaciones. Estos
aprendizajes promueven la construcción de
relaciones humanas profundas y respetuosas. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl reconocimiento de las posibilidades ex-
presivas de mujeres y varones a partir de dife-
rentes lenguajes artísticos. 

tLa valoración del cuerpo humano como ins-
trumento de expresión vocal, gestual, del mo-
vimiento, etc. 

tLa exploración de los diferentes lenguajes ar-
tísticos en igualdad de condiciones para varones
y mujeres, erradicando prejuicios habitualmente
establecidos. 

tLa valoración de las propias producciones y
las de los/as compañeros/as. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo.

EDUCACIÓN SECUNDARIA
- CICLO ORIENTADO

Ciencias Sociales 

La comprensión y evaluación de los problemas
de la sociedad actual requieren de actitudes
críticas, flexibles y creativas. Para promover
estas actitudes, las problemáticas del presente
deben enmarcarse en un contexto más amplio,
que rescate las experiencias sociales del pasado
y de grupos y personas de otros ámbitos
sociales y culturales. 

El conocimiento de la diversidad entre los seres
humanos, en relación con los modos de vida,
sus creencias, intereses y particularidades cul-
turales y étnicas, permite también asumir acti-
tudes flexibles y respetuosas frente a los demás,
de modo tal que la valoración de lo propio no
signifique la negación de los otros. 

Dicho conocimiento, por otra parte, enriquece
la experiencia personal en la medida que le
permite a cada ser humano reconocer su con-
dición de miembro de una cultura y de una
historia, forjadas a través de las actividades, los
esfuerzos y los afanes de quienes lo han pre-
cedido. 

Las ciencias sociales aportan particularmente
conceptos e información relevantes para la
construcción de una visión integral de los
modos en que las diferentes sociedades en los
diversos contextos y tiempos han ido definiendo
las posibilidades y limitaciones de la sexualidad
humana, tanto en el ámbito de las relaciones
humanas como en relación a los roles en el
mundo público.

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tEl análisis crítico de las diferentes formas de
ejercer la masculinidad y la femineidad a lo
largo de la historia. 

tEl análisis y comprensión sobre las continui-
dades y cambios en las formas históricas de
los vínculos entre las personas. 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
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cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y de “ahora”. 

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Formación Ética y Ciudadana - Derecho 

La sociedad demanda a la escuela que forme
personas íntegras y ciudadanos responsables,
que eduque para la vida plena de cada uno y
de todos/as, y que lo haga conforme a su dig-
nidad de persona y a las necesidades del
mundo contemporáneo. Se trata de desarrollarse
como persona y sujeto social, saber respetar y
valorar a los otros/as, entender la importancia
del orden constitucional y la vida democrática,
saber defender los derechos humanos y el
respeto por la propia identidad y la identidad
de los otros/as. 

Los contenidos que se abordan en este campo
de conocimientos deben ser conocidos y fun-
damentalmente deben ser ejercitados, en tanto
implican la formación de las competencias
necesarias para el desarrollo de la persona, de
su juicio moral, de su responsabilidad ciudadana
y de su conciencia de los derechos humanos. 

El área de Formación Ética y Ciudadana - De-
recho aporta aprendizajes de gran relevancia
para la Educación Sexual Integral. Contribuye
a la construcción de autonomía en el marco
de las normas que regulan los derechos y las
responsabilidades para vivir plenamente la 
sexualidad y también brinda conocimientos
sobre los medios y recursos disponibles en la
comunidad para la atención de situaciones de
vulneración de derechos. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela

desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas:

tEl análisis y debate sobre las identidades 
sexuales desde la perspectiva de los derechos
humanos. El análisis crítico de las formas dis-
criminatorias entre hombres y mujeres en los
distintos ámbitos: la escuela, el hogar, el tra-
bajo, la política, el deporte, entre otros posibles. 

tEl abordaje y análisis crítico de la masculinidad.
La reflexión sobre las representaciones domi-
nantes: fuerza, agresividad, violencia. La identi-
ficación de representaciones estereotipadas
en la construcción de la masculinidad en los
varones. La reflexión sobre las implicancias de
la homofobia. El abordaje, análisis y comprensión
de la masculinidad en otras culturas. La com-
prensión, valoración y reflexión en torno a las
implicancias de la paternidad. 

tEl abordaje y análisis crítico de la femineidad.
La reflexión sobre las representaciones domi-
nantes: fragilidad y pasividad. La identificación
de estereotipos en la construcción de la femi-
neidad en las mujeres. El análisis crítico de la
subvaloración de otras formas de ser mujer que
no incluyan la maternidad. El abordaje, análisis y
comprensión de la femineidad en otras culturas.
La comprensión, valoración y reflexión en torno
a las implicancias de la maternidad. 

tEl respeto de sí mismo/as, del otro/a y la va-
loración y reconocimiento de las emociones y
afectos que se involucran en las relaciones hu-
manas. 

tLa valoración y el respeto por el pudor y la
intimidad propia y la de los otros/as. 

tLa reflexión y valoración de las relaciones in-
terpersonales con pares, con adultos y con los
hijos e hijas. 

tEl conocimiento de normas y leyes que tien-
den a garantizar los derechos humanos: Leyes
N°: 26.150, 24.632, 25.763, 25.673; Declaración
Universal de Derechos Humanos; Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre; Convención sobre los Derechos del
Niño (CDN); Convención sobre Eliminación
de todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer (CEDAW); Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos; Convención Americana
sobre Derechos Humanos. 
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tEl análisis crítico de prácticas basadas en pre-
juicios de género. 

tLa valoración del derecho de las personas a
vivir su sexualidad de acuerdo a sus convicciones
y preferencias en el marco del respeto por los
derechos de los/as otros/as. 

tEl conocimiento y el análisis de las implicancias
de los alcances de los derechos y responsabi-
lidades parentales frente a un hijo o hija. 

tEl conocimiento y el análisis de las implicancias
de los derechos y responsabilidades de los
hijos e hijas frente a los progenitores. 

tEl conocimiento, reflexión y análisis crítico
referido a las tecnologías de la reproducción y
de intervención sobre el cuerpo. 

tEl conocimiento de diversos aspectos de la
atención de la salud sexual y reproductiva: los
métodos anticonceptivos y de regulación de
la fecundidad. 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
cencia y juventud como hecho subjetivo y
cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y “ahora”.

tLa reflexión en torno al cuerpo que cambia,
la búsqueda de la autonomía y su construcción
progresiva. 

tEl fortalecimiento de los procesos de cons-
trucción de identidad y autoestima. 

tLa valoración de las relaciones de amistad y
de pareja. La reflexión en torno a las formas
que asumen estas relaciones en los distintos
momentos de la vida de las personas. 

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa indagación y reflexión en torno al lugar de
la mirada de los/as otros/as. 

tLa reflexión y valoración del cuerpo como
expresión de la subjetividad. La promoción de

la autovaloración del propio cuerpo como so-
porte de la confianza, el crecimiento y la auto-
nomía progresiva. 

tEl análisis e identificación de situaciones de
vulneración de los derechos de los niños, niñas
y adolescentes. 

tEl análisis, identificación e implicancias de si-
tuaciones de incesto y abuso sexual infantil;
pornografía infantil; trata de niñas, de niños, de
adolescentes y de jóvenes. 

tEl reconocimiento de la discriminación como
expresión de maltrato. 

tLa identificación de prejuicios y sus compo-
nentes valorativos, cognitivos y emocionales. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Ciencias Naturales - Educación para la Salud 

Los contenidos que aportan las ciencias natu-
rales constituyen uno de los pilares sobre los
que se asienta la posibilidad de mejorar la
calidad de la vida humana, pues enriquecen y
sistematizan el conocimiento que las personas
construyen acerca de sí mismas y contribuyen
al cuidado de la salud personal y colectiva, a la
protección y mejoramiento del ambiente en el
que viven y a la comprensión de los procesos
mediante los cuales la vida se perpetúa y evo-
luciona sobre la Tierra. Por todo ello resultan
conocimientos imprescindibles para construir
actitudes de respeto y comportamientos de
protección de la vida. 

Las ciencias naturales permiten, entonces, abor-
dar las múltiples dimensiones de la sexualidad
humana, con particular énfasis en los aspectos
biológicos. 

Teniendo en cuenta los propósitos de la Edu-
cación Sexual Integral, la escuela desarrollará
contenidos que promuevan en los alumnos y
alumnas:

tEl fortalecimiento de los procesos de auto-
nomía y la responsabilidad en las relaciones
humanas y en particular las que involucran a la
sexualidad. 
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misión sexual. 

tLa promoción de actitudes de cuidado de la
salud y hábitos de prevención de las infecciones
de transmisión sexual (incluido el VIH-Sida). 

tEl conocimiento de la Ley de Salud Sexual y
Procreación Responsable. 

tEl conocimiento y la utilización de los recursos
disponibles en el sistema de salud de acuerdo
con la Ley de Salud Reproductiva y Procreación
Responsable. 

tEl conocimiento de las responsabilidades de
los efectores de salud en caso de consultas de
jóvenes mayores de 14 años. El conocimiento
del derecho al buen trato como pacientes. 

tEl conocimiento anatómico y fisiológico en
las diferentes etapas vitales. 

tEl conocimiento y la reflexión sobre fecun-
dación, desarrollo embriológico, embarazo y
parto. 

tLa reflexión en torno a las implicancias del
embarazo en la adolescencia. 

tLa indagación y análisis crítico sobre los mitos
o creencias del sentido común en torno al
cuerpo y la genitalidad. 

tEl conocimiento, la reflexión y el análisis
crítico sobre las tecnologías de la reproducción
y de intervención sobre el cuerpo. 

tLa indagación y análisis crítico sobre distintas
concepciones sobre la salud y la sexualidad en
el tiempo y en los distintos contextos. 

tEl conocimiento de diversos aspectos de la
atención de la salud sexual y reproductiva: los
métodos anticonceptivos y de regulación de
la fecundidad. 

tLa promoción de comportamientos saluda-
bles: hábitos de higiene, cuidado del propio
cuerpo y el de los otros/as, la visita periódica a
los servicios de salud. 

tLa promoción de comportamientos saludables
en relación a la comida. El conocimiento y re-
flexión en torno a la nutrición en general y los
trastornos alimentarios (bulimia, anorexia y
obesidad) durante la adolescencia. 

tEl conocimiento sobre los cuidados del niño

y de la madre durante el embarazo. La reflexión
y valoración del rol paterno y materno. 

tLa valoración de las relaciones de amistad y
de pareja. La reflexión en torno a las formas
que asumen estas relaciones en los distintos
momentos de la vida de las personas. 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
cencia y juventud como hecho subjetivo y
cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y de “ahora”. 

tLa reflexión en torno al cuerpo que cambia,
la búsqueda de la autonomía y su construcción
progresiva.

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa indagación y reflexión en torno al lugar de
la mirada de los otros y las otras. 

tDesarrollo de habilidades básicas protectivas
para evitar situaciones de vulneración de los
propios derechos. Incesto y abuso sexual. 

tDesarrollo de habilidades básicas protectivas
para evitar riesgos relacionados con la porno-
grafía infantil, la trata de niñas, de niños, de
adolescentes y de jóvenes: 

• Posibilidad de identificar conductas que
denoten abuso de poder en general y abuso 
sexual en particular de los adultos en las
distintas instituciones en las cuales los niños,
niñas y adolescentes transitan sus experien-
cias vitales. 

• Posibilidad de comunicar sus temores y
pedir ayuda a adultos responsables en situa-
ciones de vulneración de sus propios derechos
o de los de sus amigos y compañeros. 

• Conocimiento de los organismos protec-
tores de derechos de su entorno (líneas te-
lefónicas, programas específicos, centros de
atención, etc.). 

• Posibilidad de decir “no” frente a presiones
de pares. 
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• Posibilidad de diferenciar las lealtades gru-
pales y las situaciones de encubrimiento de
situaciones de vulneración de derechos. 

tEl reconocimiento de la discriminación como
expresión de maltrato. 

tEl desarrollo de una actitud comprometida
con la protección y promoción de la vida y el
cuidado de sí mismo/a y de los otros/as, con
énfasis en aspectos vinculados con la consti-
tución de relaciones igualitarias, respetuosas y
responsables entre las personas. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Lengua

El lenguaje es esencial en la conformación de
una comunidad. La cultura lingüística contribuye
a estructurar la sociedad, acompaña su historia
y forma parte de su identidad. Asimismo, cons-
tituye un medio privilegiado de comunicación,
ya que posibilita los intercambios y la interacción
social y, a través de ellos, regula la conducta
propia y ajena. 

A través de su dimensión representativa, el len-
guaje permite al ser humano configurar men-
talmente el mundo que lo rodea, los contenidos
y las categorías, las relaciones y la estructuración
de los mensajes orales y escritos.

Por medio del lenguaje, las personas se apropian
de las imágenes del mundo compartidas y de
los saberes social e históricamente acumulados. 

Hay una estrecha relación entre lenguaje y
pensamiento, por lo tanto, podemos decir que
enseñar a comprender y producir discursos
sociales es enseñar a pensar y a actuar en la
sociedad. También existe una estrecha relación
entre el dominio de la palabra y el ejercicio de
la participación. 

Le corresponde a la escuela brindar igualdad
de posibilidades para que los alumnos/as logren
el dominio lingüístico y comunicativo que les
permita acceder a información, expresar y de-
fender los propios puntos de vista, construir vi-
siones del mundo compartidas o alternativas y

participar en los procesos de circulación y pro-
ducción de conocimiento. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa reflexión y el reconocimiento de: el amor
romántico, el amor materno y los distintos
modelos de familia a lo largo de la historia. 

tLa reflexión e indagación sobre la expresión
de los sentimientos amorosos a lo largo de la
vida. 

tLa indagación, reflexión y análisis crítico en
torno a la violencia sexual; la coerción hacia la
“primera vez”; la presión de grupo de pares y
los medios de comunicación. 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
cencia y juventud como hecho subjetivo y
cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y de “ahora”. 

tLa valoración de las relaciones de amistad y
de pareja. La reflexión en torno a las formas
que asumen estas relaciones en los distintos
momentos de la vida de las personas. 

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa indagación y reflexión en torno al lugar de
la mirada de los/as otros/as. 

tEl reconocimiento de la discriminación como
expresión de maltrato. 

tLa identificación de prejuicios y sus compo-
nentes valorativos, cognitivos y emocionales. 

tLa producción y análisis de diversos textos
que expresen sentimientos de soledad, an-
gustia, alegría y disfrute, respecto de los vín-
culos con otras personas, en la propia cultura
y en otras. 

tLa reflexión crítica en torno a los mensajes
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a la sexualidad.

tEl desarrollo de competencias comunicativas,
relativas a los procesos de comprensión de
textos orales o escritos; la producción de textos
orales o escritos y la apropiación reflexiva de
las posibilidades que brinda el lenguaje en fun-
ción de la optimización de los procesos de
comprensión y producción de textos. 

tEl desarrollo de competencias para la comu-
nicación social considerando el contexto y si-
tuación en que éstas se manifiesten. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Educación Artística

La educación artística aporta aprendizajes de
relevancia en la Educación Sexual Integral, en
tanto recupera y desarrolla la experiencia sen-
sible y emocional de los niños/ as y posibilita
el aprendizaje de los diversos lenguajes artísti-
cos, así como la exploración y el ejercicio de
diversas formas de expresión y comunicación
de ideas, sentimientos, emociones y sensacio-
nes. Estos aprendizajes promueven la cons-
trucción de relaciones humanas profundas y
respetuosas. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas: 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
cencia y juventud como hecho subjetivo y
cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y de “ahora”. 

tLa reflexión en torno al cuerpo que cambia,
la búsqueda de la autonomía y su construcción
progresiva. 

tEl fortalecimiento de los procesos de cons-
trucción de identidad y autoestima. 

tLa valoración de las relaciones de amistad y
de pareja. 

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa indagación y reflexión en torno al lugar de
la mirada de los/as otros/as. 

tLa reflexión y valoración del cuerpo como
expresión de la subjetividad. La promoción de
la autovaloración del propio cuerpo como so-
porte de la confianza, el crecimiento y la auto-
nomía progresiva. 

tEl reconocimiento de las posibilidades ex-
presivas de las personas a partir de diferentes
lenguajes artísticos. 

tLa valoración del cuerpo humano como ins-
trumento de expresión vocal, gestual, del mo-
vimiento, etc.

tLa exploración de los diferentes lenguajes ar-
tísticos en igualdad de condiciones para todas
las personas, removiendo prejuicios de género. 

tLa valoración de las propias producciones y
las de los/as compañeros/as. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad.

Educación Física 

La educación física es concebida como una
educación corporal o educación por el movi-
miento, comprometida con la construcción y
conquista de la disponibilidad corporal, síntesis
de la disposición personal para la acción en y
la interacción con el medio natural y social. 

Una educación integral supone que alumnos
y alumnas aprendan a relacionarse con el
propio cuerpo y el propio movimiento, porque
éstos constituyen dimensiones significativas en
la construcción de la identidad personal. Con
el cuerpo y el movimiento, las personas se co-
munican, expresan y relacionan, conocen y se
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conocen, aprenden a hacer y a ser. Cuerpo y
movimiento son componentes esenciales en
la adquisición del saber del mundo, de la so-
ciedad, de sí mismo y de la propia capacidad
de acción y resolución de problemas. 

La educación física se vale de configuraciones
de movimiento cultural y socialmente signifi-
cadas como los juegos motores y deportes, la
gimnasia, las actividades en la naturaleza y al
aire libre, etc, que junto con las otras disciplinas
contribuyen a la educación integral. A través
de los juegos y deportes, los alumnos y alumnas
pueden aprender a negociar, modificar, acordar
y respetar las reglas que posibilitan la igualdad
de oportunidades para todos/as. De esta forma,
constituyen espacios privilegiados para promover
la convivencia, la participación, la cooperación
y la solidaridad, así como la integración social
y pertenencia grupal. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en
alumnos y alumnas: 

tLa indagación y análisis crítico sobre la cons-
trucción social e histórica del ideal de la belleza
y del cuerpo para varones y mujeres. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa indagación y reflexión en torno al lugar de
la mirada de los/as otros/as. 

tLa reflexión y valoración del cuerpo como
expresión de la subjetividad. La promoción de
la autovaloración del propio cuerpo como so-
porte de la confianza, el crecimiento y la auto-
nomía progresiva.

tEl despliegue de la comunicación corporal
entre varones y mujeres enfatizando el respeto,
la responsabilidad, la solidaridad y el cuidado
por uno/a mismo/a y por el/la otro/a. 

tEl reconocimiento del propio cuerpo en el
medio físico, la orientación en el espacio, el
cuidado de los cuerpos de varones y mujeres
así como del medio físico en que se desarrollan
las actividades. 

tLa reflexión en torno a la competencia y la

promoción de los juegos y deportes colabora-
tivos. 

tLa promoción de igualdad de oportunidades
para el ejercicio de deportes de varones y mu-
jeres. 

tLa exploración de las posibilidades del juego
y de distintos deportes, brindando igualdad de
oportunidades a varones y mujeres. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Humanidades 

Los contenidos que se desarrollan en los es-
pacios curriculares agrupados en Humanidades
pueden aportar significativamente a la ESI. 

Los relacionados con la filosofía promueven la
indagación sobre cuestiones existenciales que
despiertan el interés de los adolescentes, ya
que a partir de cuestiones específicas de la dis-
ciplina pueden resignificarse y analizarse hechos
de la vida cotidiana. A la vez constituye un
campo disciplinar que desarrolla la reflexión y
la autorreflexión en pos del pensamiento crítico
y riguroso. 

Temas de relevancia que son imprescindibles
para el abordaje integral de la ESI pueden ser
incluidos en este espacio curricular. Por ejem-
plo, la tensión entre lo particular y lo general
(desarrollo de creencias particulares, o aque-
llas de carácter más general y por todos com-
partidas en tanto representan derechos
inalienables), la aceptación de la diversidad
como expresión de lo humano, el aprendizaje
de valores trascendentes, la puesta en práctica
de reflexiones sobre valores tales como: “lo
bueno, lo bello, lo sano”, y otros. 

Los agrupados en torno a la psicología, por
otra parte, permiten el tratamiento de las
complejidades de la adolescencia. Además,
predisponen a los adolescentes y jóvenes para
el mejor conocimiento de sí mismos y de sus
pares, el análisis crítico de las distintas formas
de ser adolescente, la identificación de ries-
gos, la educación emocional y el desarrollo de
habilidades para la vida, el establecimiento de
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pares y adultos. Estas son algunas de las cues-
tiones posibles de ser trabajadas desde la dis-
ciplina. 

Teniendo en cuenta los propósitos formativos
de la Educación Sexual Integral enunciados en
el punto 1 del presente documento, la escuela
desarrollará contenidos que promuevan en los
alumnos y alumnas:

Filosofía

tLa identificación de prejuicios y sus compo-
nentes valorativos, cognitivos y emocionales
relativos a la sexualidad. 

tEl reconocimiento de la diferencia entre ética
y moral y su relación con el campo de la sexua-
lidad. 

tLa consideración de problemas de ética apli-
cada a través del análisis de casos. 

tLa identificación de la tensión entre lo particular
y lo universal. 

tEl reconocimiento de las implicancias sociales
y éticas de los avances científicos y tecnológicos. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a las
implicancias del uso de las nuevas tecnologías
de la información y la comunicación sobre el
comportamiento individual y las relaciones in-
terpersonales. 

tLa reflexión y análisis crítico referido a las
tecnologías de la reproducción y de intervención
sobre el cuerpo.

tLa reflexión y análisis crítico en torno a la va-
loración de patrones hegemónicos de belleza
y la relación con el consumo. 

tLa promoción de la salud integral y la consi-
deración de las dimensiones biológicas, sociales,
económicas, culturales, psicológicas, históricas,
éticas y espirituales como influyentes en los
procesos de salud-enfermedad. 

Psicología

tLa identificación de las distintas áreas de la
conducta y las motivaciones de la misma. 

tLa identificación de la sexualidad como ele-
mento constitutivo de la identidad. 

tEl respeto de sí mismos/as, del otro y de la
otra, y la valoración y reconocimiento de las
emociones y afectos que se involucran en las
relaciones humanas. 

tLa valoración y el respeto por el pudor y la
intimidad propia y la de los otros/as. 

tLa reflexión y valoración de las relaciones in-
terpersonales con pares, con adultos y con los
hijos/as. 

tEl conocimiento de diversos aspectos de la
atención de la salud sexual y reproductiva: los
métodos anticonceptivos y de regulación de
la fecundidad. 

tLa reflexión en torno a la pubertad, adoles-
cencia y juventud como hecho subjetivo y
cultural, las distintas formas de ser joven según
los distintos contextos y las experiencias de
vida. La apreciación y valoración de los cambios
y continuidades en los púberes y jóvenes de
“antes” y “ahora”. 

tLa reflexión en torno al cuerpo que cambia,
la búsqueda de la autonomía y su construcción
progresiva.

tLa reflexión y valoración del cuerpo como
expresión de la subjetividad. La promoción de
la autovaloración del propio cuerpo como so-
porte de la confianza, el crecimiento y la auto-
nomía progresiva. 

tLa valoración de las relaciones de amistad y
de pareja. La reflexión en torno a las formas
que asumen estas relaciones en los distintos
momentos de la vida de las personas. 

tLa identificación de los distintos tipos de
grupos en los cuales transcurren las experiencias
vitales de adolescentes y jóvenes. La incidencia
de los grupos primarios y secundarios en la
configuración de la identidad. La familia y la
escuela. El grupo de pares. Las normas. La
asunción y adjudicación de roles en los grupos.
La dinámica y los conflictos grupales. 

tLa reflexión y análisis crítico en torno a las
implicancias del uso de las nuevas tecnologías
de la información y la comunicación sobre el
comportamiento individual y las relaciones in-
terpersonales. 

tLa construcción de la imagen de sí mismos y
de los otros. La promoción de la salud integral
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y la consideración de las dimensiones biológicas,
sociales, económicas, culturales, psicológicas,
históricas, éticas y espirituales como influyentes
en los procesos de salud-enfermedad.

EDUCACIÓN SUPERIOR: 
FORMACIÓN DE DOCENTES

En tanto la escuela representa el escenario
institucional previsto por el Estado para garantizar
y proteger los derechos de los niños, niñas y
jóvenes en esta temática, es su responsabilidad
garantizar procesos permanentes de capacita-
ción y formación sistemática para otorgar a
los docentes las condiciones adecuadas para
la enseñanza de contenidos de educación
sexual integral.

El rol protagónico que ocupan los docentes
en ofrecer a los alumnos y alumnas oportuni-
dades formativas integrales en la temática,
obliga a diseñar acciones sistemáticas que
ofrezcan a los docentes la posibilidad de
alcanzar una sólida formación integral inicial y
una capacitación continua que comprenda,
en primera instancia, la reflexión y problemati-
zación de sus saberes previos y representaciones
sobre la sexualidad. 

Una estrategia de formación docente que res-
ponda a estos criterios contribuirá a garantizar
el efectivo cumplimiento de los propósitos es-
tablecidos por el Programa Nacional de Edu-
cación Sexual Integral. 

A tal fin, dicha formación deberá: 

1. Permitir a los docentes sostener su tarea a
partir de conocimientos y experiencias peda-
gógicas validadas y actualizadas que les permi-
tan una comprensión integral de la salud, de la
sexualidad humana y del rol de la escuela y del
docente en la temática, así como de habilida-
des y estrategias metodológicas apropiadas
para el trabajo de los contenidos en el aula. 

2. Ofrecer a los docentes una formación amplia
que les permita brindar conocimientos e infor-
mación y promover situaciones de aprendizaje
desde un espacio curricular específico o desde
la disciplina de su especialidad. Incluir en dicha
formación la posibilidad de trabajar sus incerti-
dumbres y prejuicios o estereotipos, para poder

así separar su responsabilidad en cuanto a la
educación sexual del terreno de las opiniones
y experiencias personales. 

3. Preparar a los docentes en el manejo crítico
de mensajes e información relativos a la ESI a
partir de una formación pluridisciplinaria y ho-
lística que favorezcan las capacidades de los
alumnos y alumnas en el cuidado y promoción
de la salud, el cuidado, disfrute y respeto del
cuerpo propio y ajeno, y el conocimiento y
respeto de los propios derechos y los derechos
de los/as y otros/as. 

4. Asegurar un enfoque coherente de la ESI en
el sistema educativo a partir de una formación
inicial sistemática que provea de un código
compartido a todos los docentes más allá del
nivel en el cual se desempeñan, dando lugar a
una adecuada gradualidad y transversalidad de
los contenidos a lo largo de toda la trayectoria
escolar de los niños, niñas, jóvenes y adultos.

5. Permitir a los docentes adquirir conocimientos
que permitan una visión crítica de los distintos
modelos hegemónicos de manera de poder
combinar los aportes de las distintas posturas
en pos de evitar reduccionismos de cualquier
tipo, hacia un abordaje integral de la temática
en el marco de los derechos humanos. 

6. Identificar las diversas interpretaciones his-
tóricas sobre la sexualidad y sus correlatos en
las prácticas pedagógicas para promover la
permanente reflexión sobre las propias inter-
pretaciones y concepciones de la sexualidad. 

7. Fortalecer el lugar y responsabilidad que
tienen los docentes en su carácter de adultos
y docentes frente a los niños, niñas y adoles-
centes.

Se parte del supuesto de que si bien los do-
centes no serán expertos que posean las res-
puestas a todos los temas vinculados a la ESI,
existen contenidos consensuados que deberán
estar en condiciones de enseñar. 

A continuación se enumeran algunos de los
ejes que deberán ser tenidos en cuenta al mo-
mento de diseñar los lineamientos curriculares
para la formación docente: 

1. Adquirir conocimientos amplios, actualizados
y validados científicamente sobre las distintas
dimensiones de la educación sexual integral,
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transmisión a niños, niñas y adolescentes. 

2. Comprender la complejidad de los procesos
de construcción de la sexualidad y sus expre-
siones a lo largo de cada período madurativo. 

3. Conocer la normativa nacional e internacional
que sostiene la responsabilidad del Estado en
la educación sexual, y los derechos de los
niños, niñas y adolescentes de recibir dicha
educación en iguales condiciones, sin discri-
minación alguna. 

4. Adquirir capacidades para la generación de
espacios que permitan el desarrollo pleno de
los derechos de niños, niñas y adolescentes
reconocidos por el marco normativo nacional
e internacional desarrollados en el presente
documento. 

5. Desarrollar habilidades para el tratamiento
de situaciones producto de las diversas formas
de vulneración de derechos como el maltrato
infantil, el abuso sexual y la trata de niños. 

Estrategias de formación docente continua

1. Ciclos de formación y desarrollo profesional.
Constituyen una modalidad de formación que
incluye diversas actividades que focalizan en
aspectos temáticos relacionados con la expe-
riencia de los docentes que participan y con
su desempeño actual o futuro. Apuntan a pro-
blematizar y analizar críticamente la tarea do-
cente en diferentes dimensiones y desde
diversas perspectivas. Entre las actividades a
desarrollar dentro de esta modalidad es posible
incluir y combinar, entre otras:

a. Talleres de análisis de casos. 

b. Talleres de reflexión sobre la posición del
docente frente a la temática y su responsa-
bilidad como adulto frente a niños/as y jóve-
nes, la reflexión sobre su propia formación y
sus supuestos y las dificultades para abordar
estos temas. 

c. Estudio de incidentes críticos y propuesta
de formas alternativas de actuación docente; 

d. Lectura y discusión de bibliografía; 

e. Conferencias y paneles a cargo de expertos; 

f. Elaboración de planes de trabajo y proyectos
a cargo de los docentes participantes; 

g. Relevamiento e intercambio de experiencias
significativas desarrolladas sobre estos temas. 

2. La formación centrada en la escuela. Pro-
pone un trabajo a la medida de las escuelas y
los docentes. Esta modalidad puede adquirir
diversas características, pero conduce a una
revisión de las reglas de juego tradicionales y
al establecimiento de nuevos vínculos entre el
docente, el conocimiento y su práctica. Dentro
de esta modalidad, se pueden organizar, articular
y combinar distintas actividades dando lugar a
variados dispositivos de desarrollo profesional
docente, entre los cuales pueden mencionarse: 

a. Asesoramiento pedagógico a docentes y
escuelas; 

b. Elaboración y desarrollo de proyectos cu-
rriculares e institucionales;

c. Ateneos pedagógicos para la discusión de
casos; 

d. Proyectos de documentación de expe-
riencias pedagógicas; 

e. Apoyo profesional mutuo entre colegas y
con la colaboración de expertos;

f. Elaboración de materiales para el aula. 

Esta modalidad de desarrollo profesional permite
focalizar en la detección, análisis y solución de
los problemas prácticos que tienen los colectivos
docentes, planteando nuevos caminos y alter-
nativas para la enseñanza y el aprendizaje de
los alumnos. Este tipo de estrategias apunta a
superar el carácter individualista de otro tipo
de acciones, al promover un trabajo colaborativo
entre pares y situacional en las instituciones.
Uno de los desafíos es generar compromisos
colectivos en el interior de la escuela entre
grupos de docentes. El otro es atender la he-
terogeneidad de los escenarios institucionales
en donde trabajan los docentes.

3. Redes de maestros y profesores. Pueden
constituirse en una modalidad de trabajo y for-
mación muy valiosa. Permiten enfocar la for-
mación permanente en la ESI en diferentes
ciclos de la escolaridad, para brindar a los do-
centes la oportunidad de profundizar en el co-
nocimiento de sus alumnos, en las estrategias
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de enseñanza relativas a determinadas etapas
de la escolaridad. A través de las Redes, los do-
centes forman parte de un colectivo profesional,
su experiencia es respetada y pueden ser parti-
cipantes activos de una comunidad discursiva
para el mejoramiento de su práctica. Las Redes
rompen con el aislamiento y el trabajo solitario
que caracteriza en muchos casos a la tarea del
docente y responden a la necesidad que éstos
tienen de compartir con otros colegas, en una
relación horizontal y poco institucionalizada,
sus experiencias y opiniones. Esta forma de
trabajo permite aumentar la motivación de los
docentes y sus conocimientos, generando
compromiso con la mejora de la educación. 

Se requiere impulsar dispositivos que trabajen
a partir del armado de Redes de maestros,
profesores e instituciones. Este mecanismo
podrá reunir a profesores que trabajan en más
de un establecimiento, pero que se encuentran
y comparten su tarea en alguna de esas escuelas.
También permite vinculaciones con otras redes
de profesionales del campo social o del campo
de la salud para consolidar el abordaje integral
de la educación sexual. 

La utilización de las Nuevas Tecnologías, a
través del e-mail, de la creación de e-groups y
de plataformas virtuales, se convierte en una
herramienta que facilita la comunicación y el
trabajo conjunto a pesar de las distancias físicas. 

4. Postítulos. Se trata de propuestas formativas
a término, de duración mayor que los ciclos
formativos, destinadas a docentes en ejercicio
que permiten focalizar en las distintas dimen-
siones de la ESI desde un enfoque integrador,
y contribuyen a fortalecer prácticas y actualizar
saberes docentes.

Resolución CFE N° 340/18 

Puerto Iguazú, Misiones, 

22 de mayo de 2018

VISTO la Ley de Educación Nacional N° 26.206,
la Ley de Educación Sexual Integral N° 26.150,
la Ley Educar en Igualdad: Prevención y Erra-
dicación de la Violencia de Género N° 27.234,
la Ley de creación del Programa Nacional de

Salud Sexual y Procreación Responsable N°
25.673, la Ley N° 26.618 de modificación al
Matrimonio Civil, la Ley N° 26.743 de Identidad
de Género, la Resolución CFE N°45/08, el Plan
Estratégico Nacional “Argentina Enseña y Apren-
de”, creado por Resolución CFE N° 285/16, el
Plan Nacional de Formación Docente 2016-
2021, creado por Resolución CFE N° 286/16 y, 

CONSIDERANDO: 

Que conforme a la Ley de Educación Nacional
N° 26.206, la educación es una prioridad na-
cional y se constituye en política de estado
para construir una sociedad justa y profundizar
el ejercicio de la ciudadanía democrática, res-
petar los derechos humanos y fortalecer el de-
sarrollo económico y social de la nación, entre
otros. 

Que el artículo 67 de la citada ley establece
que los docentes tienen el derecho a ser ca-
pacitados y es responsabilidad del Estado im-
plementar políticas de capacitaciones integrales,
gratuitas y de calidad. 

Que la Ley N° 26.150 crea el Programa Nacional
de Educación Sexual Integral en el ámbito del
Ministerio de Educación con el objeto de ga-
rantizar el derecho a recibir una educación
sexual integral a todos los/as alumnos/as del
país que asisten a establecimientos educativos
públicos, de gestión estatal y privada de las ju-
risdicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal. 

Que por Resolución CFE N° 45/08 se aprueban
los Lineamientos Curriculares de Educación
Sexual Integral y que los mismos constituyen
contenidos básicos comunes obligatorios para
todas las jurisdicciones. 

Que en ese sentido el Programa Nacional de
Educación Sexual Integral, desde su creación,
elabora los contenidos para los cursos de ca-
pacitación docente y los materiales técnico-
pedagógicos para docentes, familias y estu-
diantes, como así también desarrolla acciones
de acompañamiento a los referentes jurisdic-
cionales de educación sexual integral. 

Que la Ley N° 25.673 busca garantizar a toda
la población el acceso a la información, orien-
tación, métodos y prestaciones de servicios
referidos a la salud sexual y procreación res-
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respecto. 

Que la Ley N° 26.061 busca favorecer la pre-
vención de situaciones de vulneración de de-
rechos de niños, niñas y adolescentes y cons-
tituye a todas las instituciones del Estado como
parte integrante del sistema integral de protec-
ción de derechos.

Que la Ley N° 27.234 establece la obligatoriedad
de realización de al menos una jornada anual
en todos los establecimientos educativos del
país con el objetivo de que alumnos, alumnas
y docentes desarrollen y afiancen actitudes,
saberes, valores y prácticas que contribuyen a
prevenir y erradicar la violencia de género. 

Que el Plan Estratégico Nacional “Argentina
Enseña y Aprende”, creado por resolución del
CFE N° 285/16, presenta los ejes y objetivos
prioritarios de la política educativa federal para
el periodo 2016-2021 en el marco de la Ley de
Educación Nacional N° 26.206, que incluye la
implementación de la Educación Sexual Integral
en todos los niveles y modalidades. 

Que para contribuir con los objetivos antes
descriptos, a través de la Resolución CFE N°
286/16, se aprobó el Plan Nacional de Forma-
ción Docente 2016- 2021. 

Que el Plan Nacional de Acción para la Pre-
vención, Asistencia y Erradicación de la violencia
contra las mujeres 2017 – 2019 establece como
responsabilidad del Ministerio de Educación
de la Nación la implementación de la Educación
Sexual Integral acorde a lo establecido por la
Ley N° 26.150. 

Que el Comité Ejecutivo para Lucha contra la
Trata y Explotación de personas y para la pro-
tección y asistencia a las víctimas le indica al
Ministerio de Educación de la Nación el cum-
plimiento de la enseñanza de los Lineamientos
Curriculares vinculados con la temática. 

Que los Ministerios de Educación, Desarrollo
Social y Salud de la Nación llevan delante de
manera articulada el Plan Nacional de Reducción
y Disminución del Embarazo no Intencional
en la Adolescencia como política pública prio-
ritaria. 

Que a través de la Ley N° 26.618 se realizaron
modificaciones relacionadas al matrimonio

civil, entre las cuales se encuentra que el ma-
trimonio tendrá los mismos requisitos y efectos,
con independencia de que los contrayentes
sean del mismo o de diferente sexo. 

Que la Ley N° 26.743 establece el derecho a la
identidad de género en nuestro país. 

Que se requiere la creación de acciones que
se orienten a sostener las oportunidades para
el desarrollo integral de todos los/as niños/as,
adolescentes y jóvenes que garanticen el ejer-
cicio pleno de su salud y de sus derechos para
el desarrollo de su proyecto de vida en base a
los valores de igualdad, respeto a la diversidad,
justicia social y libertad. 

Que reconociendo y valorando la normativa
mencionada, las leyes vigentes y el abordaje
de la temática en las diferentes jurisdicciones,
se considera pertinente profundizar el esfuerzo
hasta el momento logrado para efectuar el
pleno cumplimiento de los objetivos y fines de
la Ley de Educación Sexual Integral.

Que la presente medida se adopta con el voto
afirmativo de todos los miembros de esta
Asamblea Federal, a excepción de las provincias
de Formosa, Neuquén y San Luis por ausencia
der sus representantes y la abstención de la
provincia de Santa Cruz, conforme lo previsto
por la Resolución CFE N° 1/07. 

Por ello, 

LA 87° ASAMBLEA DEL CONSEJO FEDERAL
DE EDUCACIÓN RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Asegurar las acciones necesarias
para el cumplimiento de un espacio específico
de Educación Sexual Integral en la Formación
Inicial de todos los futuros docentes según los
núcleos de aprendizajes prioritarios para cada
nivel educativo que se encuentran en el anexo
que forma parte integrante de la presente
norma. 

ARTÍCULO 2°.- Establecer que se incluya en
los planes institucionales, el enfoque integral
de la Educación Sexual Integral ya sea de
manera transversal y/o a través de espacios
curriculares específicos, así como en las normas
que regulan la organización institucional. 

ARTÍCULO 3°.- Promover que en todas las es-
cuelas del país se organice un equipo docente
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referente de Educación Sexual Integral, que
lleve adelante un enfoque interdisciplinario,
que funcione como nexo con los equipos ju-
risdiccionales y que actúe de enlace con el
proyecto institucional de cada establecimiento.
El mencionado equipo docente será seleccio-
nado de la planta orgánica funcional existente
en cada escuela. 

ARTÍCULO 4°.- Incluir contenidos de Educación
Sexual Integral en las evaluaciones a todos los
docentes del país que se realizan en el marco
de los concursos de ascenso conforme la nor-
mativa aplicable en cada jurisdicción. 

ARTÍCULO 5°.- Asegurar la realización de las
jornadas “Educar en Igualdad” para la prevención
y erradicación de la violencia de género plani-
ficando y coordinando su realización en la
misma semana del año en todos los estableci-
mientos educativos del país. 

ARTÍCULO 6° - Regístrese, comuníquese noti-
fíquese a los integrantes del CONSEJO FEDERAL
DE EDUCACIÓN. Cumplido, archívese. 

Resolución CFE N° 340/18

Anexo

Resolución del CFE N° 340/18 

Con el objeto de dar efectivo cumplimiento a
la Ley N°26.150 de Educación Sexual Integral y
garantizar el desarrollo de los lineamientos cu-
rriculares, las jurisdicciones se comprometen
a implementar la obligatoriedad de la educación
sexual integral en todos los niveles y modalidades
educativas, abordando, sin excepción, los cinco
ejes conceptuales: 

tCuidar el cuerpo y la salud. 

tValorar la afectividad. 

tGarantizar la equidad de género. 

tRespetar la diversidad. 

tEjercer nuestros derechos. 

Con la necesidad de garantizar la integralidad
del enfoque, se establecen a continuación nú-
cleos de aprendizajes prioritarios para cada
nivel educativo: 

Nivel Inicial 

tLas partes externas del cuerpo humano. 

tEl vocabulario correcto para nombrar los
órganos genitales. 

tLos procesos de gestación y nacimiento. 

tLa disposición de recibir y dar cariño. 

tLa confianza, la libertad y la seguridad para
expresar ideas, opiniones y pedir ayuda.

tLa adquisición de pautas de cuidado y auto
protección. 

tLa Importancia del juego como derecho y
por lo tanto patrimonio de la infancia. 

tIgualdad de oportunidades para niñas y
niños en juegos y trabajos, evitando estere-
otipos de género. 

tLa diversidad de familias. 

tEl concepto de intimidad y cuidado de la
intimidad propia y de los otros/as. 

tDecir “no” frente a interacciones inadecuadas
con otras personas. 

tNo guardar secretos que los hacen sentir
incómodos, mal o confundidos.

Nivel Primario 

tEl cuerpo humano como totalidad con
necesidades de afecto, cuidado y valoración. 

tLos procesos de crecimiento, desarrollo y
maduración. 

tLos caracteres sexuales. 

tLos cambios que se ven y se sienten en la
pubertad. 

tLa igualdad para varones y mujeres en
juegos y en actividades motrices e intelec-
tuales. 

tLas configuraciones familiares en distintas
épocas y culturas. 

tLa diversidad en las personas: apariencia fí-
sica, orientación sexual e identidad de género. 

tEl análisis de los estereotipos corporales
de belleza. 

tLa superación de los prejuicios y las actitudes
discriminatorias. 
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S tLos vínculos socio afectivos con los pares,
los compañeros, las familias y las relaciones
de pareja. 

tEl embarazo: aspectos biológicos, sociales,
afectivos y psicológicos. 

tLos métodos anticonceptivos. 

tLa prevención de las infecciones de trans-
misión sexual. 

tEl derecho a la intimidad y el respeto a la
intimidad de los otros/as. 

tLa vulneración de derechos: el abuso sexual,
la violencia de género y la trata de personas. 

tPrevención del grooming. 

tEl concepto de intimidad y cuidado de la
intimidad propia y de los otros/as.

tDecir “no” frente a interacciones inade-
cuadas con otras personas. 

tNo guardar secretos que los hacen sentir
incómodos, mal o confundidos. 

tNuevas formas de masculinidad y feminei-
dad en el marco de la equidad de género.

Nivel Secundario

tEl cuerpo que cambia, la autonomía y su
construcción progresiva. 

tLas distintas formas de ser joven según los
contextos y las experiencias de vida.

tConstrucción de identidad y de proyecto
de vida. 

tLos patrones hegemónicos de belleza y su
relación con el consumo. 

tReproducción, embarazo, parto, maternidad
y paternidad desde un abordaje integral.

tEl embarazo no intencional en la adoles-
cencia: los métodos anticonceptivos. 

tLa prevención de infecciones de transmisión
sexual. 

tLos marcos legales para el acceso a los
servicios de salud sexual. 

tLa pareja, el amor y el cuidado mutuo en
las relaciones afectivas. Mirada hacia la vio-
lencia de género en el noviazgo. 

tEl reconocimiento y respeto a las distintas
maneras de ser mujer y de ser varón.

tEl análisis crítico de la femineidad y la mas-
culinidad en distintos contextos. 

tEl derecho de las personas a vivir su sexua-
lidad de acuerdo a sus convicciones y prefe-
rencias en el marco del respeto por los/as
otros/as. 

tLa vulneración de derechos sexuales: La
discriminación, la violencia, el acoso, el abuso,
el maltrato, la explotación sexual y trata. 

tLa violencia de género en la adolescencia. 

tDistintas miradas sobre el aborto (como
problema ético, de salud pública, moral,
social, cultural y jurídico, etc.). 

tPrevención del grooming. Redes sociales
y sexualidad. 

Formación Docente 

tLa complejidad de los procesos de cons-
trucción de la sexualidad y sus expresiones a
lo largo de cada período madurativo. 

tLa adquisición de conocimientos amplios,
actualizados y validados científicamente sobre
las distintas dimensiones de la educación
sexual integral, así como las habilidades re-
queridas para su transmisión a niños, niñas y
adolescentes. Por ejemplo: dimensiones psi-
cológicas, biológicas, éticas, de derecho, so-
cioculturales e históricas, de salud. 

tLa normativa nacional e internacional sobre
la responsabilidad del Estado en la educación
sexual, y los derechos de los niños, niñas y
adolescentes de recibir dicha educación en
iguales condiciones. 

tLa generación de espacios que permitan
el ejercicio pleno de los derechos de niños,
niñas y adolescentes. 

tDesarrollo de habilidades para el tratamiento
de situaciones producto de las diversas formas
de vulneración de derechos como el maltrato
infantil, el abuso sexual, la violencia de género,
y la trata de niños/as.
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Resolución CFE N°322/17 

Villa Carlos Paz, Córdoba, 21 de junio de 2017 

VISTO la Ley N° 27.234 denominada Educar en
Igualdad: Prevención y Erradicación de la Vio-
lencia de Género, la Ley N° 25.673 de Salud
Sexual y Procreación Responsable, la Ley 26.061
de Protección Integral de Niños, Niñas y Ado-
lescentes, la Ley N° 26.206 de Educación Na-
cional, la Ley N° 26.150 de Educación Sexual
Integral y la Resolución N° 285/2016 del Consejo
Federal de Educación y, 

CONSIDERANDO: 

Que el Plan Estratégico Nacional 2016 — 2021
“Argentina Enseña y Aprende”, plantea entre
sus objetivos garantizar el ingreso, la perma-
nencia y el egreso de todos/as los/as niños/as,
adolescentes, jóvenes, adultos/as de la educa-
ción obligatoria. 

Que dicho Plan prevé el desarrollo de disposi-
tivos de seguimiento y acompañamiento de
las trayectorias educativas que atiendan a mo-
mentos y situaciones particulares que marcan
el recorrido de los/as estudiantes, con el fin de
prevenir y detectar tempranamente los casos
de riesgo de abandono o repitencia escolar,
incluyendo la utilización de un sistema integral
de información nominal en todos los niveles y
modalidades educativas. 

Que el Gobierno Nacional ha propuesto cien
prioridades agrupadas en ocho objetivos que
concentrarán el accionar de las distintas carteras
del Poder Ejecutivo Nacional, entre ellos el ob-
jetivo IV de Desarrollo Humano Sustentable. 

Que en el marco de dicho objetivo, para el pe-
ríodo 2017-2019, se encuentra la meta N° 50
que plantea la “Estrategia Nacional para Ado-
lescentes y Jóvenes Vulnerables”. 

Que en nuestro país las cifras del año 2014
evidencian un 15,5% (116.952 casos) de naci-
mientos de madres adolescentes, de los cuales
un 67% fue no intencional. 

Que de ese porcentaje un 0,40% (3.007 casos)
pertenece a niñas de entre 10 y 14 años, lo
que presume situaciones de coerción y/o
abuso. 

Que los MINISTERIOS DE EDUCACIÓN Y DE-
PORTES, DE DESARROLLO SOCIAL y DE SA-
LUD DE LA NACIÓN llevarán a cabo de manera
articulada un Plan Nacional de Disminución
del Embarazo no Intencional en la Adoles-
cencia.

Que, encuadrado en dicho plan, desde el MI-
NISTERIO DE EDUCACIÓN Y DEPORTES se
ha propuesto la implementación de un dispo-
sitivo de formación en esa temática, destinada
a las/os docentes de las escuelas de aquellas
zonas con mayores índices de embarazo ado-
lescente no intencional. 

Que la capacitación comprenderá durante el
año 2017 a las provincias de BUENOS AIRES,
CORRIENTES, MISIONES, JUJUY y SALTA y se
extenderá en los años siguientes al resto de las
jurisdicciones. 

Que la presente medida se adopta con el voto
afirmativo de todos los integrantes de este
Consejo Federal conforme lo establecido por
la Resolución CFE N° 1/07 a excepción de las
provincias Formosa, Jujuy y San Luis por au-
sencia de sus representantes. 

Por ello,

LA 81° ASAMBLEA DEL CONSEJO FEDERAL
DE EDUCACIÓN RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Aprobar la Campaña ‘Nacional:
“Prevención del embarazo no intencional en la

RESOLUCIÓN CFE Nº 322/17: APRUEBA LA CAMPAÑA 
NACIONAL «PREVENCIÓN DEL EMBARAZO NO INTENCIONAL

EN LA ADOLESCENCIA» (2017)

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res-cfe-n-322-17-596786adaaaad.pdf

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res-cfe-n-322-17-596786adaaaad.pdf
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Educación Sexual Integral. 

ARTÍCULO 2°.- Aprobar el dispositivo de for-
mación docente continua presencial, que como
anexo forma parte de la presente medida. 

ARTÍCULO 3°.- Las autoridades educativas na-
cionales y jurisdiccionales, implementarán ac-
tividades tendientes a dar cumplimiento a lo
aprobado en los artículos precedentes, adop-

tando diferentes procesos de trabajo en función
de los contextos provinciales, considerando
los antecedentes que se encuentren imple-
mentando. La cartera educativa nacional dis-
pondrá financiamiento para tales fines. 

ARTÍCULO 4°.- Regístrese, comuníquese, no-
tifíquese los integrantes del CONSEJO FEDERAL

DE EDUCACIÓN y cumplido, archívese.
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Anexo 

Resolución del CFE N° 340/18 

Con el objeto de dar efectivo cumplimiento a
la Ley N°26.150 de Educación Sexual Integral y
garantizar el desarrollo de los lineamientos cu-
rriculares, las jurisdicciones se comprometen
a implementar la obligatoriedad de la educación
sexual integral en todos los niveles y modalidades
educativas, abordando, sin excepción, los cinco
ejes conceptuales: 

• Cuidar el cuerpo y la salud. 

• Valorar la afectividad. 

• Garantizar la equidad de género. 

• Respetar la diversidad. 

• Ejercer nuestros derechos. 

Con la necesidad de garantizar la integralidad
del enfoque, se establecen a continuación nú-
cleos de aprendizajes prioritarios para cada
nivel educativo: 

Nivel Inicial 

• Las partes externas del cuerpo humano. 

• El vocabulario correcto para nombrar los
órganos genitales. 

• Los procesos de gestación y nacimiento. 

• La disposición de recibir y dar cariño. 

• La confianza, la libertad y la seguridad para
expresar ideas, opiniones y pedir ayuda. 

• La adquisición de pautas de cuidado y auto
protección. 

• Igualdad de oportunidades para niñas y

niños en juegos y trabajos, evitando estere-
otipos de género. 

• La diversidad de familias. 

• El concepto de intimidad y cuidado de la
intimidad propia y de los otros/as. 

• Decir “no” frente a interacciones inadecuadas
con otras personas. 

• No guardar secretos que los hacen sentir
incómodos, mal o confundidos. 

Nivel Primario 

• El cuerpo humano como totalidad con ne-
cesidades de afecto, cuidado y valoración. 

• Los procesos de crecimiento, desarrollo y
maduración. 

• Los caracteres sexuales. 

• Los cambios que se ven y se sienten en la
pubertad.

• La igualdad para varones y mujeres en
juegos y en actividades motrices e intelec-
tuales. 

• Las configuraciones familiares en distintas
épocas y culturas. 

• La diversidad en las personas: apariencia fí-
sica, orientación sexual e identidad de género. 

• El análisis de los estereotipos corporales
de belleza. 

• La superación de los prejuicios y las actitudes
discriminatorias. 

• Los vínculos socio afectivos con los pares,
los compañeros, las familias y las relaciones
de pareja. 

RESOLUCIÓN CFE Nº 340/18 (ANEXO): 
NÚCLEOS DE APRENDIZAJE PRIORITARIO EN ESI (2018)

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_resolucion_cfe_340_18_0.pdf

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_resolucion_cfe_340_18_0.pdf
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S • El embarazo: aspectos biológicos, sociales,
afectivos y psicológicos. 

• Los métodos anticonceptivos. 

• La prevención de las infecciones de trans-
misión sexual. 

• El derecho a la intimidad y el respeto a la
intimidad de los otros/as.

• La vulneración de derechos: el abuso sexual,
la violencia de género y la trata de personas. 

• Prevención del grooming. 

• El concepto de intimidad y cuidado de la
intimidad propia y de los otros/as. 

• Decir “no” frente a interacciones inadecuadas
con otras personas. 

• No guardar secretos que los hacen sentir
incómodos, mal o confundidos. 

• Nuevas formas de masculinidad y femineidad
en el marco de la equidad de género. 

Nivel Secundario 

• El cuerpo que cambia, la autonomía y su
construcción progresiva. 

• Las distintas formas de ser joven según los
contextos y las experiencias de vida. 

• Construcción de identidad y de proyecto
de vida 

• Los patrones hegemónicos de belleza y su
relación con el consumo. 

• Reproducción, embarazo, parto, maternidad
y paternidad desde un abordaje integral. 

• El embarazo no intencional en la adoles-
cencia: los métodos anticonceptivos. 

• La prevención de infecciones de transmisión
sexual. 

• Los marcos legales para el acceso a los
servicios de salud sexual. 

• La pareja, el amor y el cuidado mutuo en
las relaciones afectivas. Mirada hacia la vio-
lencia de género en el noviazgo. 

• El reconocimiento y respeto a las distintas

maneras de ser mujer y de ser varón. 

• El análisis crítico de la femineidad y la mas-
culinidad en distintos contextos.

• El derecho de las personas a vivir su sexua-
lidad de acuerdo a sus convicciones y prefe-
rencias en el marco del respeto por los/as
otros/as. 

• La vulneración de derechos sexuales: La
discriminación, la violencia, el acoso, el abuso,
el maltrato, la explotación sexual y trata. 

• La violencia de género en la adolescencia.

• Distintas miradas sobre el aborto (como
problema ético, de salud pública, moral,
social, cultural y jurídico, etc.). 

• Prevención del grooming. Redes sociales y
sexualidad. 

Formación Docente 

• La complejidad de los procesos de cons-
trucción de la sexualidad y sus expresiones a
lo largo de cada período madurativo. 

• La adquisición de conocimientos amplios,
actualizados y validados científicamente sobre
las distintas dimensiones de la educación
sexual integral, así como las habilidades re-
queridas para su transmisión a niños, niñas y
adolescentes. Por ejemplo: dimensiones psi-
cológicas, biológicas, éticas, de derecho, so-
cioculturales e históricas, de salud. 

• La normativa nacional e internacional sobre
la responsabilidad del Estado en la educación
sexual, y los derechos de los niños, niñas y
adolescentes de recibir dicha educación en
iguales condiciones. 

• La generación de espacios que permitan el
ejercicio pleno de los derechos de niños,
niñas y adolescentes. 

• Desarrollo de habilidades para el tratamiento
de situaciones producto de las diversas formas
de vulneración de derechos como el maltrato
infantil, el abuso sexual, la violencia de género,
y la trata de niños/as.
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